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Füllo del JíileB Wúewmí 



Buenos Aires, Mayo 11 de 1887. 

T vistos : Para definitiva, estos aatos iniciados por doña Ra- 
quel Dello Jacono de Caliendo 6 Caliente, contra el Ferrocarril 
Oeste de Buenos Aires, sobre indemnización de daños y perjui- 
cios, de cuyas constancias resulta : Que á foja 11, don Alcides 
Seguí (hijo), invocando la representación legal de la aotora^á 
mérito del poder de foja 1, y demás documentos acompañados, 
se presentó judicialmente promoviendo acción de daños y per- 
juicios conta la empresa del ferrocaril Oeste de Buenos Aires, 
fundada en la muerte dada por uno de los trenes de esa empresa 
á su esposo don Andrés Caliendo 6 Caliente, en el acto de subir 
á uno de los coches en la estación Ramos Mejias y cuyo hecho 
tuvo lugar el dia 18 de Octubre de 1895 á las 6 p. m. 

Que su esposo se encontraba en la estación de dicha localidad 
esperando el tren con el propósito de trasladarse á esta capital, 
adonde cuotidianamente viajaba en busca de flores para vender- 
las aquí» por ser su profesión vendedor de flores. 

Que como se había despachado de la estación Haedo un tren 
de carga que pasó por Ramos Mejias en dirección al Once, el 
tren rápido que cruzaba á esa hora por R(|mos Mejias con igual 
dirección, tuvo que pararse en ese punto, no obstante no figurar 
en el horario dicha parada, dando así tiempo á que el tren de car- 
ga pudiera distanciarse como lo dispone el artículo 43 del Re- 
glamento de ferrocarriles nacionales, y lo aconseja la más ele- 
mental prudencia, hecho ese que no se observó. 

Que al observar Calendo ó Caliente que el tren rápido de pa* 
Bajeros se detenia y viendo que otros pasajeros se apresuraban 
á tomarlo, también él pretendió hacer igual cosa en un coche de 
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segunda clase, pero al subir eon dos canastas de flores en las 
manos, un guarda del mismo se opuso á ello, ordenán- 
dole que se bajara y acompasando el guarda los hechos 
á las palabras y Tiendo que el tren se ponía en marcha, le 
dio un empujón echándolo debajo del estribo, con tan mala 
suerte* que el desgraciado fué á caer sobre los rieles pasándole 
por encima las ruedas del tren, falleciendo de sus resultas esa mis* 
ma tarde, y declarando que el guarda le habla dado un em- 
pujón al querer subir al tren con dos canastas de flores. 

Que el hecho se produjo por imprudencia temeraria y culpable 
del guarda al dar á un hombre un empujón sobre el estribo de 
un tren en momentos que no podía siquiera serfirse de sus ma- 
nos por aquella causal, siendo su deber en todo caso, si es que 
faltaba á los reglamentos, evitar precisamente el incidente, y 
luego, detenerlo para la aplicación de la pena que correspon- 
diere. 

Que el hecho también se produjo por imprudencia 6 culpa de 
la empresa, por haber violado la ley de ferrocarriles en el servi- 
cio del tráfico en la linea, por haberse despachado de la estación 
Haedo un tren de carga en dirección á Bamos Mejia y el Once, 
sin acordarse del tren rápido que debía pasará esa hora por esa 
vía é idéntico destino. 

Que la empresa ha violado la ley y reglamentos en la parte 
que prohibe despachar un tren sino diez minutos después del 
despachado con anterioridad, lo que acusa un descuido y ol- 
vido manifiesto de sus prescripciones, y que fué causa del acci- 
dente, puesto que se produjo por la parada del tren en Bamos 
Mejía, y que á no haberlo hecho, Caliendo hubiera tomado el 
tren ordinario en que viene diariamente á Buenos Aires á ven- 
der flores y no le hubiera sido objetado su derecho para subir 
á un tren de pasajeros en servicio. 

Que fundado en los artículos 1060, 1106, 1108, 1109, 1110, 
1113 y 1122 del Código Civil, y articulo 16, incisos ^ y 2» del 
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Código Penal y en las leyes y reglamentos para los ferrocarri- 
les nacionales, entabla demanda ordinaria por cobro de la snma 
de 50.000 pesos moneda nacional en que aprecia el Talor del 
daño cansado, con arreglo á la profesión y medios de vivir de 
Caliente, á cayo pago pide se le condene ; con intereses y costas 
deljnicio. 

Qae radicado el juicio ante la justicia federal, por razón de 
la incompetencia declarada del juez doctor Pizarro y sustancia- 
do el juicio, la empresa, evacuando el traslado conferido, sostiene 
que el 18 de Octubre de 1895, siendo más 6 menos las 6 p. m., 
se hallaba en la estación Bamos Mejía don Andrés Caliendo, 
vendedor de flores cuando llegó y paró el tren número 24, que 
viene de afuera. Puesto este tren nuevamente en movimiento, 
Caliendo pretendió subir á él llevando las manos ocupadas por 
dos canastas de flores, y en estado de ebriedad, pero al pisar el 
estribo resbaló consiguiendo agarrarse del pasamanos del coche, 
y en esta situación, medio colgado, fué arrastrado algunos me- 
tros, en cuya situación él vigilante allí de facción corrió á auxi- 
liarlo y lo acompañó cinco ó seis metros pretendiendo levantarlo ; 
en cuyo momento el personal del tren apercibido del accidente, 
cortó la ínanga del freno automático, parando el tren casi ins- 
tantáneamente, siendo sacado Caliendo dentro de las ruedas con 
las dos piernas y un brazo fracturados, falleciendo en la comi- 
saría á las 7 y 30 p. m. de ese dia. 

Que por consecuencia de esos antecedentes, niega que el guar- 
da encargado del tren ni agente alguno del ferrocarril haya 
empujado á Caliendo al pretender subir, ni que le haya prohi- 
bido hacerlo, desde que el guarda se hallaba en un coche de 
primera clase y la víctima pretendió subir en uno de segunda, 
y ni lo vio, ni pudo vetío, sino hasta el momento, después de 
parado el tren, que concurrió para ayudar al vigilante y tratar de 
levantarlo. 

Que es falso que^Caliendo haya declarado antes de morir loque 
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afirma la demanda ; como también es falso qne la empresa haya 
violado la ley ni los reglamentos al hacer parar el tren rápido 
número 24 en Ramos Mejia, pnes cuando llegó hada varios 
minutos qne había pasado por la misma estación un 'tren' de 
carga en dirección á Liniers y que no habiendo aún llegado á 
dicha estación, no había dado vía libre, motivo por el que se 
hizo parar el tren rápido en Ramos Mejía, y cuando se avisó 
vía libre, recien se dio orden de marchar al rápido y que los diez 
minutos fijados en el artículo 43 del reglamento general, no ri- 
gen cuando, como en el caso actual, se encuentra establecido el 
sistema Blocb, por todo lo que pide el amparo del artículo 125 
delreglamento citado y artículo lili del Código Civil, el rechazo 
de la acción, con costas, observándose á la vez el monto de la 
suma que se reclama. Que recibida aprueba la cansa, se produjo 
la que expresa el certificado del señor secretario, llamándose 
autos para sentencia. 

Y considerando : i^ Que délos antecedentes relacionados re- 
sulta, que la empresa reconoce como cierto el hecho fundamen- 
tal en que reposa la demanda: el accidente ferrocarrilero que 
produjo la muerte de Andrés Caliendo ó Caliente, hecho com- 
probado además por el instrumento público de foja 2 y por la 
prueba oral recibida, pero niega en absoluto que haya existido 
la culpa imputada tanto en ella como en sns empleados. 

2° Que como consecuencia de esa manifestación y reconoci- 
miento, la cuestión sub-judice queda para el juzgado circuns- 
cripta á estudiar y examinar el resultado legal de la prueba ren- 
dida, á fin de hacer la aplicación del derecho respectivo, según su 
mérito. 

3^ Que las constancias déla causa suministra antecedentes 
suficientes para un pronunciamiento justiciero. Es principio de 
derecho que todo el que ejecuta un hecho que por sn culpa 6 ne- 
gligencia ocasiona un daño á otros, está obligado á la reparación 
del daño, y que la obligación del que ha causado un daño se ex- 
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tiende á loe daños qoe o^usarea los qae están bajo su dependen- 
cia, 6 por las cosas de que se siiTe 6 que tiene á su onidado 
(aití óulos 1 1 09 7 1 1 13 del Código Civil). ¿ Existe en nuestro caso 
esos extremos necesarios para la admisibilidad de la acción 
instaurada? ¿Se ha comprobado la culpa grave é imprudencia 
atribuida al guarda tren, que se afirma empujó á Caliendo y 
cuyo acto f aé la causa real y eficiente de su muerte ? 

4® Con arreglo á lo preceptuado por el artícnlo 65, acápite 2®, 
de la ley general de ferrocarriles nacionales, número 287Sfen 
caso de accidente incumbe á la empresa probar que el daño resul- 
ta de caso fortuito ó fuerza mayor. La empresa prosiguiendo 
ese propósito, presentó como prueba de descargo de la culpabi- 
lidad atribuida por el actor, los testigos de fojas 79, 79 vuelta 
y 80 vuelta, iñformiB de foja 53 y sumario testimoniado de foja 
83. Examinadas eáas pruebas con criterio impaiccial y rex^to jui- 
cio, fácilmente se arriba ala conclusión de su demérito é insu- 
ficiencia conipleta para constatar tal extremo, la no culpabili- 
dad de la empresa. Los testigos Juan Garcia, foja 79, y Emilio 
Battori, foja80 vuelta, declarando al tenor de la tercera y cuar- 
ta pregunta del interrogatorio de la empresa de*foja 78, nos di- 
cen, que sólo vieron á Caliendo bajo el tren, no habiendo visto 
lo demás que se les pregunta, agregando que no saben si estu- 
viera óbrio. Luego, esas declaraciones nomerecenfé probatoria» 
por la sencillísima rason de que ignoran la forma cómo se pro- 
dujo la muerte de Caliendo ; le son á la empresa contraprodu- 
centes, desde que contradicen su afirmación deque se encontra- 
ba en ese estado en el momento del.suceso, y á la vez ratifica la 
manifestación del testigo que depone á foja 75 vuelta, quien 
sostiene idéntica cosa sobre la ebriedad de Caliendo, y que es- 
tuvo con él conversando en el anden de la estación, lo que á ser 
cierto tal estado, no hubiera pasado desapercibido. Este testi- 
go, el de foja 79 vuelta, dice que la víctima pretendió subir al 
tren cuando ya estaba en movimiento, con las manos ocupadas 
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por doB canastas y qne en ese estado, uno de los oanastos que 
había sido ya colocado en la plataforma del coche, cayó sobre 
él, produciéndose de esta manera la cáida de Caliendo. Esta 
declaración es inadmisible legalmente, carece en absoluto de 
todo valor probatorio, no sólo por la inverosimilitud de su afir- 
mación de que la canasta colocada en la plataforma del coche 
pudiera ser la causa eficiente de la caida de Caliendo, coando 
no determina siquiera por accionó efecto de qué cansa cayó la 
canasta, sino porque su dicho se encuentra en abierta oposición 
con la causa real y origen que la contestación de la demanda te 
atribuye y principalmente por so singularidad : testis unus, 
testisnullM, y serie 2*, tomo 20, página 86» Fallos de la Supre- 
ma Corte. A este solo testigo queda limitada la prueba de des- 
cargo ofrecida por la empresa á fin de cumplimentar la exi- 
gencia del artículo 65 de la ley número 287S recordada y desde 
que es ella insuficiente para justificar la ausencia de la culpa 
que se le atribuye, debe ella imperar, y desde luego debe res- 
ponder del daño causado en los términos prcTenidos en los artí- 
culos 66, 88 y 91 de la ley números 2873, y artículos i 109 y 
lliS del Código Civil. 

5* La prueba de cargo ofrecida por la demandante, no obs- 
tante que sobre la empresa pesa la tarea de su producción, para 
evidenciar que el daño proviene de caso fortuito ó de f nena ma- 
yor, destruye radicalmente el dicho de ese testigo único, y com- 
prueba la culpa del guarda-tren y con ello la responsabilidad 
de la empresa demandada. En efecto, los testigos de foja 61 y 
foja 61 vuelta, declaran nniformemente, dando raiones satis- 
factorias, de sus dichos, que al pretender Caliendo, con dos 
canastas de flores en las manos, subir al tren, juntamente 
con otros pasajeros, foé empujado por un guarda tren para que 
no subiera, cayendo entonces debajo del tren, declaraciones 
que por su concordancia entre sí y con los demás antecedentes 
circunstanciados de la la causa, constituyen prueba legal, con 



12 FALLOS DE LA SOPREMA CORTE 

■ 

arreglo á la le j 32, título 16, partida 3^ y serio 1", tomo 5^, 
página 420 de los fallos citados. El mérito legal de estas decla- 
raciones se vigoriza, al observar que son confirmadas por el 
dicho de otras personas qae sostienen, que el hecho fué presen- 
ciado por machas otras que se encontraban en la estación y den- 
tro del coche, las que, á gritos, calificaban al guarda de \ asesino ! 
¡cobarde! y por las de fojas 70, 71 y 72, que en oposición con 
lo aseverado por la empresa, declaran que oyeron decir á Ca- 
liendo que el culpable era el guarda tren ! 

6® Que el mérito legal que como prueba puede atribuirse al 
testimonio de foja 83 es de ningún valor ni eficacia legal, desde 
que se trata de testigos que han declarado en juicio distinto del 
presente, con el sigilo propio de todo sumario y sin [el control 
necesario y eficiente de la parte interesada, aparte de que esas 
declaraciones han sido contradichas abiertamente por los exami- 
nados, y en tal caso, el juzgado les atribuye á éstas mayor valor 
probatorio, por haber sido ofrecidas con las solemnidades 
de ley, en presencia y bajo el control amplio del interesado. 

7^ Que la empresa debe siempre responder del daño causado, 
porque contraviniendo las prescripciones desús reglamentos, 
artícnlo 47, dio preferencia de salida en el despacho de trenes 
en dirección al Once, á uno de carga en vez del rápido número 
83 y no el 24, como lo afirma la empresa, siu que pueda librarse 
de esa responsabilidad porelheoho de que la vía esté protegida 
por el sistema Block, desde que, según el informe de foja 59 ex- 
pedido por el presidente de la Dirección de ferrocarriles nacio- 
nales j ese sistema c en nada puede influir sobre el orden de 
preferencia que se debe dar á los trenes establecidos en el ar-; 
tículo 47 del Reglamento general de ferrocarriles nacionales, 
pues su objeto es simplemente para asegurar la marcha de los 
trenes señalando si la vía está libre ú acupada ». Esta infrac- 
ción á tan elemental deber, constituye una verdadera omisión 
culpable de la empresa, que á no haber sido cometido, posible y 
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veroRÍm^lmente no se habiera prodaoido el accideate* viéndose 
Caliendo en el imperioso oaso de haber tenido que tornar el tren 
ordinario en dirección de esta Capital. Bedarride (Chemins de 
Fer,. tomo^^ pág. 47) dice : <qne la obligación de las empresas 
de trasportes es prerenir y vigilar con la mayor solicitad po- 
sible para la seguridad de ios. viajeros. Esta obligación se im- 
pone, agrega, con más razón respecto de las compañías de ferro- 
carriles por el número de personas que conduce cada tren y las 
desastrosas ooDsecnenoias que producen los accidentes ocasio- 
nados, por descarrilamientos, choqnes etc.», y Wood^enla obra 
The Laws of Raüways, [también nos dice : < qne la observan- 
cia por parte de los conductores de un tren de las prescripciones 
reglamentarias, no excluyen las responsabilidades si bajo otros 
respectos la compañía ó sus empleados descuidan aquellas pres- 
cripciones que la prudencia sugiere para evitar accidentes». 
T qué mayor olvido de tan elementales deberes que la aptitud 
iujustifioable bajo cualquier concepto de ese guarda tren, que por 
acción propia y no obstante la actitud indefenscide Caliendo, lo 
precipita debajo del tren de un empujón y le causa su muerte ! 

8^ Comprobada la existencia real del daño causado, la natura- 
leza culpable del hecho que motivó la muerte de Caliendo y la 
persona de su autor y habiendo la ley, artículos 1083 y 1084 del 
Código Civil, dejado al estudio prudencial del magistrado la 
determinación del monto de la indemnización que se reclama y 
la formado satisfacerla, ejercitando el juzgado esa facultad dis- 
crecional, y teniendo presente p;ira esa fijación la edad de Ca- 
liendo, y su profesión, vendedor de flores, reconocida ésta en 
el escrito de contestación á la demanda, fijo la importancia del 
daño causado en la suma de 42.000 pesos. 

Por estas consideraciones y demás concordantes que resultan 
de los escritos de fojas li y 118, definitivamente juzgando, fa- 
llo : condenando al Ferrocarril del Oeste de Buenos Aires i sa- 
tisfacer i doña Baquel Della Jacono de Caliendo 6 Caliente, 
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por tía de indemnizaoioii de perjuioio, con motito dé la moerte 
de ta esposo Andrés Caliendo 6 Caliente, dada por uno de los 
trenes de esa empresa, la cantidad de 12.000 petos, y costas 
procesales, j que deberá abonar dentro del término de 10 dias 
de ejecntoriada esta resolución. 
Notífiqnese con el original y repónganse los sellos. 

Agustín Urdinarrain. 



WMim ém te Sa|iVMmi Corto 



Buenos Aires, Noideüibre 9 de 1897. 

Vistos y considerando : Que como lo demuestra la sentencia 
apelada, est& probado el hecho fundamental de la acción inten- 
tada. 

Que se halla igualmente averiguada la responsabilidad de la 
empresa demandada, de conformidad con lo dispuesto en los ar- 
tículos sesenta j cinco y ochenta y tres in fine^ de la ley gene- 
ral de ferrocarriles y once mil ciento trece del Código Citil. 

Que para la fijación del monto de la indemnisaoion á que tie- 
ne derecho el demandante, debe tenerse presente la industria 
y modo de vitir del finado Caliendo ó Caliente, y los preceden- 
tes establecidos por esta Suprema Corte en casos anilogos. 

Por esto, y fundamentos concordantes de la sentencia apelada 
de foja ciento treinta y seis: se confirma ésta, modificándose 
tan sólo en cuanto al monto de la indemnización, la que se fija 
en la cantidad de ocho mil pesos moneda nacional : las costas de 
segunda instancia se pagarán én el orden causado. Repuestos 
los sellos, deruélvanse. 

BBRJAMIR PAI. — ABBL BAZAR. 
— OCTAVIO BUROS. — JÜAR 
B. TORRBRT. 
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CAUSA CCCliir 



Doña Marcela Pérez Míllan de Stegman contra los herederos 
de don, Simón Sánchez, por reivindicación ; sobre recurso 
contra resolución de los tribufiales de Búhenos Aires . 

Sumario. -^^V o habiéndose puesto egonestion disposioíoD al- 
guna de la Constitución nacional, ni derechos que se pretendan 
derivados de la misma, la interpretación y aplicación de las 
prescripciones de la Constitacion y leyes de procedimiento lo- 
cales no autoriza el recurso á la Suprema Corte. 



Caso. — Don Pedro A. Sánchez, por s( y en representación 
de los herederos de don Simón Sánchez, se presentó ante la Su- 
prema Corte interponiendo el recurso que autoriza el inciso 2^, 
artículo 14 de la ley de jarisdicciou, contra una resolución de la 
Suprema Corte de la proTincia de Buenos Aires* por la cual se 
declara improcedente el recorso de inaplioabilidad de ley otor- 
gado contra una sentencia de la cámara de apelaciones del de- 
partamento del norte, fundada en qne' el escrito deduciéndolo 
no estaha autorizado por abogado, con arreglo al artículo 175 
de la Constitución de la citada proyincia. El señor Sánchez de- 
cía que la interpretacioü dada i este artículo era errónea y re- 
pugnante á lo dispuesto por los artículos 14 y 18 de la Consti- 
tución nacional. 
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WmUm de te Saprem» Corte 



Buenos Aires/ Noviembre 13 de 1897. 



Autos 7 vistos : Considerando: Qae segon resolta de propia 
explicación de Uparte, en el pleito no se ha puesto en cuestión 
disposición alguna de la Constitución nacional, ni derechos que 
de pretendan derivados de la misma, de manera que no ha re- 
caído ni ha podido recaer al respecto sentencia definitiva de los 
tribunales superiores de j>roviacia que resolviera la cuestión des- 
conociendo los derechos del recurrente. 

Que esta parte ha invocado, recien después de pronunciado 
el auto recurrido, disposiciones de la Constitución nacional, lo 
que sirve á demostrar que, como ya se ha establecido, no han si- 
do ellas materia de pleito y por tanto de sentencia . 

Que, por el contrario, de la citada exposición y auto acompaña- 
do de que se recurre, consta que la Suprema Corte de la pro- 
vincia de Buenos Aires ha considerado y apreciado en ese auto 
tan sólo prescripciones de la Constitución de la provincia y leyes 
de procedimiento de la misma, cuya interpretación ó aplicación 
no fundan el recurso autorizado por el artículo catorce de la 
ley de jurisdicción y competencia. 

Por estos fundamentos, se declara improcedente el recurso 
deducido. Hágase saber con el original y, repuesto el papel, ar- 
chívese. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. TÁ- 
RELA. — ABEL BAZAlf. — 
OCTAVIO BCNGE. 
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CAUSA CCCXiri 



Don Julián M, Martínez contra el Ferrocarril Oeste de Buenos 
Aires, por daños y perjuicios ; sobre prueba pericial 

Sumario. — Eala prueba pericial solicitada de acuerdo con 
las leyes de procedimiento federal, los peritos deben expedir so 
dictamen en junta. 

Caso. — Después de dictados los fallos que se registran en el 
tomo 59, página 263, 7 en el tomo 65, página 81^ las partes nom- 
braron peritos á los efectos que ellos indicaron. El perito de la 
parte de Martínez pidió que se declarara que debían expedirse 
on junta. La parte del ferrocarril sostuvo que cada perito po- 
día expedirse separadamente, y que el incidente propuesto no 
tenía más objeto que reproducir el incidente, ya resuelto por la 
Suprema Corte, sobre el carácter de los peritos. Que dada esta 
resolución, su perito no había podido dictaminar por separado, 
sobre todo cuando no pudo ponerse de acuerdo con el de la con- 
traparte. 



Fallo del JTuem Federal 



La Plata, Abril 5 de 1897. 

Debiendo proveerse con arreglo á lo resnelto por la Exma. Su- 
prema Corte en la resolución de foja 109, se declara que los peri- 

T. LXXI 9 
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tos tienen que expedir su dictamen en junta, como lo previene el 
artículo 148 de la ley de enjaioiamiento. Repóngase la foja. 

Aurrecoechea. 



Palla 4e la Saprem» Corte 

Rosario, Noviembre 13 de 1897. 

Vistos- Por sus fundamentos y teniendo además en conside- 
ración lo resuelto por esta Suprema Corte en el auto de foja dos- 
cientas veinte y seis, se confirma, con costas, el auto apelado de 
foja doscientas octenta. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V, VÁRELA. 
— ABEL B AZAN . — OCTAVIO BDN- 
GE.— JOAN E. TORRBNT. 



CAUSA 



Daña Rosa Palma de Pardo, contra don Antonio R. Otero por 
cumplimiento y rescisión de contrato ; sobre nulidad de 
laudo arbiíraL 

Sumario. - I" El arbitro nombrado en el juicio promovido 
sobre cumplimiento y rescisión de contrato para resolver las 

cuestiones que surgen de la demanda y de la <-^'^^''^2Zl 
de resolver sóbrelos daños y perjuicios que sean materia de la 
controversia, y apreciarlos en cualquier forma. 
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2^ Si la ley procesal apUoable establectí qae se entiende com- '^ 

prometido en caso de duda, todo panto qae haya sido objeto de 
disensión durante el juioio, corresponde estimarse las actaa- 
ciones de praeba entre los puntos comprometidos. 



Caso. — Resalta de las signientes piezas : 



COMPROMISO 

En 15 de Mayo, año 1896, á las 2 p. m. comparecieron al 
jozgado á objeto del comparendo decretado, el señor Germán 
Eohn y el señor Pablo Palma, acompañados de sus respectivos 
abogados y expasieron, que han convenido en nombrar un solo 
arbitro con el carácter de arbitrador para resolver las cuestiones 
que surgen de la demanda y contestación, debiendo tramitarse 
el juicio según el procedimiento establecido para el juicio ordi- 
nario de la ley de procedimientos de la provincia. Fíjase 
el término de cuatro meses para que el arbitro pronuncie la sen- 
tencia, contra la cual no habrá el recurso de apelación y se fija 
una^ multa de 1000 pesos moneda nacional contra la parte que 

« 

dejare de cumplir los actos necesarios para la realización del 
compromiso. Por coman acuerdo de las partes nombran como 
arbitrador al señor joez federal doctor Severo Q. del Castillo, 
quien manifiesta en este acto que acepta el cargo y firmaron con 
el señor juez ante el autorizante. 

» 

Germán Kohn. — Severo G. del 
Castillo, — Pablo A . Palma. 
— Bermejo . — Rojo 

A nte mi : 

Juan Suarez . 



\ 
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LAUDO 

El infrascrito, nombrado en calidad de arbitro arbitrador por 
los señores Camilo F. Pardo y Antonio R. Otero, para resolver el 
presente juicio iniciado por el primero contra el segondo, por 
falta de cumplimiento á on contrato, procede á dictar el si- 
guiente lando: 

Vistos estos autos de los que resultan : Que con fecha i 4 de 
de Julio del año 1894, los señores Antonio F. Otero y señora Ro- 
sa Palma de Pardo, con la venia de su esposo don Camilo F. 
Pardo, celebraron el contrato de que instruye el instrumento 
público corriente en copia legalmente autorizada á foja... que 
contiene entre otras las siguientes cláusulas : 
* Los esposos Pardo declaran haber recibido del señor Otero, 
el dia 11 de Julio de 1894 la suma de 14.000 pesos moneda na- 
cional legal, por laque le otorgan el más eficaz recibo y carta 
de adeudo en forma, cuya suma la facilita aquel en calidad de 
préstamo, al interés de uno por ciento mensual, á condición de 
quedar pagada álos cuatro años de lafecha del presente contra- 
to. En garantía de la misma la señora Rosa P. de Pardo entre- 
ga al señor Otero, á título de anticresis, dos viñedos, de los cua- 
les ya tiene posesión real ; compuestos^ uno de veinte y dos 
hectáreas, más ó. menos, y el otro de cincuenta hectáreas, ambos 
bajólos límites que en dicho contrato se expresan, ubicados en 
el departamento de Lujan de esta provincia. 

Que dicha deuda será amortizada gradualmente con la mitad 
de los frutos ó ventas que produjeran los dos viñedos durante 
el término de cuatro años, dados en anticresis, pues la otra mitad 
pertenece al señor Otero exclusivamente, en compensación de 
trabajos que como administrador y director de los mismos vi- 
ñedos estará obligado á practicar en los cuatro años fijos del 
contrato. 
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Que el señor Otero practicará todos los trabajos de cultivo, 
cercos, alambrados y demás construcciones que necesite en los 
dos viñedos, como igualmente las plantaciones y replantacio* 
nes que sean necesarias, cuyos valores, «orno cualquier otro 
pago 6 anticipo de dinero que el señor Otero haga al señor Par- 
do durante el tiempo del contrato, gozarán del mismo interés 
y se imputarán al capital reconocido en la cláusula primera y 
ea la misma forma de pago de la tercera. 

Que e! mismo señor Otero verificará los pagos de los servicios 
de la deuda hipotecaria al Banco Hipotecario Nacional, como 
asimismo todos los pagos fiscales y municipales que correspon- 
dan á las viñas, cuyos valores entrará á acrecer ó á aumentar el 
capital reconocido en el artículo V y forma de pago del 3"*. 

Que los gastos de explotación de los viñedos quedan fijados 
anualmente en 120 pesos moneda nacional legal por hectárea, 
cuya suma será descontada con privilegio del producido general 
de los productos. 

Que el señor Otero entregará, en calidad de anticipo al señor 
Pardo, la suma de 200 pesos mensuales en dinero y mercaderías 
y á más, todos los años, al final de cada cosecha anticipará el 
10 por ciento sobre la parte líquida del valor de los frutos que 
á elle corresponda para la amortización del capital é intereses, 
cuyo impórtense le cargará en cuenta del capital, sujeto á pagar 
el interés del artículo 1^ y la amortización en la forma del arti- 
culo 8^ 

Que el señor Otero queda facultado para administrar y diri- 
gir losdos viñedos porel términofijo de cuatro años y para correr 
con las ventas de los frutos que produzcan, y comprometerlos, 
percibir su importe y otorgar, los recibos correspondientes, de- 
biendo continuar el contrato hasta la completa cancelación, si 
durante los cuatro años no fuera amortizado el capital é inte- 
reses gastados 6 anticipados por el señor Otero. 

Que en fecha 14 de Mayo del corriente año, el señor Camilo 
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Pardo, por intermedio de su apoderado general el señor Palma, 
deduce á foja nneve demanda contra el expresado don Antonio 
R. Otero, exponiendo : 

Qae de los términos del contrato se deduce que la consti- 
tución de laanticresis comprende una mitad indeterminada de 
las viñas, pues la otra mitad sólo está afectada por un contrato 
de administración, 6 sea por un mandato, y si en el caso sola- 
mente la mitad de los frutos deben imputarse al capital é inte- 
reses, sólo la mitad de ese fruto está dado eñ anticresis, lo que 
por otra parte está expreso en el contrato que dice : < la otra 
mitad de lo^ frutos seda en pago de la administración » ó sea 
de un mandato, estando á los términos de los artículos 1^869, 
1870, incisos 3^ y 4^ y 1952 del Código Civil. 
^ Que déla esencia misma del (contrato) mandato y aun de la 
anticresis resulta el derecho para el propietario de ñscalizar 
una y otra administración y éntrelos derechos inherentes ala 
propiedad, está el de vigilar por su conservación y demás que 
reconocen los artículos 2506, ^13 y otros correlativos del Códi- 
go Civil, y si el dominio es exclusivo, es evidente que su repre- 
sentado tiene ese derecho sobre los mismos frutos que debe ven- 
der el acreedor anticresista, para imputarlos al pago de su cré- 
dito^ y, por consiguiente el de entrar á su propiedad para investi- 
gar si el cultivo y conservación se hace en debida forma, como 
el de presenciar el acto de pesaré medir los frutos cuyo precio 
debe imputar el acreedor al pago de su deuda. 

Que si el propietario tiene estos derechos con relación al 
acreedor anticresista, con mayor razón los tendrá respecto al 
simple administrador de sus bienes, que en cualquier momento 
está obligado á rendir cuenta de sus operaciones y á quien la ley 
hace responsable de los daños y perjuicios que causare por su 
culpa (art. 1909, 1911 y 519 del Cód.Civ.). 

Que estos derechos de su representado como propietario de 
las viñas objeto del contrato han sido desconocidos por el señor 
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Otero, quien, en momentos en que estaba haciendo la cosecha 
de uTa, ha despedido á una persona enviada por aquel á presen- 
ciar el peso de ella, manifestando que no consentía en que él ni 
nadie por él, entre en la finca. 

^ Que en vista de ello se ven en la necesidad de buscar la pro- 
tección de la justicia, demandando la entrega de la parte del 
fundo que el señor Otero tiene en administración, cuyo man- 
dato revocan, para que la totalidad de los frutos se impute al 
pago ^e la deuda. 

Que al mismo tiempo, se obligue al señor Otero á no poner 
obstáculo alguno al derecho que tiene el propietario para pene- 
trar en las viñas y para inspeccionar la contabilidad y verificar 
el peso de los frutos, con más las costas del juicio y pago de 
los daños y perjuicios que ha causado y cause al propietario 
por el ataque álos derechos que éste tiene y que motivan su de- 
manda ; alegando que al hacer la revocación del mandato usan 
del derecho que les acuerdan los artículos 1963 y 1970 del Có- 
digo Civil. A foja 44, don Germán Eohn, en representación del 
señor Antonio R. Otero, contesta la demanda, exponiendo por 
su parte : . 

Qne ésta comprende dos acciones distintas, la una referente 
al reconocimiento judicial de la facultad de inspeccionar, vigi- 
lar é intervenir en la administración del fondo dado en anticre- 
sis, y la otra tendente á obtenerla rescisión pericial del contra- 
to celebrado entre el señor Otero y los esposos Pardo. 

Que no es exacto que Otero se haya opuesto de un modo ab- 
soluto á que el señor Pardo verificara el peso de la uva, habien- 
do sólo exigido la presentación de una orden en forma, que au- 
torizara á examinar y controlar el precio del fruto vendido. 

Que habiendo exigido dicha orden á don Joaquín Suarez,éste 
le presentó el papel qne acompaña á foja 41 , firmado por la se- 
ñora de Pardo, sin dirección alguna ni sobre, y firmado además 
por una señora, por cuyo motivo Otero reclamó una autorización 
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en forma dirigida á él personalmente y suscrita por el señor 
Pardo, expresando claramente qae en esas condiciones, no tenía 
inconveniente en que presenciara y verificara el peso de la uva. 
Que es éste el único punto que ba suscitado diferencias y no 
habiendo el señor Otero rehusado la intervención del señor Par- 
do, quien puede mandar su apoderado en el momento que quie- 
ra á verificar el peso de la uva, manido de la autorización com- 
petente, no hay propiamente dificultad alguna sobre la cual 
pueda recaer una decisión judicial, y debe por consiguiente re- 
chazar la acción del contrario en cuanto al reconocimiento ju- 
dicial del derecho de entrar en las viñas é inspeccionar la con- 
tabilidad, por cuanto él mismo afirma que no hay hecho por 
parte de Otero que importe desconocerle esas facultades que se 
atribuye. 

Que en cuanto ala otra petición, tendente á obtener la resci- 
sión parcial del contrato, el actor sostiene que según los térmi- 
nos de éste, solóla mitad de las viñas está dada en anticresis, 
quedando la otra mitad bajo la administración del señor Otero 
únicamente, en virtud de un mandato, y que siendo éste, por su 
naturaleza, revocable, viene á dejarlos sin efecto, pidiendo en 
consecuencia la entrega de la mitad de las viñas. 

Que es inexacto que la escritura acompañada envuelva dos 
contratos, pues ella sólo contiene uno puro y simplemente de 
anticresis que comprende las dos viñas, lo cual se deduce no sólo 
por el conjunto de sus cláusulas sino también por su texto claro 
é intergiversable. Invoca al efecto los términos del contrato, y 
analizando sus diversas cláusulas, sostiene que éste recae sobre 
la totalidad del fundo, ó sea sobre las dos viñas que en él se 
expresa. 

Que siendo de la naturaleza propia de la anticresis, y deri- 
vado de la ley el deber para el acreedor de administrar el in- 
mueble materia de este contrato, no puede decirse qué éste ad- 
ministra en virtud de un mandato de administración confesado 
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por el deador, y no puede decirse que por el hecho de acordarse 
naa retribacion al acreedor por su trabajo de admiaistraciou, 
ello desuatnralioe el contrato quitándole su carácter de anticre- 
sis^ porque no hay disposición legal alguna que prohiba acor- 
dar al anticresista una retribución por su administración. 

Que por otra parte, la cláusula que acuerda al señor Otero la 
mitad del frnto de las viñas, es perfectamente justa si se tiene 
en coenta todas las obligaciones que^ según el Contrato, pesan 
sobre él y cuanta irritante injusticia habría en privarle de ese 
derecho, violando las prescripciones del contrato que son ley 
para las partes. 

Que en el supuesto de que la administración acordada al señor 
Otero por el contrato fuese un mandato, él no sería revocable á 
voluntad del deudor, porque éste es irrevocable cuando, como en 
eate caso, ha sido la condición de un contrato bilateral ó el me- 
dio de cumplir una obligación contratada. 

Que además, no habiendo una estipulación expresa que per- 
mita al deudor limitar el anticresis á una fracción dada, cierta 
ó indeterminada del inmueble, no puede el deudor exigir tul li- 
mitación, mientras no esté pagada íntegramente la deuda; ter- 
mina pidiendo el rechazo de la demanda con condenación en cos- 
tas. Requerido por ambas partes el nombramiento'de arbitros 
para la resolución del presente juicio, de acuerdo á lo establecido 
61) )a cláusula undécima del contrato, y nombrado en tal carácter, 
el señor juez de sección don Severo G. del Castillo, dicho señor 
juez, por su auto de fecha 15 de Mayo del corriente año 
nombró secretario especial al señor Fernando Oro y abrió la 
cauBaá prueba sobre los hechos controvertidos, habiéndose pro- 
ducido la que expresa el certiñcado corriente á foja... y nom- 
brándose posteriormente en el mismo carácter. de único arbitro 
i^l infrascrito, por renuncia del señor doctor Castilla. Atento lo 
relacionado y considerando : . 

* 

i^ Qne dados los términos de la demanda y contestación, las 
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caestiones á lesolver, en el caso, 8on las siguientes : 1^ ¿Se ha 
probado por el actor el hecho de haberse rehusado por el deman- 
dado la intervención que dice pretendió tomar en el acto de 
cosecharse las viñas, materia del contrato, para verificar el pesó 
ó medida del fruto de las mismas? S*" ¿Se han justificado igual- 
mente los hechos que también se aducen en la demanda, de que 
por razón de un defectuoso cultivo^ poda y azufrado de las viñas, 
éstas han sufrido una considerable merma en el fruto, resultando 
éste aquíntalado en gran parte, por )o cual se dice fué devuelto 
por los compradores como inservible, j en que se fundan los 
daños y perjuicios reclamados en la demanda? 3^ ¿Procede en 
derecho, dados los términos del contrato materia del juicio, la 
rescisión parcial del mismo, en la forma que el actor pretende? 
4" Las costas. 

Primera cuestión 

2* Que en cuanto á la primera cuestión propuesta resultan, 
de la prueba testimonial rendida por el actor, constatados los 
hechos siguientes: 

Ramón Muñoz, contestando el interrogatorio de foja 87 : Que 
cuando el señor Otero estaba cosechando la viña de la esposa del 
señor Pardo, despidió á un empleado de ésta que había mandado 
para controlar ó verificar el peso de la uva, manifestando el 
señor Otf'.ro en esa y otras circunstancias que las viñas le perte- 
necían y que no permitía la intervención del señor Pardo ni de 
sus empleados, ni que éste pisara en ellas; que el señor Pardo y 
su esposa enviaron por segunda vez nn empleado con el mismo 
objeto, el que fué despedido violentamente por el señor Otero. 

Zoilo Puebla á foja 93 vuelta : Que sólo sabe que el dia 6 de 
Abril, el señor Otero le dijo que había hecho echar con sus con- 
tratistas, á Suarez, de las viñas de Pardo, cuando fué á verificar 
el peso de la uva; que en esa misma ocasión Otero dijo á Suarez 
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que le escribiría que fuese á presenciar el peso de la uva y qae 
él (Saarez) le contestase que estaba bien, que iría, entendiendo 
el declarante que esto que le decía Ot^ro era motivado por la 
negativa anterior á permitirle verificar el peso de la uva; final- 
mente, que muchas veces 076 decir á Otero que no permitiría 
la intervención de nadie en las viñas sín-su orden. José Bamón 
Moyano, foja 98 (que fué con don Joaquín Snarez), en términos 
análogos al testigo Ramón Muñoz, después de manifestar que 
debe á Otero nn documento á plazo fijo por mil y pico de pesos. 

Delfin Ramírez, á foja 113 : Que fué con don Joaquín Suarez 
ala viña que estaba cosechando Otero, & quien Suarez le entregó 
una orden de la señora de Pardo, y que leída ésta por Otero 
contestó qiie debía ser para alguna otra persona, porque en nada 
se refería áél, tñanif estando en ese momento que siempre que le 
trajeran una orden en debida forma no tendría inconveniente 
en dejar presenciar el peso ó efectuar el control de la uva que 
se estaba entregando. 

Medardo Garay. á f ojal 13 vuelta declara en términos análogos 
al testigo Ramón Muñoz, agregando, que Otero dijo no reconocía 
la orden ni permitíaque entrase á la viña el empleado que manda- 
ba, ni la señoraRosa de Pardo. Patricio Olguio, foja 11 4 vuelta, 
declara en términos análogos al anterior, manifestando que es 
pariente del procurador Puebla, apoderado del señor Pardo. Ra- 
món Palat y Eufemio Calan, á fojas 116 á 119 : de oidas res- 
pecto al hecho en cuestión. José M' Balmaceda, foja 116, de- 
clara como el testigo Delfín Romero. Feliciano Serré, foja 119 
vuelta, que lo ha oído decir al señor Otero y también que las 
viñas le pertenecían. Luis Moyano, foja 120 vuelta, que lo ha 
oido decir varias veces á Otero que nada tienen que ^haoer con 
las viñas que él tenía á su cargo, y que no iba á permitir que 
fueran á pesar la uva. Fernando Merli, Alberto Feuilletj Ernes- 
to PÍQohet, fojas 126 vuelta á 133, contestando á la octava pre- 
gunta del interrogatorio de foja 125 : que Otero despidió á don 
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Joaquín Sánchez, que fué mandado por Pardo á presenciar el 
peso de la uva, y contestando á la sexta pregunta del mismo in- 
terrogatorio, que saben que habiendo ido á las viüas la señora 
de Pardo, Otero retó á los contratistas porque la habían dejado 
entrar, repitiendo que él era el único dueño y el único que man- 
daba allí y que no dejaría entrar ni á Pardo en persona. 

3"" Que según se vé, resnlta plenamente comprobado el hecho 
de hab^r el señor Otero rehusado la intervención que el señor 
Pardo pretendió tomar en el peso ó medida de la uva al tiempo 
que se efectuaba la cosecha de las viñas objeto del contrato ; y 
si bien es verdad que al presentarse el encargado señor Suarez 
á desempeñar su cometido sólo exhibió una orden de la señora 
de Pardo, que es la misma que se ha presentado á foja 41 , y ésta 
iio contiene dirección alguna, como es verdad también que el 
señor Otero manifestó en ese acto á Suarez que siempre que le 
trajeran una orden en debida forma no tendría inconveniente 
en dejar presenciar el peso ó efectuar el control de la uva que 
se estaba cosechando, todo ello no basta á justificar su reitera- 
da negativa á la intervención que quería tomarse en aquel acto, 
pues cualquiera que fuesen los defectos ó informalidades de 
que carecía la recordada orden á Otero, no podía ignorar el ori- 
gen de lii misma, ni por su parte asumía responsabilidad algu- 
na al acatarla tan sólo por no venir directamente del señor Par- 
do ó no serle dirigida con enunciación de su nombre y bajo cu- 
bierta, que son las causas que aduce para justificar su negativa 
á recibir al encargado, á Suarez. 

4^ Que es menos aceptable tal escusa si se tiene en cuenta que 
la señora de Pardo no era para el señor Otero una personalidad 
desconocida, desde que había intervenido con ella personalmen- 
te en la celebración del contrato motivo de este juicio. 

Que estando además en la tarea de cosechar las viñas debía 
expresar la intervención en ese acto del señor Pardo, tanto más, 
cuanto que ella era indispensable dada la naturaleza y térmi- 
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nos del contrato, que destina ana parte del fruto de las viñas á 
la amortización de la deuda contraída por el señor Pardo; y es 
natpral entonces, que teniendo éste un perfecto derecho de ve- 
rificar y controlar el pescó medida del fruto, se le diera aviso 
previo para que pudiera efectuar convenientemente esa vigi- 
lancia 6 control. 

b^ Que por otra parte, contribuye á demostrar la injustifica- 
da resistencia del señor Otero á la inspección del encargado se- 
ñor Suarez, el hecho también constatado en autos de haber or- 
denado terminantemente la expulsión de la señora de Pardo y 
aun de éste mismo toda vez que se presentase á las viñas, como 
lo afirman los testigos últimamente citados ; y finalmente, el 
hecho mismo de haberse pedido y obtenido del juzgado el nom- 
bramiento de un interventor en garantía de los derechos del ac- 
tor y á los efectos de verificar el peso de los frutos, que según 
el contrato debe imputarse, en determinada cantidad, á la / 

amortización de la deuda del señor Pardo. 

6^ Que dados la naturaleza y términos del contrato, el derecho 
de Pardo para intervenir vigilando 6 inspeccionando el peso del 
fruto de las viñas es evidente, desde que, por la razón ya ex- 
pnesta, de que debiendo el valor de ellos destinarse en parte á 
la amortización de la deuda contraída non Otero, no podría ra- 
cionalmente impedírsele tomar un perfecto conocimiento del 
producido de ellas como de su venta, y Otero mismo reconoce 
este derecho al contestar la demanda, negando, por su parte^ en 
este punto, los hechos que la fundan. 

7® Qne no es exacto entonces que, sobre este punto no haya 
materia de controversia sujeta á una decisión judicial, ni he- 
chos controvertidos sobre los cuales pueda recaer prueba algu- 
na, pues existe la afirmación de un hecho que importa el des- 
conocimiento de un derecho expresamente acordado por la ley 
al actor en su carácter de propietario del fundo, y la prueba 
concluyente de la existencia de ese hecho que debe tomarse 
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en cuenta para declarar las consecaencias legales del mismo. 
8^ Que ante las consideraciones expuestas y mérito de la 
prueba enunciada, corresponde entonces resolver afirmativa- 
mente la primera cuestión propuesta. 



Segunda cuestión 

9^ Que los mismos testigos ya citados Ramón Nuñez, José 
Ramón Moyano, Medardo Garay^ Ramón Palat, Luis Moyano, 
Fernando Merli, Alberto Fenillet y Ernesto Pluchet, contes- 
tando á los interrogatorios de foja... declaran en los términos 
siguientes : 

El primero, Ramón Muñoz : que una parte de las viñas estaba 
arada en mala condiciones, existiendo en ésta, á pesar de ha- 
berse arado, mucho pasto de viña, del cual les daban á las muías. 
Que gran parte de la uva estaba aquintalada y podrida, y que 
por estas circunstancias, el bodeguero señor Luis de Filipa la 
rechazó. 

José Ramón Moyano: Que la viña estaba bastante enmontada, 
que las viñas se aquintalan por falta de azufre, y que de la uva 
comprada por el declarante no le han desechado ninguna parti- 
da, porque no la hizo tomar, pero de la que tomó de Filipa sabe 
que le desecharon algunas partidas por aquintalada. 

Medardo Garay : Que tuvo ocasión de presenciar que mucha 
parte de la uva estaba aquintalada. 

Ramón Palat : Que la viña de la calle G-atica, no ha recibido 
los cultivos oportunos en la forma debida y ha estado siempre 
sucia, al extremo de que para la cosecha han tenido que cortar 
el monte á guadaña. Que sabe también que ha sido desechada 
uva de la viña expresada, por aquintalada, y que las viñas se 
aquintalan por el mal cuidado y falta de azufre. 
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Luis Moyano : Qae ha visto la viña con moute. 

Fernando Merlí : Que cree que Otero no suministró les ele- 
mentos necesarios para el buen cuidado de las viñas ; porque la 
poda no estaba bien hecha y por la falta de azofre, que no fué su* 
ministrado á tiempo, lo que oeasionó pérdida de frutos y por ha- 
berse echado mucha agua á la viña cuando ya no era conveniente, 
y que por la falta de azufre mucha uva se ha perdido aquinta- 
lada. 

Alberto Feuillety Ernesto Plnchet, declaran en términos aná- 
logos al anterior. 

10^ Que los hechos Comprobados por las declaraciones enun- 
ciadas^ acreditan ampliamente las aserciones del actor en cuanto 
al defectuoso cultivo de las viñas objeto del contrato, su poda, 
falta de oportuno azufrado.y excesivo riego de las mismas, á cu- 
yas causas se tribuye exclusivamente la merma considerable 
de su fruto, ocasionada por la enfermedad sobreviniente al 
mismo. 

11^ Que destinado el fruto de las viñas á la amortización de 
la deuda de Pardo en su capital é intereses, y librada á Otero 
exclusivamente su buena administración por el contrato, es evi- 
dente la responsabilidad legal de éste por las mermas snfridas 
en aquel, desde que ellas no proceden de fuerza mayor 6 caso 
fortuito, sino exclusivamente de defectos en esa misma admi- 
nistración, imputables únicamente á él. 

12'' Que según el artículo 3258, el acreedor anticresista está 
obligado á cuidar el inmueble y proveer á su conservación, es- 
tando además en el deber de reparar todo detrimento que el in- 
mueble sufriere por su culpa. Entonces, pues, si por defecto de 
cultivo del f nndOy lo que importa nna mala administración del 
mismo, se ocasiona un evidente perjuicio al propietario, como es 
el resultante de una considerable merma en la percepción de los 
frutos, es indudable la responsabilidad, por ello, del acreedor 
ante la disposición legal citada. 
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13^ Que en el caso» y como corroboración de este hecho, fan* 
(lamento también de la demanda, contribuye igaalmente á ro- 
bustecer las aserciones de los testigos enunciados, el contenido 
de las cartas presentadas de fojas 76 á 82, dirigid&s por un señor 
Alivetti á don Agnstin Meinardi, traducidas de fojas i42 á 146, 
en las que se expresa que eu la uva remitida por éste se encontra- 
ban canecas enteras de uvaaquintalada, que fueron devueltas, 
constando de las mismas cartas que dicha uva procedía de las 
viñas á cargo de Otero. 

14^ Que comprobado así este hecho, procede también resolver 
afirmativamente la segunda cuestión propuesta. 

Tercera cuestión 

15^ Que según se ha visto, la demanda interpuesta por el se- 
ñor Pardo contiene también la petición de que se ordenara la 
entrega de la parte del fundo que por el contrato tiene el señor 
Otero en administración, invocando al efecto el mandato res- 
pectivo, en uso del derecho que le acuerdan los artículos 1963 y 
1970 del Código Cvil. 

16^ Que para resolver este punto tan importante de la deman- 
da en los términos déla cuestión planteada, es necesario hacer 
un estudio detenido del contrato materia del juicio, á la luz de 
las disposiciones legales que rigen las convenciones para deci- 
dir de dicho contrato, en Uparte á que se refiere la demanda, 
si se halla regido por las disposiciones del mandato 6 de la anti- 
cresis, contenidas en el Código CiviU 

n^'QvLe según el artículo 1896-de dicho código, el mandato, 
como contrato, tiene lugar cuando una parte da á la otra el po- 
der que ésta acepta, para representarla, al efecto de ejecutar en 
su nombre y de su cuenta un acto jurídico, ó una serie de actos 
de esta naturaleza. 

IS"" Que el pacto de anticresir, según el artículo 3239^ es el 
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derecho real concedido al acreedor por el deudor^ 6 nn tercero 
por él, poniéndole en posesión de un inmueble, y autorizándolo á 
percibir los frutos para imputarlos anualmente, sobre los inte- 
reses del crédito, si son debidos, j en caso de exceder sobre el 
capital mismo y sobre éste solamente si no se deben intereses; 
estableciéndose en los artículos siguientes los derechos y obli- 
gaciones de los contratantes. 

19^ Que el artículo 2^ del contrato de foja 5 establece termi- 
nantemente que para garantir la suma prestada por Otero á Par- 
do, y de que habla el artículo anterior, éste consiente que su 
esposa, la señora Rosa Palma de Pardo, entregue al señor Otero, 
á título de anticresis, dos viñedos de los que ya tiene la posesión 
real, compuesto uno de ellos de 22 hectáreas, más ó menos, y 
el otro de 50 ; y el artículo 3"" del mismo contrato, que dicha 
deuda de 14.000 pesos y sus intereses será amortizada gradual- 
mente con la mitad de los frutos ó rentas que produjeren los 
dos viñedos, pues la otra mitad pertenece exclusivamente al se- 
ñor Otero, en compensación de los trabajos que, como director 
y administrador de los viñedos, está obligado á practicar en los 
cuatro años fijos de este contrato. 

20^ Que dados los términos tan claros como precisos de la 
cláusula transcripta, es evidente que el contrato de anticresis 
en ella consignada, entrega al señor Otero á titulo de anticre- 
sios dos viñedos, de los cuales ya tiene la posesión real, abar- 
can en conjunto ambos viñedos, comprendiéndolos en el contrato 
á sus propios efectos, de una manera indivisible, y si es verdad 
que la mitad del producido de los frutos será destinado á la amor- 
tización gradual de la deuda contraída por Pardo y sus intereses, 
declarándose la otra mitad de pertenencia de Otero, por los mo- 
tivos indicados, ésto en nada desautoriza ni altera el carácter 
legal del contrato, calificado en la misma cláusula por el propio 
deudor, al decir : á titulo de anticresis, dos viñedos de los que 
ya tiene la posesión real. / 

T. LXXI 3 
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^í^ Qoe además, el contrato fija por su cláusula octava, el 
término de cuatro años para su duración, y faculta al mismo tiem- 
po al acreedor para administrar y dirigir los dos viñeños ; decla- 
rándose en la cláusula siguiente que el contrato continuará vi- 
gente hasta la completa cancelación de la deuda, en caso de no 
serlo en el término de los cuatro años estipulados^ lo que por otra 
parte prescribe la ley artículo 3245, Código Civil. Luego en- 
tonces, mientras la deuda no se halle extinguida en su capital é 
intereses, es indudable el derecho del acreedor para continuar 
administrando y dirijiendo los dos viñedos objeto del contrato 
en los términos estipulados en el mismo. 

SS"" Que de lo contrario y si estuviese en la facultad del deu- 
dor, separar de la administración del deudor una parte del fun- 
do sobre que versa el contrato, se privaría éste de los beneficios 
que él mismo le acuerda, y cabe aquí la siguiente reflexión : 
¿Puede afirmarse que Otero aceptase el contrato en las condi- 
ciones á que quedaría reducido, si hubiera de ser privado del be- 
neficio que él le acuerda, de percibir para sí exdosivamente el 
valor de la mitad de los frutos de ambas viñas ? ¿ Quedaría en- 
tonces el contrato en las mismas condiciones de conveniencia 
mutua con que fué celebrado ? Es evidente que no, porque se 
privaría al acreedor de uno de los beneficios por él acordados, y 
que acaso haya sido la razón determinante de la aceptación por 
su parte . 

23^ Que el aludido contrato contiene en sus cláusulas, como se 
ha visto, derechos y obligaciones recíprocas para los contratan- 
tes, y es un principio de jurisprudencia universal, consagrado 
por el artículo 1197 del Código Civil, que las convenciones 
hechas en los contratos forman para las partes una regla á la 
cual deben someterse como á la ley misma, y obligan no sólo á 
lo que está formalmente expresado en ellos, sino á todas las 
consecuencias que pueden considerarse que hubiesen sido vir- 
tualmente comprendidas en los mismos (art. 1198). Entonces, 
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pues^ estando formalmente expresado en el contrato el derecho 
del acreedor, para percibir la mitad de los frutos de las viñas en 
retribución del cuidado de ellas, no puede reconocerse derecho 
alguno en el deudor para rescindir parcialmente el contrato, y 
no otra cosa importaría el hecho de privar á aquel de la percep- 
ción de la mitad de los frutos expresamente acordada por la 
cláusula citada. 

34® Que el contrato en cuestión no puede entonces considerar- 
se regido por las disposiciones referentes al mandato, porque en 
él no se contiene un poder aceptado por Otero al solo efecto de 
efectuar actos en nombre del señor Fardo. Por el contrario, se 
ha constituido por ese contrato un derecho real á favor del se- 
ñor Otero en los términos del citado artículo 3229, al decla- 
rarse en la referida cláusula de aquél qué se entrega al acree- 
dor & titxilo' de antier esis dos viñedos de propiedad de la señora 
Bosa Palma de Pardo, y por consiguiente es sobre esos- dos 
viñedos que se ha constituido el derecho- real que transfiere al 
acreedor el j^acto de anticresis. 

25^ Que el hecho mismo dé haber existido con anterioridad 
otro contratQ análogo entre las mismas partes, referente á uno 
de Iqs puntos expresados para garantir un .préstamo hecho á 

Pardo fOT Otero, y los términos del actual contrato^ en que se 

♦ 

eleva á una suma doble próximamente el préstamo en él conté* 
. nido, revela que la intención de las partes ha sido comprender 
también en él el otro fundo, siendo de observarse que aquel 
contrato contiene una cláusula idéntica, en lo que se refiere á la 
percepción j aplicación de los frutos del •único viñedo objeto de 
ese contrato. 

28^ Que, como se ha dicho ya, esa cláusula que acuerda la mi- 
tad de los frutos á Otero, no desnaturaliza ni cambia el carácter 
legal del contrato de anticresis, porque las dispo^ciónes del 
código que rigen éste no ta prohiben,'y en él mismo contrato se 
expresa la. causado esa concesión hecha al acreedor, que- viene 
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á constituir un pacto perfectamente bilateral, que crea derechos 
7 obligaciones recíprocas entre deudor y acreedor ; y en todo 
caso, por la razón expuesta, no sería revocable ese derecho del 
acreedor á voluntad del deudor ante la disposición contenida 
en el artículo 1177, que declara irrevocable el mandato en 
caso que ^1 hubiese sido la condición de un contrato bilateral, 
6 el medio de cumplir una obligación contratada. 

27^ Que es evidente entonces que las disposiciones contenidas 
en los artículos 1963 y 1970^ que fundan esta petición de la 
demanda, no son de aplicación al caso sub-judice^ porque no se 
trata de un mandato, y aunque supuesta la existencia de éste, 
no sería el contratado en los términos del artículo 1896. 

28"^ Que ante las consideraciones expuestas y concordantes de 
los escritos de contestación y bien probado, corrientes á foja Aé, 
corresponde resolver negativamente la cuestión planteada. 



Cuarta cuestión. Las costas 

29'' Que declarada procedente la demanda en lo que respecta á 
los dos primeros puntos de que tratan los considerandos i^'&H^, 
en mérito de la prueba concluyente rendida por el actor, debe en 
justicia declararse aquellas á cargo del demandado en una par- 
te proporcional, 6 sea en la que comprende las dos cuestiones 
resueltas á favor de aquél y absolviéndole de la otra parte refe- 
rente á los de la tercera, que ha sido resuelta á su favor ; sien- 
do de observarse que éstas no podrían en justicia declararse á 
cargo del actor, desde que no puede considerarse temeraria ni 
maliciosa su demanda en este punto. Pero considerando en equi- 
dad la conveniencia de evitar un nuevo litigio entre las partes^ 
que procedería en el caso que, dados los términos de las conolu- 
ciones de este fallo en lo que respecta á la segunda cuestión y 
la imposibilidad^ por otra parte, de acreditar, después del tiempo 






DE JUSTICIA NACIONAL 37 

transcarrido, el valor de los daños y perjuicios que se declaran á 
fayor del actor por la merma del fruto ocasionado por la falta 
de cultivo délas viñas, el arbitro infrascrito, dado su carácter 
de arbitrador, juzga equitativo resolver, como resuelve, se com- 
pensen éstos con la suma del valor á que ascenderían la parte 
de costas de que se libera al demandado, declarando, en conse- 
cuencia, todas ellas á cargo de éste y libre al mismo tiempo del 
pago del valor de los enunciados daños y perjuicios. 

Por las consideraciones expuestas y otras que se omiten, re- 
sultantes de autos^ declaro absuelto al señor Antonio Otero de 
la presente demanda en los términos que expresa esta resolu- 
ción, siendo á su cargo las costas del juicio. 

Así lo declaro y resuelvo por este mi laudo, en Mendoza á 17 
de Octubre de 1896. Notificadas que sean las partes, remítanse 
estos autos al señor juez de sección, & los efectos que hubiere 
lugar. 

Juan del Campillo. 



Fallo del Jínes Federal 



Mendoza, Noviembre 30 de 1897. 

Vistos estos autos acerca del recurso de nulidad interpuesto 
por la parte demandada, fundándose en que el laudo se ha pro- 
nunciado sobre pontos no comprometidos al arbitraje. 

T considerando : 1^ Que según el acta de compromiso de foja 
60 se ha renunciado el recurso de apelación, estipulándose la 
multa de 1000 pesos contraía parte que dejare de cumplir los 
actos necesarios para la realización del compromiso. . 

2*^ Que el depósito previo de la multa para la interposición 
de los recursos legales, sólo es exigible cuando se apele ó se diga 
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de nulidad por otras oaosas que las expresadas en el artícnlo 
845 del Código de Prooedimientos vigente en la proTinda ; de 
manera que fundándose la nulidad en haberse fallado sobre pun- 
to no comprometido, que es uno de los casos del artículo 845 ci- 
tado, no corresponde ni rechazar de plano el recurso, ni decla- 
rarlo improcedente por no haberse depositado la multa, como lo 
sostiene la parte actora (art. 813, inciso 4^, ley citada). 

3^ Que el acta de compromiso somete ala resolución del arbi- 
tro arbitrador las cuestiones que surgen de la demanda y la 
contestación (foja 60). 

4^ Que la demanda, al sostener el derecho del propietario de 
investigar si el cultivo y conservación del predio se hace en de- 
bida forma y la responsabilidad del administrador por su falta 
de cuidado ó mala administracion/li^ce cuestión de los daños 
y perjuicios que causare por su culpa, á este respecto, y solicita 
expresamente se condene al señor Otero al pago de los daños y 
perjuicios que ha causado y que cause por el ataque á los dere- 
chos del propietario que motivan la demanda (párrafos V y VI). 

5^ Que los hechos relacionados en la demanda son negados de 
contrario y rechazadas todas y cada una de las pretensiones del 
señor Pardo ; abriéndose la causa á prueba con la amplitud de la 
discusión trabada por demanda y por respuesta. 

6^ Que durante el término de prueba se han producido actua- 
ciones tendentes á demostrar la administración defectuosa, en 
cuanto á cultivo y demás atenciones de la finca, por parte del 
demandante, y también por el demandado se han tratado de des- 
virtuar las aseveraciones de aquél, en el sentido de establecer 
el cumplimiento del contrato por parte del señor Otero. 

7° Que el juez arbitrador, considerando infundada la preten- 
8Íon del actor, en cuanto solicita la entrega de la mitad de la 
finca, y sostiene la revocabilidad de la administración concedida 
al demandado por el contrato, declara en equidad compensables 
los daños y perjuicios que por loa defectos comprobados en la 
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administraoion y oaidados de la finca, le correspondería al señor 
Otero indemnizarle al señor Pardo, con la parte proporcional de 
las costas de qne se libra á aquel : exonerándole, en consecuen- 
cia, del pago de los daños y perjuicios, cuya estimación deberá 
ser materia de causa separada, y declarando á cargo del deman- 
dado todas las costas del juicio. 

8^ Que los daños y perjuicios, en cualquier forma que el fallo 
los haya apreciado y de cualquier modo que haya resuelto las 
cuestiones que les sirven de antecedente, han sido materia de 
la controversia establecida en la demanda y la contestación, que 
son la base del compromiso, y los hechos sobre que ha versado 
también, parte de la prueba producida por ambos litigantes. 

9"" Que, por otra parte, como lo sanciona el artículo 846, in- 
ciso 2% del código de procedimientos civiles de la provincia, em 
caso de duda, debe reputarse comprometido todo punto que haya 
sido objeto de discusión durante el juicio, y así corresponde es- 
timar las actuaciones de prueba. 

Por tanto, no habiendo recaído el laudo sobre punto no com- 
prometido en el compromiso arbitral, declárase improcedente el 
recurso de nulidad deducido por la parte demandada, fundándose 
en dicha causal, con costas. 

Hágase saber con el original y repóngase el papel. 

Severo G. del Castillo. 



Fallo de to Saprenui Corte 



Buenos Aires, Noviembre 13 de 1897. 

Vistos : Por sus fundamentos y considerando además que en 
el presente caso es procedente la aplicación de la ley de proce- 
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dímientos de la provincia de Mendoza, porque las partes convi- 
nieron expresamente, según se ve en el compromiso de foja se- 
senta, que el arbitro único había de tramitar el juioio de acuerdo 
con la ley mencionada, se confirma, con costas, el auto apelado 
de foja doscientas sesenta y siete, en la parte recurrida. Repues- 
tos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. —ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
E. TORRENT. 



CAUSA CCCXYIII 



El Dr, D. Ángel 5. Pizarro contra el Dr, D. Leopoldo del Campo , 
por pago de costas enjuicio de calumnia ; sobre indulto de la 
pena y recurso de sentencia de los tribunales de la Capital. 

Sumario. — El indulto de la pena concedida por el Presidente 
de la República al condenado en juicio criminal, no exime á éste 
del pago de las costas procesales declaradas de su cargo en dicho 
Juicio. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas : 
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RESOLUCIÓN DE LA CÍMARA DE APELACIONES EN LO CRIMINAL 



Buenos Aires, Julio 23 de 1897. 

Vistos 7 considerando : Que según se ha declarado por esta 
cámara á foja 56, el presente juicio versa sobre ejecución de la 
sentencia ejecutoriada que se dictó en los autos principales se- 
guidos por el doctor Fizarro contra el doctor del Campo, por ca- 
lumnia, 7 por la parte de dicha sentencia en que condena al de- 
mandado al pago de las costas del proceso. 

Que traídos ad effecíum videndi dichos autos principales, 
consta efectivamente á fojas 5137 659 1^ condenación en costas, 
CU70 cobro se ejercita en las preaentes actuaciones. 

Que, como se ha decidido á foja 56 de la 7a acordada resolu- 
ción de esta cámara, las excepciones opuestas por el ejecutado no 
son de las comprendidas en el artículo 539 del Código de proce- 
dimientos civiles, aplicable al caso según lo dispuesto por el 
artículo 567 del Código de procedimientos criminales. ^ 

Que no obstante existir sobre este punto cosa juzgada, lo cual 
sería bastante para desestimar sin más trámite dichas excepcio- 
nes, el tribunal juzga conveniente agregar algunas breves con- 
sideraciones sobre la excepción que con la denominación de in- 
habilidad de titulo ha opuesto el ejecutado 7 ha sido aceptada 
en el pronunciamiento apelado, en atención á que el hecho que 
le sirve de fundamento guarda cierta analogía con la de remisión, 
mencionada en el último inciso del referido artículo 539 del Có- 
digo de procedimientos. 

Que si bien es oierto que el Poder Ejecutivo nacional, por de- 
creto de 12 de Julio de 1893^ acordó al doctor del Campo indulto 
de la pena de dos años 7 medio de prisión que le fué impuesta 
por la sentencia del juez del crimen, tal indulto fué limitado á 
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la sola pena de prisión, como resulta de los propios términos 
expresos de dicho decreto y nota del Poder EjecntiTo, corrientes 
á fojas 691 7 693 de dichos autos principales. 

Que esta limitación del indulto está, por otra parte, conforme 
con lo que prescribe el artículo 86, inciso 6^, de la Constitución 
nacional, que sólo faculta al Ejecutivo para indultar ó conmu- 
tar las penas por delitos sujetos á la jurisdicción federal. 

Concuerda con este concepto limitada del perdón '6 indulto, 
la doctrina uniformemente enseñada por los autores. 

€ El poder de perdón, dice Bishop, se extiende en la ley ingle- 
sa, no solamente á las contravenciones procesales, sino también 
á las contravenciones que pueden perseguirse ante las cortes 
eclesiásticas y á las acciones penales, con esta limitación, que 
cuando un derecho á la penalidad ó á las costas ha sido adqui- 
rido por una persona privada, él no puede ser quitado. 

« Las constituciones de algunos de nuestros Estados, expresa- 
mente extienden el poder de perdonar ala remisión de multas, 
y confiscaciones, mientras que no lo hacen así las de otros Es- 
tados ni la de los Estados Unidos ; pero más 6 menos claramente 
todo está incluido, así como en Inglaterra, en el poder general. 
Su límite es aquí, como en Inglaterra^ que no puede despojar de 
derechos privados adquiridos. Por consigúientey si las costas 
han sido acordadas á un procurador ó á un agente (attomey) 
y están ya tasadas, ó probablemente, en nuestra práctica, si se 
ha pronunciado una sentencia final dejando la tasación á un 
mero acto ministerial para ser hecha por el secretario (clerk), 
ellas son cobrables después del perdón. > (Commentaries on íhe 
criminal laws, § 757 y notas !• y 6"). 

El señor Viada, en sus comentarios al Código Penal español 
de 1870, tratando del indulto se expresa también así: c Final- 
mente, advertiré que el indulto de la pena principal lleva consigo 
el de las accesorias impuestas, á excepción déla inhabilitación, 
de la que debe hacerse mención especial para que se tenga por 
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comprendida en la gracia, 7 que nunca puede ésta hacerse ex- 
tensiva á la indemnización civil ni al pago de los gastos del 
juicio y costas procesales que no corresponden al estado > (tomo 
1% página 566). 

Lo propio afirma Garavantes en sus anotaciones á Escrjch, 
Diccionario, palabra indulto. 

Qae por consiguiente, estando, como se ha dicho, limitado el 
indulto concedido al doctor del Campo, á la pena de dos años y 
medio de prisión que le fué impuesta, la remisión de las costas 
procesales opuestas como excepción á la presente ejecución, no 
es procedente como tal excepción 7 menos como la de inhabili- 
dad del título ó falsedad de la ejecutoria, según lo ha llamado 
equivocadamente el inferior. 

Por ello, se revoca el auto apelado de foja 6^7 en consecuen- 
oia, devuélvanse para que el inferior lleve la ejecución adelante. 
Bepóngase los sellos. 

López Cabanillas. — Garda, — Pérez. 

Ante mí : 

Luis S. Aliaga. 



VISTA DBL SBftOR PROCURADOR GENERAL 



Baenos Aires, Agosto 31 de 1895. 

Suprema Corte : 

> 

La cuestión referente al alcance de la atribución ejercida por 
el señor Presidente de la República, con sujeción al texto del 
artículo 86, inciso 6'', de la Constitución nacional, es por su ín- 
dole propia de la competencia de Y. E., según lo proscripto en 
el artículo 14 de la 107 de competencia, de 14 dé Setiembre de 
1863. 
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Es por ello también el punto 8obr& qae procede la interTen- 
cion del procurador general. 

Entrando á su examen observo que las atribuciones de los po- 
deres constitucionales son limitados, que es al poder judicial 
que incumbe declar^yr las responsabilidades que forman el dere- 
cho privado, y sus resoluciones no podrán dejar de cumplirse, 
ni reveerse por el Poder Ejecutivo, sin violación manifiesta de 
los artículos i8 y 85 del código fundamental. 

Excepción única á la ejecución necesaria de la cosa juzgada, 
es la que contiene el artículo 18, inciso 6^, de ese código. 

Esa excepción, como todas las que establecen un desvío de las 
reglas generales de orden público, sólo procede dentro de los 
términos expresos de la ley. Y cuando ella ha dicho : c Puede 
indultar las penas >, no ha querido ni podido ir más allá. 

Las penas, que interesan primordialmente el orden social, 
cuya representación está á cargo de agentes especiales de la co- 
munidad, y cuyos beneficios recaen sobre la misma, en desa- 
gravio de la vindicta pública, han podido ser indultadas por el 
jefe de la administración nacional, y á ella se ha referido el tex- 
to de la ley. 

Pero las costas del juicio que es dinero empleado por la parte, 
en defensa de sus derechos, que formaba y era parte de su jpa- 
trimouio individual y debe volver á incorporarse á él« según las 
resoluciones ejecutoriadas no es propiamente una pena sino más 
bien una indemnización de los perjuicios causados por la impo- 
sición de un proceso indebido, no afectan interés público sino 
únicamente el derecho individual. 

Si el Poder Ejecutivo no podría exonerar en causas civiles, bajo 
ningún aspecto jurídico, del cumplimiento de una obligación de 
dar ó hacer, en favor de intereses privados, tampoco puede por 
razón del indulto ó conmutación de penas en causas criminales, 
incluso las indemnizaciones pecuniarias que representan dere- 
chos personales, incorporados á la propiedad privada. La reso- 
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loción de la oámara que ha declarado esa doctrina apoyándola 
con citas demostrativas de su general predominio, es ajustada 
al espíritu 7 texto de nuestra Constitución nacional, por loque 
pido á Y. E. su confirmación. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la SupreniA Oorte 



Buenos Aires, Noviembre 13 de 1897. 

Vistos 7 considerando : Que la apelación interpuesta á foja 
ochenta y tres 7 concedida á foja ochenta 7 tres vuelta, se re- 
fiere á la interpretación 7 alcaiu^e del indulto acordado al recu- 
rrente por el Presidente de la Bepública, en ejercicio de la fa- 
cultad que al efecto le confiere la Constitución, pretendiéndose 
que la resolución apelada ha desconocido un derecho que dice 
derivado de dicho indulto. 

Que es para resolver esa cuestión que esta Suprema Corte 
puede ejercer la jurisdicción que le acuerda el articulo veintidós, 
inciso segundo, del Código de procedimientos en lo criminal, 
que por excepción hace recurribles para ante ella las sentencias 
definitivas de las Cámaras de apelación de la Capital 7 tribuna- 
les superiores de provincia. 

Que, por consiguiente, la sentencia de la Cámara de apela- 
ciones en lo criminal^ de que se ha recurrido, no puede ser traí- 
da á juicio para resolver sobre si el procurador Modesto Pizarro 
ha devengado honorarios como mandatario del doctor Pizarro, 
ni sobre si existe cosa juzgada al respecto, pues que esos puntos 
no están comprendidos en el citado artículo veintidós , inciso se- 
gundo, hallándose dentro de la disposición del artículo veinti- 
trés del expresado código. 
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Qae examinando el decreto del Poder Ejeontivo qne contiene 
el indulto á qne se refieren estas actuaciones, no puede dudarse 
de su alcance limitado^ desde que su artículo primero dice tex- 
tualmente, « indúltase la pena de dos, años y medio de prisión 
impuesta al doctor don Leopoldo del Campo », por la sentencia 
de referencia, lo que demuestra que sólo á esa pena se refiere el 
perdón, puesto que en éste nada más se agrega que pudiera ha- 
cer siquiera dudoso el pensamiento del Presidente de la Repú- 
blica y atribuirle una interpretación extensiyay que carece de 
todo fundamento. 

Por esto, de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general, y fundamentos de la sentencia de foja se- 
tenta y siete, se confirna ésta, con costas, en la parte que es ma- 
teria del presente recurso. Repuestos los sellos, devuélvanse al 
tribunal de su origen. 

BENJAlim PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGB. — JUAN 
E. TORRBNT. 



CAUSA CCCIilX 



Don Antonio Péyron contra don Ramón Echeverría; sobre cobro 

ejecutivo de pesos 



Sumario. —No existiendo nulidad,' y no babiendo sido pro- 
bada la excepción opuesta á la ejecuciou, debe ésta ser llevada 
adelante. 
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Caso, — Lo explica el 



WmUm del Jluea Pedeml 



Buenos Aires, Agosto 2 de 1897. 

Y vistos : para resolver la excepoion de falsedad d^l título in- 
vocada por el ejecutado en su escrito de foja i6. 

Considerando: 1° Que en el referido escrito no se menciona 
la cansa en que se funda la falsedad del título con que se ejecu- 
ta, limitándose á decir el demandado, que en el período de prue- 
ba demostrará que el acreedor carece de todo derecho para exi- 
gir el importe del documento, por cuyo valor se le demanda. 

2^ Que recibido el incidente á prueba^ él demandado, á quien 
incumbía aquella, no ha producido la necesaria para justificar 
la excepción opuesta deduciéndose del texto de las preguntas 
contenidas en el pliego de posiciones de foja S% que el propósi- 
to del demandado ha sido, principalmente,. demostrar que la en- 
dosante del documento de foja 1 le eri^ deudora de una suma 
mayor ique la que se le reclama, lo que da á su acción el carác- 
ter de una excepción de compensación, que sólo puede prosperar 
cuando las deudas son subsistentes civilmente, liquidas^ exigi- 
bles y de plazo vencido, serie 2^, tomo 11, página 119 de los Fa- 
llos de la Suprema Corte ; no siendo por otra parte admisible, 
desde que tratándose de un título ejecutivo reconocido enjuicio 
por el demandado, sólo podría oponerse dicha excepción funda- 
da en otro título igualmente ejecutivo, serie 2^, tomo 12, pági- 
na 466 de los mismos fallos. 

d^ Que el documento con que se ejecuta, ya sea considerado 
como comercial 6 civil, es un título perfectamente hábil, de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 627 del Código de Co- 



48 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

meroio y 1456 del Código Civil, habiéndose observado estricta- 
mente en los procedimientos del juicio, las disposiciones conte- 
nidas en el artículo 249 y siguientes de la ley procesal. 

Por estos fundamentos y concordantes del escrito de foja 19^ 
fallo : No haciendo lugar con costas á la excepción opuesta en 
el de foja 16, y llévese la ejecución adelante hasta hacer pago 
al acreedor, del capital, intereses y costas del juicio. Bepón- 
ganse las fojas. 

Agustín ürdinarrain. 



WmUm de ím Muprmwam €?orte 



Buenos Aires, Noviembre 16 de 1897. 

Vistos: Habiéndose observado en la tramitación del juicio las 
formalidades proscriptas por la ley y estando practicada en le- 
gal forma la notificación de la providencia de foja treinta y cin- 
co vuelta, no ha lugar al recurso de nulidad, y por sus funda- 
mentos se confirma con costas la sentencia apelada de foja trein- 
ta y nueve. Bepuestos los sellos, devuélvanse. 

LUIS V. VÁRELA. — OCTAVIO BUN- 
GE. -— JUAN E.TORRBNT. 
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CAVSA CCCIiK 



Don José Crespo Brú contra la Coni^añia de seguros fluviales 
€ La Inmobiliaria » , p.or cobro de pesos ; sobre pruebas 

Sumario. — i"" Deben admitirse las diiigeneiasde pruebas pe- 
didas en tiempo. 

^^^ No pnede discutirse la procedencia del término extraor- 
dinario acordado de conformidad de partes 7 consentido, ni ne- 
garse la producción de las pruebas 7 por los medios indicados 
al solicitarlo. 



Caso. — Lo explica el fallo de la Suprema Corte. 



FaIIo del Juem Federal 

Buenos Aires, Judío 25 de 1897. 

Y vistos: considerándolos recursos de reyocatoria 7 apela- 
ción interpuestos por el actor en los escritos de foja 78 7 fo- 
ja 81. 

Por las consideraciones aducidas en los escritos de fojas 114 
7 122, que el juzgado conceptúa arreglados á derecho, no ha 
lugar y con costas, á las reposiciones pedidas, 7 se concede en re- 
lacion las apelaciones aducidas para ante la Exma. Corte, donde 
se elevarán los autos en la forma usual. Repóngase el papel. 

Agustín Urdinarrain. 

T. LXII 4 
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Falle de ím Supreme Corte 

Buenos Aires, Noviembre 18 de 1897. 

Vistos y considerando : Que según el certificado de foja cien- 
to Teinticinco vuelta, el término ordinario de prueba por el que 
fué recibida esta causa venció recien el treinta j uno de Mayo 
del corriente año. 

Que por consiguiente el escrito de foja setenta y tres y el 
de foja setenta y cuatro^ decretados respectivamente con fecha 
veinte y veinte y nueve de mayo, han sido presentados dentro 
del término, puesto que la lista de testigos á examinarse estaba 
ya presentada en diez del mismo Mayo, según se ve á fojas se- 
senta y ocho y sesenta y nueve. 

Que el escrito de foja setenta y ocho pidiendo revocatoria del 
auto de foja setenta y siete vuelta, se dirige á impugnar la for- 
ma en que se solicitó el término extraordinario de prueba, en 
el escrito de foja sesenta y cuatro, en el que el demandado ad- 
hirió á igual pedido hecho por el demandante. 

Que entre tanto el auto de foja sesenta y cinco, que acordó 
el citado término extraordinario, de conformidad de partes, se 
halla ejecutoriado, lo que lo pone fuera de discusión, que hu- 
biere sido procedente antes de dictarse ó después de dictado 
dentro de los plazos legales para la deducción de recursos con- 
tra él. 

Que habiéndose acordado el término extraordinario al objeto, 
entre otros, de la comprobación de los puntos y por los medios 
expresados en el párrafo segundo y en el cuarto del escrito de 
foja sesenta y cuatro, la parte que lo consintió no puede pre- 
tender que su contrario no tiene derecho para producir esas 
pruebas valiéndose de los medios probatorios indicados. 
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Por estos fandamentos se oonfírman, con costas, los autos 
apelados de fojas setenta y cuatro vuelta y setenta y siete vuel- 
ta en la parte recurrida. Bepnestos los sellos, devuélvanse. 



benjamín PAE. — LUIS V. VÁRELA . 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUN- 
GE. — JUAN E. TORREUT. 



CAUSA CCXIiXI 



Criminal contra Juan R. Ponce, por violación . de una carta 

certificada 

Sumario. — Tío probfida lu culpabilidad del procesado, debe 
dictarse sentencia absolutoria. 



Cíwó. ~ Resulta del 



V»llo del Jues PiMlenil 



Rosario, Agosto 4 4e 1897. 
■ 

T vistos : El presente pvoceso seguido por (el señor Procura- 
dor fiscal contra JuanB. Ponce, de diez y ocho años de edad, 
soltero, argentino, no tiene apodo, que nunca fué procesado y 
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domiciliado en Sante Fé, calle Bíoja entre Caatro de Enero y 
Primero de Mayo, sobre violación de una carta certificada, de 
lo que resulta: 

1^ Que segan resalta del sumario administrativo, á foja 1 
denuncia don P. Canella, ante el jefe de Correos y Telégrafos 
de Santa Fé, que con fecha 30 de Marzo de 4895 certificó una 
carta en la oficina de correos de San Martin de las Escobas, di- 
rigida al señor Héctor Gaparroso, jefe de la estación Lavalle, 
que esa carta fué violada en la oficina de expedición extrayén- 
dose de ella un billete de banco, el cual no puede sospecharse 
que haya sido sustraído durante el tránsito, porque la mala 
número 158 se recibió en el punto de su destino, con los sellos 
á lacre intactos, que en el momento de su apertura hecha ante 
testigos, estos certificaron, como también el administrador de 
correos de Lavalle, que la carta mencionada, con el número de 
orden 212 llevaba signos de violación, que la predicha carta sa- 
lió para Lavalle el 31 de Marzo, quedando 24 horas en poder 
del jefe de correos de San Martin de las Escobas, Juan B. Pon- 
ce^ el tiempo suficiente para su violación ; que pedido informe 
al procesado Ponce, éste contestó^ á foja 2 vuelta, que la carta 
la recibió en buen estado, trayéndola el mismo señor Canella, 
quien no le manifestó nada« si llevaba ó no dinero, que la depo- 
sitó el 30 á las 10 y 30 minutos, más ó menos, y llevaba el núme- 
ro 212, la que fué puesta en un sobre de mala certificación con 
los sellos á lacre^ y despachada en el tren de la una pasado me- 
ridiano . 

Que en su nota de foja 3, el procesado expresa : que la mala 
número 158 fué puesta en el saco de correspondencia ordinaria, 
por ser uua sola pieza y que puso en el sobre de malas certifica- 
das con tres sellos á lacre, entregándosela al señor Pera, siendo 
la guía de certificados, la designada^con el número 150. 

Que á foja 4 el encargado de estafeta déla oficina de Lavalle, 
manifestó : que el señor Héctor Caparroso recibió una mala 
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certificada, procedente de San Martin, expedida de ese punto 
con fecha 31 de Marzo, bajo el número 212, la que dejó el 5 de 
Abril á la ana ante meridiano, siendo recibida suelta, y estan- 
do los sellos y cierres de la cubierta en perfecto estado, la que 
fué abierta en presencia de él, del interesado, del señor Bonifa- 
cio Medina y Bniz Quinteros. 

Que en el acto el señor Gaparroso expresó : que según carta 
de su corresponsal de Arena (San Martin), la certificada debió 
contener cien pesos, que fué recibida bastante maltratado el 
sello central dQl cierre y el de la extremidad, roto como se ad- 
vertía, pero que habían sido cuajados nueyamente, siendo 
probable que la operación se haya hecho con fósforos, lo que 
reclamó en seguida el interesado ; que de foja 8 á foja 12, se 
encuentran agregados los sobres del paquete y carta certificada, 
la declaración délos testigos que presenciaron el acto de la aper- 
tura de la carta certificada áque se ha hecho referencia, y una 
guia pedida en la nota de foja 6. 

2° Que á foja 40 comparece á la presencia judicial el proce- 
sado, y contestando á las preguntas que le fueron hechas, ma- 
nifiesta que el dia en que libró la carta certificada por el señor 
Canella y dirigida al señor Héctor Gaparroso, de estación Laya- 
lie, se encontraba en San Martin de las Escobas, donde desem- 
peñaba el cargo de jefe de correos y telégrafos. 

Que detuvo dicha carta por 24 horas, porque ocupábase de 
componer el telégrafo que estaba volteado. Contestando ala pre- 
gunta sobre si había otro empleado que pudiese intervenir, en 
la remisión de la carta, dice : que estaban los guarda-hilos 
Eduardo Alarcon, de San Martin, y el de Galvez, cuyo nombre 
ignora, habiéndole encargado el declarante al primero, hiciera 
la guía de la carta y cerrara la mala, lo que así hizo, y que dicho 
Alarcon se encontraba en San Martin. 

Que no sabe que la referida carta tuviera apariencia de con- 
tener dinero, porque estaba bien cerrada, con cinco sellos de la- 



54 



FALLOS DB LA SUPREMA CORTE 



ere, sin maestra visible de su contenido y de qae estuviera vio- 
lada, 7 limitóse el declarante á certificarla. 

Que el mismo Alarcon fué el conductor de la mala donde iba 
la carta certificada á la estación Arena. 

Que sabe que la carta fué violada por habérselo dicho el se- 
ñor Canella, que le refirió esto á los dos dias de haber despa- 
chado la carta, proponiéndole que le devolviera los iOO pesos, 
pues sino denunciaría el hecho ; contestándole que no aceptaba 
la proposición, porque éi no era culpable del delitOt la que asi- 
mismo fué repetida por intermedio del jefe político, rechazán- 
dola en la forma expresada, agregando que Canella propuso á 
Alarcon que le diera 50 pesos y desistiría de la denuncia y éste 
también la rechazó. 

3^ Que á foja 58 el señor Procurador fiscal, evacuando la 
vista conferida^ formula su acnsaciou fundándola en que por 
las oonstanoias de autos, el único empleado encargado de la co- 
rrespondencia, y por consiguiente, también el qoe resulta res- 
ponsable administrativamente, es el jefe de la oficina Juan B. 
Ponce; que el hecho de no haberse justificado que la carta cer- 
tificada contenía un billete de 100 pesos, y la prohibición en los 
reglamentos de correos de poner dinero en las cartas certifica- 
das, son circunstancias que hacen considerar como no conteni- 
do el valor meneionado ; que en atención á lo expuesto, pide 
que, de conformidad con el artículo 52 de la ley nacional sobre 
crímenes, de 14 de Setiembre de 1863, se condene al procesado 
Juan B. Ponce, como autor de la violación palpable, al máxi- 
mum de la multa, ó sea 300 pesos moneda nacional y á las cos- 
tas del juicio. 

Que respecto de Eduardo Alarcon, se sobresea definitivamen- 
te, dejando á salvo su buen nombre. 

4® Que de fojas 67 á 69, el defensor del procesado contesta 
Ja acusación pidiendo se absuelva á su defendido, con la decla- 
ración que este proceso no afecta á su buen nombre. 
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Que entre las consideraciones de qne hace mérito para esou- 
sar la responsabilidad de so defendido, menciona las cirouns- 
taneias de qne el procesado no retuvo la carta certificada el 
tiempo que dice el ñscal, sino que tan luego como la certificó, la 
entregó al empleado Alarcon para que la pusiera dentro de un 
sobre y la condujera á la estación. 

Que por esta rasen, es tan culpable Alarcon como sn defen- 
dido; qne el hecho de que el procesado haya recibido la carta 
en buen estado, no implica que él sea el autor de la violación, 
puesto que ella estuvo en viaje el tiempo suficiente para que se 
abriera durante el trayecto. 

. Que en todo el proceso no hay una sola prueba que funde la 
acusación de su defendido, y apenas existen simples presuncio- 
nes q^e DÍ siquiera reúnen las condiciones exigidas para que 
puedan revestir el carácter de prueba. Que ampliando su defen- 
sa, á foja 73 expresa: que no pueden tomarse en consideración 
las diligencias indagatorias practicadas por la administración 
de correos, porque no tienen ningún valor jurídico, desde que 
no se han llevado á efecto con arreglo á la ley, rechazándola 
como prueba, por no estar autenticadas laí firmas de los de- 
nanciantes ni de los testigos, ni ratificadas ante ninguna auto- 
ridad competente. 

5"" Qne abierta la causa á prueba, las partes no producen nin- 
guna en autos. 

Y considerando: i^ Que el procesado ha negado en sn decla- 
ración indagatoria de foja 40, los hechos y el delito qne se le 
impota. 

^ Qne el acusador, señor Procurador fiscal, no ha prodocido 
ninguna proeba en el sumario, ni en el plénario, que demuestre 
que Ponce es el autor de la violación de la carta de foja 8. 

8^ Qoe las piezas del somario administrativo, carecen de va- 
lor ante la justicia, porqoe no se han observado las formalidades 
establecidas en la ley (artículo 192), ni se han ratificado en esta 
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iastanoia (artículos 307 y 350 del Código de Procedimientos). 

4"" Que las presaociones del SQmario administrativo; que re- 
caen sobre el procesado por ser jefe de la encina de expedición 
de !a earta, no son suficientes para dictar sentencia condenato- 
ria, porque no reúnen las condiciones exigidas por el artículo 
358 del Código de Procedimientos en materia penal. 

Por estas consideraciones, fallo definitivamente en esta sala 
de audiencias : absolviendo á Juan B. Ponoe del delito que se le 
imputa, con declaración de que este proceso no afecta su buen 
nombre. Notifíquese con el original y, ejecutoriado, archívese. 

Daniel Goytia . 



VISTA D£L SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Setiembre 15 de 1897. 
Suprema Corte: 

El procesado Ponce ha negado explícitamente, en su declara- 
ción de foja 40, que hubiese violado la correspondencia que 
motiva este proceso, y no existe en la causa, prueba ni refe- 
rencia alguna directa* conducente á demostrar que el procesa- 
do Ponce haya efectuado la violación imputada. La retención 
de la carta hasta el dia siguiente de su entrega, la confesión de 
haberla recibido sin signos de violación, constituyen sin duda 
presunciones contra el procesado . Pero reconociéndose también 
que no era conocido, ni aun puede afirmarse que existiera dinero 
dentro de la carta violada, y explicándose la demora en el envío, 
por la preocupación del procesado en levantar los postes del 
telégrafo caídos ; aquellas presunciones, no reuniendo todos los 
requisitos determinados en el artículo 358 del Código de Pro- 
cedimientos en lo criminal, no alcanzan á constituir plena 
prueba. 



DE JUSTICIA NACIONAL 57 

En tal caso, debiendo la duda resolverse por lo más favorable 
al procesado, segon el artículo 13 del Código de Procedimientos 
antes citado, no oreo deber llevar adelante el recurso instaura- 
do por el Procurador fiscal á foja 84; y pido á Y. E. se sir- 
va confirmar, por sus fundamentos, la sentencia recurrida de 
foja 76. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de ím BupremA Corte 

Buenos Aires, Noviembre 18 de 1897. 

Vistos 7 considerando : Que, como lo expresa el señor Procu* 
rador general, las constancias de autos no son bastantes para 
dar por comprobado que el procesado Ponce sea autor de la vio- 
lación de correspondencia que ha motivado esta causa ; esto aun 
admitiendo que la carta de referencia haya sido abierta y vuel- 
to á cerrar en las oficinas ó dependencias del correo. 

Por ésto, de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general y fundamentos concordantes de la sentencia 
apelada de foja setenta y seis, se confirma ésta. Devuélvanse. 

benjamín paz. — LUIS V. VÁRELA.— 
ABEL BAZAN. —OCTAVIO BUN6E. — 
JOAN E. TORRENT. 
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CAUSA CCCXXII 



El Banco de la provincia de Buenos Aires contra la sociedad 
^Primer ingenio correntitio y> , por entrega de acciones y 
competencia ; sobre costas. 

t 

Sumario. — No habiendo mérito para la oondenacion en cos- 
tas, debe ooüfirmarae el auto que no la impone. 



Caso. — Lo explica el 



Va1I« del JTuea Federal 



Corrientes, Abril 1* de 1895. 

Vistos: Las excepciones de falta de jurisdicción y de falta 
de personería en el procurador del demandante, opuestas por la 
parte del demandado^ con arreglo á los incisos 1* y 2^ del artícu- 
lo 73 de la ley nacional de procedimientos; y considerando con 
respecto ala excepción de falta de jurisdicción : 

lo Que según los términos de la demanda de foja 23, el Ban- 
co demandante, conjuntamente con los acreedores del concurso 
de don José Lopes Somosa, constituyeron una sociedad anóni- 
ma c Primer Ingenio correntíno », aportando, como capital de 
dicha sociedad^ los bienes que le correspondía en el referido 
concurso ; debiendo, una vez constituida esa sociedad, expedirse 
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á favor de cada socio, títulos 6 acciones representativos de los 
valores aportados ; que en el caso sub-judice, el Banoo deman- 
dante dirige sa acción, en su carácter de socio de la sociedad 
< Primer Ingenio Correntino», pidiendo la entrega de esos títu- 
los ó ai^ciones, y no como un tercero extraño á ella ; que siendo 
el domicilio de dicha sociedad esta provincia, éste mismo es el 
que corresponde d todos los socios á los efectos del fuero nacio- 
nal, no pndiendo ocurrir á éste, invocando el de las personas en 
toda sociedad mercantil en que alguno de los que la forman son 
extranjeros ó vecinos de diversas provincias, cuando se trata 
de la liquidación 6 de demandarse entre si las obligaciones que 
contrajeran, con arreglo al espíritu 6 letra del artículo 10 de 
la ley sobre jurisdicción y competencia de 14 de Setiembre de 
1863, según el caso resuelto por la Suprema Corte en la causa 
XTiT, que se registra en el tomo 9^ de la 2* serie, página 60 del 
sus fallos. 

Por estos fundamentos, declárase incompetente este juzgado 
para conocer en la presente causa. Hágase saber con el original 

y repóngase. 

E. A.Lujambio. 



Falto doi lA Suprenuí Cmwim 



Buenos Aires, Noviembre 20 de 1897. 

Vistos : No habiendo mérito para la condenación en costas 
pretendida por el recurrente, se confirma en esa parte el auto 
apelado de foja noventa y tres, siendo las costas del recurso á 
cargo del apelante. Repuestos los sellost devuélvanse. 

benjamín PAI. — LUIS Y. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BDtfOE. — 
JUAN E. TORRENT. 
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CAVSA €CCI^:iíIII 



Contienda de competencia entre el juez de instrucción de Córdo- 
ba y el de la Capital, sobre falso testimonio imputado al in- 
geniero don Federico Stavelius y cumplimiento de exhorto . 

Sumario, — Es jaez competente para conocer del delito de 
falso testimonio el del lagar donde éste ha producido sus efec- 
tos; 7 en saoonsecaencia debe ordenarse la tramitación de los 
exhortes que dicho jaez libra en la cansa. 



Caso. — Resolta de las siguientes piezas : 



Falto del JTuex exliortante 



Córdoba, Enero 18 de 1896. 

Autos 7 vistos: las precedentes diligencias, en las que el señor 
juez de instrucción de la Capital federal de la República se nie- 
ga á dar cumplimiento al exhorto de foja 1 , negativa que fun- 
da en la sentencia de la Exma, Cámara de Apelaciones en lo 
Criminal 7 que corre á foja 50, en la que se niega la competen- 
cia de este tribnnal 7 se declara que el exhorto mencionado no 
puede ser cumplimentado sin mengua de la jurisdicción que in- 
viste el juez exhortado. 
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T reanltando: I"" Que el señor Federico Stavelios, cuya de- 
tención 7 remisión en calidad de procesado se solicita en el ex- 
horto discutido, Tino á esta provincia, por mandato del exmo. 
señor presidente de la República, poniéndose á las órdenes del 
gobernador doctor Pizarro, el 17 de Junio del año 1892, quien 
solicitó un ingeniero nacional con el objeto de efectuar una 
inspección del dique San Boque . 

2^ Que Stayelius, por disposición del señor gobernador, se 
trasladó al expresado dique el 23 del mismo mes y año, y el dia 
30 expidió el informe que corre agregado á foja 122 de estas di- 
ligencias, en el que manifestaba lo siguiente: 

€ No me es posible pasar ahora un informe detallado sobre el 
resultado de las investigaciones que he practicado, pues hay 
que realizar análisis químicos y efectuar varios cálculos una 
vez conocidos los resultados de dichos análisis, y asi es que me 
propongo remitir desde Buenos Aires, por conducto del Depar- 
tamento de Obras Públicas, el "citado .informe. Sin embargo, 
hay ciertas obras, relacionadas con el Dique, tan urgentemente 
reclamadas que su ejecución no debe demorarse más de lo abso- 
lutamente necesario para las tramitaciones legales, por lo que me 
veo desde ya precisado á emitir una opinión, aunque ella no 
puede, en este momento, ser completa, por las razones que antes 
he aducido.» 

3"" Que en la misma fecha el Poder Ejecutivo de la provincia 
expedía un decreto, pasando dicho informe á la Honorable le- 
gislatura, y se ordenaba el pago de 1000 pesos nacionales, los 
que fueron entregados en el mismo dia al señor Stavelius, im- 
putándose esa suma á la ley de 14 de Junio, c Estudios y repa- 
raciones > , y se le agradecían los servicios prestados á la pro- 
vincia, según todo consta á fojas 122 y 123. 

k" Que con fecha 6 de Agosto siguiente, Stavelius entregó al 
señor director general del Departamento Nacional de Obras 
Públicas el informe á que se refiere en el de 30 de Junio y que 
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ofrecía remitir desde Buenos Aires, practicados ya los análisis y 
cálenlos en él citados, para qne se sirviera remitirlo directa- 
mente al Gobernador de esta provincia, lo 'que se efectuó por 
decreto de la misma fecha. 

5® Que dichos informes motivaron las notas de 12 y 17 de 
Setiembre del mismo año, por los que el Poder Ejecutivo de la 
provincia ordenaba al señor agente fiscal á proceder ó instau- 
rar ante los tribunales, las acciones civiles y criminales contra 
los empresarios y constructores del dique y canales de riego, lo 
qne, verificado por dicho funcionario, se originó y falló el pro- 
ceso seguido contra los señores Bialet y CasaffQusth* por de- 
fraudación y malas construcciones en las Obras de Biego. 

6® Que admitida la denuncia fiscal, el señor juez de instruc- 
ción de esta ciudad ordenó la notificación en forma del informe 
de 6 de Agosto, librándose al efecto el correspondiente exhorto 
al de igual clase de la ciudad de Buenos Aires, y este funcio- 
nario, dándole cumplimiento, recibió el juramento de ley al se- 
ñor Federico StaVelius, quien se ratificó en el contenido dedi- 
cho informe . . 

7^ Que cerrado el proceso y elevado la causa á plenario, el 
agente fiscal formaliza su acusación basándola por completo 
en las conclusiones á que arriba Stavelins en su informe, y en la 

• 

eistacion de prueba se produjo el del señor director del Depar»- 
tamento de Obras Públicas de la Nación, que correa foja 835 
del expediente principal y en copia á foja 126 y vuelta dé estas 
diligencias^ en cuyo informe se dice textualmente: c Que el señor 
Stavelius, en su informe sobre el Dique de San Boque, ha proce- 
dido independientemente de este Departamento, habiendo sido 
puesto á disposición del señor gobernador de Córdoba y actuado 
en tal carácter. Por esta razón, ni esta- Dirección, ni el Goñse- 
jo de obras públicas, han podido estudiar las conclusiones del 
señor Stavelius respecto de aquella obra. > 
8*" Que en virtud de la prueba pericial instrumental y demás 
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aoomalada en el proceso, fneron declarados falsos en la senten- 
cia defínítÍTa de fecha 10 de Noviembre del año 1893, los hechos 
afirmados por Stavelins en sn informe y de qne se había hecho 
cargo á los señores Bialet y Casaffonsth. 

9^ Que no obstante de haberlo solicitado el procesado señor 
Bialet, el juzgado no hizo lagar á la pretensión de qne el señor 
Starelins f nese declarado perj aro y calumnioso sn informe, pnes 
no eran puntos que debían ser resueltos en. aquella sentencia, 
según lo preoriben los artículos 444 y 445 del Código de Proce- 
dimientos en lo criminal, limitándose el fallo, en esta parte, á 
dejar á salvo el derecho del solicitante. 

10^ Que terminado aquel juicio, en primera y segunda ins- 
tancia, el doctor Bialet se presentó á este juzgado el 27 de Agos- 
to del año próximo pasado denunciando al señor Stavelius como ' 
reo de falso testimonio y de ejercicio ilegal de la profesión de 
ingeniero civil, pidiendo se le imponga en definitiva las penas 
que solicitan las mismas . 

11*' Que este tribunal antes de admitir la denuncia, se pro- 
puso la cuestión de su propia competencia, la que sustanciada 
con audiencia fiscal fué resuelta afirmativamente, y resultando 
de los documentos, piezas de convicción y demás antecedentes 
que fueron agregados al expediente, presunciones é indicios de 
culpabilidad contra el denunciado, se declaró proceder la forma- 
ción del sumario y considerar al señor Federico Stavelius como 
presunto autor délos delitos que se le imputan, ordenándose su 
detención, á cuyo efecto se libró el exhorto de foja 1 de estas 
diligencias. 

Y considerando : 1^ Que' de la simple relación de los hechos, 
tan completa como lo permite el estado de sumario en que se 
encuentra la causa, resulta evidente la competencia de este 
tribunal, con exclusión de todo otro para juzgar el caso sub-^ju- 
dice. 

2® Que la circunstancia de haber sido puesto el señor Stave- 
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lias por el exmo. señor Presidente déla Bepúblioa, á la orden 
y disposición del Gobernador de la provincia, en nada modifica 
el fuero ordinario 6 coman de este tribunal: I*" porqae se trata- 
ba de inspeccionar una obra de propiedad de la provincia de 
Córdoba, en esta jurisdicción, inspección que se realizó por or- 
den del señor gobernador, quien retribuyó y agradeció al señor 
Stavelins los servicios prestados á ella ; 2° porque el fuero fe* 
deral es retrictivo y no puede extenderse sinóá los casos expre- 
samente enumerados en la ley de 14 de Setiembre de 1863« co- 
mo lo tiene resuelto la Suprema Corte federal en numerosos 
casos que es inútil enumerar, desde que forma la doctrina co- 
rriente, sentada por ese alto tribunal ; 3^ porque el señor Sta- 
velius procedió en el desempeño de su cometido, independiente- 
mente del Departamento y Consejo de Obras Públicas de la 
Nación, pues si bien tuvo conocimiento del informe de 6 de 
Agosto, complementario del de fecha 30 de Junio del mismo año, 
el que fué entregado directamente por su autor al gobernador 
de la provincia, se limitó su intervención á remitirlo original á 
su destino, sin que previamente hubiera sido aprobado ni some- 
tido siquiera á la consideración del consejo de obras públicas ni 
mucho menos aceptadas las conclusiones del señor Stavelius 
respecto del dique < San Soque > y por consiguiente no fué ni 
pudo ser incorporado dicho informe como un documento perte- 
neciente al consejo de obras públicas, y si algna delito se ha 
cometido con él, no puede estar comprendido en el inciso 4® del 
artículo 64 de la ley penal federal, porque tanto el informe de 
30 de Junio como su complementario de 6 de Agosto, son actos 
puramente personales del señor Stavelius, y los documentos per- 
tenecen exclusivamente á los archivos de esta provincia ; 4^ por- 
que tanto la inspección como los informes, cálculos y análisis quí- 
micos que fueron su consecuencia y las responsabilidades consi- 
gnientes, si las hubiere, forman un conjunto ó unidad que en la 
hipótesis de existir el delito que se imputa al señor Stavelins, 
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serian los actos preparatorios que isdispensablemente debían 
preceder á so ejeonoioo ; unidad qae no se rompe ni destruye 
por el solo hecho de que uno de aquéllos se haya fechado fuera 
de esta provincia, y de que los cálculos y análisis se practica- 
ron en Buenos Aires, desde que todos ellos eran concurrentes á 
un mismo fin y era en esta provincia donde debían producir y 
produjeron sus efectos ; 5** porque el pago de los servicios de 
Stavelius se verificó por la provincia^ cuando ya algunos de ellos 
se habían prestado y sólo faltaba para completarlos el informe 
que debía remitir desde Buenos Aires, realizados los cálculos y 
análisis áque se refería en su informe de 30 de Junio, y la acep- 
tación del decreto de este gobierno, y del pago ordenado á su 
fávor^ importan un contrato de locación de servicios, por todo lo 
que lo somete á la jurisdicción de estos tribunales, por los deli- 
tos de carácter común que en el desempeño de su comisión pu- 
diera haber cometido, pues los empleados nacionales no gozan 
del fuero federal sino por razón de la materia 6 del lugar, de 
acuerdo con la ley de 14 de Setiembre de 1863 ya citada; 6"" por- 
que la ratificación jurada que hiio Stavelius de uno de sus in- 
formes ante uno de los juzgados de la Capital federal, en la que 
el juez exhortado no hacía otra cosa que cumplir con un deber 
de reciprocidad, en interés de la justicia, no determinó por sí 
solo el delito del señor Stavelius si lo hubiera, porque había 
otros hechos é informes consumados en esta provincia y aunque 
producidos por un empleado nacional, ese empleado recibió orden 
expresa de producirlas de la autoridad nacional* de que depen- 
día, sino que simplemente fué puesto, como ya se ha dicho, á las 
órdenes de la autoridad local de esta provincia para que pres- 
tara un' servicio determinado, per su naturaleza provincial. 

S^ Que el ejercicio ilegal de la profesión de ingeniero civil, 
como la detodtt otra, es un delito previsto y penado'en los ar- 
tículos .15, inciso 6% 18 y 293 del Código Penal argentino. 
4^ Que no es exacto que la inspección efectuada por Stavelius 
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sn oficio y observaciones estuviesen encerradas dentro de los li- 
mites de un acto puramente del fuero interno, hasta que pro- 
dujo el informe de 6 de Agosto, fechado en la Capital de laBepú- 
blica, puesto que los seis dias dedicados por el señor Stavelius 
á un reconocimiento escrupuloso j detallado del estado del dique 
San Boque en lasque basó su informe de 30 de Junio, redac- 
tado, fechado j firmado en esta provincia, ios cálculos y espe- 
cificaciones hechas por él y entregada por él al Poder Ejecutivo 
de la provincia, los decretos de 30 de Junio y i^ de Julio respec- 
tivamente en que se ordenaba retribuir con 1000 pesos sqs ser- 
vicios, los que efectivamente recibió, la licitación para la provi- 
sión de piedras de sillería indicadas por él para las reparaciones 
urgentes y los gastos que ocasionó su adquisición, son actos 
perfectamente exteriorizados y cuyos efectos jurídicos están de- 
terminados por las leyes generales y la orgánica del Departa- 
mento de Ingenieros nacionales. 

6*^ Que si bien es cierto que la falsedad de la declaración de 
un testigo no nace con el pronunciamiento y apreciación de su 
mérito que haga el juez de la causa, no lo es menos que hasta 
esa apreciación es un acto retractable y que puede por lo tanto 
y por este medio dejar de producir sus efectos y por consiguien- 
te si bien es susceptible de dañar á tercero desde que se presta, 
no produce el daño hasta que el juez de la causa le acuerda el 
mérito correspondiente y produce sus efectos. 

6"" Que la simple lectura de los artículos 286 al 294 demues- 
tran claramente que la ley penal no legisla ni castiga el perju- 
rio por ser tal, sino el perjuicio que produce sus efectos, que da- 
ña á un tercero y es precisamente el perjuicio causado por la 
declaración falsa, lo que establece la tasa del castigo en su ley, 
y por lo tanto modifica sustancialmente el delito mencionado, 
como lo modifica el lugar en que el testigo declara, y aquel en 
que va á producir sus efectos, ün testigo que declara en la Re- 
pública para que su declaración produzca sus efectos en el. ex- 
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tranjero no daña ni viola níngan derecho amparado por las le- 
yes argentinas» sino del país en qne va á producirlo, no hay 
ficción en asegurar que el delito se ha cometido en un lugar 
donde nunca estuvo materialmente el delincuente, si hasta allí 
llevó su acto delictnoso y por consiguiente aun en el supuesto 
de que los hechos que han servido de fundamento al auto inser- 
to en el exhorto de foja 1 , se hubieran ejecutado en la Capital, 
no serían los jaeces de la misma los que deberían juzgarlo. 

7° Que indudablemente se ha perdido de vista, por la desig- 
nación genérica de falso testimonio, el caso especial que nos 
ocupa, en el que no se trata de una declaración ordinaria sino 
déla ratificación jurada de un informe que había ya producido 
efectos jurídicos, el proceso criminal instaurado por el ministe^ 
rio fiscal, requerido por el gobierno de la provincia en virtud 
de ese informe contra el empresario é ingeniero director de las 
obras del dique de San Roque, y en el supuesto aún no decla- 
rado de que dicho informe de 6 de Agosto llevara consigo al- 
guna responsabilidad penal, ella existiría aun antes de su ra- 
tificación jurídica ; ésta podría agravar el delito, si lo hubiera, 
pero no constituiría el delito mismo. Esos efectos estaban pro- 
ducidos ante juez competente, desde antes de la ratificación y no 
podía ignorarlos el señor Stavelius, por lo menos desde que el 
juez exhortado no era ni ha pretendido ser competente en la 
causa, sino meramente un juez de comisión, que auxiliaba al 
competente en virtud de los principios de solidaridad de la jus- 
ticia y reciprocidad de servicios que exigen que unos j ueces auxi- 
lien á otros en el territorio de su jurisdicción ; principios sancio- 
nados explícitamente en el artículo 96 del Código de Procedi- 
mientos criminal de esta provincia, y de una manera implícita 
en los artículos 135, 136, 281, 287, 354 y 374 del nacional. 

8® Que aún en la hipótesis de que Stavelius no hubiera pro- 
ducido otro informe que el de 6 de Agosto, fechado y ratificado 
en la Capital, las circunstancias de haber sido hecha la ins- 
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pecoion en esta proTincia^ de haber sido p&gado aquí donde de- 
bía prodnoir sus efectos, bastaría para determinar la competen- 
cia de estos tribunales. 

9^ Que el artículo 28 de la ley orgánica del Departamento de 
Ingenieros Nacionales, qae es una aplicación de los principios 
generales del dereclio civil y penal, al establecer que c todo in- 
forme, dictamen 6 documento firmado por los ingenieros 6 em- 
pleados del departamento, en cumplimiento de su cargo, [los 
responsabiliza conforme á derecho para ante elPoderEjecutiTo 
ó de los tribunales, por el daño que hubiesen causado », no esta- 
blece fueros, sus términos son generales y deben interpretarse 
que las responsabilidades á que aluden deben ser exigidas ante 
los tribunales en cuya jurisdicción hubieran ocasionado el daño 
6 ante quienes los informes se produjeron. 

De ahí se deduce claramente que los informes del señor Sta- 
TOlius, en cuanto se discute si ellos han produoido ó no respon- 
sabilidades para su autor, por la naturaleía de los hechos, por 
los objetos en que han recaido, por las autoridades á quienes 
fueron presentados por los tribunales donde debían producir sus 
efectos y por el carácter particular y privado que ellos revisten 
desde que no fueron aprobados por el consejo de obras públicas 
de la nación, caen bajo la jurisdicción délos tribunales de esta 
provincia. 

10® Que además de los fundamentos aducidos en las consi- 
deraciones que preceden debemos tener presente que el Congre- 
so sudamericano del año 1888, aceptando la doctrina de los 
tratadistas más aventajados y la jurisprudencia establecida por 
los tribunales de los países más adelantados, sancionó el artícu- 
lo 2® del tratado de derecho penal que se encuentra incorpora- 
do á nuestro derecho positivo. En él se estatuye que el locus^ 
deliti no es el de la residencia del delincuente al tiempo de 
consumar el delito ó donde practicó los actos preparativos del 
mismo sino el del lugar en que se perpetró. 
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Precisamente esta doctrina fué sostenida con éxito en aqnel 
oongreso por nuestro ministro plenipotenciario doctor Boque 
Saens Peña, y si entonces contribuyó eficazmente con su argu- 
mentación sólida y profunda al triunfo de dicha doctrina, su 
profesión de abogado leba proporcionado la oportunidad de de- 
fenderla en este incidente ante la Suprema Corte de la Nación 
contra el fallo dictado por la mayoría de la Exma. Cámara de 
apelaciones, no obstante el ilnstrado voto de su presidente 
doctor Lúeas López Cabanílla. 

11^ Que las cuestiones de competencia deben promoverse de 
oficio 6 proponerse ante los jaeces, por los interesados, en la 
forma que las leyes preTienen^ á los efectos que ellas determi- 
nan, siendo nulo todo lo que se hace en juicio con violación ú 
omisión de las formas sustanciales del procedimiento (art. 509 
y 459 de los Códigos de Procedimientos, nacionales ó provin- 
cial respectivamente). 

12^ Que al presentarse el exhorto de foja 1 con todas las for- 
malidades y . requisitos exigidos por la ley nacional del 26 de 
Agosto de 1863, no podía dejar de ser cumplimentada de acuer- 
do con lo proscripto en los artículos 7 y 8 de la Constitución 
Nacional, A menos que el juez requerido hubiese declarado su 
propia competencia con audiencia fiscal, y reclamado el cono- 
cimiento de la causa. 

18*' Qué ante la Exm^ Cámara de Apelación no se interpuso 
en forma la cuestión 4e comprenda, ni ella ha sido resuelta 
•conforme ár derecho, puesto que se limita á negar la competen- 
cia de este juzgado, y establecer la del juez exhortado sin resol- 
ver sobre la. remisión de la causa ni siquiera se pide que este 
juzgado se inhiba de su conocimiento (art. 46 y 47 del Código 
de Procedimientos nacional, 54 y 55 provincial). 

14"^ Que este tribunal, ante un procedimiento tan irregular, 
cree que debe sostener su competencia á efecto de que el exhor- 
to de foja 1 sea cumplimentado, trabando por su parte la con- 
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tienda jurisdiocional coa las formalidades que la ley señala, por 
más qae la nota de foja i09 no es el oficio inhibitorio á que se 
refiere los artículos 52 del código nacional y 60 de esta pro- 
vincia, ni se haya podido oir al procesado, por negarse á compa- 
recer ante este juzgado ni á su defensor, por no estar la causa 
en estado de nombrarlo (artículo 55 nacional y 63 provincial). 

i5^ Que en tal virtud y de acuerdo con el artículo 59 del 
Código de Procedimientos nacional, y 66 y 67 del provincial, 
procede reiterar el exhorto de foja i y requerir al señor juez 
de instrucción de la Capital para que le dé su debido cumpli- 
miento, y en paso de negarse á ello se sirva avisarlo á este juz- 
gado y remitir los autos á la Suprema Corte nacional para que 
decida la competencia, quedando llenados los requisitos de los 
artículos 59 y 62 ya citados con la remisión de estas diligencias 
originales . 

Por estos y otros fundamentos que se omiten y de conformi- 
dad á la vista fiscal de foja... se resuelve : mantener la compe- 
tencia de este tribunal y reiterar el exhorto de foja 1 pidiendo 
al señor juez de instrucción de la Capital se sirva darle cumpli- 
miento y en caso contrario comunicarlo á este tribunal y remi- 
tir los autos á la Suprema Corte de Justicia Nacional para que 
decida la competencia. 

Acompáñese á estas diligencias copias de las sentencias dic- 
tadas en 1* y 2* instancia en el juicio seguido contra los seño- 
res Bialet y Casaffoustb, por defraudación y malas construc^ 
cienes en las obras de riego de esta provincia y de la vista fiscal 
de foja... que corre en el sumario, motivo de este incidente. 
Expídase la nota correspondiente y repóngase oportunamente 
los sellos por quien corresponda. 



Ante mí : 



O. de la Vega. 
Fidel R. Centeno^ 

Secretario. 
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Fallo del Sueu exliortodo 



Buenos Aires, £nero 24 de 1896. 

Autos : Habiéndose resoelto por la Exma. Cámara que los 
tribanales de la Capital federal son los competentes para en- 
tender en el caso sub-judice, j aun cuando se pueda considerar 
deficiente dicha resolución por no haberse llenado las formali- 
dades establecidas por el Código de Procedimientos en el titu- 
lo 3^, libro i^, es indudable que existe trabábala cuestión de 
competencia entre jueces del fuero común del distrito de la 
Capital 7 un juez de la provincia de Córdoba, procediendo en 
tal caso dirimir la cuestión sustanciada á la Suprema Corte de 
justicia federal^ de conformidad con lo establecido en el ar- 
ticulo 43 del mismo Código. 

Que la misma Exma. Corte Suprema asi lo ha reconocido en 
su auto de foja 91 al consignar que era previo, para que fuera 
caso de corte, que se oyera primeramente al juez exhortante de 

la ciudad de Córdoba. 

I. 

Por estos fundamentos, no se hace lugar al cumplimiento del 
exhorto de foja i y de conformidad con la solicitado en la nota 
de foja 210, remítanse estos autos á la Suprema Corte de Jus- 
ticia para que decida la competencia, comunicándose esta reso- . 
lucion á sus efectos legales al señor juez exhortante. 

Gallegos. 

Ante mí : 

Ventura Sema (hijo) . 
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VISTA DEL SEftOR PROGÜEADOR GENERAL 

Boenos Aires, UarzQ 11 de 1896. 

Suprema Corte : 

« 

y. Em por 80 leaoluoion de foja 93, dejó establecido que lo 
obrado instruía de ana contienda de competencia suscitada al 
jaez local de Córdoba por la autoridad judicial local de esta Ca- 
pital, 7 que aun cuando la decisión de esa contienda correspon- 
día á esa Suprema Corte, en virtud de lo dispuesto en el inci- 
so S"*, artículo 43 del Código de Procedimientos en lo criminal, 
no estaba ella en estado de ser resuelta, por no haberse obser- 
vado los trámites establecidos para el caso en el título S^ del 
citado código. 

Los procedimientos instruidos á continuación, si no llenan 
en absoluto las ezígei^cias del código con la amplitud proscripta 
én su título 3^, bastan al menos para dejar trabad^ la contien- 

» 

da y al tribunal ^e V. E. apto para dirimirla, porque el juez 
local exhortante ha fundado tn extenso la competencia sosteni- 
da, apoyándola en consideraciones legales, y títulos habilitantes 
mencioúados en su auto de fojas 141 á 154; y el juez exhortado 
ha mantenido la que le fu'era atribuida por la Exema. Cámata 
de la Capital, según el de* foja 211, concluyendo .por mandar 
ambos jueces de común acuerdo elevar los autos á Y. E« para 
la decisión de la competencia. 

Los documentos agregados con posterioridad á la resolución 
de la Exma. Cámara, dan una nueva y diversa faz, á los hechos 
fundamentales de la jurisdicción controvertida. Si antes pu- 
do creerse que el delito origen del proceso emanaba de un infor- 
me expedido en esta Capital federal, por un empleado nacional, 
los documentos agregados de fojas 122 á 126 demuestran lo 
contrario. 



Ofi JUSTICIA NACIONAL 78 

Porqae resulta qae el informe expedido can fecha 80 de Ju- 
nio de 1892, por el señor SUvelius, fué fechado en Córdoba y 
dirigido al señor gobernador de aquella profincia, de quien.ex- 
presa haber recibido las órdenes de inspección del dique de San 
Soque, en tirtud de haber sido puesto ¿ las órdenes de ese go- 
bierno^ por la autoridad nacional. 

Porque es el Poder Ejeoutito de la provincia de Córdoba, 
quien agradeciendo en decreto de la misma fecha los servicios 
prestados por el señor Stavelius á la Provincia, decreta el abono 
de iOOO pesos moneda nacional por honorarios á cargo del te- 
soro provincial. 

Porque aquel informe no fué expedido ni aprobado siquiera 
por el Departamañto de Ingenieros de la Nación^ que á foja 126 
vuelta informa que el señor Stavelius ha procedido indepen- 
dientemente del Departamento, habiendo sido pueóto á dispo- 
sición del señor gobernador de Córdoba y actuado en tal carác- 
ter, por cuya razón rti la dilección ni el consejo de obras pú- 
blicas, han podido estudiar las conclusiones del señor Stavelius, 
respecto de aquella obra. 

Porque, «n fin, el informe complementario expedido ep Bue* 
no^ Aires^y ratificado bajo juramento ante un juez de la Capi- 
tal federal fué un acto cumplimentado en comisión, en virtud 
de un exhorto de la autoridad judicial de Córdoba, cuyo cum- 
plimiento no contradice y antes implica el reconocimiento y 
Aceptación de la jurisdicción del juez exhortante. 

Con tales antecedentes * no puede sostenerse que los hechos 
del señor Stavelius emanen de la autoridad nacional. Son he- 
chos personales, diferentes de los que le atribuytjn las leyes 
orgánicas del Depar,tamento de Ingenieros nacionales, hechos 
emanados de un contrato con el gobierno de Córdoba, y ejecu- 
tados bajo la responsabilidad del causante. 

Esos hechos, producidos en desempeño de una comisión del 
Gobierno provincial, caen bajo el imperio de la jurisdicción local. 
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La ley de i4 de Setiembre de i863, que rige el fuero federal, 
no les afecta tii por razón de la persona, ni del logar. 

No se trata entonces de apreciar ni juzgar funciones de ca- 
rácter naicional de un empleado, ni actos ejecutados en lugar en 
que exolusiyameute rijan las leyes nacionales, ni la violación 
de sus leyes. El caso no cae bajo ninguno de los incisos de las 
prescripciones de los artículos 2 y 3 de la ley sobre competen- 
cia nacional, cuya aplicación no se extiende más allá de su con- 
texto, según la doctrina legal y la jurisprudencia fijada en los 
fallos de V. E. 

Estas consideraciones y los fundamentos que con más ampli- 
tud desarrolla la resolución del señor juez de la provincia de 
Córdoba, que en testimonio corre de fojas 141 á 159, me deci- 
den en favor de su competencia. 

Sabiniano Kier , 



Falto de la Suprenifi Corto 

BaeDOs Aires, Novieinbre 20 de 1897. 

Vistos y considerando: Primero: Que esta causa se sigue 
contra don Federico Stavelius por falso testimonio y ejercicio 
ilegal de la profesión de ingeniero civil en la provincia de Cór- 
doba. 

Segundo : Que los informes que han motivado la denuncia 
del doctor Bialet Massé» se han expedido en virtud de comisión 
conferida por el gobierno de Córdoba para inspeccionar el dique 
de San Boque (foja ciento veintidós). 

Tercero : Que la orden de pago de los honorarios devengados 
por Stavelius fué dada por el gobierno de la provincia y el pago 
efectuado por la tesorería de la misma, según consta á foja 
ciento veintitrés. 
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Cuarto : Que el informe de seis de Agosto de mil ochocientos 
noventa 7 dos fué expedido para remitirse al gobierno de Córdo- 
ba, como se expresa en el primer párrafo de la nota qae lo acom- 
paña, dirigida al director general del Departamento de Obras 
Públicas de la Nación (foja doscientos diez y $eis). 

Quinto: Qae el Departamento de Obras Públicas de la Na- 
ción manifiesta atoja ciento veintiséis que el señor Stavetins, 
en SQ informe sobre el dique de San Boque, ba procedido inde- 
pendientemente de ese Departamento, habiendo sido puesto á 
disposición del señor Gobernador de Córdoba y actuado en tal 
carácter. 

Sexto: Que, como se expresa en el resultando sexto del auto 
de foja ciento cuarenta y uno, el Juez de Instrucción de la ciu- 
dad de Córdoba ordenó la ratificación en forma del informe de 
seis de Agosto, librándose con ese objeto exhorto al de igual 
clase de esta capital. 

Séptimo : Que esta diligencia de ratificación se ordenó y 
practicó para formar parte de las actuaciones en el juicio se- 
guido contra Bialet Massé y Casaffousth, por defraudación y 
mala construcción de las obras de riego. 

Octavo : Que la acusación contra Stavelius fué motivada por 
consiguiente por los informes que él expidió en cumplimiento 
de una comisión del gobierno de Córdoba, con independencia 
del Departamento de Obras Públicas de la Nación ; por lo cual 
ni la dirección ni el consejo de obras públicas han podido es- 
tudiar sus conclusiones (foja ciento veintiséis). 

Noveno : Que la diligencia de ratificación encomendada al 
juez de instrucción de esta Capital se ordenó por el de igual 
clase de la ciudad de Córdoba y se practicó en cumplimiento 
de esa orden por comisión para producir efecto en el juicio que 
ya se seguía contra Bialet Massé y Casaffousth en esa misma 
ciudad . 

Décimo : Que lo que califica de delito de falso testimonio ma- 
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teria de la acasacioQ, ea la deólaraoion falaa prestada .an juicio 
por no testigo, la cual no pnede aer apreciada sino en conoci- 
miento de la oanaa en que el testigo ha declarado, como lo de- 
muestran los términos de los astículos doecientoe ochenta y seis, 
doscientos OQbenta y siete y doscientos ochenta y ocho del Có- 
digo P^nal, y sesenta y seis y sesenta y siete de la ley de Se- 
tiembre catorce de mil ochocientos sesenta y tres. 

Undécimo: Qae la falsa exposición de los peritos se castiga 
con la peaa asignada al .testigo falso (artículo doscientos no- 
venta y uno, Código Penal). 

Duodécimo: Que no estando definido como delito en el Có- 
digo Penal el ejercicio ilegal de una profesión, sino tOBiado en 
consideración como elemento de culpa no puede autorisar un 
pedido de extradición. 

Por estos fundamentos, de conformidad con lo expuesto y pe* 
dido por el señor Procurador general, y por los fundamentos 
del auto de foja ciento cuarenta y una, se declara que el juez 
de la ciudad de Córdoba es competente para conocer en esta 
causa, y deTuélranse al juez de instrucción de esta Capital panra 
que dé al exhorto pendiente la tramitación que corresponda , 
haciéndose saber esta resolución por oficio al juez exhortante: 
NotitiquesQ con el original y repóngase el papd. 

« 

. OCTáVIOBDIfCE. — DAHIEL J. IX%N0- 

VAN. -« ABEL BAZAN (couforme 
con la parte dispositiva por divjer- 
sos fundamentos).— im&N. ya- 
EELA (en disidencia). — JUAN c. 
TORREiiT (en disidencia). 
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DISIDKNGU DB FUNDAIIEMTOS 



Yistos los autos de la oontienda de competenoia trabada con- 
tra el jnes de instraccion en torno de esta Caj^ital y el jues del 
crimen de tercera nominación de la oindad de Córdoba, por ha- 
berse negado el primero, en cumplimiento de una sentencia de la 
Cámara dé Apelaciones en lo Criminal de esta misma Capital, á 
cnmpUr el exhorto que el último le ha dirigido pidiéndole que 
detenga y remita á la orden de su juzgado á don Federico Sta- 
TClius, por haber dictado contra él auto de detención en el jui* 
cío que por denuncia del doctor Juan Bialet Massé le ha sido 
promovida acusándolo de los delitos de falso testimonio y de 
ejercicio ilegal de la profesión de ingeniero civil en aquella 
provincia. 

Considerando: Primero: Quela negativa del juez de instrucción 
de esta Capital á dar cumplimiento al exhorto de la referencia, 
obedece á lo resuelto por la Cámara de Apelaciones en lo cri- 
minal en su sentencia de foja treinta y ocho, donde se ordena á 
aquél que devuelva lo actuado al juqz exhortante, haciéndole 
saber que por las razones consignadas en dicha sentencia no 
puede dar cumplimiento á lo que en el exhorto solicita. 

Segundo: Que eaas razones tienden á fundar la falta de juris- 
dicción del juez del crimen de Córdoba para conocer de los deli- 
tos que se imputan á Stavelius, y á ellas contesta aquel con jias 
consideraciones del auto de foja ciento cuarenta y uno, donde 
sostiene la legitimidad de su jurisdicción é insiste en que se le 
dé el cumplimiento debido á su exhorto, haciendo paradlo mé- 
rito de las razones que consigna én dicho auto y de los docu- 
mentos que acompañan en copia á lo actuado por su parte en 
este incidente. 
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Tercero : Qae trabada en estos términos la contienda de com- 
petencia 7 elevadas á esta Suprema Corte las respectivas aotna- 
ciones de ella, conviene tener presente para su debida solución 
las dos siguientes consideraciones que sirven principalmente 
para fundar la sentencia de la Camarade Apelaciones en lo cri- 
minal, en cuanto declara la incompetencia del juez de Córdoba, 
y ordena que no se cumpla su exhorto. 

La primera es, que los actos que se acusan como constitutivos 
del delito de falso testimonio, á saber, tanto el informe que ex- 
pidió don Federico Stavelius^ relativo á las obras del dique de 
San Boque, para cuya inspección se le había comisionado, como 
la declaración jurada que ratificando ese informe, prestó á re- 
quisición del juez del crimen de Córdoba, fueron actos realiza- 
dos en esta Capital, aun cuando la inspección practicada lo hu- 
biese sido en aquella provincia, con cuyo motivo se dice, que es 
á la autoridad judicial del territorio de esta Capital, y no á la 
del de Córdoba á la que correspondería la jurisdicción para el 
juzgamiento y castigo de su autor, debiendo por lo mismo el 
juez requerido abstenerse de dar cumplimiento á la requisitoria 
no sólo por el deber que tiene de defender la jurisdicción que in- 
viste, sino también respetando y haciendo respetar la garantía 
constitucional que asegura á todos los habitantes del país el de- 
recho de no ser sacados de sus jueces naturales, designados por 
la ley anterior al hecho de la causa ; y 

La segunda es, que el hecho de haber Stavelius ejercido ile- 
galmente la profesión de ingeniero en la provincia de Córdoba, 
que es uno de los dos que se invocan en el exhorto para pedir la 
extradición, no es delito previsto y penado por el Código Penal 
ni puede siquiera considerarse como acto ilícito, desde que el 
nombrado Stavelius fué designado para ese cometido, en su ca- 
rácter de ingeniero del Departamento Nacional, por orden del 
presidente de la República y á pedido del gobernador de Cór- 
doba, habiéndosele entregado los fondos que se juzgaron nece- 
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ríos para el desempeño de la comisión que se le confiaba y paéstose 
bajo de sus órdenes á otro empleado del mismo Departamento, 
según resulta de la nota de foja siete ; todo lo cual, se dice en la 
sentencia, prueba concluyentemente, que aunque debiera poner- 
se á las órdenes del gobernador nombrado, dicho Stavelius iba 
á realizar un trabajo, no como empleado del gobierno local^ sino 
como ingeniero del Departamento Nacional, y en virtud no de 
simple autorización, sino de orden expresa del jefe supremo de 
la Nación y de la administración general del país. 

Agrégase, además, que habiéndose expedido el informe en es- 
ta Capital, sería ante los jueces de la misma que corresponde- 
ría hacer efectiva la responsabilidad penal de sa firmante, si 
alguna existiese. 

Cuarto : Que respecto á la primera de estas consideraciones, 
es de observar, que es verdad que el informe á qne en ella se 
alude y que es el de fecha seis de Agosto, de foja doscientas diez 
y seis, ha sido redactado y firmado en esta Capital, y que la 
ratificación jurada de Stavelius, reconociendo su contenido, se 
ha hecho también ante un juez de instrucción de esta misma 
capital, pero no es menos cierto igualmente, que tales circuns- 
tancias no pueden atribuir jurisdicción á los jueces de ella, co- 
mo jueces del lugar del delito para conocer del de falso testimo- 
nio, porque este delito debe entenderse realizado y consumado 
allí donde tales actos estaban destinados á producir sus efec- 
tos, es decir, en la ciudad de Córdoba, adonde fué dirigido el ci- 
tado informe para el gobernador de la provincia, porque allí 
es donde dio origen al proceso criminal ordenado por dicho go- 
bernador contra los señores Bialet Massé y Casaffousth, en vir- 
tud de los hechos relacionados en él, y porque á resultar fal- 
sos tales hechos, habiendo sido ratificada por Stavelius, bajo 
de juramento, en la predicha causa criminal, es indudable que 
sería allí donde se habría consumado el delito de falso testimo- 
nio, siendo allí donde se ha violado la ley, se han agredido los 
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derechos que ésta ampara y donde debe también hacerse efec- 
tiva la responsabilidad del delincuente por medio del corres- 
pondiente juicio. 

Quinto : Qae el principio relativo á la jurisdicción penal del 
jaez del lagar donde se consama el delito, que se ha preparado en 
otro diferente^ para proceder á sa juzgamiento y castigo, es fe- 
lizmente una verdad jurídica consagrada por una ley del Con- 
greso nacional, como la que aprobó el tratado sud-americano de 
mil ochocientos ochenta y ocho sobre derecho penal, en cuyo 
artículo segundo se ha establecido : c Que los hechos de ca- 
rácter delictuoso perpetrados en un estado, que serían justicia- 
bles por las autoridades de éste si en él produjera sus efectos, 
pero que sólo afectan intereses y derechos garantidos por las 
leyes de otro Estado, serán juzgados por los tribunales y pe- 
nados según las leyes de éste último ». 

Sexto: Qae en virtud de este principio que es igualmente aplica- 
ble á las provincias argentinas y la capital de la nación, por 
idéntica razón filosófica y de analogía, siendo como son tan in- 
dependientes entre sí, en materia de jurisdicción y de procedi- 
mientos qomo los estados extranjeros, no sólo procede recono- 
cer al juez del crimen de Córdoba competencia para juzgar el 
delito de falso testimonio que se atribaye á Stavelius, sino que 
debe arribarse también á la misma conclusión, teniendo presente 
que si existe el delito de falso testi^ionio de que se acusa á aquél 
no puede ser sino porque haya afirmado bajo dp juramento 
hechos falsos en la causa criminal que se seguía en Córdoba á 
los señores Bialet Massé'y Casaffousth, hayase hecho esa afir- 
mación ante el mismo jaez de la causa, 6 por exhorto de ruego 
y cargo ante el juez' de otra jurisdicción, en cuyo caso, come- 
tiéndose dicho delito en causa radicada ante el juez del crimen 
de aquella ciudad , claro es que tiene que considerarse tal delito 
como un incidente de esa causa, y corresponder también su co- 
' nocimiento al juez de la misma, sin que su jurisdicción se en- 
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tienda menoscabada, ni limitada por las circunstancia de que la 
declaración delictuosa se haya prestado en lugar ajeno á sn ju- 
risdicción, desde que esta circunstancia no tiene la virtud de 
desprender dicha declaración de la causa para la cual se ha pres- 
tado y fuera de la que no puede concebirse cometido el delito 
de falso testimonio de que se trata. 

Sétimo : Que no siendo posible dudar de que este delito se 
halle regido y penado, como delito común, por el Código Penal 
de la Nación, es desde luego evidente que élnada tiene que ver 
con el de falsedad que define y pena el articulo sesenta y cua- 
tro, inciso cuarto, de la ley de catorce de Setiembre de mil ocho- 
cientos sesenta y tres, sobre crímenes contra la nación; en 
cuyo caso es manifiesto también que no procede negar com- 
petencia al juez del crimen de Córdoba y atribuirla ál juez 
federal de esta Capital para conocer del primero de estos deli- 
tos, como si se tratase de la averiguación y castigo del último 
de ellos. 

Octavó ; Que no hay en verdad, razón alguna para atribuir esa 
competencia á la justicia federal del crimen^ según lo ha preten- 
dido la defensa deStavelius, aun cuando sea cierto, como lo es, 
que éste, por orden del presidente de la República, con los fon- 
dos y el personal del Departamento Nacional de Ingenieros, que 
se consideraron bastantes al efecto, haya sido puesto á disposi- 
ción del gobernador de Córdoba para que él informe, como lo 
había solicitado, sobre el dique y o|)ras de irrigación, y que, 
en cumplimiento de su cometido haya enviado, por medio del 
Departamento Nacional, á dicho gobernador el respectivo in- 
forme, porque todo ello no vale para hacer de los hechos rela- 
cionados en el mencionado informe una materia de interés na- 
cional, siéndolo de puro y exclusivo interés provincial y á la 
vez particular, de suerte qne la falsedad de esos hechos no pue- 
de surtir fuero federal, desde que para esto és indispensable 
que el caso se halle comprendido en algunos de los incisos del 
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artículo tercero de la ley de jurisdiccioa y competencia de la 
JQsticia federal, loque no procede ; por cnya razón no puede ser 
de aplicación al caso la disposición penal del artículo sesenta y 
cuatro de la ley sobre crímenes contra la Nación, de catorce de 
Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres. 

Noveno: Que en cuanto á las segundas consideraciones de que 
ha hecho mérito la Cámara deApelaciones para negar la extradi- 
ción de Stayelins, procede reconocer qne es verdad, como lo ha 
asoTerado aquella, que el ejercicio ilegal de la profesión de inge- 
niero no es un delito previsto y penado por el Código Penal, 
como quiera que á su respecto sólo pueda y deba decirse, con 
arreglo al artículo diez y seis, inciso sexto de dicho código, que 
ese ejercicio constituye al agente en culpa grave, cuando no está 
justificado por la urgencia y necesidad del caso, pero sin que sea 
por sí mismo un delito, calificación que sólo corresponde á la ac- 
ción ú omisión penada por la ley (artículo primero del Código 
Penal), entrando la culpa, ó la voluntad criminal, como ele- 
mento concomitante de esa acción, según claramente se des- 
prende del inciso primero del artículo diez y ocho del Código 
Penal. 

Décimo: Que siendo así incontestable, deacuerdo con los prin- 
cipios del Código Penal, que el ejercicio ilegal de la profesión de 
ingeniero no es un delito penado por él, claro es que no sería 
de aplicación al caso el artículo octavo de la Constitución nacio- 
nal para exigir, en su mérito, la extradición de Stavelius, desde 
que la obligación que impone á las provincias ese articulo en 
tanto es exigible, en cuanto se trate de personas procesadas ó 
condenadas por un delito. 

Undécimo: Que si es verdad que mirada de este punto de vista 
la cuestión de la extradición de Stavelius^ tiene razón el juez 
exhortado para negarse á dar cumplimiento á la requisitoria que 
se le ha dirigido, no puede decirse lo mismo en cuanto aquella 
le ha sido también requerida por el delito de falso testimonio. 
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qae es an delito preTÍsto y penado por el Código Penal de la 
Nación y cayo conooimiento^ en el caso sub-judice^ sólo corres- 
ponde al jues del crimen de la ciudad de Córdoba, lo mismo qae 
sa castigo, si realmente se hubiese cometido, segan se ha de- 
mostrado en las precedentes consideraciones de este fallo. 

Por ello y fondamentos concordantes del auto de foja ciento 
cuarenta y una y de la vista del señor Procurador general de la 
Nación, de foja doscientos cuarenta y tres, se declara que el 
juez de la ciudad de Córdoba es competente para conocer en 
esta causay devuélvanse al juez de instrucción de esta Capi- 
tal para que dé al exhorto pendiente la tramitación que co- 
rresponda, haciéndose saber por oficio esta resol ación al juez 
exhortante. Repónganse los sellos. 



DISIDENCIA 



Vistos resulta : Que la contienda de competencia suscitada 
entre el juez del crimen de la ciudad de Córdoba y el de instruc- 
ción criminal de la Capital de la República, procede del exhorto 
dirigido por el primero á éste para que en cumplimiento de un 
auto dictado por él, á petición de parte, en denuncia privada or- 
dene la detención y remisión de don Federico Stavelius, vice- 
presidente del Departamento de Ingenieros de la Nación. 

Que el delito ó delitos atribuidos por el denunciante á dicho 
Stavelius es el de falso testimonio, que se supone cometido en 
documento público presentado por él expidiendo su informe so- 
bre el estadodel dique San Roque, en la referida provincia, y á 
más el de ejercicio indebido de la profesión de ingeniero, sin 
haber hecho registrar previamente su título profesional. 

Que el juez requerido previa audienciade Stavelius, y tenien- 
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do á la Tiala los docamentos presentados por éste, se ha ne- 
gado á cumplir el aato del juez exhortante, sosteniendo que si 
delito hubiese en los actos ejecutados por Stavelius lo hubiera 
éste cometido en esta Capital, no en la provincia de Córdoba, 
donde practicó el examen del dique que le había sido encomen* 
dado. 

Que el juez requirente insistió en mantener su competencia 
7 exigir la entrega del acusado, elevándose en consecuencia el 
expediente á esta Suprema Corte para la resolución que le co- 
rresponda dictar, de conformidad á lo dispuesto en el artículo 
cuarenta 7 tres,. inciso tercero, Código de Procedimientos en lo 
criminal. 

Los fundamentos en que ambos jueces apo7an sus opuestas 
pretensiones, se encuentran en sus respectivos autos, corrientes 
á fojas ciento cuarenta 7 una 7 siguientes, 7 fojas doscientos 
diez vuelta 7 siguientes de los autos traídos 7 que se tienen á 
la vista. 

T considerando : Primero: Que como consta de autos, don 
Federico Stavelíus, vice-presidente del Departamento de Inge- 
nieros de la Nación, fué enviado en comisión por el presidente 
de la República, en su carácter de tal ingeniero del departa- 
mento, por pedido especial del Gobernador de Córdoba, para 
inspeccionar el dique San Boque, poniéndose á este objeto á 
disposición de dicho gobernador, como consta de la nota pasada 
al comisionado, que obra á foja siete, por el presidente del de> 
partamento don Juan Pirovano. , 

Segundo : Que en dicha nota se expresa terminantemente la 
orden superior recibida 7 el objeto de la comisión en los siguien- 
tes términos: cEl señor presidente de la República ha dispuesto 
que se sirva usted trasladarse á la ciudad de Córdoba 7 se pon- 
ga á las órdenes del señor gobernador, con el objeto de efectuar 
una inspección del dique de San Roque.» 
Tercero: Que este antecedente evidencia por sí sólo que el in- 
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geniero Stavelius no f aé á Córdoba por acto volnntario y parti- 
calar, reqaerido ó solicitado por el gobernador de la provincia, 
sín6 como empleado público, obedeciendo una orden snperior 
y en desempeño de una comisión especial que le era conferi- 
da al efecto. 

Cuarto : Que la prevención que le fué comunicada de que, para 
elcnmplimiento de su encargo, debía ponerse á las órdenes del 
gobernador de la provincia que había solicitado el envío de nn 
ingeniero nacional, era natural y correcta, una vez que el go- 
bierno de la nación había deferido á la expresada solicitud, 
pues era aquél quien debía franquearle los medios de llenar su 
cometido y ponerle en condiciones de efectuarlo conveniente- 
mente. 

Quinto: Que conñrma también el carácter de la comisión na- 
cional que el ingeniero Stavelius iba á desempeñar en Córdoba, 
el he cho de que el personal facultativo de la comisión, fué in- 
tegrado por el ingeniero don Cristiano Erüger, en calidad de 
ayudante, entregándose á aquel la suma de quinientos pesos 
por la inspección administrativa dei departamento para sufragar 
los gastos que esta comisión, ocasione como se consigna en la 
nota de foja siete. 

Sexto: Que la naturaleza del encargo dado á Stavelius es 
como una misión de origen y de¡carácter nacional, emanada de 
una disposición ad hoc del señor presidente de la República y 
costeado por la nación. 

Sétimo: Que por estasola circunstancia, se demostraría sufi- 
cientemente que Stavelius no podía quebrantar ninguna ley local, 
no haciendo inscribir su título de ingeniero en la provincia y que, 
si delito existía en la acusación que contra él se deduce, por ejer- 
cicio indebido de la profesión que ejerce, sólo podría él afectar 
é interesar á la n ación , que sería la única engañada por el tal 
hecho. 

Octavo : Que en cuanto al delito de falso testimonio porque ha 
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sido denunciado también 6 conjuntamente con el anterior, mo- 
tivando el exhorto del juez del crimen de Córdoba» él se hace 

> 

consistir en el informe pasado por los estudios que efeictnó del 
expresado dique y sus juicios y conclusiones profesionales. 

Noveno : Que dicho informe fué formalizado definitiyamente en 
esta Capital, en el seno mismo del Departamento de Ingenieros, 
donde fueron practicados los análisis químicos de las mezclas 
empleadas en la obra y verificados los cálculos definitivos, como 
lo previo el gobierno de Córdoba al entregarle el informe pre- 
liminar que se halla en los autos. 

Décimo: Que terminados aquí los estudios y cálculos refe- 
ridos, estuvo el ingeniero Stavelius en aptitud de concluir el in- 
fnrme elevándolo completo y definitivo al jefe del Departamento, 
don Juan Firovano , para que esté le diese la dirección corres- 
pondiente, como se efectuó, siendo el director de dicha reparti- 
ción pública quien lo remitió al gobierno de la provincia, y á 
quien le fué acusado por él su recibo en oportunidad. 

Décimo primero: Que si lamente del presidente de la República 
hubiese sido desprender absolutamente del departamento á su 
vice-director, entregándolo al servicio exclusivo de la provincia 
de Córdoba para el objeto indicado, loque no es siquiera presu- 
sumíble, conforme al espíritu del artículo 25 de la ley de orga- 
nización del Departamento de Ingenieros, dicho funcionario hu- 
biese continuado entendiéndose directamente con el gobierno 
de ella : no sucedió esto, y tanto su director, como Stavelius, así 
lo han comprendido,' según lo comprueban sus actos respec- 
tivos 

Décimx) segundo : Que si efectivamente se hubiese cometido el 
delito atribuido á Stavelius, sería el de falsedad, y él no pudo ser 
consumado en el estudio de las obras, tampoco en el informe pro- 
visorio, que ni fué reconocido en juicio, deficiente y sujeto á ulte- 
riores rectificaciones, sino en el informe verdadero y completo 
introducido en la oficina nacional, que fué el reconocido judi- 
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cialmente por él como aatéútico y que sirve de fundamento á la 
denunoia y al cargo de perjurio que se le hace ; de macera que 
el conocimiento del delito correspondería á la justicia de la na- 
ción, por expresa disposición de la ley penal nacional (art. 64, 
inciso 4®). 

Decimotercero : Qne de conformidad con esos principios y dis- 
posiciones legales preexistentes y la ley nacional que organizó el 
Departamento de Ingenieros dispone textualmente en su artículo 
veintiocho, que t todo informe, dictamen ó documentos firmado 
por tos ingenieros del departamento, en cumplimiento de su 
cargo, los responsabiliza conforme á derecho para ante el Poder 
Ejecutivo ó los tribunales, por el daño que hubiesen causado » ; y 
no puede ser dudoso que las autoridades señaladas en ía íey na- 
cional para el conocimiento eventual de las causas que llegasen á 
suscitarse, son el Poder Ejecutivo y los tribunales de la nación. 

Décimo cuarto: Que el delito imputado á Stavelius no ha podido 
ser cometido sino en virtud de la comisión que le fué conferida por 
el presidente de la República, y en su carácter de ingeniero y de , 
empleado del departamento nacional de que formaba parte, y 
motivó su designación para el encargo que la superioridad le 
conñó, á ruego del gobernador de Córdoba ; quedando desde ese 
momento la nación directamente interesada y afectada por el de- 
sempeño ulterior de un funcionario de su dependencia que, ea 
caso de trasgresion de sus deberes, cometería un verdadero 
abuso de la confianza depositada en él por la nación, dañando 
el, prestigio de la repartición pública de que forma parte y la 
fé que sus miembros deben inspirar al gobierno y al país. 

Décimo quinto: Que el hecho de referirse esa comisión á un 
sorvicio accidental de una provincia, no desnaturaliza su carác- 
ter esencialmente nacional, porque él emanado la autoridad del 
presidente y por la calidad de empleado público, investida por 
el ingeniero que es mandado á cumplir una orden del jefe de la 
nación. 
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Décimo sexto : Que esta Suprema Corte lo tiene así declarado 
en fallos que hacen jurisprudencia, estableciendo que el delito 
cometido por agentes de la nación en desempeño de sus funcio- 
nes de tales, aun siendo en servicio de una provincia, no confiere 
á las autoridades de ésta, jurisdicción para su juzgamiento, 
como tampoco basta la calidad de empleado nacional por sí sola 
para producir el fuero federal, cuando ei acto delictuoso no ha 
sido cometido en desempeño de una comisión nacional. (Tomo 
cincuenta y dos, página doscientas once; tomo veintinueve, pá- 
gina doscientos cincuenta y cinco de sus fallos.) 

Décimo séptimo : Que por otra parte, si no se trata en esta 
causa.^del delito de falsedad, previsto y penado por la ley 
nacional de catorce de Setiembre de mil ochocientos sesenta 
y tres, no se hallan suficientemente determinados en ella 
los|datos[ó indicios de un falso testimonio, según lo defi- 
ne dicha ley y el mismo Código Penal ; pues el falso testigo 
sólo puede existir legalmente declarado en asunto contencioso 
preexistente ó iniciado, llamado por el juez á deponer y haoién^ 
dolo bajo juramento ; sin cuyo requisito no es posible que haya 
la falsa deposición ni el perjurio que las leyes definen y castigan . 

Décimo octavo : Que el ingeniero Stavelius no aparece decla- 
rando como testigo á requisición del juez de Córdoba en causa 
ante él incoada y sobre puntos que éste le hubiese fijado, ni bajo 
de juramento ó sin él, de manera que el falso testimonio no 
resulta señalado legalmente en los presentes autos, ni por los 
hechos,(ni por indicios. 

Décimo noveno : Que tampoco puede ser considerado como el 
perito nombrado por el juez, con conocimiento de las partes in- 
teresada8,[recusable, asimilado al testigo falso en una causa, en 
cuanto á la pena por el código penal, porque tampoco ha sido él 
nombrado judicialmente, ni aceptado el cargo bajo de juramen- 
to, como es esencial para que pueda ser responsabilizado por so 
pericia en caso de delito cometido al expedirla. 
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Vigésimo : Que el reconocimiento por parte de Starelins, efec- 
tuado en esta capital, á tequisicion del jaez de Córdoba, despaes 
de incoada ante 61 la causa promovida contra el demandante 
doctor Bialet Massé, no constituye ni p uede constituir el delito que 
comete un testigo falso eu juicio, ni un perito infiel, aun supo- 
niendo posible la existencia de culpabilidad en su informe ; pues 
limitándose á reconocer judicialmente que es suyo el informe 
elaborado por él, por la comisión enviada á Córdoba á inspec- 
cionar el dique San Boque, y remitido al gobierno de dicha 
provincia por el director del Departamento de Ingenieros, le- 
jos de contener una afirmación falsa y por consiguiente un per- 
jurio, se limita á reconocer y afirmar un hecho de rigorosa ver- 
dad, reconocido también como tal por el mismo denunciante y 
por el mismo juez, de manera que el falso testimonio y el per- 
jurio resultan en semejantes condiciones legalmente inconce- 
bibles. 

Por estos fundamentos^ se declara que el conocimiento de esta 
causa corresponde á la justicia federal . 

LUIS V. VÁRELA. —JUAN E. TOHRENT. 



CAUSA 



Don Gregorio Soto contra don Antonio Roeré, sobre interdicto 

de retener 



Surruirio. — Sin la prueba de laposesion por parte del deman- 
dante, no procede el interdicto de retener. 
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* 

Caso. — Lo explica el 



Pallo del JTues Federal 



Buenos Aires, Diciembre 31 de 1896. 

4 

4 É ' , 

i • ' ' 

Vitos estos autos promoTidos por don Gregorio Soto contra 
don Antonio Roeré. 

Resulta: 1^ Que á foja 1 se presenta el expresado Soto en- 
tablando formal demanda contra don Antonio Roeré sobre in- 
terdicto de retener la posesión de un terreno situado en esta 
. ciudad en la calle de Tucuman entre Bnstamante ; Biliinghurts, 
compuesto de $2 Taras de frente, igual á 27 metros 20 centíme- 
tros por 75 de fondo, igual á 73 metros 75 centímetros/consis- 
tiendo el despojo en que encontrándose el demandante ausente 
el 23 de Mayo del año 1893, Roeré comenzó & descargar unas 
carradas de ladrillo en el terreno de la referencia. 

2^ Que convocadas las partes á juicio verbal, de acuerdo con 
lo dispuesto en el artículo 332 del Código de Procedimientos, 
don Antonio Roeré se presenta pidiendo que, sin perjuicio del 
comparendo decretado, se agregase á la causa el título de pro- 
piedad corriente á foja 6 y se cite de eviccion y saneamiento á 
los vendedores don Albino Ramognino, don Estévan Olivari, 
Agustín Olivari y don Fernando Marascio. 

3'' Que á foja 18 se presentaron dichos vendedores, manifes- 
tando que el terreno materia de este juicio es parte del que com- 
praron el 23 de Setiembre de 1892 á doña Juana Rivero de Fir- 
po y don Ángel Firpo, según resulta de la escritura que acom- 
pañan, que obligados á salir en defensa del señor Roeré y sin 
perjuicio de hacerlo se citara de eviccion á los enajenantes. 

4^ Que habiéndose proveido de conformidad alas precedentes 
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peticiones, tavo lagar el comparendo verbal, segan consta del 
acta que obra á foja 37^ qne en ese aeto el demandante dijo : 
que reprodncía lo expuesto en el escrito de demanda, óontes- 
tando el demandado señor Boere, qne habiendo concurrido el 
representante de doña Jdana Bivéró de Firpo que fué citada de 
eviccion le cedía la paUbra á éste para que contestara la de- 
manda. £1 señor Bivero expaso: 

Que el interdicto promovido es improcedente, porque el ac- 
tor no lia tenido jamás la posesión del terreno que reelama, ni 
la han tenido las personas de quienes dice ser uno de sus here- 
deros ; que tampoco ha sido Soto despojado de ese terreno clan- 
destina 6 violentamente . 

Qne Boere posee, como dueño legítimo, sólo una parte del te^ 
•rreno reclamado. 

Que en 22 de Diciembre de .1892 compró del señor Bamognino 
7 otros el lote de terreno á que se reñere el título de foja 6 con 
el área allí expresada, de lo que resalta que la demanda con- 
tiene una plus petüio. 

Y considerando : 1^ Que para que proceda el interdicto de 
recobrar la posesión es necesario que concurran las circunstan- 
cias enumeradas en el artículo 328 de la ley de procedimientos 
nacionales y se comprueben los extremos del artículo 2494 del 
Código Civil. 

2^ Que de las pruebas producidas resalta perfectamente com- 
probado: 1^ que la acción deducida por Soto es sobre el recla- 
mo de una área de terreno mucho mayor qne la que ha justifi- 
cado pertenecerle aldemandadOy de donde resulta evidentemente 
que el actor ha incurrido en una plus petitio ; 2^ que de los tí- 
tulos de propiedad presentados por el demandado, corrientes á 
foja 13, resalta que Bamognino y demás condóminos hubieron 
ese terreno por compra que hicieron ala señora de Firpo, quien 
lo poseyó en virtud de adjudicación que se le hizo el año 1806 
en la testamentaría de su señora madre doña Lnisa Frigona de 
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Kívero y de so padre don Santiago Bivero, qaien lo poseyó des- 
de el 8 de Agosto de 1870, por haberlo comprado á los herederos 
de don José CáoereSy que lo hubo á su vez de doña María de la 
Cruz Arévalo el año 1837; S'' que de estos antecedentes re- 
sulta la posesión desde el ano 1837, lo que prueba que Soto no 
ha tenido la misma posesión, porque esto estarla en pugna oon 
la prescripción del artículo 2401 que dice: c Que dos posesiones 
iguales y de la misma naturaleza no pueden concurrir sobre la 
misma cosa ». 

3^ Que el actor no sólo ha probado que haya tomado y teni- 
do la posesión efectiva del terreno origen de este juicio como lo 
prescribe el artículo 2373 del Código Civil, ni mucho menos el 
título que invoca de heredero de doña María de los Santos Aré- 
valo, lo cual no le daría sino un derecho á la posesión de la cosa 
y no la posesión misma ; sino que de la propia manifestación 
contenida en el testimonio que como parte de prueba ha sido 
expedida por el secretario del juzgado federal á cargo del doctor 
Lalanne y que corre agregado á foja 110, resulta que Soto ja- 
más ha ejecutado acto alguno de posesión en el terreno recla- 
mado. 

4^ Que desechada la prueba de los testigos presentados por 
Soto por las manifiestas contradicciones, quedan en pié los he- 
chos afirmados y probados por el demandado. 

5^ Que aun en el caso de ser dudosa la posesión litigada, esta 
acción se hallaría perfectamente caracterizada por los títulos 
de propiedad que ha exhibido el demandado, en oposición á los 
cuales no ha producido ninguna el demandante. 

Por estos fundamentos : fallo no haciendo lugar, con costas, 
al interdicto deducido por don Gregorio Soto. Notifíquese ori- 
ginal y repónganse los sellos. 

Juan del Campillo. 
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raía 4e te Hvpreaia Carte 

Buenos Aires, Noviembre 23 de 1897. 

Vistos : Fot sus fundamentos, se confirma con oostas la sen- 
tencia apelada de foja ciento treinta y dos, y repuestos los se- 
llos, devuélvanse. 

ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUN- 
GB.— JUAN B. TORRENT. 



CAUSA 



Don Gregorio Solo contra don Antonio MartinelU y don Victorio 

Bianchi; sobre interdicto de recobrar 



Sumario. — Sin la prueba de la posesión por parte del de* 
mandante no procede el interdicto de recobrar. 



Caso. — Resulta del 



Fallo del jruea IPederal 



Buenos Aires, Mayo 3 de 1897. 

Y vistos: este expediente para definitiva, de cuyo estudio re 
sultán los siguientes antecedentes. 
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Que ea Marzo de 1893 don Gregorio Soto se presentó ante el 
juzgado manifestando que por ante los tribunales de la Capital, 
juzgado á cargu del doctor Graray, secretaría Diaz Ibarguren, 
tramita la sucesión de don Bernardo Vázquez y María de los 
Santos Arévalo, de la cual es uno de sus herederos. 

Que entre los bienes quedados con ocasión del fallecimiento 
de esas personas figura un terreno comprendido entre las calles 
de Górdoba, Tucuman, Bustamante y Billinghurst, cuya pose- 
sion á título de dueño ha sido reconocido á la testamentaría, y 
que se encuentra actualmente habitando en él. 

Que Antonio Martinelli y Yiotorio Bianchi procedieron el día 
anterior á su demanda á apoderarse clandestinamente de una 
fracción de tierra del mismo terreno, compuesta aproximada- 
mente de 26 metros más 6 menos de frente en la calle de Busta- 
mante por un fondo igual así al oeste, lindando con terrenos de 
la sucesión mencionada, descargar varios carros de ladrillos y 
abrir cimientos en el mismo terreno. 

Que eñ atención á que esas personas no atendieron las ob- 
servaciones de oposición hechas á ese acto y en el deseo de evi- 
tar todo incidente personal, promueve formal demanda de 
interdicto de recobrar la posesión contra Martinelli y Bianchi, á 
fin de que en oportunidad se les obligue á restituirle la posesión 
de dicho terreno, del que ha sido despojado^ con costas. 

Que convocadas las partes á juicio verbal á efecto de sustan- 
ciar el interdicto, realizóse la audiencia á foja 24, reproduciendo 
el actor su demanda y el demandado solicitó su rechazo con cos- 
tas por no haber aquél tenido jamás la posesión del terreno que 
reclama, ni las personas de quienes dice ser heredero, por no ha- 
ber el señor Soto sido desposeído de ese terreno clandestina ó 
violentamente, y porque aquellos poseen á título de dueños le* 
gítÍ9ios, como lo justifican con los títulos que exhiben; rindióse 
por ambas partes la prueba que allí existo y posteriormente la 
que fué agregada^ por haber sido requeridas oportunamente. 
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Y considerando: i"" Qae segon resalta de la demanda, el des- 
pojo cometido por los demandantes consiste en haberse éstos 
apoderado clandestinamente de ana fracción de terrenos de sa 
propiedad, y desde laego, es requisito esencial qae debe compro- 
barse por el actor, sa posesión y el hecho y tiempo del despojo, 
con arreglo al articalo 2494 del Código Civil y 828 de la ley 
procesal de i4 de Setiembre de Í8d3. 

2^ Qae respecto del primero de esos terrenos, la posesionin- 
* Yocada, no existe en natos prnebas snficientes qae la acrediten. 
Si bien algunos de los testigos presentados por la demanda, 
deponiendo al tenor de la quinta pregunta del interrogatorio de 
foja 33, dicen, saben y les consta que don Gregorio Soto, á tí- 
tulo de heredero de doña María de los Santos Arévalo y Bernar- 
do Vázquez, ha estado siempre en posesión del terreno com- 
prendido en la manzana á que se refiere la demanda, esta prue- 
ba no es por sí sola suficiente á acreditar la posesión que disputa 
Soto, y por el contrario resulta destruida por las demás constan- 
cias de autos y especialmente por confesión del actor. 

Repreguntado el demandante ¿ foja 82 para que exprese qué 
actos de posesión ha practicado sobre el terreno poseído por los 
demandados, contestó: c Que ninguno, á no ser de animales pro- 
pios y ajenos que entran y salen »; confesión que desvirtúa y 
destruye lo aseverado por sus testigos en cuanto á la posesión 
que dicen disfruta Soto. 

Desde que el actor se dice continuador de la posesión de don 
Bernardo Vázquez y doña María de los Santos Arévalo, en su 
carácter de heredero, ha debido justificar por la prueba legal 
tal extremo y la naturaleza y grado de parentesco invocado, 
requisito éste tanto más necesario, cuanto que, de acuerdo con 
las disposiciones del Código Civil, todos los herederos de una 
sucesión, con excepción de los ascendientes y descendientes, para 
tomar la posesión de una herencia, deben pedirla al juez de la 
sucesión, artículos 3410 y S412, con lo que se demuestra que 
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no basta inyocar la calidad de heredero ó ser tal para entrar sin 
más trámite y otro requisito á gozar de la posesión que disfru- 
taba el causante, áinó que hay que solicitarlo de la autoridad 
judicial competente. 

3° El testigo José Matallana, que á foja 36 declara que Soto 
ha estado siempre en posesión, como heredero de los cónyuges 
Vasquez, del terreno comprendido entre las manzanas Busta- 
mante, Córdoba, Billinghurst y Tucuman, cuando es interroga- 
do por el letrado doctor Méndez acerca de los actos de posesión 
que ha practicado el señor Soto en el martillo del terreno que 
da sobre la calle de Bustamante, contesta, t que no le consta 
ni una ni otra cosa, porque no conoce la calle Bustamante y no 
sabe dónde queda el terreno », y desde luego, este hecho inva- 
lida su misma declaración que versa precisamente sobre la po- 
sesión del terreno comprendido entre una calle que dice no 
conocer. 

Otro de los testigos del actor Desiderio Olivera, que también 
declara en sentido afirmativo sobre la quinta pregunta del in- 
terrogatorio de foja 33, cuando es interrogado por la parte de- 
mandada contradice igualmente su propio dicho, pues él reco- 
noce que fué Cáceres primero y Santiago Bivero y sus suceso- 
res después, que han poseído como dueños un terreno con frente 
al sud de 26 varas á Tucuman y 113 de fondo con un martillo 
en su costado derecho que llega á la callé Bustamante, y cuyo 
lindero por el oeste es el terreno que ocupa Soto, demuestra que 
la posesión que dijo tenía éste de lamanzana comprendida entre 
las calles de Córdoba, Tucuman, Bustamante y Billinghurst, 
no comprende la fracción últimamente indicada, con lo que des- 
truye su anterior afirmación. 

La posesión invocada por la parte de Soto no ha sido en for- 
ma alguna justificada y si bien queda un testigo que declara 
afirmativamente sobre la quinta pregunta del interrogatorio de 
foja 33, esa declaración se encuentra contradicha por la presta- 
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da por Olivera y que se ha examinado, caando dice que ana frac* 
oion de dicha manzana se Üalla poseída á título de dueño por 
don Santiago Bivero y sus sucesores, y además por el mismo 
Soto, que dioe no haber ejecutado acto alguno de posesión. 

4^ El despojo, los actos clandestinos ejecutados por los de- 
mandados y el tiempo que ellos tuvieron lugar, es otro de los 
requisitos que el demandante ha debido justificar para que su 
acción pudiera prosperar con arreglo al artículo 2494 del Có- 
digo Civil y 328 de la ley nacional de procedimientos de 14 de 
Setiembre de 1863, y no obstante ese deber lega), no existe en 
autos prueba alguna al respecto. 

Si bien la tercera pregunta del interrogatorio citado va en- 
caminada á acreditar que los demandados comenzaron á descar- 
gar ladrillos y abrir cimientos en parte del terreno de laman- 
zana á que se refiere la segunda pregunta, aparte de que el 
hecho en sí mismo no constituye despojo, pues que actos clan- 
destinos son los que se ejecutan en secreto, con dolo ó fraude, 
aparte de ello, todos los testigos interrogados manifiestan no 
constarles tal extremo, declaraciones éstas que se encuentran 
por otra parte de acuerdo con el resultado de la vista ocular 
practicada por el juzgado^ de la que ha resultado que no exis- 
ten ladrillos en el terreno en cuestión, ni presenta tampoco éste 
signos materiales de posesión, como lo acredita el acta levanta- 
da suscrita por el actor, hecho que destruye la afirmación de 
la demanda, de que una vez introducidos en el terreno Marti- 
nelli vBianchi, procedieron á abrir cimientos. 

Incumbiendo al actor, de acuerdo con las leyes citadas y de 
lo prevenido en la ley 1% título 14, partida 3*, la comprobación 
de los hechos que sirven de fundamento á la acción instaurada 
y no habiéndolo justificado, es excusado que el juzgado entre á 
estudiar las probanzas rendidas por los demandados, tendentes 
á comprobar el dominio y posesión que le corresponde del terre- 
no disfrutado en este juicio, desde que por aquel concepto, co- 

T. LXXl 7 
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rresponde el rechazo de la acción dedacida y absolución de los 
mismos. 

Por estos fundamentos : fallo, rechazando el interdicto de re- 
cobrar la posesión deducida por don Gregorio Soto contra los 
señores Antonio Martinelli'y Yictorio Bianchi, sin perjuicio de 
las acciones que puedan corresponder al vencido, con arreglo á 
derecho, con especial condenación en costas. líotifíquese con el 
original, j repónganse los sellos. 

Agustín Urdinarrain. 



Fallo de la Suprema Corle 

Buenos Aires, Noviembre 23 de 1897. 

Vistos 7 considerando: Que para la procedencia del interdic- 
to de recobrar, es necesario que justifique el que lo intenta, 
que ha estado en posesión del inmueble de que ha sido despo- 
jado. 

Que la prueba producida á este respecto por el actor j que 
analiza la sentencia apelada, no llena el extremo indicado para 
la procedencia Üe la acción intentada. 

Que en tal caso, los demandados que se hallan en actual po- 
sesión del terreno en cuestión, como lo demuestra la misma diO- 
manda instaurada contra ellos, y demás justifícatiTos que hacen 
á su derecho, deben ser mantenidos en la posesión que se atri- 
buyen. 

Por esto y los fundamentos concordantes de la sentencia ape- 
lada á foja ciento ocho, se confirma ésta, oon costas, y repues- 
tos los sellos, devuélvanse. 

ABEL BA2AN. ~ OCTAVIO BUNGE. 
— JUANE. TORREOT. 
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€AUI»A CCCIiXYI 



Don E. Eggel, por aplicación de la pena de dobles derechos; 

sobre apelación 

Sumario. — Es apelable la resolución del administrador de 
aduana que impone una pena^ aunque se f ande sobre la olasifí- 
cacion de mercaderías hecha por la Dirección de rentas. 



Caso. — Besulta de las siguientes piezas : 



RESOLUCIÓN DE LA ADUANA 



Buenos Aires, Noviembre 27 de 1896. 

Vista la precedente solicitud de reconsideración: 
T considerando: Quede los informes agregados por el vista 
señor Santiago, resulta que el artículo de que se trata no ofre- 
ce dificultad alguna para su clasificación. En efecto, el funda- 
mento del fallo recurrido, era ladiyision que se había suscitado 
entre los miembros del tribunal de vistas, al producir su informe 
de foja 1 vuelta, pero hay que tener en cuenta que en la compo- 
sición de ese tribunal, sólo entra un vista de cada ramo; j sus 
dudas no pueden tomarse indefectiblemente como una prueba 
de que el artículo era de difícil clasificación» En el presente 
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caso, la opinión unánime de las diez casas importadoras del ar- 
tículo^ que han sido consultadas demuestra hasta la evidencia 
que se trata de un papel de embalaje, comprendido en la parti- 
da de la tarifa número 1795, coya clasificación no ofrece difi- 
cultad. Siendo así, no procede la exoneración de la multa esta- 
blecida por el artículo 828 y 930. 

Por estos fundamentos, revócase por contrario imperio el 
fallo de foja 8, é impónese el pago de dobles derechos sobre la 
diferencia denunciada á beneficio del fisco y del vista aprehen- 
sor, por partes iguales. 

Hágase saber y repónganse los sellos. 

/. H, Martínez Castro. 



VISTA FISCAL 



Señor Juez : 



Buenos Aires, Mayo de 1897. 



Motiva este asunto la diferencia de calidad observada en una 
mercadería pedida á despacho por el señor E. Eggel. Observan* 
dose el procedimiento prescripto por el código aduanero, se pro- 
nunció el tribunal de vistas, y suscitándose diferencia entre ese 
tribunal y el comerciante, la aduana elevó el asunto á la Direc- 
ción de rentas, de acuerdo con el artículo 135 de las Ordenan- 
zas, la que resolvió en la manera que lo expresa su decreto de 

foja... 

El administrador de aduana, en vista de lo resuelto por la 
mencionada dirección resolvió este asunto á foja 8, en la mane- 
ra y forma que allí se expresa, y de acuerdo con el artículo 137 
de las Ordenanzas, teniendo en cuenta que el fallo de la Direc- 
ción á que me he referido tenía de suyo el carácter de inapela- 
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ble. En la citada resolocioa aduanera (foja 8), se establece que 
el señor E. Eggel debe pagar los derechos correspondientes ala 
mercadería introducida, no encontrando mérito para imponer 
penas por considerar sumamente difícil la clasificación del ar- 
tículo de cuya introducción se trataba. 

Más tarde y por insinuaciones y datos presentados por el em- 
pleado cuyo parte originó este juicio, el mismo administrador 
de aduana modificó su fallo, diciendo que ól había partido del 
concepto equivocado de considerar difícil una clasificación, que 
según los datos agrupados era fácil por el contrario, y en con- 
secuencia, á foja 33, modifica su anterior resolución, é impone 
al comerciante, de acuerdo con los artículos 128 y 930 de las 
ordenanzas, una multa igual á los dobles derechos sobre la mer- 
cadería en cnestion. 

El señor E. Eggel se defiende de esta segunda resolución, ne- 
gando al administrador de aduana facultad para tomaren cuen- 
ta la revocación pedida por el empleado denunciante áfoja... 
por cuanto, según dice, si bien la ley de aduana vigente en su 
artículo... acuerda á los empleados el derecho de apelar ante 
el ministerio de hacienda de sus resoluciones, ello no importa 
acordarles el derecho de pedir revocatorias ante el mismo admi- 
nistrador, y por ello considera que la resolución de foja 33 no 
pudo dictarse una vez que había sido dictada la de foja 8. 

Sin entrar á examinar ni tomar en cuenta si la facultad de 
los empleados de apelar las resoluciones del administrador de 
aduana, importa ó no la de interponer revocatorias, y más aún, 
sin entrar á estudiar las causas que pudieran determinar al 
mencionado administrador para modificar la resolución de foja 8, 
con la de foja 33, me basta hacer presente que el administrador 
de aduana, cuyos procedimientos no causan instancia puede 
siempre modificar sus resoluciones cuando asilo encuentre con- 
veniente y sin que entretanto corran los términos legales (serie 
1% tomo l^ página 309). 
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Esta misma facultad de modificar sns resoluciones puede se- 
guramente provenir de las observaciones que haga el empleado 
denunciante en pro de los intereses fiscales, como en el caso 
presente, antes de ejercer el derecho de apelación que la ley le 
confiere, siempre que, como en el caso presente, demuestre (en 
sentir del administrador) el error en que se ha incurrido (serie 
2^tomo5^ página 253). 

De estas consideraciones surge la legitimidad de la modifica- ' 
cion de la resolución de foja 8 por la de foja 33, y la razón que 
abona la fuerza y legalidad de la última de esas resoluciones, 
que es la que debe tenerse por válida. Ahora bien, tomando la 
dicha resolución, única que existe, de acuerdo con lo estableci- 
do^ ¿procede el recurso de apelación que se trae ante Y. S.? 
Ese recurso, en sentir de este ministerio es improcedente, inca- 
paz de prosperar, y debe V. S. rechazarlo sin más trámite. 

La resolución de foja 33 que es la sentencia aduanera recorri- 
da, ha sido dictada á mérito de lo resuelto por la Dirección de 
rentas á foja..: respecto de la clasificación de la mercadería de 
que se trata: y así esa sentencia, como lo resuelto por la Direc- 
ción, es inapelable por revestir ese carácter tanto una como otra. 

Básteme para fundar esta afirmación lo resuelto por la Su- 
prema Corte de Justicia en el fallo que corre en la página 152 
del tomo 8® de la 4^ serie, que expresamente ha establecido que 
la resolución de aduana que se refiere únicamente á la clasifica- 
cion de la mercadería es inapelable, así como la penalidad apli- 
cable en consecuencia. 

En el citado fallo van los fundamentos de la resolución, lo que 
me exime de exhibirlos en esta oportunidad. En consecuencia, 
cumple que V. E. rechaze esta apelación de plano con la respec- 
tiva condenación en costas. 
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Fallo del Su^m Federal 

Buenos Aires, Julio 10 de 1897. 

Y vistos : Considerando que la apelación que se trae ante este 
juzgado es á propósito de una resolución del administrador de 
rentas, diotada con motivo de una divergencia suscitada entre el 
comerciante y el vista, por diferencia de calidad en la mercadería 
solicitada á despacho directo. 

Que en dicha resolución se han seguido estrictamente los pro- 
cedimientos que para tales casos marcan las Ordenanzas de 
aduana en su artículo 135, 

Que, por consiguiente» y dada la naturaleza de la causa, esa 
resolución causa ejecutoria y obliga tanto al comerciante como 
á la aduana (artículo 137 de las ordenanzas) y no ha podido ser 
apelada para ante este tribunal. 

Por esto, y de conformidad con las consideraciones legales 
aducidas por el se¿or Procurador fiscal, se declara mal concedi- 
do el recurso, con costas. 

En consecuencia, devuélvanse estas actuaciones á la aduana 
de la Capital í los efectos correspondientes. Notifíquese origi- 
nal y repónganse los sellos. 

Gervasio F, Granel. 



VISTA DEL SEflOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Setiembre 15 de 1897. 
Suprema Corte : 

La petición fiscal de foja 53 y el auto recurrido de foja 58, 
expresan los fundamentos de derecho y la jurisprudencia de 
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y. E., que hacen inadmisible en el caso, el recurso instaurado 
contra la resolución de aduana de foja 33. 

Invocando esos antecedentes para no incurrir en repeticiones 
estériles, pido á Y. £. se sirva confirmar por sus fundamentos 
el auto recurrido de foja 58, sin más trámite, por cuanto no 
procede en el caso el recurso libre á que se refiere el señor Eggel, 
en su escrito precedente. 

Sabiniano Kier. 



Falla de la Aupreaia Corto 



Buenos Aires, Noviembre 95 de 1897. 

Vistos 7 considerando : Que la resolución de la aduana, co- 
rriente á foja treinta y tres, impone la pena de dobles derechos 
al introductor de la mercadería á que se refieren estos autos, 
fundándose en que dicho introductor manifestó cartulina en lu- 
gar de papel de colores. 

Que si bien la clasificación de la mercadería que haga la Di- 
rección de rentas es inapelable, según lo establecen los artícu- 
los ciento ochenta y cinco y ciento treinta y siete de las. Orde- 
nanzas de aduana, no sucede lo mismo con la resolución que, 
como la pronunciada en este caso, impone la pena de dobles de- 
rechos al comerciante, según lo tiene resuelto esta Suprema 
Corte, entre otros, en la causa que se registra en el tomo sesen- 
ta y tres, página ciento setenta de sus fallos. 

Que la resolución de esta Suprema Corte, inserta en el tomo 
cincuenta y ocho, página ciento cincuenta y dos, que ha sido ci- 
tada por el Procurador fiscal, no se opone á estas conclusiones, 
por cuanto en ese caso no se discutía la penalidad sino solamen- 
te la clasificación de la mercadería, mientras que el presente y 
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el del tomo sesenta y tres ya citado, versau únicamente sobf e 
la penalidad, aceptándose como definitíTO y concluyente el pro- 
nunciamiento de la Dirección de rentas sobre la calidad. 

Por esto : se revoca el ante apelado de foja cincaenta y ocho, 
y vuelvan al juez federal para que, tomando en consideración el 
recurso llevado ante éi, resuelva lo que por derecho correspon- 
da. Bepóngase el papel. 

benjamín paz, — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BONGE. 



€SA CCCXXVIl 



El Ferrocarril Central Argentino contra el doctor don Pedro 

Rueda, sobre expropiación 

Sumario. — 1® En las costas á cargo del expropiante no se 
comprenden los honorarios del apoderado del expropiado. 

2*^ Los intereses de la suma que debe abonarse á más de la 
depositada, deben liquidarse con arreglo á la tasa que cobra el 
Banco de la Nación en sus descuentos. 



Caso, — Lo explica el 
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Fall« del Juex Vederal 



Rosario, Diciembre 15 de 1896. 

Y vistos: ios presentes autos seguidos pot la empresa del 
Ferrocarril Central Argentino contra el doctor don Pedro Bae- 
da, -sobre expropiación, <le los qne resulta: 

1^ Que á foja i la empresa del Ferrocarril Central Argentino, 
apoyándose en la ley de concesión á Woodgate y compañía, nú- 
mero 2324^ y en la escritura pública de cesión que se acompa- 
ña, cuya concesión la autoriza para construir una TÍa férrea 
entre esta ciudad y la estación Peyrano, la que atraviesa en 
las inmediaciones del arroyo de PaTon, entre los kilómetros 
49950 y 51296^ un campo que perteneció á la testamentaría de 
los Palacios, y que hoy pertenece al doctor don Pedro Rueda; 
que el área que toma esa ?ía, según afirma el representante del 
Ferrocarril Central Argentino, es de 52.110 metros cuadrados 
y corta el terreno en uno de sus ángulos, dejando un triángulo 
hacia el oeste de 20 á 30 cuadras superficiales; que agotados los 
recursos extra-judicíaies, entabla el juicio que corresponde y 
ofrece el precio de tres centavos por metro cuadrado, más la can- 
tidad de 600 pesos moneda nacional como indemnización de los 
daños y perjuicios que se ocasiona por el fraccionamiento de esa 
propiedad; que consigna el precio total de esa expropiación y 
pide que en virtud del artículo A^ de la ley de la materia, se le- 
galice la ocupación délos terrenos que da origen á esta causa. 

2^ Que corrido traslado de la demanda, contesta á foja 27 
el demandado, que la empresa del ferrocarril, sin formalidad 
legal alguna, se apropió de la parte del campo en que construyó 
su línea férrea ; que bacía más de dos años que le había tomado 
la posesión de ese terreno invocando una ley de expropiación, 
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ia qaede lodos modos le impone el deber de indemnizar préna- 
mente la parte de tierra que por esa ley se propone expropiar ; 
violando asi abiertamente los propósitos de ella. 

Que reconocía condioionalmente la competencia de la justicia 
federal, pidiendo que se accediese á la solicitud de h\ menciona- 
da empresa en el panto relativo á la convocación de las partes 
con el fin de nombrar los peritos 6 arbitros que estimarían el 
terreno despojado; como los perjuicios que la expropiación le 
irrogase. 

3o Que abierta la causa á prueba, el actor produce la que se 
establece en las audiencias que más adelante se mencionan, y 
el informe del escribano don Inocencio Bustos, solicitado y 
proveído en fecha 10 de Diciembre de 1892. 

El demandado produce, á su vez, de fojas 107 á 115, la escritu- 
ra judicial correspondiente á cada uno de los herederos Palacios., 
y un plano demostrativo de e^a división, como también una 
copia de la división del campo de San Urbano y el plano corres- 
pondiente á la misma; áfoja 118, las posiciones que absuelve el 
apoderado de la empresa del ferrocarril, el que expresa : que te- 
nía dudas sobre si el terreno motivo de la expropiación era de 
propiedad exclusiva del doctor Rueda 6 tenían parte en el mis- 
mo los herederos Palacios. 

Que la empresa hizo arreglos privados con don José Carreras 
sobre la expropiación del terreno que á él le correspondía en el 
campo de San Urbano ; que como confirmación de esos arreglos 
se firmaron ios boletos respectivos pagándose el valor de los te- 
rrenos expropiados según lo expresan esos boletos privados. 

Que la estación Santa Clara no pertenece al Ferrocarril Cen- 
tral Argentino, sino al déla Carlota y el primero paga un tanto 
por mes por el uso de la misma; que no habría firmado la em- 
presa boleto sobre la expropiación con los demás condóminos de 
la estancia San Urbano, porque aun cuando el señor Juan Jakson, 
como encargado de la empresa, tenía arreglado con el doctor 
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Baeda el precio de la expropiación, no pudo llevarse á efecto la 
escrituración del convenio, por dificultades provocadas de parte 
del doctor Rueda. 

Que la empresa no inició juicio de expropiación antes que el 
presente ni tampoco citó por edictos con tal objeto á los propie- 
tarios Palacios, Magan y Rueda ; que en la zona comprendida 
entre la estación Acebal y Santa Teresa, no existen bosques ni 
montañas y que entre ese espacio se han hecho dos curvas, una 
al salir de Acebal y otra al llegar á Santa Teresa, sin hacer más 
curva ; que á don FelipeHine se le abonó á razón de 100 pesos oro 
metálicos la cuadra del terreno expropiado, pero en esa suma se 
incluían todos los daños y perjuicios causados desde que la vía 
fraccionó una parte pequeña del campo dejándolo inutilizado. 

Que en el momento que depone, la empresa no estaba resuelta 
á comprar la estancia de Pavón, del expropiado, ni aun bajo )a 
condición más ventajosa que la misma quisiera establecer, ni 
se obligaba como, resarcimiento de los perjuicios causados, á 
construir unaestacion en el referido campo ; que la única indem- 
nización que pagaría sería la que determinase la sentencia defi- 
nitiva. 

Que á fojas 122 y 123 (primer cuerpo), se acompaña una carta 
del administrador del ferrocarril y otra de un arrendatario del 
demandado, en !a que manifiesta que el terreno comprendido 
entre el terraplén del ferrocarril y todo el frente del arroyo de 
Pavón, ha quedado con la construcción de la vía completamente 
inútil. 

Que á fojas 131 y 132 (primer cuerpo) está consignado el bo- 
leto de venta del campo que el señor Carreras transfiere al Fe- 
rrocarril Central Argentino. 

Que de foja 135 á foja 138 (primer cuerpo) existe la oons* 
tancia del dictamen del agrimensor señor Casiano J. Rojas y 
el plano correspondiente sobre la subdivisión hecha del terreno 
perteneciente á la sucesión Palacios. 
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Qae de fojas 152 á 160 (primer caerpo) se consigna eHnfor- 
me y los planos expedidos por el agrimensor señor Alberto Rueda. 

Qae de foja 114 áfoja 128 (segando caerpo) corre el dicta- 
men de los peritos tasadores de la parte del ferrocarril, de la 
del demandado y del tercero nombrado por el tribanal. 

Qoe el primero avalúa el valor del terreno á indemnizar por 
la empresa en la suma de 3563 pesos 30 centavos moneda na- 
cional legal incl nidos también los daños y perjuicios; qae el se- 
gundo tasa el valor del terreno y los daños y perjaicios en la suma 
de 27.600 pesos oro sellado, y el tercero, en la suma de 3200 
pesos oro sellado, por el terreno expropiado^ y en 1800 pesos 
oro sellado por el fraccionamiento y perjuicios ocasionados. 

Qoe á foja 298 (tercer cuerpo) declara don Pedro L. Zavalla 
al tenor del interrogatorio de foja 287 vuelta que por la por- 
ción de terreno tomada por la empresa del Ferrocarril Central 
Argentino quedó un triángulo del resto del campo, el que se en* 
cuentra abandonado y según manifestación del capataz del se- 
ñor Hamond, arrendatario del demandado^ el primero había 
retirado una cantidad de animales, lo que sabia además por ha- 
ber intervenido como perito tasador de los daños y perjuicios 
ocasionados en dicho campo por razón del cruze de la línea del 
ferrocarril ; que todo el triángulo del campo segregado por la 
vía férrea, era flor, de pasto tierno, siendo el fondo de esa frac- 
ción una lomada de pasto fuerte que sólo sirve para animales 
yeguarizos y vacunos ; que le consta por haberlo oído al capa- 
taz, que co arreglaba el galpón porque no le convenía conser- 
varlo, desde que había disminuido el número de ovejas porque 
la vía le había segregado una parte del campo de pasto tierno, 
sin saber el declarante si las ovejas eran ó no finas ; que lo de- 
clarado era público y notorio; ignorando el estado en que se en- 
cuentran actualmente las cosas. 

Qae repreguntado, contostó: Que no presentó ese informe 
como perito en esta causa, por diferencias que surgieron en el 
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dictamen por él presentado j el del otro perito, con quien son 
amigos 7 no quería tener motivos de discusión; que f ué á la 
estancia de c San Urbano t con motivo del discernimiento del 
cargo de perito que se le hizo conjuntamente con el señor Bar^ 
mett para que dictaminasen sobre los daños y perjuicios, ha- 
biéndolos acompañado á aquel punto el doctor Rueda, el señor 
Barmett y otros que no recuerda ; que no cobró, ni piensa cobrar 
honorarios por su cargo. 

Que á foja S02 declara don Guillermo Martin, al tenor del 
mismo interrogatorio, que hace muchos años que conoce y ha 
visto el establecimiento c San Urbano t y que con ese motivo 
sabe que el triángulo que fraccionó la vía férrea del menciona- 
do campo, fué abandonado por el señor Hamond, arrendatario 
del demandado, retirándose con sus haciendas de dicho triángu- 
lo á consecuencia de la construcción de esa vía; que por la mis- 
ina razón le consta que todo ese triángulo de campo segregado 
por la vía férrea es flor, de pasto tierno, siendo el fondo de esa 
fracción una lomada de pasto fuerte que sirve para animales va- 
cunos y yeguarizos; que con motivo de la construcción de la vía 
y tránsito de máquinas por ella, ha tenido que retirar las ovejas 
de la estancia principal de c San Urbano > donde estaba situa- 
do, las que ascienden al número de 4000, más 6 menos ; que lo 
que declara es público y notorio. 

Que repreguntado, contestó: Que en la fracción segregada, 
no se pueden tener animales, porque ocasionan muchos gastos 
de atención de hacerlos pasar por la vía ; que existe un terra- 
plén que separa una fracción de otra, y que en una parte de ésta 
hay desmontes; que el pasto tierno se extiende, más 6 menos, por 
todo el frente de la fracción mencionada. 

Que á foja 303 vuelta declara Eugenio Martin, de acuerdo 
con el anterior declarante, cenia sola excepción deque el núme- 
ro de ovejas que se retiraron ascenderían á cinco ó seis mil, más 
6 menos. 
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Qoe áfoja 308 declara al tenor del mismo interrogatorio don 
Santiago Fontarrosa, qoe en efecto, los ingenieros del Ferroca- 
rril Central Argentino trazaron j amojonaron nn camino recti- 
líneo para lá yía férrea á construir del Rosario á Pergamino pa- 
sando esa deniarcacion por el mismo pueblo del c Sauce >, de- 
jándolo al oeste yendo del Rosario, y después quitaron esos 
mojones 6 estacas de esa trayectoria, haciendo un desvío curvi- 
líneo completamente fuera del c Carmen del Sauce > y dejándolo 
á éste al sud del nuevo camino y que se llevó por los campos de 
Acebal y de don Guillermo Robinson, teniendo que hacer para 
esto una gran curva; que lo sabe porque tiene su casa en el mis- 
mo pueblo Carmen del Sauce; que los peones constructores de 
la línea le informaron al dejar las herramientas en su casa, todo 
lo que ya ha expresado; que lo declarado era público y notorio. 

Que repreguntado, contestó : Que no recordaba con certeza la 
fecha en que tuvieron lugar los hechos sobre que depone ; que 
es cierto que tiene bienes raíces en el pueblo Carmen del 
Sauce. 

Que á foja 309 declara otro de los testigos de la misma parte, 
el señor José Pnig Subirá, de acuerdo con lo expuesto por el 
anterior, dando como razón de su dicho el haber visto á los 
agrimenaores con las banderas, trazando la primera línea que 
quedaba, yendo del Rosario á Carmen del Sauce, ala izquierda; 
que lo declarado es público y notorio ; que no ha visto que exis- 
tan vestigios délos primeros trabajos verificados en ese sentido, 
mas que ha oído decir que allí existen ; que en el terreno del de- 
clarante, que tiene en Carmen del Sauce, al iniciar los trabajos 
pusieron una señal que decían era para estación, pero que no le 
consta. 

Que repreguntado, contestó : Que hace cuatro años próxima- 
mente que tuvieron lugar los hechos sobre que depone; que 
tiene bienes raíces en el pueblo Carmen del Sauce y también 
interés en que la estación del ferrocarril sea construida en el 



112 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

pueblo de ese nombre, por haber sido trazada allí primeramente 
la línea que pasaba por el referido pueblo. 

Que á foja 310 vuelta declara don Arrigo Bezio, quien pre- 
guntando al tenor del interrogatorio de foja 287, contestó tam* 
bien del mismo modo que el testigo anterior, expresando ade- 
más que la primera línea trazada dejaba el cementerio del pueblo 
á la derecha, yendo del Bosario, y la segunda línea dejaba el 
pueblo i la izquierda ; que lo declarado era público y notorio. 

Que repreguntado, contestó: Que hacía cuatro años, más ó 
menos, que sucedían los hechos pasados sobre que depone y que 
no tiene ningún bien raíz en el pueblo Carmen del Sauce, ni 
tampoco interés en que allí se construya la estación. 

Que á fojas 812 y 313 se acompañan dos cartas, una del ad- 
ministrador del ferrocarril, dirigida al señor Hamond y otra de 
aquél á este último. 

Que de foja 331 á foja 344 se acompaña el dictamen del pe- 
rito de la parte actora y el de la parte demandada, adjuntando 
este último un plano que figura á foja 336, y de fojas 348 á 349 
corre el informe del agrimensor don Alberto Bueda, nombrado 
por la parte expropiada, sobre la extensión del campo de este úl- 
timo, del frente que da sobre el arroyo Paron y que consta de 
2155 metros, y cuyo frente divide la línea férrea en dos partes, 
la una de 1140 metros y la otra de 925 metros, acompañando en 
eae informe un plano demostrativo de sus afirmaciones. 

Que en el informe in voce que corre de foja 154 á foja 156 
(segundo cuerpo) la parte demandada suscita el incidente de que 
el trazado actual de la línea férrea en cuestión no está de acuer- 
do con la solicitud y plano presentado al senado nacional firma- 
do por Woodgate, que al efecto acompaña á foja 277, de cuyos 
antecedentes resulta que la empresa constructora había llev&do 
su línea férrea por una trayectoria distinta de la que se le ha- 
bía acordado en su concesión, y con ese motivo pasa por pantos 
diversos á aquellos por donde debía asentar sus rieles; que esta 
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resolacion de la empresa á la par que ilegal é injusta, perjudica 
á SQ propiedad, y en consecuencia pide la nulidad de todo lo 
ja actuado, y que se obligae á la empresa á que se lleve esa lí- 
nea por donde le marca la concesión otorgada por el Honorable 
Congreso, y entonces recién correspondería la iniciación del jui- 
cio de expropiación á que la misma quiere llevarlo ; que tam- 
bién la referida empresa denunció erróneamente una parte de 
terreno del demandado que se proponía expropiar, y que el 
juicio se continuase por medio de audiencias verbales. 

Que en la audiencia de foja 268 á foja 270 (tercer cuerpo), el 
demandado expresa que la demanda que inició la empresa del 
ferrocarril solicitando la expropiación del terreno de San Urba- 
no, del cual aquella se había apropiado sin llenar formalidad 
legal alguna, le ocasionó con esto perjuicios de consideración, 
como el fraccionamiento del campo dividiéndolo con terraplenes 
de más de tres metros de elevación» dejando segregadas más de 
1000 varas de frente sobre el arroyo Pavón y destruido el esta- 
blecimiento de cabana de ovejas finas que allí tenía instalado. 

Que el proceder de la empresa le impidió el pleno ejercicio 
del derecho de propiedad, haciéndose imposible el cumplimiento 
de un contrato de venta que él había contraído por el mismo 
campo cSan Urbano > ; que uno de los fundamentos que sirve 
de guía en esta contienda, es la trayectoria propuesta por los 
señor W. Woodgate y compañía, sancionada por el Honorable 
Congreso, y que textualmente dice: « que arrancando de un pun- 
to en la prolongación al Pergamino del Ferrocarril Central Ar- 
gentino pase por Carmen del Sauce, y tenga por fin las inme- 
diaciones del Rosario, y que con tal motivo se traigan á la vista 
el proyecto original del primitivo concesionario que existe en la 
Honorable Cámara de Diputados de la Nación ». 

Que en la audiencia celebrada de foja 283 á foja 285, el juz- 
gado abre la causa á prueba para la aclaración de los siguientes 
puntos : 

T. LXXI 8 



i 
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1^ Si el trazado del Ferroearril Central Argentiao, proloDg:i- 
cioD riel Pergamino, pasando por Carmen del Sauce y conclu- 
yendo en las inmediaciones de la ciudad del Rosario, es confor- 
me á la ley número 2394, fecha 6 de Noviembre de 1888; 

2° Si dicho trazado del ferrocarril pasa por terrenos del se- 
ñor Rueda, y cuánta extensión del mismo le toma la traza dé la 
línea. 

Que el demandado ofrece como prueba, el plano oficial, los 
peritajes de los señores Pusso y Rueda, y la ampliación del área 
pedida en expropiación contenida en los escritos de foja 166 del 
cuerpo de autos y del auto que la aceptaba, corriente á foja 177 
del mismo; que aceptaba el hecho de que el precio ofrecido pri- 
vadamente por la empresa por toda indemnización, fué de 5000 
pesos oro, y no el de 4 6 5000 de la misma moneda. 

Que en !a audiencia siguiente, de foja 286 á foja 290, celebra- 
da á los efectos indicados en la audiencia anterior, la parte del 
demandante manifiesta que el área del campo expropiado estaba 
determinada en el escrito de demanda y en el acuerdo de las 
partes, según se refiere en el auto de foja 76 del primer cuerpo, 
y proponía al efecto al ingeniero don Malcolm Graban ; que los 
puntos que solicitaba sobre que dictaminasen los peritos, fue- 
ran : 1^ si la línea que motiva este juicio está 6 no construida 
por la trayectoria que determinan los planos oficiales; y 2® si 
esa línea corta 6 no la propiedad del doctor Rueda en el lugar 
y forma que esos planos indican. 

Que como parte de prueba presentaba un plano catastral li- 
tografiado, eñ el que se justifica que es el distrito y no el pue- 
blo el que lleva el nombre de Carmen del Sauce, y que es á 
la aldea, cabeza de ese distrito^ á la que se le llama c Sauce»; 
que asimismo, como corroborante de esta prueba, pide que 
dirija oficio al jefe político del departamento Rosario, á fin de 
que informe sobre el perímetro que abarca el pueblo del Sauce 
y si existe distrito rural que lleve el mismo nombre, el que se 
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expide de foja 316 á foja 318 con la ilustración y plano del en- 
cargado de la estadítíca, dictaminando que el pueblo del «Sau- 
ce» está situado en el distrito «Carmen del Sauce »,^ y tiene 
según el plano catastral una superficie de 1.260.000 yaras cua- 
dradas 6 sean 1 .083.600 metros cuadrados, y según datos del 
censo de la provincia, en el año 1887, tenía la colonia del Sauce 
2167 hectáreas y linda por el norte y sud, con el campo de Vir- 
ginia de Flores y por el oeste, con campos de L. Hernández y 
J. Fnig Subirá. 

Que la parte demandada se opone al informe de los peritos, 
según lo manifiesta la parte actora ; que ofrece como prueba la 
declaración de los testigos don Sebastian Fontanarrosa, Santia- 
go Agosti, Vicente Maranzan, Feliciano García^ José Pérez Su- 
birá, Gaspar García y Juan Ferreyra, vecinos de Carmen del 
Sauce, como también á los señores José Carreras, Pedro Za- 
baila, Guillermo Martin, Marcelino Campana, Plácido Ruiz 
(hijo) y Eugenio Martin, cuyas declaraciones están ya relacio- 
nadas. 

Que los peritos agrimensoi^es Pusso y Rueda determinen 
gráficamente en sus respectivos planos, le fracción hereditaria 
que corresponde ala heredera doña Rosa Palacios de Rueda con 
arreglo á la escritura pública existente en autos; la extensión 
del frente que da sobre el afroyo de Pavón de cada una de las 
dos partes en que la vía férrea ha dividido dicha área; que ade- 
más de los puntos indicados, los peritos informen sobrestén los 
planos aprobados por el gobierno para el trazado del ferrocarril 
en cuestión, consta gráficamente el pueblo « Carmen del Sauce» 
como está indicado en el plano y petición primitiva del señor 
Woodgate^ prueba ya relacionada anteriormente. 

Que de foja 321 á foja 335 corre el informe del perito de la 
parte del ferrocarril, de cuyo dictamen se desprende: Que el 
trazado actual del ferrocarril está conforme con la ley número 
2324, fecha 6 de Noviembre de 1888; que en lo relativo á la 
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extensión de terreno que la vía del ferrocarril toma al doctor 
Baeda, se determinó, con acaerdo de ambas partes y aprobación 
del juzgado, que esa extensión es de 54.123 metros 40 centí- 
metros cuadrados; que asimismo, el trazado del ferrocarril en 
los pontos en cuestión está cojiforme á la concesión Woodgate. 
por la ley del congreso ya mencionada ; que por las inyestiga- 
ciones hechas por él y las mensuras verificadas en las curvas y 
los ángulos que forman las diferentes propiedades, encontró que 
la línea está construida por la trayectoria que informan los pla- 
nos oficiales, cortando la propiedad del doctor Rueda en el logar 
y forma que indican esos mismos planos; que en el plano apro- 
bado por el gobierno, no está ubicada la posición del pueblo del 
€ Carmen del Sauce >, por no admitirlo la escala grande de este 
plano ; que el presentado por el primitivo concesionario señor 
Woodgate, es copia de una parte del mapa de la provincia de 
Santa Fé de la escala chica de 1:400.000, en coya copia está 
marcado él ferrocarril en cuestión, para demostrar so posición 
relativa á las otras vías férreas ya construidas ó en construc- 
ción, y el mismo concesionario en so petición hecha ante el Con- 
greso, no hace ningona referencia al pueblo c Carmen del Sao- 
ce» ; que el ferrocarril en cuestión, en la época que informa 
(1895), hacía de cuatro á cinco años que be había construido; 
que la extensión del pueblo del Sauce mide 4 cuadras de norte 
á sud por 3 de oeste á este, existiendo el distrito rural denomi- 
nado c Carmen del Sauce > ; que la extensión en el espacio com- 
prendido entre la estación Acebal y el principio del pueblo del 
Sauce, es de 1925 metros, ó sean 14 cuadras y 80 centímetros 
de cnadra. 

Que de fojas 336 á 344 corre el plano é informe presentado 
por el perito de la parte demandada, expresándose en él que el 
trazado del Ferrocarril Central Argentino, según lo expresa la 
concesión otorgada por el Congreso, no está conforme con la ley 
número 2394 del 6 de Noviembre de 1888, y para cuya compro- 
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baoion se refiere al plano adjunto; que para la resolacion de 
esta coestioD, el perito tovo en vista los antecedentes de las ofi- 
cinas respectivas ; que eu este mismo informe se establece : qne 
el trazado del ferrocarril atraviesa los terrenos del doctor Rue- 
da, como lo comprueban los planos délos agrimensores Posso y 
Bneda, de cojos datos se ha valido el exponente al responder á 
esta cuestión. 

Que basado en los informes de los mismos agrimensores, cree 
que la extensión que la traza de la línea toipa al doctor Bueda, 
es, con diferencias insustanciales, de 54.110 metros cuadrados; 
que es natural suponer qne la actual traza está ejecutada de acuer- 
do con los planos aprobados, porque es costumbre que después 
de construida una línea férrea aprobada por el gobierno^ 7 an- 
tes de entregarse al servicio público, se revise en toda su ex- 
tensión por inspectores técnicos del Departamento de obras pú- 
blicas. 

Que en lo relativo á si la línea corta ó no la propiedad del 
doctor Baeda en el lugar 7 forma que esos planos determinan se 
remite á lo dicho por los señores Posso 7 Rueda; que en los 
planos presentados por la empresa y aprobados por el gobierno 
nacional, no existe punto alguno con el nombre c Carmen del 
Sauce», ni como estación, ni como punto preciso próximo á la 
línea que debía construirse según esos planos. 

Que á una altura, más órnenos, pero en dirección distinta, 
donde el plano de Woodgate, figura gráficamente diseñada 7 es- 
crita la estación € Acebal >, que en cuanto al tiempo que hace 
estácojistrnida la línea, teniendo la concesión de la construcción 
de la vía un plazo determinado desde el 22 de Octubre de 1889, 
suponía que ella se llevase á efecto inmediatamente después de 
esa fecha. 

Que el perímetro del pueblo Carmen del Sauce está com- 
puesto de 259 metros 80 centímetros de frente al sud, por 389 
metros 70 centímetros de fondo al norte; que no existe distrito 
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rural con el nombre de c Carmen del Sauce >, que en el distrito 
del € Sauce > se enouentra el pueblo c Carmen del Sauce > , que es 
precisamente el que se menciona en los planos de Woodgate, 
corroborando esta afirmación los antecedentes de la fundación 
del pueblo, distribución de solares, escrituras de yenta, etc. 

Ampliado este informe en la audiencia celebrada á foja 358, 
el mismo perito declara que la traza del ferrocarril no está de 
acuerdo con la ley que la acordó, porque no pasa por Carmen 
del Sauce ; que la línea del ferrocarril atraviesa en ambos ca- 
sos, terrenos del doctor Rueda, mas según la traza de esa ley, 
atravesaría mayor cantidad de terreno ; que el ferrocarril cons- 
truidOy que atraviesa los terrenos del doctor Rueda, está de 
acuerdo con los planos oficiales. 



Considerando en cuanto á la competencia de este juzgado 
que es indiscutible pertenece esta causa al conocimiento de la 
justicia federal, por estar regida por una ley especial del Con- 
greso, como es la número 2394 y la ley general de expropiación 
de Setiembre 13 de 1866. 



II 



Y considerando : 1° Que aun cuando este procesóse ^a ini- 
ciado con diligencias para expropiar un terreno del doctor Rue- 
da, sin embargo, con motivo del incidente de nulidad formula- 
do por el doctor Rueda á foja 154 del i^ cuerpo de autos, sobre 
el punto de saber y decidir si la línea del ferrocarril tiene 6 
no la dirección autorizada por el soberano congreso ; se ha con- 
vertido esta cuestión incidental, por su importancia, en prin-* 
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cipal, correspondiendo por tal concbpto su preferente redóla* 
cioD. 

2^ Que la base y faentedel derecho de la empresa construc- 
tora de la línea para expropiar los terrenos necesarios, así como 
la obligación correlativa de los propietarios para permitir la ex- 
propiación del lugar legalmente destinadoparavíaj estaciones, 
nace de la ley de concesión de Noviembre 6 de 1888, número 
2324, por la cual la nación concede á los señores Walter Wood- 
gate y compañíía, la construcción y explotación de una vía férrea 
de trocha de un metro seiscientos setenta y seis milímetros^ que 
arrancando de un punto en la prolongación al Pergamino del 
Ferrocarril Central Argentino pase por Carmen del Sauce y ten- 
ga su fin en las inmediaciones de la ciudad del Rosario, empal- 
mando en la vía principal del mismo Ferrocarril Central Argen- 
tino, y teniendo una extencion máxima de 72 kilómetros. 

3^ Que la primera cuestión que presenta el artículo primero 
de la citada ley, y es el transcripto, versa sobre el nombre de 
Carmen del Sauce. ¿Qué es Carmen del Sauce? ¿un pueblo, vi- 
lla, aldea ó es un distrito rural ? 

£1 doctor Rueda sostiene que el pueblo sollama así, mientras 
que el representante del ferrocarril alega que el distrito rural es 
conocido con ese nombre y el pueblo cabeza del distrito se deno- 
mina simplemente t Sauce », 

Cuestión tan importante no puede decidirse justicieramente 
sino por antecedentes legales ó documentos oficiales, y no por 
deposición de testigos. Según la ley provincial de Julio 30 de 
1876, declaraba c terrenos de pan llevar en el pueblo de Car- 
men del Sauce » departamento del Rosario, los comprendidos 
dentro del radio de una legua y media á los rumbos Norte, Es- 
te, Oeste y Sud, ha3ta dar con el arroyo del Sauce, partiendo 
de la plaza principal de dicho pueblo. 

Según esta ley, el distrito rural y el pueblo^ eran conocidos 
con el mismo nombre; un ferrocarril concedido para que pase por 



120 FALLOS DE LA SOPRBMA CORTE 

c Carmen del Sauoe» (sin determinar qae sea el pueblo), ¿oam- 
pie la condición de la ley si pasa por t terrenos de pan llevar » 
de Carmen del Sanee ? Indudablemente que si, no existiendo he- 
chos 6 pruebas que demuestren lo contrario. Es de advertir que 
la circuuferencia do los t terrenos de pan llevar» formada por 
un radio de una y media legua, hace una superficie aproximada 
de nueve leguas cuadradas, que es la superficie asignada ac- 
tualmente en los mapas al distrito t Carmen del Sauce». En el 
plano de la provincia de Santa Fé levantado por Chapeaurouge 
en 1883^ el pueblo del partido Carmen del Sauce figura con el 
nombre de Sauce, Igual denominación tiene en el primer plano 
catastral del departamento del Rosario levantado por el inge- 
niero Duchesnois, por comisión oficial y publicado antes de 1888. 

En todos los planos y en todas las referencias del censo de la 
provincia de Santa Fe, publicados en 1888, figura € Carmen del 
Sanee » como distrito del departamento del Rosario, y c Sauce » 
es el nombre que tiene el pueblo. 

El doctor Carrasco, autor del censo, se expresa en estos térmi- 
nos en la página 66 de la Sinopsis administrativa, al referirse 
d los limites de los distritos: € Hasta 1887, la provincia carecía 
de una división administrativa legal ie ios distritos de cada uno 
desús departamentos. Estos estaban claramente determinados 
por la ley de 1883, pero en cuanto á la subdivisión de los de- 
partamentos, sólo existía una costumbre que hacía se cono- 
cieran ciertos parajes como pertenecientes á un distrito cnal- 
quiera, 6 lo que es peor, no había dato alguno para conocer 
ciiál era la superficie de territorio i que se debía dar el nom- 
bre de U7i distrito determinado. Fué para obviar esta dificul- 
tad, que hacía imposible la buena prosecución de la obra del 
censo, que el director y comisario general, después de un viaje 
de siete meses por todo el territorio, presentó al Exmo. Gobierno 
un proyecto de división administrativa de la provincia en 107 
distritos. 
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Ese proyecto, despaes de examinado j aprobado por el Depar- 
tamento Topográfico, fué sancionado por él Poder Ejecuti?o, 
quedando los distritos comprendidos dentro de los siguientes lí- 
mites, teniendo por base para todas las designaciones al plano 
déla provincia publicado por el citado Departamento en 1886, 
que, corregido por el director del censo y publicado en 1889, 
acompaña á la obra del censo. 

A foja 71 de la misma obra figura el € distrito Carmen del 
Sauce > con los siguientes límites : al norte, los distritos Saladi- 
llo Sur y Cerrillos ; al este, los distritos Monte Flores y Pavón 
Norte; al sud, el arroyo del Sauce, y al oeste el límite del de- 
partamento del Bosario. 

Sstos son los límites con que figura el distrito Carmen del 
Sauce, en el informe y croquis de f^oja 316; en el plano del de- 
partamento del Bcsario, existente en secretaría y presentado 
como prueba por la parte del ferrocarril, y con ese nombre y 
límites figura en todos los planos de escala mayor publicados 
con posterioridad á 1888. 

Los antecedentes legales A que' se refiere el autor del censo 
para designar á los distritos con su verdadero nombre, es el 
decreto del Poder Ejecutivo de la provincia, fecha 12 de Julio 
de 1887. En este decreto se denomina al distrito Carmen del 
Sauce y le da por límites, al norte, Saladillo Sur y Cerrillos ; 
al este, los distritos Monte Flores y Pavón norte ; y al sur« Arro- 
yo del Sauce, y al oeste el límite del departamento. 

Después de citados y expuestos los elementos de ilustración 
que sirven para producir en ei ánimo la convicción deque Car- 
men del Sauce es el distrito rural y Sauce el pueblo, así con- 
signados en todos los documentos oficiales tenidos en vista, re- 
pítese la pregunta: ¿un ferrocarril autorizado á construir para 
que pase por Carmen del Sauce, cumple la ley el constructor 
haciendo pasar la línea á 1700 metros del centro urbano? 

Ciertamente sí. Es de notar que el señor Rueda no ha pro- 
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dooido praeba más eficaz y conveniente, que la citada más arri- 
ba, para demostrar los términos inversos, es decir, que 
Carmen del Sanee es el pueblo y Sanee simplemente el distrito 
rural de terrenos de pan llevar. 

¥ Que no haciéndose referencia alguna al plano de foja S79, 
tomo S"", en la solicitud de* Woodgute al congreso, ni en la ley 
número 2394, ese plano no tiene mérito legal alguno, ni en fa- 
vor ni en contra déla empresa del Ferrocarril Central Argentino 
adquirentede la concesión otorgada á Woodgate. 

La empresa cesionaria sólo está obligada á cumplir y res- 
petar las condiciones impuestas en la ley de concesión, ni más ni 
menos, nada tiene que hacer con un plano no mencionado en la 
solicitud de Woodgate ni en la ley: la firma particular de 
Woodgate que tiene el croquis, no le da carácter oficial ni 
legal el hecho de encontrarse en el senado nacional sin que 
aparezca se haya tomado en consideración por el Honorable 
Congreso y tal vez so ha agregado á la solicitud para mera ilus- 
tración de la comisión re^ectiva. 

Woodgate trasmitió la concesión al Ferrocarril Central Ar- 
gentinOj adquirido de acuerdo con la ley número 2394, esta es 
la base y fuente de los derechos y obligaciones del concesiona- 
rio, como igualmente del adquirente que sustituye á aquél. 

Nadie puede obligar á Woodgate, ni á la empresa á hacer al- 
guna cosa ó restringir su libertad sin haberse constituido un 
derecho especial al efecto (art. 910, Cód. Civ.). 

ApHcando este principio al caso presente, tenemos: nadie 
puede exigir al Ferrocarril Central Argentino construya su lí- 
nea segan un croquis que no se menciona en ninguna parte*.. 

£1 artículo 2*^ de la citada ley dice : los estudios, planos y 
especificaciones, se presentarán por los concesionarios á la apro- 
bación del Poder Ejecutivo dentro de un año de sancionada la 
presente ley, y la línea deberá quedar terminada para ser dada ^\ 
servicio público, dentro de tres años de la aprobación de aquéllos. 
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De manera qae, segan la disposición transcripta, los planos 
legales que deben marcar el trazado de la línea férrea son los 
qae apruebe el Poder Ejecutivo, cualquier otro plano, sea ó no 
firmado por el concesionario ó la empresa, es de nrngun Talor en 
este juicio. 

En el artículo 3"" de la citada ley, establece claramente esta 
conclusión deducida del artículo 2®, así dice : que en el pliego 
de condiciones que dicte el Poder Ejecutivo, establecerá la traza 
del camino, sus perfiles j disposiciones, número y clase de las 
estaciones^ obras de arte y demás accesorios. 

Está reconocido por los peritos de ambas partes (de fojas 331 
ÉL 337, 3"^' cuerpo), la línea está trazada de acuerdo con el plano 
oficial presentado como prueba en estos autos por el Ferrocarril 
Central Argentino y que es copia exacta del que se encuentra 
archivado en la Dirección de Ferrocarriles. Si esos planos es- 
tán aprobados por el Poder Ejecutivo^ la línea trazada con ellos 
es la legal y la aprobación de la autoridad administrativa al 
respecto es soberana y concluyente. 

Por decreto del Poder Ejecutivo, fecha Agosto 9 de 1889, 
inserto en la página 195 del tomo 2® del Registro Nacional de 
ese ano, apruébanse los planos presentados por los señores 
Walter Woodgate y compañía de la planimetría y perfil de la 
línea férrea que arrancando de un punto de la del ferrocarril 
Central Argentino á inmediaciones de la ciudad del Rosario, 
entre los kilómetros 475, termine empalmando con la línea del 
mismo ferrocarril á Pergamino en la estación Peyrano. 

En Octubre 22 del mismo año está otro decreto del Poder 
Ejecutivo aprobando la planimetría general y perfil longitudi- 
nal de la misma línea (véase página 677 del mismo Beg. Nac). 

Con la aprobación de los planos, planimetría y perfiles de la 
línea, y estando ésta construida de acuerdo con esos planos y 
perfiles, queda legalizada la actual traza, de conformidad con 
los artículos 2^ y 3"* de la ley número 3294. 
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£d yista de estos antecedentes legales, ¿quién podrá soste- 
ner juiciosamente que la línea debe seguir la trayectoria de un 
croquis privado firmado por Woodgate (al cual no hay referen- 
cia alguna enla primitiva solicitud, en la ley respectiva, en los 
decretos del Poder Ejecutivo, ni en documento alguno,) no por 
los planos y perfiles aprobados por el Poder Ejecutivo? 

El argumento del doctor Rueda, de que la línea férrea debió 
ser recta partiendo desde el Rosario á un punto del ferrocarril 
al Pergamino, no tiene consistencia, porque la ley no expresa 
que sea recta ni prohibe que se hagan curvas, sino que la figu- 
ra de la línea queda sometida por voluntad del legisladora 
la decisión soberana del Poder Ejecutivo, que aprobará los 
planos. 

Por el informe de los peritos y la inspección ocular se ha 
comprobado que las curvas en la estación Alvarez y Santa Te- 
resa están de acuerdo con los planos oficiales aprobados, luego 
esas curvas están legalmente trazadas en el terreno, y los pro- 
pietarios de tierras no tienen derecho á oponerse á que se hagan 
corvas autorizadas por el Poder Ejecutivo en los ferrocarriles, 
porque nadie tiene derecho á tergiversar disposiciones de orden 
público, dictadas por autoridad competente. 

Si con las curvas se perjudica más á un propietario, será 
causa de mayor indemnización, pero no motivo para protestar 
contra el trazado de la línea aprobada por el Poder Ejecutivo. 

El artículo i^ de la ley referida dispone: c Declárese de utili- 
dad pública la ocupación de los terrenos de propiedad fiscal ó 
particular, necesarios para la vía, estaciones, talleres, depósi- 
tos, etc., según los planos que apruebe el Poder Ejecutivo y 
autorízase á los concesionarios para gestionar la expropiación 
de ellos, á su costa, con sujeción á la ley de Setiembre 13 de 
1866.» 

La transcripción de este artículo de la ley, resuelve la deba- 
tida cuestión á que se refiere este considerando. La expropia- 
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cioii de los terrenos está autorizada para las propiedades que 
serán ocupadas según los planos aprobados por el Poder Ejecu- 
tivo, no según el croquis firmado por Woodgate. De modo que 
si el ferrocarril hubiera sido construido en linea recta de acuer- 
do con el mencionado croquis, habría Tiolado la ley número 
239 i, porque ésta dispone expresamente sea de acuerdo con los 
planos aprobados por decreto de Agosto 9 y Octubre 22 de 1899, 
y en tal caso habría tenido razón el doctor Bueda para gestio- 
nar la reivindicación de los terrenos ocupados por la vía, por- 
que no son loa terrenos determinados en el croquis los autori- 
zados á expropiar, sino los señalados en los planos oficiales que 
se han presentado al juzgado. 

La expropiación iniciada por el Ferrocarril Central Argentino 
de los terrenos del doctor Rueda ocupados por la vía, de acncrdo 
con los planos aprobados por el Poder Ejecutivo, está igualmen- 
te conforme á lo estatuido en el artículo 3^ de la ley de expro- 
piación de Setiembre 13 de 1866, que dice ; < esta declaración 
se hará siempre con referencia álos planos descriptivos, infor- 
mes profesionales ú otros datos necesarios para determinar con 
exactitud la cosa que ha de expropiarse >. El croquis de Wood- 
gate no reúne ninguna de las exigencias de esta ley, no es 
un plano descriptivo, sino un croquis imperfecto, no está acom- 
pañado de informe profesional que áél se refiera, c ni determina 
con exactitud las propiedades particulares que han de expro- 
piarse >, mientras que los planos oficiales reúnen todos los re- 
quisitos y circunstancias exigidas por la ley arriba expresada, 
razón pur la cual fueron aprobados por el Poder Ejecutivo. 

Por estas consideraciones : no se hace lugar á lo solicitado 
por el doctor Bueda á foja 154 (2® cuerpo), declarándose en 
consecuencia que los terrenos por donde pasa el ferrocarril ex- 
presado están sujetos á expropiación, de acuerdo con la ley nú- 
mero 239 i. 
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III 



Y considerando en caanto al juicio de expropiación: 1^ Qne 
segnn consta en los escritos de fojas 172 y 176, Convienen am- 
bas partes que la superficie determinada á expropiación es de 
54.123 metros 50 centímetros cuadrados, área de mayor exten- 
sión que la expresada en el escrito de foja i del Ferrocarril 
Central Argentino. 

2^ Que ha demostrado acabadamente que la línea férrea cor- 
ta el campo del doctor Bueda en un extremo, separando un trián- 
gulo de 494 metros cuadrados con frente al Arroyo Payon, 
del resto de la estancia « San Urbano ». Así lo demuestran 
los planos presentados y e) informe del ingeniero á foja 160 
vuelta. Es de notar según declaraciones de testigos y el resul- 
tado de la inspección ocular, que este triángulo está separado del 
remanente del campo por un terraplén y desmonte de dos ó tres 
metros de relieve, en una extensión de 700 metros más ó menos. 
El terreno es de buena clase para pastoreo y de la misma cali- 
dad que el que en mayor extensión conserva el doctor Bueda con 
frente al Arroyo Pavón. 

3® Que la expropiación para ferrocarriles, aunque es necesa- 
ria para el bien público, es sin embargo odiosa y en caso de 
avalúo de la propiedad, como de los perjuicios resultantes, en 
caso de duda debe estarse siempre en favor del expropiado. Así 
ha resuelto la Suprema Corte en la serie 2^, tomo 6'', página 254; 
y con mayor razón en este caso, porque el doctor Bueda no ha 
recibido los beneficios de una estación próxima á su campo, y 
también debe tenerse en cuenta que en la época en que se au- 
torizó la expropiación la propiedad territorial tenía valor mayor 
que en la actualidad y el precio de la indemnización debe ser 
el que tenía en el tiempo inmediato anterior á la construc- 
ción de la línea. La oferta extrajudicial de 5000 pesos oro se- 
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liado, por toda indemnización, que hay fondado motivo para 
presumir sea cierta, es una base equitativa para apreciar la in- 
demnización 7 es con poca diferencia la calculada por' el perito 
tercero señor Ortiz. 

4^ Que en los perjuicios obligados á indemnizar al expropiado, 
sólo se comprenden los que fueren consecuencia forzosa, inme- 
diata y necesaria de la expropiación, y no los que el propietario 
alega ha sufrido por acción indirecta en sus otros bienes. Apli- 
cando esta regla establecida en el artículo 16 de la ley general 
de expropiación, debe indemnizar el ferrocarril al doctor Rueda 
el valor del terreno ocupado por la vía y el perjuicio sufrido por 
el fraccionamiento de su propiedad, pero no el perjuicio hipoté> 
tico de haber reducido la cría de ovejas finas ni el deterioro de 
los galpones que se encuentran á algunos centenares de metros 
de la vía, ni tampoco por el hecho de que el buen arrendatario 
señor Hamond abandooe el campo. Aun en la hipótesis que su- 
friera estos perjuicios el doctor Boeda, no está obligado el ferro- 
carril á indemnizarle, porque no son consecuencia forzosa de la 
expropiación. Respecto del valor de los ganados que el tren inu- 
tilizaba con su tráfico no puede el juez pronunciarse en este ca- 
so, porque es materia de otro juicio en cada caso concreto que 
sucediera. En cuanto á la clase de postes empleados en el alam- 
brado de la vía y el número de hilos que tiene la cerca que atra- 
viesa la propiedad del doctor Rueda, tampoco corresponde al 
juzgado decidir si aquellos deben ser de madera dura en vez de 
palma, y que tenga el alambre siete 6 más hilos en lugar de 
seis, porque es materia ajena á la cuestión que se ventila, y 
más bien del resorte de la Dirección de Ferrocarriles. 

I^or estas consideraciones, fallo definitivamente en esta sala 
de audiencia : condenando á la empresa del Ferrocarril Central 
Argentino pague a) doctor Pedro Rueda, en el término de ter- 
cero día, la cantidad que resulte árazon de seis centavos moneda 
nacional decurso legal, por cada metro cuadrado, sobre54.123 
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metros 40 centímetros caadrados, que es el terreno destinado 
para la y[a y pasa á ser de ezclasiva propiedad de dicho ferro- 
carril desde el día que se verifique el pago. 

Por perjuicios ocasionados por fraccionamiento del terreno á 
que se refiere el considerando 2® del capítulo 3°, pagará en el 
mismo término la cantidad que resulte á razón de 3 centavos por 
cada metro cuadrado sobre 498094 metros cuadrados. Además, 
abonará en el mismo plazo el interés de 8 Vo anual sobre la suma 
que resulte de diferencia entre la cantidad consignada y la que 
se manda pagar por sentencia ; y las costas de esta causa, hasta 
foja 154 del segundo cuerpo de autos, con exclusión de los hono- 
rarios del abogado. Las demás costas son á cargo dé cada parte 
en el orden causado. Notifíquese con el original y repóngase. 

Daniel Goytia. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Noviembre 27 de 1897. 

Vistos y considerando : Primero : Que la sentencia de prime- 
ra instancia al resolver las cuestiones sobre la competencia y 
traza de la vía del ferrocarril se ajusta á las disposiciones le- 
gales pertinentes y constancias de autos, loque se demuestra 
por los fundamentos de dicha sentencia. 

Segundo : Que la justicia de la resolución al fijar el precio de 
seis centavos por metro cuadrado del terreno que se expropia, 
resulta igualmente del mérito de autos, no pudiéndose poner en 
cuestión dentro de los límites de lo discutible si ese terreno va- 
le sólo un centavo, más 6 menos, por metro á los efectos del jui- 
cio, pues que el expropiante mismo ha ofrecido tres centavos. 
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Tercero: Qoe el derecho del doctor Bneda para ser indemni- 
zado del daño cansado por fraccionamiento es también indnda- 
dable, porqne el plano de foja ciento cincuenta y tres y el dic- 
tamen uniforme délos peritos pruébala existencia del perjuicio 
y porque con tal antecedente el artículo diez y seis de la ley de 
la materia ordena la indemnización. 

Cuarto: Que el precio asignado á la tierra comprendida en 
el triángulo que como fracción menor figura en el expresado 
plano, á los fines de la indemnización por fraccionamiento, de- , 
be considerarse excesiyo, tanto en virtud de que esa tierra puede 
continuar aprovechada en beneficio del propietario como en mé- 
rito de precedentes establecidos por esta Suprema Corte en ca- 
sos análogos, pndiendo citarse^ entre otros, el fallo recaído en la 
causa seguida por el Ferrocarril del Sud contra el doctor Cami- 
nos Arévalo, sobre expropiación en las inmediaciones de Lobos, 
en el que, tratándose de tierras de mayor valor que las del prén- 
sente juicio y de un fraccionamiento en forma más perjudicial, 
sólo se ha fijado como precio de la tierra depreciada por el frac- 
cionamiento el precio de dos- centavos por metro cuadrado, por 
resolución de esta Suprema Corte recientemente citada, corres- 
pondiendo asi hacer para el caso una estimación menor por ca- 
da medida del terreno fraccionado. 

Quinto: Que con arreglo á la jurisprudencia constante, las 
costas á que se refiere el artículo diez y ocho de la ley de expro* 
piacion no comprende los honorarios de apoderado. 

Sexto : Que la condenación en costas, pedida contra la parte 
de Rueda por el ferrocarril con motivo de la cuestión sobre la 
trayectoria de la vía, no tiene suficiente fundamento, pues que 
la actitud del citado doctor Rueda no puede calificarse de teme- 
raria 6 manifiestamente injusta. 

Por estos fundamentos, se resuelve que el ferrocarril pague 
al doctor Rueda, por indemnización motivada por fracciona- 
miento^ un centavo moneda nacional por metro cuadrado de la 

T. LIXI 9 
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tierra comprendida en el triángulo á que se refiere el conside- 
rando cuarto del presente fallo, y declarándose que no son á 
cargo de la parte del ferrocarril los honorarios del expropiado» 
f que los intereses á abonar entre la diferencia de la suma con- 
signada y de la que se manda pagar, se han de liquidar con 
arreglo á la tasa de los que cobra el Banco de la Nación Argen- 
tina en sus descuentos* se confirma la sentencia apelada de foja 
trescientos setenta y cinco (tercer cuerpo) en lo demás que con- 
tiene. Repuestos los sellos, devuélTanse, pudiendo notificarse 
con el original. 

BENJAMÍN PAZ. — OCTAVIO BCNGE. 
— JUAN E. TORBENT. — ABEL 

BAZAN (en disidencia). 



DISIDENCIA 



Vistos : Besulta : Que el terreno que se trata de expropiar 
es una extensión de cincuenta y cuatro mil ciento veintitrés me- 
tros cuarenta centímetros cuadrados, perteneciente á la estan- 
cia c San Urbano >, del doctor Pedro Rueda, y que ha tomado la 
empresa del Ferrocarril Central Argentino, para la línea del 
ramal que ha construido de la estación c Peyrano > á la ciudad 
del Rosario, línea que atravezando el campo del doctor Rueda 
por uno desús ángulos, separa del cuerpo principal de la estan- 
cia una extensión de forma triangular de cuatrocientos noventa 
y ocho mil ciento noventa y cuatro metros cuadrados. 

Que la empresa, haciéndola consignación de la cantidad que 
le parecía deber pagar por el terreno^ á razón de tres centavos 
moneda nacional de curso legal por el metro cuadrado, y de la 
suma de seiscientos pesos de la misma moneda por daños y per- 
juicios, pidió y obtuvo del juzgado que se regularizase, median- 



\ 



DÉ JUSTICIA NACIONAL i 31 

te esa consignación la ocupación que ya tenía hecha del terre- 
no que tomaba la TÍa, según se ve por la demanda de foja cua- 
tro 7 auto de foja seis (primer cuerpo). 

Que citadas las partes para el nombramiento de peritos ava- 
luadores, por no estar conforme el doctor Rueda, con la consig- 
nación hecha, cada una de ellas nombró, en la audiencia de fo- 
ja veintinueve, su respectivo perito, y por' acuerdo de ambas 
partes el juez nombró también un perito tercero, recayendo 
este cargo en don Emilio Ortiz. 

Que sustituidos los peritos primeramente nombrados por las 
partes con los señores Guillermo Robinson y Ramón Lucero, 
propuesto el primero por la empresa, y el segundo por el doctor 
Rueda, ambos peritos y el tercero procedieron á desempeñar su 
cometido, en los términos de que instruyen sus respectivas pe- 
ricias, de fojas ciento catorce, ciento diez y nueve y ciento vein- 
tiséis del segundo cuerpo de autos. 

Que el perito Robinson, aludiendo á precios pagados en ven- 
tas hechas de que dice tener conocimiento, expresa, que el va- 
lor actual del terreno á expropiar no puede pasar de doscientos 
pesos moneda nacional de curso legal, por cuadra cuadrada, de 
diez y seis mil ochocientos setenta y cuatro metros cuadrados, 
6 sea casi uno y cuarto centavos por metro cuadrado, por lo que 
considera muy liberal y suficiente el precio ofrecido y deposita- 
do por el ferrocarril, que es á razón de tres centavos por metro 
cuadrado, ó sea sobre la medida calculada la cantidad de mil 
quinientos sesenta y tres pesos con treinta centavos moneda na- 
cional de curso legal. Agrega que, como indemnización de per- 
juicios por fraccionamiento, debe pagar la empresa por valor 
reducido de las treinta cuadras del triangulóla suma de dos mil 
pesos moneda de curso legal, ó sea la tercera parte de su valor 
íntegro á razón de doscientos pesos de curso legal por cuadra 
cuadrada. En todo la suma de tres mil quinientos sesenta y 
tres pesos treinta centavos de curso legal. 
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Que el perito Lacero, tomando como antecedente para hacer 
su pericia, el precio de den pesos oro sellado por cuadra cuadra- 
da pagado por el ferrocarril al señor Felipe Hírc^ por su terreno 
situado en la barranca arroyo del Sauce, lo que da á la legua el 
valor de cíenlo sesenta mil pesos oro sellado, estima que la em- 
presa expropiante debe pagar al doctor Bueda la suma de vein^ 
iisieie mil pesos oro sellado por el valor del terreno ocupado 
por la vía y daños y perjuicios, suma á que ascienden las si- 
guientes partidas que consigna en su informe : veinte mil pe- 
50S, por depreciación del campo causada por fraccionamiento é 
inutilización del terreno segregado por la vía ; cinco mil pesos 
oro por inutilización y perjuicios causados en los edificios del 
establecimiento, destinados para cabana; y, finalmente^ dos mil 
quinientos pesos oro por valor de cincuenta y cuatro mil ciento 
veintitrés metros cuarenta centímetros cuadrados del campo 
expropiado. 

Que el perito tercero^ Ortiz, después de estudiar detenida y 
circunstanciadamente, según dice, las opiniones y apreciaciones 
de los peritos Robinson y Lucero, y teniendo en cuenta la ins- 
pección ocular que ha practicado en el establecimiento y cam- 
po' de San Urbano, opina que debe abonarse al doctor Rueda 
tres mil doscientos pesos oro sellado por el terreno expropiado, 
y mil ochocientos pesos oro de igual moneda por el fracciona- 
miento y perjuicios ocasionados, siendo éstos, agrega, tan im- 
posibles como difíciles de constatar. 

Que producidas en los términos expuestos las pericias men- 
cionadas, á solicitud de la parte del doctor Rueda tuvo lugar la 
audiencia de que instruye el acta de foja ciento cincuenta y 
cuatro (segundo cuerpo) en la que prescindiendo la misma par- 
te por completo de la cuestión sobre avalúo del terreno, y de 
indemnización de daños y perjuicios, y fundándose en que la 
empresa del ferrocarril había adoptado una diferente trayecto- 
ria para la construcción de su línea, de la que se le había acor- 
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dado en laconoesion legislativa, perjadicando así injusta é ile- 
galmente la propiedad del demandado, como dijese demostraba 
por el plano 7 copia de la ley que presentaba en ese acto, pidió 
que se declarase la nulidad del juicio, y que se obligase á la 
empresa á llevar su línea donde le marcaba su conceeion, sien- 
do entonces que procedería entrar al juicio de expropiación. 

Que esta petición, cuyo rechaso, con costas, pidió & su vez 
la empresa demandante, se ha sustanciado como incidente del 
juicio de ejEpropiacion, con las numerosas actuaciones de que 
instruyen los autos del segundo y tercer cuerpo de esta causa. 

Que la sentencia de foja trescientas setenta y cinco, después 
de hacer una extensa exposición de la prueba producida y de 
apreciaren mérito, resuelve las cuestiones promovidas en el 
juicio declarando : 

Primero: Que es de la competencia del juzgado federal el co- 
nocimiento de esta causa. 

Segundo : Que los terrenos por donde pasa el ferrocarril es- 
tán sujetos á expropiación, de acuerdo con la ley número dos mil 
trescientos noventa y cuatro, no haciendo lugar^ en conse- 
cuencia, á lo pedido á foja ciento cincuenta y cuatro (segundo 
cuerpo). 

Tercero: Que la empresa debe pagar al doctor Bueda, en el 
término de tercero dia, el terreno que toma la línea, ó sea la 
extensión de cincuenta y cuatro mil ciento veintitrés metros 
cuadrados á razón de seis centavos moneda de curso legal por 
metro cuadrado, y como indemnización de perjuicios ocasiona- 
dos por fraccionamiento el precio de tres centavos moneda de 
curso legal, porcada metro cuadrado de la superficie del terre- 
no en forma triangular, que la línea separa del resto de la es- 
tancia, 6 sea por la extensión de cuatrocientos noventa y ocho 
mil ciento noventa y cuatro metros cuadrados. 

Cuarto : Que la empresa abone en el mismo plazo el interés 
del ocho por ciento sobre la suma que resulte Jde diferencia en- 
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tre la cantidad coasigaada y la que se manda pagar por sen- 
tencia. 

Quinto : Que pague igualmente la misma empresa las costas 
de esta causa basta foja ciento cincuenta y cuatro del segundo 
cuerpo, con exclusión de los honorarios del abogado, y que las 
demás costas son á cargo de cada parte en el orden causado. 

Que esta sentencia ha sido apelada por ambas partes ; la del 
ferrocarril limita su recurso á los puntos relativos al precio que 
se le manda pagar por el terreno y por indemnización de per- 
juicios, como también á la exoneración de costas á la contraria 
por el incidente que promovió á foja ciento cincuenta y cuatro 
(segundo cuerpo) y al del pago á que se condena á la empresa 
de los honorarios de los procuradores contrarios ; y la del doc- 
tor Rneda, adhiriéndose á la apelación de la empresa dice á fo- 
ja cuatrocientas diez y siete, que su adhesión comprende todos 
los puntos de la sentencia y no una parte de ella. 

Y considerando: Que la sentencia apelada resolviendo en los 
términos en que lo ha hecho las cuestiones sobre competencia 
del juzgado para conocer de esta causa y sobre el incidente 
promovido á foja ciento cincuenta y cuatro (segundo cuerpo), 
relativo al trazado de la vía, se ha ajustado á los antecedentes 
tanto de hecho como de derecho que en ella se invocan, y que la 
justifican acabadamente. 

Que no paede decirse igual cosa en cuanto á los puntos de la 
misma sentencia que se refieren al avalúo en seis y tres cen* 
tavús que se hace en ella, por cada metro cuadrado de terreno, 
de los que ocupa la vía y de los que ésta separa del resto de la 
propiedad del doctor Rueda, y ácuyo pago condeaa á la empre- 
sa; porque tales avaluaciones son extraordinariamente exagera- 
das, según resulta del mérito de los antecedentes que al res- 
pecto suministran los autos, y que el inferior no ha apreciado 
debidamente al establecer dichas avaluaciones. 
Que para demostrarlo basta observar que la misma parte del 
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expropiado (doctor Rueda) ha invocado como elemento de ilus- 
tración en el presente juicio para la fijación de los precios co- 
rrespondientes de la expropiación deque se trata, los siguien- 
tes casos de venta de terrenos de la misma localidad, ó conti- 
guos á ella : 

£1 primero es el compromiso de venta celebrado en veintiocho 
de Diciembre de mil ochocientos ochenta j nueve por don José 
de las Carreras con la misma empresa del Central Argentino, 
en que convenía el primero en vender á ésta, para la construc- 
ción de su línea, el terreno necesario correspondiente á la es- 
tancia de San Urbano, que tomaría del que le tocase en la divi- 
sión de esta misma estancia entre los herederos Palacio, por el 
precio de ciento cincuenta pesos moneda nacional de curso legal 
por cuadra de diez y seis mil ochocientos setenta y cinco metros 
cuadrados, incluyendo en este precio toda indemnización de 
perjuicios, lo que da como precio del metro cuadrado de terreno 
próximamente la cantidad de nueve milésimos de peso, ó sea, 
menos de un centavo por metro cuadrado, debiendo observar 
que el doctor Bueda pidió se exhibiese el boleto de ese compro- 
miso que es el que corre á foja ciento treinta y una (primer 
cuerpo) y que el oampo áqne se xeñere, es el mismo colindante 
con. el del doctor Rueda, y que atraviesa por el medio la línea, 
como se demuestra por el plano de foja ciento sesenta y seis 
(primer cuerpo). 

El segundo, es la expropiación hecha á don Felipe Hire, abo- 
nándole la empresa, por el terreno que le tomó para la vía, á 
razón de cien pesos oro sellado por cuadra de terreno, según se 
asevera en la posición trece del interrogatorio propuesto por el 
doctor Rueda al apoderado de la empresa ¿ foja ciento diez y 
seis (primer euerpo), hecho roconocido por dicho apoderado, 
diciendo á foja ciento treinta y tres vuelta, que, en ese precio, 
entraba la indemnización de perjuicios, circunstancia que no se 
ha negado por aquél. Dicho terreno queda á muy poca distan- 
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cia de San Urbano, y vendido al precio en oro, ya indicado le 
correspondería, al cambio actual, en moneda d6 curso legal 
precio de poco más de uno y medio centavos por metro cua- 
drado. 

El tercero, es el comprom iso de venta redncido á la escritura 
pública de foja doscientas doce (segundo cuerpo), presentada 
por el doctor Bueda y en que éste aparece conviniendo con don 
Antonio Marechal en venderle sn estancia de San Urbano á los 
plazos qne allí se establecen y bajo las condiciones que en la 
misma se consignan, por el precio de sesenta y cinco pesos oro 
sellado la cuadra de campo, sin incluir en este precio los edifi- 
cioSy arboleda y enseres del establecimiento, que se los vende 
también á oro sellado, pero al precio que fijen peritos nombra- 
dos uno por cada parte. 

El precio de sesenta y cinco pesos oro sellado se ha fijado para 
el caso que se adoptase el trazado de la vía que el doctor Bueda 
ba sostenido que es el legal en el incidente promovido por su 
parte á foja ciento cincuenta y cuatro (segundo cuerpo), esti- 
pulándose en la misma escritura de compromiso el precio de 
cincuenta pesos oro sellado por cuadra, si prevalecía en el juicio 
el trazado por el cual se ha construido la línea. 

Procede también observar con motivo de ese compromiso, 
que aun cnando no se ba realizado la venta por haberse cumpli- 
do la condición resolutoria á que se subordinó, él sirve para de- 
mostrar con el propio testimonio del doctor Bueda, que el cam- 
po de la estancia San Urbano de su propiedad vale, en el mejor 
de los casos, la cnadra desnuda de edificios y arboledas que no 
tiene el terreno que se le expropia, la cantidad de sesenta y cin- 
co pesos oro sellado, correspondiendo por ello al metro cuadrado 
el precio próximamente de cuatro milésimos de peso oro, que 
reducido á moneda legal, según el cambio á que actualmente 
se cotiza el oro en la Bolsa, resulta valer poco más de un cen- 
tavo de peso de curso legal. 
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Qae la sola relación de estos antecedentes, como se ye, de- 
muestra á la evidencia que son extraordinariamente exagera- 
das las avalaaciones que ha hecho la sentencia del preciodel te- 
rreno 7 del valor de la indemnización de perjuicios, pues que el 
precio de seis centavos moneda de curso legal por metro cuadra- 
do, en que fija el valor del primero, es casi seis veces mayor del 
que ha convenido e! doctor Rueda le pague Marechal, según el 
compromiso ya citado, y el de tres centavos de igual moneda 

en que, á título de indemnización de perjuicios, aprecia cada 

■ 

metro cuadrado del terreno en forma triangular que corta la 
vía, es casi tres veces el valor del mismo campo, que queda 
siendo de propiedad del doctor Bneda. 

Que las razones expuestas para desautorizar como inacepta- 
bles de todo punto las avaluaciones de la sentencia apelada, 
militan igualmente para rechazar como contrarias á toda idea 
de equidad y de justicia las pericias de los señoresLucero y Or- 
tiz, quienes no invocan absolutamente en su apoyo caso alguno 
concreto de venta que las justifique, y si alguno de ellos lo ha 
hecho, como el perito Lucero, mencionando el de la expropiación 
á don Felipe Hire, es para probar más bien la enormidad de sus 
apreciaciones. 

Que el hecho que se invoca en la sentencia, de haber ofrecido 
el representante déla empresa al doctor Rueda, en aberturas de 
un arreglo privado anteriores al juicio de expropiación la suma 
de cinco mil pesos oro sellado en pago del terreno que se to- 
maba la vía y de toda indemnización, aun cuando en efecto sea 
cierto, como lo es, según resulta probado por el actor á foja 
doscientas ochenta y tres (tercer cuerpo), tal hecho sin embargo 
no puede servir de antecedente para justificar las avaluaciones 
que hace la sentencia, y que todavía exceden en mucho á esa 
oferta : porque es sabido, que las proposiciones que una de la^ 
partes hace á la otra para dirimir cuestiones, sin acudir á los 
tribunales para obtener su solución no constituyen un derecho 
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que ésta hace valer á so favor y que el juez deba reconocer sin 
otra prueba que lo justifique. 

Que es evidente que esa otra praeba no se ha rendido en fa- 
vor de las avaluaciones que ha hecho la sentencia ; lejos de ello, 
se ha producido solamente la que demuestra cuan liberal y ge- 
neroso ha sido el precio A razón de tres centavos moneda de cur- 
so legal por cada metro cuadrado de terreno que la empresa de- 
mandante-ha depositado para pagar al doctor Rueda el terreno 
que le tomaba la vía, debiendo decirse que se halla en iguales 
condiciones de generosidad la indemnización de perjuicios que, 
en la suma de dos mil pesos mx>neda legal ha fijado el perito 
Robinson por fraccionamiento del terreno, y que ha aceptado la 
empresa del ferrocarril, desde que la fracción triangular que 
corta la vía, tiene comunicación con el resto del campo del doc- 
tor Rueda por medio de un paso á nivel y puede su dueño apro- 
vecharlo para los mismos objetos á que antes lo destinaba. 

Que respecto á los intereses del ocho por ciento, ¿cuyo pago 
la sentencia condena á la empresa expropiante, por la diferencia 
entre la cantidad depositada y la que debe abonar al doctor 
Rueda, corresponde modificar dicha sentencia, declarando, de 
conformidad á la jurisprudencia de esta Suprema Corte, que la 
tasa de los intereses que debe pagarse á la parte del expropiado 
es la que haya fijado á los descuentos el Banco de la Nación. 

Que en cuanto al punto de la sentencia relativo á las costas 
del incidente promovido por el doctor Rueda, á foja ciento cin- 
cuenta y cuatro (segundo cnerpo) y que ha sido apelada ppr la 
empresa, justo es que se revoque la declaración qne al respecto 
contiene y que se condene al doctor Rueda ¿ satisfacer las que 
ha causado á aquella, porque las consideraciones en que se funda 
el rechazo de las pretensiones formuladas por el doctor Rueda 
en ese incidente, demuestran acabadamente la temeridad con 
que ha procedido. 

Que debe igualmente revocarse la sentencia apelada en cuan* 
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to hace comprender en las costas que debe pagar la empresa, los 
honorarios de los procaradores del doctor Rueda, porque esto 
es contrario á la jurisprudencia que tiene establecida al respec- 
to esta Suprema Corte en numerosos fallos. ** 

Forestes fundamentQs: se declara que la Empresa del Fe- 
rrocarril Central Argentino debe pagar al doctor Bueda el te- 
rreno que ocupa la vía, á razón de tres centavos moneda nacio- 
nal por metro cuadrado, y como indemnización de daños y per- 
juicios por fraccionamiento, la suma de dos mil pesos moneda 
nacional, con más los intereses á estilo de Banco desde la con- 
signación del precio ofrecido por la diferencia entre la cantidad 
consignada y la que resulte de la presente resolución, se decla- 
ra además, que las costas causadas por el incidente promovido 
de foja ciento cincuenta y cuatro (segundo cuerpo) son á cargo 
del doctor Bueda, y que la empresa del Ferrocarril no debe abo- 
nar los honorarios procuratorios de la parte del doctor Bueda 
comprendidos en las costas á cargo del expropiante, quedando 
así modificada las en tencia de foja trescientos noventa y cuatro, 
la cual se confirma en lo demás ^que contiene. Bepóngase el 
papel . 

ABEL BAZAIf. 



üAimáL CCCXXYIII 



Don Luis Truchi en la ejecución de don Evaristo Costa contra 
don Juan Truchi ; sobre tercería de dominio 



Sumo-rio, — Cuando en el juicio de tercería el ejecutante 
afirma que la cosa embargada pertenece á un tercero extraño al 
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juicio, no debe recibirse la cansa á prneba para que acredite el 
dominio del ejecutado sobre ella. 

Caso. — Resulta del 



Fallo del Jíuea Federal 



Paraná, Juiio 21 de 1896. 

Y vistos en la tercería de dominio promovida por don Luis 
Truchi, del patacho c Nueva Angelita», embargado por razón 
de la ejecución seguida por don Evaristo Costa contra Juan 
Truchiy patrón del mencionado patacho, resulta: 

Que la ejecución de Costa contra Truchi se fonda en la es- 
critura de foja 1 del expediente ejecutivo, según la cual el eje- 
cutante don Ángel Evaristo Costa entregó al mencionado patrón 
la suma de 4500 pesos como fondo del buque, comprometiéndose 
el patrón don Juan Truchi á abonar en compensación de los 
intereses de esta suma las ganancias que obtuviese del carga- 
mento que conducía á la República del Paraguay y las del que 
trajere de su viaje de retorno^ ofreciendo como garantía de la su- 
ma recibida el cargamento y su parte en el buque. 

Trabado que fué el embargo del buque por exhorto dirigido 
al juez federal de la provincia de Santa Fé, se presenta don An- 
tonio Viroso^ en nombre de don Luis Truchi, con el poder de fo- 
ja? y las escrituras de foja 1 á foja 6, diciendo que, según éstas 
lo demuestran, el patacho c Nueva Angeiitat, matriculado bajo 
el número i576, fué vendido en remate en la ciudad de Buenos 
Aires, por orden del juez de I"" instancia, y comprado por el 
ejecutante don Ángel Evaristo Costa y su mandante don Luis 
Truchi. 
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Que después de esta transferencia, no se ha prodacido otra 
ninguna, ¿ lo menos por su mandante. 

Que la obligación • en que se funda la ejecución no es de 
aquellas que por derecho impongan responsabilidad ci?il á los 
copartícipes del buque; y finalmente, que, como escritura hipo- 
tecaria, carece de valor legal la que sirve de recaudo & la de- 
manda ejecutiva, por todo lo cual 7 no siendo verosímil que don 
Ángel Evaristo Costa hubiese pedido embargo de la parte que á 
él le corresponde en el buque, pues sería absurdo que él embar- 
gase sus propios bienes, solicita se decrete el desembargo de la 
parte que le corresponde pro indiviso, á so mandante don Luis 
Truchí. 

Don Amaro Etienot^ por don Ángel Evaristo Costa, contesta 
la tercería diciendo : 

Que Viroso no ha justificado su personería, por cuanto el po- 
der de foja 7 no está autenticado en la forma prevenida por la 
ley de 2& de Agosto de 1863. 

Entrando al fondo de la cuestión, ataca de nulidad la venta 
realizada por el juez de 1' instancia de Buenos Aires á pedimen- 
to del de Corrientes y en virtud de lo cual pasó el patacho 
c Nueva Angelita » á ser propiedad de su mandante don Ángel 
Evaristo Costa y don Luis Truchi, motivando esta nulidad en la 
falta de consentimiento del copartícipe don José Oiovanelli, 
dueño de las dos terceras partes, según consta de la misma escri- 
tura, y para mostrar esa falta de consentimiento acompaña la 
exposición bajo firma privada de Oiovanelli, corriente á foja 18. 

El ejecutado don Juan Truchi, por medio de su representante 
don Anastasio L. Ruíz, contesta diciendo que la demanda de 
tercería es procedente, por cuanto él no es copartícipe del bu- 
que embargado, como lo afirma la escritura en que se basa la 
ejecución. 

Y considerando por lo que respecta á la falta de personería 
de don Antonio Viroso^ procurador del tercerista: Que la ley 
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nacional de 25 de Agosto de i 863 tiene por único objeto esta- 
blecer la forma de autenticación qde deben revestir los docu- 
mentos^ actos 7 procedimientos emanados de funcionarios de 
las provincias para que bagan fé y surtan efecto en todo el te- 
rritorio de la nación, mas no se refiere á los documentos, actos 

r 

ni procedimientos de empleados ú oficinas nacionales como se 
desprende de sus mismos términos. 

Respecto de éstos y no existiendo disposición alguna que re- 
gle la forma de autenticación^ deben tenerse por auténticos los 
documentos que, como el poder de fojas 7 á 8 con que Viroso ha 
acreditado su personería, vienen con la atestación en forma del 
juez federal de la Capital de la República, en donde ha sido 

« 

otorgado, y son destinados á producir efecto en otra oficina na- 
cional, siendo ésta la préctica observada por la Suprema Corte 
respecto de los poderes con que se apersonan ante ella. 

Considerando en cuanto al fondo de la cuestión : Que por la 
escritura de compra-venta judicial, con que se instruye la de^ 
manda, está plenamente demostrado el derecho de don Luis 
Truchi en el buque embargado, pues del testimonio de los pro- 
cedimientos seguidos para la venta, consta además que él fué 
puesto en posesión del buque por medio de su representante 
para verificar la compra, en virtud de disposición del juez com- 
petente. 

Que aun en el supuesto de ser atacado el contrato por defecto 
del copartícipe don José Giovanelli, si es que, como lo dice, no 
fué citado ni oido en el procedimiento seguido para la disolución 
del condominio del buque, la nulidad en este caso sólo podría 
alegarse por Oiovanelli en la forma pertinente, mas no por don 
Ángel Evaristo Costa, que como comprador del buque ejecutó el 
contrato, pues pagó el precio y tomó la posesión conociendo ó 
debiendo conocer el vicio que lo invalidaba^ según los términos 
dispositivos del artículo 1047 del Código Civil. 

Que aparte estas consideraciones, y admitiendo que el con- 
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trato fuese nulo, el patacho < Naei^a Angelita » volvería en tal 
caso al dominio de los antiguos propietarios, Giovanelli 7 los 
herederos de Canepa, y siempre resultaría que el embargo tra- 
bado en él por ejecución contra don Juan Truchi^ que no es ni 
ha sido nunca propietario de él, es ilegal jr debe levantarse. 

Qhe por esta última consideración, porque además la deuda 
contraída por el patrón del c Nueva Angelita » no es de aquellas 
á que según el artículo 932 pueda afectar el buque, 7 porque 
se ha omitido expresar la matrícula 7 otras designaciones del 
c Nueva Angelita > en la escritura con que se ha fundado la eje- 
cución, dicha escritura es nula 7 sin valor como constitución de 
gravamen hipotecario. 

Por estas consideraciones, declaro que don Luis Truchi ha 
probado su derecho de condominio en el patacho nacional 
c Nueva Aagelita», 7 en consecuencia resuelvo que debe levan- 
tarse el embargo de la mitad pro indivisa que le corresponde en 
dicho buque, de acuerdo con lo que disponen los artículos 302 
de la le7 de procedimientos 7 2679 del Código Civil, con costas 
á cargo de don Ángel Evaristo Costa que solicitó el embargo. 
Notifíquese en el original 7 repóngase el papel con los sellos 
correspondientes. 

itf. de T. Pinto. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Noviembre 27 de 1897. 

YÍ8t08 7 considerando: Que en la contestación á la demanda 
sobre tercería, el ejecutante no tan sólo no ha afirmado que la 
cosa embargada perteneciera al ejecutado, sino que ha dicho lo 
contrario, sosteniendo que la expresada cosa es de un tercero 
extraño &1 juicio. 
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Que por consiguiente, el juez no ba podido recibir i prueba 
la causa para que el ejecutante acredite que el buqae embarga- 
do pertenecía al ejecutado. 

Por ésto, y por sus fundamentos se confirma, con costas, la 
sentencia apelada de foja veinte y ocho, no haciendo lagar al 
recurso de nulidad, que no se funda en la omisión de procedi- 
miento alguno substancial. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín paz. — ABEL BáZAN. 
— OCTAVIO BÜNGE. — JOAN 
E. TORRENT. 



CAUSA CCCI^XIX 



Los señores Manuel Quintana, Juan M. Cárrega, Guillermo Les- 
lie, Enrique W. Hart y Adolfo Saldias, contra el gobierno 
de la provincia de Entre Rios, por reconocimiento de pro* 
piedad de unos campos; sobre apelación de sentencia de los 
tribunales de Entre Rios. 



Sumario. — i'' Si en el pleito seguido ante los tribunales de 
provincia se han hecho valer derechos derivados de actos del 
gobierno nacional, y puestos al amparo de autoridades naciona- 
les, y se pretende que la sentencia final |h a desconocido esos 
derechos, debe declararse procedente el recurso interpuesto 
para ante la Suprema Corte. 
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2° Besultando del examen de la sentencia apelada que los 
derechos en cuestión han sido reconocidos, así debe declararse, 
7 deroWerse los autos al tribunal de su origen. 



Caso. — Besnlta de las siguientes piezas : 



ACUKROO Y SENTENCIA DEL SUPERIOR TRIBUNAL DE ENTRE RÍOS 



En la ciudad del Paraná, capital de la provincra de Entre 
Bios, á los 16 dias del mes de Octubre de 1893, reunidos en el 
salón de acuerdos del Superior Tribunal de Justicia, los seño- 
res del mismo, á saber : presidente, doctor Emilio Yillarroel, y 
vocales los señores doctor Ramón Arigós Rodríguez, doctor 
Justo F. Avila, doctor Pedro A. Calderón^ é integrando el tribu- 
nal el señor defensor de menores dei'^ instancia doctor Avelino 
Guinden, con el objetode resolver el juicio seguido por don Re- 
careda Fernandez, en representación de los señores doctor Ma- 
nuel Quintana, don Juan M. Cárrega, don Guillermo Leslie, 
doctor Enrique W. Hart y don Adolfo Saldías, sobre reconoci- 
miento de unos campos j* venido en apelación del poder eje- 
cutivo de la provincia, el vocal doctor don Emilio Villar oel^ de- 
signado el primero por la suerte para fundar su voto, expuso : 

En Mayo de 1876, don Florencio Pondal, como apoderado 
sustituto de los señores doctor M. Quintana, doctor Juan M. 
Cárrega, don Guillermo Leslie, don Enrique W. Hart y don 
Adolfo Saldías, por sí y por su señora madre doña Carmen C. 
de Saldías y doña Maria Antonia Saldías, se presenta ante el po- 
der ejecutivo de la provincia, y expone : Que según lo acredi- 
tan los títulos que acompaña sus representantes son poseedores 
legales del campo de pastoreo, sito en el departamento de Gua- 

T. LXII 10 
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leguay, comprendido dentro de los límites siguientes : por el 
norte, arroyo Sanee, por el snd, arroyo Jacinta^ por el este, rio 
Gnalegnay y por el oeste, arroyo Cié, y para cumplir con lo 
establecido por el articulo 28 de la ley de 18 de Mayo próximo 
pasado, viene, dice, en tiempo y forma á solicitar en compra, 
la parte que corresponde al ñsco, etc. 

Sustanciando esta solicitud por todos siís trámites, el poder 
ejecutivo falla adoptando en definitiva la vista fiscal que corre 
de fojas 61 á68 vuelta de estos autos. 

P.or dicha vista se establece, en lo pertinente, que la familia 
Alcorta sólo ha tenido derechos de posesiop legal : 1^ en las cua- 
tro leguas cuadradas del rincón de Jacinta, que se leconcedieron 
en virtud del decreto de 10 de Febrero de 1825; 2^ en lo que 
vendieron á don Cecilio Izaguirre, desde el límite de las dos le- 
guas (medidas éstas desde el G-ualegnay hasta la cuchilla gran- 
de) ; y 3^ en lo vendido á Paulino Izaguirre, que consta de la 
mensura practicada por el agrimensor Martínez ; estas dos frac- 
ciones en virtud del decreto de 3 de Noviembre de 1854, de- 
biéndose respetar por la última concesión, las que se hubiesen 
hecho con anterioridad á ella y sin perjuicip de mejor derecho 
que alegasen terceros. 

A esta conclusión arriba el fiscal en presencia de los propios 
títulos^ presentados por los cesionarios de los herederos de Al- 
corta y las que fundan su derecho, cuyos títulos corren de fojas 
1 á 17 vuelta. 

Y bien: de ellos consta, que la posesión que se pide y que se 
manda dar, es de un terreno situado desde el arroyo nombrado 
de Jacinta, hasta el llamado el Sauce, el cual tendrá. como dos 
leguas cuadradas, poco más ó menos, de frente <i/ este y los fon- 
dos de igual distancia al oeste (foja 5 vuelta). 

Igual extensión se expresa en la resolución recaída en dicha 
solicitud á foja 12 vuelta, en que se declara que las expresadas 
tierras se componen de dos leguas cuadradas, poco más ó menos. 
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La solicitad de 1854, foja 14, se refiere á la concesión de 1797, 
de que se ha hecho mención, y se expresa qoe el terreno cuya 
posesión se solicita se halla situado desde el arroyo Jacinta 
hasta el del Sauce. 

La mayor extensión que en dicha solicitud se menciona reco- 
noce por cansa las cinco compras con que ensanchó sus límites 
desde el rio Grualeguay hasta el arroyo Cié, según escritu- 
ras, etc. 

De suerte que la posesión que pide, es y dehe entenderse so- 
hre la que ocupaba, de acuerdo con los documentos acompaña- 
dos, de dos leguas cuadradas comprendidas entre el arroyo de 
Jacinta y el Sauce, que era loque había solicitado en compra 
el año 1797, puesto que el ensanche á que se reñere el año 
1854, comprendido desde el ñ6 Gualeguay al arroyo Cié, lo 
obtiene por las cinco compras particulares de que hace mérito. 
Es de notar que en la misma solicitud del 54 se pide el re- 
conocimiento de la posesión en sólo la parte que se ha conserva- 
doy no hay interrupción, resultando que sólo se encontraban 
en ese caso las fracciones ocupadas por don Cecilio y don Pau- 
lino Izaguirre, que declaran poseerlos en nombre de Alcorta, 
reconociendo y respetando su derecho. 

La posesión acordada, por lo tanto, á foja 17 vuelta en vista 
de los documentos y títulos presentados, no puede ser, ni es otra 
que la que los mismos títulos acuerdan sobre las dos leguas 
cuadradas ; y esto en la parte que se hubiese conserrado y no 
hubiese interrupción . 

Es de notar que en ésta misma solicitud del 54, que sirve de 
fundamento á la reclamación de los sucesores de Alcorta* se 
expresa que se dejan á salvo los derechos para reclamar por la 
falta que se encuentra en el terreno, etc. (foja 16). 

En cuanto á las cuestiones que se promueven en esta instan- 
cia, sobre propiedad de los expresados campos, etc., discutien- 
do la naturaleza y alcance jurídico de la resolución de foja 17 
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vuelta, aplicando al oaso las leyes de Indias, son de todo punto 
fuera de lagar y de tiempo, porque de lo que se trata y sobre lo 
que únioamente tiene que pronunciarse el tribunal, es la apli- 
cación de la ley que la misma parte interesada invoca al pre- 
sentarse á foja 30 solicitando comprar, de acuerdo con la ley 
de i8 de Mayo de 1875, las partes que en las tierras en cues- 
tión corresponden al fisco, y el mismo derecho, fundado en la 
ley del 61, invoca al pedir reconsideración de la misma resolu- 
ción del ejecutivo, solicitando se le reconozca poseedor de todo 
el campo^ dándole la mitad en propiedad. Luego no se ha con- 
siderado propietario de todo él, sino en la parte que la ley del 
.61 acuerda á los poseedores con título por más de 20 años. 

Por estos fundamentos y por los concordantes de las vistas 
fiscales de fojas 61 y 264 vuelta, soy de opinión que debe con- 
firmarse, con costas, la resolución apelada de foja 79, en la parte 
relativa á los derechos invocados por los cesionarios de los he- 
rederos de Alcorta, en la que se declara: que los derechos de 
posesión legal que á estos se reconozca, son los comprendidos 
por las cuatro leguas cuadradas del Bincon de Jacinta, que les 
concede el decreto de 10 de Febrero de 1825. 

Designado el segundo para fundar su voto, el doctor Guindin, 
expuso : 

V Los recurrentes no han justificado en autos las personali- 
dades de los herederos de don Juan Bautista Alcorta, como tam- 
poco las acciones que de dichos herederos mencionan, sino el 
señor Leslie, cuya transacción con los señores Manuela Alcorta 
y Juan Manuel Cárrega se presenta, sin desprenderse de ello 
el parentesco legal probado respecto del dicho antecesor. 

2° Aun suponiendo que las personerías de los poderdantes 
estuviesen bien constituidas, do podrían invocar títulos . sufi- 
cientes sobre los campos que gestionan, desde que ni el señor 
Juan Bautista Alcorta, ni sus sucesores, han presentado docu- 
mentos hábiles para que les hayan acordado la posesión real 
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7 efectiva en so virtud, ai menos títulos 6 docamentos sofi- 
cientes á la propiedad por autoridad 6 particular alguno. 

3° Así, el documento constante de siete fojas útiles del año 
1797 constituye el expedieate de denuncia de don Juan Bau- 
tista Alcorta, sobre compra en propiedad de las tierras que de- 
sea ocupar» quedando paralizado porque no fué al terreno á 
llenar las formalidades que se le exigía, sin que de él se des- 
prenda justificada posesión legal, ni antes, ni después de la 
época del documento, y que debía obtenerse por remate público 
al mejor postor. 

4"" El documento del año 1806, constante de dos fojas útiles, 
es la ratificación del diligenciamiento anterior en instancia, por 
cuanto don Juan Bautista Alcorta había desistido la tramita- 
cion ordenada por causas que se dice ajenas á su voluntad^ del 
que tampoco se desprende posesión anterior ni concedida simbó- 
licamente por ese acto ni posteriores. 

5^ Del estudio de los documentos aludidos se desprende que 
don Juan Bautista Alcorta no pretendió la posesión legal para 
valerse de ella en razón de la adquisición de cualquier derecho, 
pues que su denuncia reconoce ser esas tierras realengas, y de 
donde se infiere que no existió para los herederos Alcorta, ni 
sus cesionarios, posesión legal, ni mucho menos propiedad ori- 
ginaria, la que no se adquiere sino por las formalidades que 
siempre se han exigido en todas épocas, como es el instrumento 
público que la otorgue, cualquiera que baya sido el origen de 
la propiedad : que no se probó fuese c tenencia derecha que orne 
ha en las cosas corporales con ayuda del cuerpo et del entendi- 
miento > : ley 1% título 30, partida 3*. 

6^ Los documentos del año 1835, no constituyen otro valor 
jurídico, que la reiteración del pedimento anterior de 1825, 
deducido por un señor Silvestre Alcorta, en que pretendía rea- 
nudarse también por e! apoderado don Pedro Ramón Sagari, la 
desde entonces denunciada, por el interesado, posesión de hecho 
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interrumpida de su antecesor en razón, de cansas que dice no 
dependían sino de desgracias de familia, posesión nuda que la 
autoridad política resolvió le fuese dada, de acuerdo i la pose- 
sión decretada en fecha 10 de Febrero de 1825. 

1^ Estas posesiones invocadas no fueron tampoco constata- 
das de haberse realizado de algún modo, no ejercida posterior- 
mente por la entrega de la cosa en virtud de autoridad alguna, 
posesión que se invoca como un hecho y que los decretos de su 
origen los sometan á condiciones ó fórmulas que jamás realizan 
los interesados ; como se desprende de la lectura de los docu- 
mentos aludidos, que pueden tener sólo la importancia de accio- 
nes ó derechos, á la posesión misma. Carecen, pues, esas trami- 
taciones de valor jurídico como instrumentos legales, siquiera 
fuesen de mera posesión, que de su mérito no se desprende, se 
haya efectuado ó cumplido la condición, ó al menos probado que 
se ampliase la de tercería ó el uso legal de una cosa ó derecho 
que tenemos ó ejercemos por nosotros mismos ó por medio de 
otra persona». (Escriche, palabra Posesión y poseedor,) 

8^ El documento del señor coronel don Tomás de Rocamora 
es una meritoria recomendación oficial á los títulos particulares 
del honraday laborioso don Juan Bautista Alcorta, como uno 
de ios cooperadores á la fundación de la villa de San Antonio de 
Gualeguay en el año 1783, extendido en 1808. 

9^ El documento de 1854, presentado por el que se dice hijo 
político de don Juan Bautista Alcorta, llamado don José M^del 
Mármollbarrola, reitera nuevamente por su solicitud: c Se le con- 
ceda ser reconocido en la posesión y facultad para la mensura, 
en sólo la parte que se ha conservado y no hay interrupción >, 
sino de reclamo, etc., ello por el abandono que dice ha tenido 
que hacerse en virtud de las guerras y demás causas expuestas. 

10° A esta petición se proveyó : € que informe el comandante 
del departamento >, cuyo informe, si bien parece favorable á los 
herederos de don Juan Bautista Alcorta, por los datos del veoin- 
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* 

dario y dooomentos que dice haber Yisto y oído el comisionado, 
también informa que dichos campos se denunciaron en 1797 y se 
mandaron poseer en 1806. c Gnya operación no consta ni se tie- 
ne noticias qne se haya verificado », lo que indudablemente se 
refiere á los documentos relacionados que constan de estos mis- 
mos autos. 

11^ Mas c qne habiendo desaparecido las haciendas de los 
Alcorta, se hallan parte de esos campos poblados por individuos 
que tienen sus documentos por las autoridades patrias^ que han 
presidido la provincia después de nuestra independencia, y sólo 
las fracciones que poseen don Cecilio y don Paulino Izaguirre, 
permanecen como pertenecientes á la familia de Alcorta >. 

12® Con motivo de la declaración en diligencia por renuncia 
que se dice hicieron dichos Izaguirre del traslado que se les co- 
rría, según el informe del señor comandante del departamento, 
el Exmo. Gobierno Nacional, en Noviembre 3 de 1854, concede 
la posesión que se solicita y que se refiere á los terrenos ocupa- 
dos por los señores Izaguirre, sometiéndose esta vez también, 
como ha sido de práctica y ley, á condiciones ó fórmulas, la po- 
sesión^ la que se cometía al señor comandante del departamen- 
to de Oualeguay, para que una vez hecha, pudiera darse los 
testimonios legales del caso. 

13^ Esta posesión solicitada y concedida de acuerdo ala pe- 
tición del señor Ibarrolay trámite á practicarse, no se llevó á 
cabo tampoco esta vez, quedando por lo tanto en suspenso todo 
derecho hasta este momento, y concedido entonces para que se 
proveyera á nombre de los herederos de don Juan Bautista Al- 
corta; posesión siempre suspendida, que si algún derecho pue- 
de dar su tramitación á dichos herederos Alcorta, no debe ser 
dirigida su acción, sino contra los señores Izaguirre, quienes 
reconocieron poseer á nombre ajeno y si es que tuvieron el áni- 
mo de apropiarlo por ser esta condición sine qua non de todo 
poseedor (ley 2*, título 30, partida 3''). 



152 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

14® De suerte que siendo estos todos los documentos que se 
arguyen como títulos por los solicitantes para el reconocimiento 
por parte del gobierno de la provincia á favor de la sucesión 
Alcorta, por algunos apoderados como posesión, pretendiendo 
comprar la propiedad, por otros procuraddres, desviando la ac- 
ción con pretensión de que se le reconozca propiedad y no te- 
niendo por lo visto valor jurídico de posesión ni menos propie- 
dad, ios documentos, solicitudes en instancia que seban exa- 
minado (artículo 2352 y siguientes, 2375 y siguientes y 3447 
y siguientedel Código Civil), como así por los fundamentos adu- 
cidos por el señor fiscal del estado, de fecba 18 de Junio de 
1881. 

Por estos fundamentos y los aducidos por el señor vocal doc- 
tor Yillarroel : soy de opinión, que debe confirmarse, con costas, 
la resolución apelada del poder ejecutivo déla provincia, de fe- 
cba 11 de Abril de 1883. . 

Designado el tercero para fundar su voto, el vocal doctor 
Arigós Rodríguez, expuso : Opino que debe reponerse la reso- 
lución apelada, declarando que los derechos reconocidos á la fa- 
milia Alcorta, en las fracciones de campo designadas con el nú- 
mero 1 (f . 67) de la vista del fiscal del estado, corriente de fo- 
jas 61 á68, no son sólo de posesión legal, sino también dere- 
cbos de propiedad. 

Entiendo que la discusión sobre la personalidad de los cesio- 
narios de los derechos de la familia Alcorta, es de todo punto 
impertinente, desde que esa personalidad no ha sido objeto en 
1' instancia. XTna vez reconocida la personalidad de un litigante 
no puede negársela durante el juicio y se entiende que ha sido 
reconocida, cuando no ha sido negada ai contestar la demanda 
ú otro cualquier pedimento (artículo 27 del Código de Procedi- 
miento civil). 

El hecho de la posesión legal Invocada por los cesionarios de 
la familia Alcorta, tampoco puede ser materia de discusión, 
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paes está reconocida por el mismo gobierno, tanto respecto de 
las cnatro leguas cuadradas del Rincón de Jacinta, como en las 
fracciones ocupadas por Cecilio y Glandio Izaguirre. 

Por otra parte, es indudable que la posesión legal, en esas 
porciones de campo, la tuvo la familia de Alcorta. 

Según los títulos presentados en el año 1825, ya se presenta 
un hijo de don Juan Bautista Alcorta, manifestando que su se- 
ñor padre ha sido poseedor del Rincón denominado c Jacinta», 
y en i"" de Febrero del mismo año el gobierno de Sola lo manda 
poner en posesión del campo. 

El año i 835 vuelven á presentarse los herederos manif están* 
do que hace más de 50 años que son poseedores de los referidos 
campos, aun cuando designando límites que les dan mayor ex- 
tensión, el gobierno manda hacer efectiva la posesión decreta- 
da en 1825. 

En 1854 se presentan nuevamente, pidiendo se les reconozca 
la posesión del campo que se extiende desde el arroyo Jacinta 
hasta el Sauce, y manifiestan que posteriormente compraron 5 
fracciones, con que ensancharon sus límites desde el arroyo 
Gualeguay hasta el Cié. £1 Gobierno pidió informe al coman- 
dante militar del departamento y éste informó que don Juan 
Bautista Alcorta, desde antes del año 1810, tuvo una estancia 
poblad aalnorte del arroyo Jacinta, que sé extendía hasta el Cié, 
y que posteriormente habiendo desaparecido las haciendas, se 
han poblado por varios ocupantes, algunos con títulos de las au- 
toridades patrias y que sólo las fracciones ocupadas por Cecilio 
y Paulino Isaguirre permanecían perteneciendo á los Alcorta. 

Ahora bien, si es verdad que no hay constancia escrita de 
que los Alcorta fueron puestos en posesión como lo mandaron 
diversos gobiernos, es también indudable que se les dio esa po- 
sesión 6 por lo menos, justo es presumirlo, tanto por las órde- 
nes expedidas, como porque aparece comprobado en autos que 
tuvieron la posesión real. 
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Viene el decreto del año 1854, por el qae el Q-obierno déla 
Nación les reconoce á los Alcorta el derecho de propiedad (fo- 
ja 17). 

Ese reconocimiento hecho por el gobierno de la Nación, no 
puede ser desconocido por el gobierno de la provincia. 

No pnede objetarse que el mismo representante de los cesio- 
narios de los derechos de la familia Alcorta, confiese que éstos 
eran sólo poseedores desde que solicita en compra la parte fis- 
cal de dichos campos : primero, que por el poder con que acre- 
ditó sn personería no estaba facultado para ello ; y segando, 
porque aun cuando así no fnera, su solicitud se refiere al cam- 
po comprendido, entre los límites siguientes: por el norte, arro- 
yo Sauce; por el sud, arrojo Jacinta; por el este, el río Guale- 
guay y por el oeste arrojo Cié ; campo doble en extensión del 
que el Gobierno les reconoció en propiedad el año 1854. 

Por estas consideraciones j las concordantes del escrito de 
fojas 129 á 163, doj mi voto en el sentido al principio expre- 
sado. 

Los vocales doctor Calderón j doctor Avila, se adhieren al 
voto del doctor Yillaroel j del doctor Guíndin con lo que ter- 
minó el presente acuerdo, que firman para constancia, por ante 
mí el infrascrito secretario. 

Emilio VillaroeL — Pedro Á. Calde- 
rón, — Justo F. Avila. — A. Guin- 
don. — Ramón A rigós ^Rodriguez. 

Ante mí : 

M, OfañoL 
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VISTA DEL SEflOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Junio 22 de 1884. 
Suprema Corte: 

La jurisdicción de lo8 tribunales federales es limitada, y 
sólo procede en los casos expresamente determinados en la ley de 
competencia de la justicia nacional de 14 de Setiembre de 1863. 

La causa traida por apelación concedida á foja 295 Yuelta, no 
se encuentra comprendida en ninguna de las prescripciones del 
artículo 14 de aquella ley. 

Se trata de un juicio contencioso administratiyo, sobre reco- 
nocimiento de derechos posesorios y consecuente compra de 
campos fiscales de la provincia de Entre Bios, con sujeción á 
leyes provinciales de 1861 y de 18 de Mayo de 1875. 

Este es el único objeto de la gestión deducida á foja 30 ante 
el poder ejecutivo provincial. 

Su denegación por la resolución de foja 79 confirmada por la 
del superior tribunal de la provincia á foja 288, versando so- 
bre interpretación de un título provisorio y aplicación de las le- 
yes provinciales de venta ó adjudicación de sus tierras públicas 
no afecta la constitución ni leyes ó autoridades de la Nación, 
aún admitiendo entonces lo que no se deduce de los términos de 
la petición de foja 30, que se tratase de un verdadero juicio, y 
que ese juicio que no es entre partes, sino con el poder ejecuti- 
vo de una provincia, pudiera venir en apelación ante V. £. en 
algún caso, lo que es diverso de lo prescripto en la ley de com- 
petencia, siemp^ resultaría que no resolviendo la sentencia del 
supremo tribunal sobre materia constitucional ó jurisdiccional 
de la Nación, el caso no cae bajólas prescripciones del artículo 
14 de la ley citada. 

Se ha pretendido al fundar el recurso, á foja 293, que la sen- 
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tencía apelada desconocía resoluciones de la autoridad nacio- 
nal. Pero ello no resalta ni de lo alegado, ni de las constancias 
de los autos. 

La resolución de foja i7 ruelta no implica ejercicio de juris- 
dicción nacional, aun cuando el gobernador de la provincia in- 
vistiera también autoridad nacional, una vez que se refiere úni- 
camente á terrenos de la provincia de Entre Bios, con sujeción 
á sus leyes, y esa resolución, por otra parte, limitada & la pose- 
sión, sin mensura, ni declaración de extensión, quedaba sujeta 
por su propio carácter á las consiguientes declaraciones, que con 
innegable jurisdicción han hecho el gobierno y tribunal supe- 
rior de la provincia. 

Por ello, opino que la jurisdicción de Y. E. no procede en el 
caso, para conocer del recurso de apelación traído anteV. E. 

Sabiniano Kier, 



Fallo úm im Suprensa Corte 

Buenos Aires, Noviembre 27 de 1897. 

7istos y considerando : Que la Exma. Cámara de Justicia 
de la provincia de Entre Ríos, al resolver esta causa, ha pro- 
nunciado sentencia de última instancia y en juicio ordinario, 
según lo prescribe el artículo quinto de la ley provincial sobre 
denuncia de tierras públicas de diez y ocho de Mayo de mil 
ochocientos setenta y cinco. 

Que la parte de los recurrentes ha hecho valer en el pleito 
derechos que pretende derivados de actos del gohierno nacional 
y que se hallan bajo el amparo de autoridades de ese orden. . 

Que pretende igualmente que la decisión recaída ha sido con- 
traria al título ó derecho invocado. 

Que con tales antecedentes la procedencia del recurso está 
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autorizada por el artícalo catorce de la ley de jarisdiooion y 
competencia. Por esto se declara bien concedido el recurso. 

T considerando en cnanto al fondo: que los actos del gobier- 
no nacional que se han hecho valer por el apelante son los que 
se registrah «n fojas catorce á diez y siete vuelta. 

Que en la solicitud de foja catorce, don José Maria del Már- 
mol Ibarrola, exponiendo que su padre político don Juan Bau- 
tista Alcorta, había adquirido y ejercido derechos, sobre un te- 
rreno limitado por el rio Gualeguay y los arroyos del Sauce, 
Jacinta y Cié, y que terceras personas se habían apoderado de 
parte de ese terreno, pide se le conceda ser reconocido en la po- 
sesión y facultad para la mensura en sólo la parte que se ha 
conservado y no hay interrupción^ dejando su derecho á salvo 
para reclamar por lo que faltare. 

Que pedido informe al comandante del departamento de Gua- 
leguay (decreto de foja quince), se expresa en ese informe, en 
lo que á posesión actual se refiere, que habiendo desaparecido 
las haciendas de Alcorta, se hallan partes del campo pobladas 
por individuos que tienen sus documentos de las autoridades 
patrias, y que sólo las fracciones que poseían don Cecilio y don 
Paulino Izaguirre permanecían como pertenecientes á la fami- 
lia de Alcorta, declarando dichos Izaguirre ser poseedores á 
nombre del mencionado Alcorta. 

Que habiéndose dispuesto correr traslado á los poseedores 
don Cecilio y don Paulino Izaguirre, por decreto de foja diez y 
seis, estos expresaron á foja diez y siete que de antemano esta- 
ban impuestos de los derechos que en realidad pertenecían á la 
familia de Alcorta en los campos que ellos ocupaban; que no 
habían desconocido nunca tales derechos, y que, por consiguien- 
te, no tenían oposición que hacer. 

Que es en virtud de tales antecedentes que se dictó la reso- 
lución de foja diez y siete vuelta, que cierra las actuaciones ante 
el gobierno nacional, concediéndose la posesión solicitada com- 
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prensiva tan sólo de los terrenos oonpados por don Cecilio y 
don Paulino Izaguirre, porque así correspondía álo pedido y 
porque así resulta de todo lo obrado en esas actuaciones. 

Que la vista fiscal de foja sesenta y una propone que se de- 
clare que la familia Alcorta ha tenido la posesión legal de los te- 
rrenos ocupados por don Cecilio y don Paulino Izaguirre^y eso 
en virtud del decreto de tres de Noviembre de mil ochocientos 
cincuenta y cuatro, 6 sea la resoluoion final á que se ha refe- 
rido el considerando anterior. 

Que la resolución administrativa de foja setenta y nueve 
acepta las conclusiones de la vista fiscal y manda que ésta se 
tenga por decisiva. 

Que la sentencia de la Exma. Cámara de Justicia, de que se 
ha recurrido para ante esta Suprema Corte, confirma la resolu- 
ción administrativa mencionada (foja doscientas ochenta y 
ocho). 

Que en mérito de las precedentes consideraciones no puede 
ponerse en duda que los derechos que el recurrente invoca, ha- 
ciendo valer la resolución de foja diez y siete vuelta, han sido 
reconocidos por la sentencia apelada. 

Que por tanto, aunque esos derechos estuvieran bajo el ampa- 
ro de los poderes federales estos nada tendrían que hacer en ese 
sentido, porque las autoridades locales los aceptan y reconocen. 

Por estos fundamentos^ se declara que la sentencia apelada de 
foja doscientas ochenta y ocho no desconoce los derechos que 
invocan los recurrentes, apoyándose en el decreto de foja diez y 
siete vuelta. Repuestos los sellos, devuélvanse al tribunal de su 
origen, debiendo las costas del recurso ser satisfechas en el or- 
den causado. Notifíquese con el original. 

BENJAMW PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGB. — JUAN 
E .TORRENT. 



DE MISTIGIA NACIONAL 159 



CAV8A CCCIiXX 



Don A tillo de Lorenzo en los autos de don José M. Palma 
contra don Ángel Arcioni; sobre interdicto y recurso de 
apelación directa. 

Sumario. — Sin la préyia denegación del reonrso por el in- 
ferior no procede la apelación directa á la Suprema Corte. 



Caso. — Lo explica el 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Noviembre 30 de 1897. 

Autos 7 vistos: resultando de lo expuesto en el presente es- 
crito, que el inferior no se ha pronunciado denegando el recur- 
so de apelación interpuesto por esta parte, en cuyo caso no ha 
llegado la oportunidad de juzgar si ha debido ó no otorgarla. 

Por esto 7 de acuerdo con lo expuesto en el artículo doscien- 
tos veinte y nueve de la ley de procedimientos, se declara im- 
procedente el recurso directo deducido. 

benjamín paz. —ABEL BAZAN. 
— OCTAYIO BUNGE. — JUAN 
E. TORRENT. 
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CAUSA rcci^xxi 



Doña Juana Mollinedo de Frías contra Aceña y C; sobre devo- 
lución de la casa locada en el estado en que fué entregada, 
y daños y perjuicios. 

Sumario. — i"" El locador no puede hacer cargo á los locata- 
rios por las innovaciones hechas eu la casa locada dorante an 
contrato de locación anterior, que ha manifestado no haber he- 
cho con ellos sino con otra persona. 

2^ La presunción legal respecto del estado de la cosa locada 
de la cual no se haya hecho la descripción es que sea bueno. 

3^ El locatario es responsable por los daños causados á la ca- 
sa sea por acción directa, sea por no haber adoptado medidas 
razonables para su conservación. 



Caso. — Resulta del 



Pallo del Jíuea Federal 



Salta, Octubre 15 de 1893. 

Y vistos : en los autos seguidos por el doctor Juan T. Erias, 
en representación de la señora Juana Mollinedo de Frias, contra 
los señores Aceña y compañía, el demandante expone: que en 
el año 1882 su represetada alquiló su casa situada en esta 
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oiudftd en la calle Caseros» pata el estobleoimiento dé la c Tien- 
da Buenos Arres*, oayos dueños eoTiaroa á don Oesáreo Mon- 
tero, con qnien formalizó el contrato, representando éste la 
sociedad Igaain, Cattabio y compañía, de Tacnmat, la onal 
cambió en lo sacesivo en las razones c Aceña y compañía», y ' 
cCartabio, Aceña y compañía», pero continnando la casa ocupada 
con el negocio de los mismos, por nncTos convenios respecto al 
término y precio del arriendo. 

Qne fenecido el último contrato, los señores Aceña y compá** 
nía han desocupado la casa, que faé entregada en perfecto es-« 
tado, con dos tiendas manidas de armazones y mostradores, 
dejándola transformada en completa destrucción y con gran 
cantidad de escombros ; por lo cual se negó á recibirla y pidió 
se depositasen las lla?es en el juzgado. 

Detalla las innovaciones bochas con el consentimiento del 
locador bajo expresa condición de devolter la casa en el mismo 
estado que la entregó, y varias otras que dice hicieron los lo- 
catarios, para propia comodidad, sin conocimiento del propie- 
tario. 

Que la destrucción, desperfectos y completa ruina y desaseo 
abarca todo el edificio, desde los techos hasta los pisos y alba- 
ñales. 

Qne los inquilinos se han llevado los armazones y mostrado- 
res de las dos tiendas, todo lo cual hace constar en la escritura 
pública de protesta que acompaña y reproduce, por lo cual, sien- 
do además la transformación gravemente perjudicial á la pro- 
pietaria, pues cambia el destino del inmueble que fué para ha- 
bitación de familia y casa de negocio, convirtiéndolo casi exclu- 
sivamente para negocio ; fundado en los hechos expuestos y en 
las disposiciones legales que cita, demanda á los propietarios 
de la tienda antes mencionada, señores Aceña y compañía, por 
la devolución de la casa en la misma forma y buen estado en 
que les fué entregada^ y en su defecto la indemnización de los 

T. LZXl u 
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(taños y perjuicios causados por la transformación y deterioros, 
que avalúa en 5000 pesos moneda nacional, él pago del arrien- 
do á 250 pesos mon(^da nacional mensuales, que pagábanlos 
demandados desde el 1® de Octubre de 1890 hasta que sea de- 
vuelta ó puesta en las condiciones expresadas, y el pago de las 
costas que motivan por su conducta temeraria y dolosa. 

Los demandados contestan, que desde la fecha en que contra-^ 
taron el alquiler de la casa (31 de Julio de 1885) hasta que la 
desocuparon, no han hecho en ella alteración y reforma alguna, 
y han pagado desde la expiración del contrato, 250 pesos men- 
suales por alquiler, sin convenio escrito. 

Que el contrato celebrado en el año 1882 terminó, y siéndolo 
con don Cesáreo Montero, no puede imponer obligación ninguna 
á Aceña y compañía, quienes la alquilaron por cuenta propia en 
contrato posterior; afirman haber recibido la casa en ruina sin 
las dos tiendas, armazones y mostradores. 

Que las causas délos deterioros, si existen, son el uso para el 
cual se alquiló y la acción del tiempo. 

Concluye diciendo que no puede exigirseles obligaciones que 
no contrajeron, pero qué ni existieron en el contrato de los in- 
quilines primitivos, por lo cual tampoco están en el deber de 
entregar la casa en otro estado y forma que el que tuvo cuando 
la recibieron y en el cual se encuentra, salvólos deterioros refe- 
ridos. 

Que en consecuencia, piden que seles absuelva de la demanda, 
imponiendo al demandante el pago de las costas y del perjuicio 
que les causa la acción entablada. 

Lo pertinente de la prueba demuestra lo siguiente : 

Que el 17 de Abril de 1882, don Benigno Frias arrendó la 
referida casa á don Cesáreo Montero por 440 pesos mensuales 
durante tres años, autorizándole á hacer las reformas necesarias 
al embellecimiento del inmueble que debía entregar en el estado 
que quedase, según las reformas hechas por el inquilino, de 
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acuerdo con el locador ; el locatario se obliga á pagar las mejo- 
ras y á dejarlas en beneficio de la casa, si convenían al propie- 
tario, quien no podía entregarla á otra persona si Montero pe- 
día la renovación del contrato, pagando el precio estipulado 
(contrato de f . 97). 

Que el i 7 de Junio del mismo año los señores Iguain, Carta- 
bio y compañía, de Tucumán, como comanditarios, dicen que 
Guillermo Aceña y Cesáreo Montero, como gerentes y adminis- 
tradores, formalizaron por escritura pública, una sociedad para 
girar en Salta, bajo la razón de Iguain, Cartabio y compañía, 
de la cual usaría el señor Aceñaen los negocios sociales (f. 168). 

Que la casa fué alquilada por orden y cuenta de aquellos, pe- 
ro Montero suscribió el contrato con sólo su nombre, por no ha- 
berse dado aun forma á la sociedad, ni saber so denominación. 

Que don Guillermo Aceña formaba parte de esta sociedad, 
dueña de la c Tienda Buenos Aires t, y se hizo cargo de la casa, 
desde que fué arrendada, y expedía los recibos por alquileres 
con la expresada razón social, para que los fírmase el propie- 
tario. 

Que pendiente el primer contrato, por evitar un pleito, el se- 
ñor Aceña, por Guillermo Aceña y compañía, celebró un nuevo 
contrato de arriendo con el causante de la propietaria, el 31 de 
Julio de 1885, sin desalojar la casa, que continuaba ocupada 
por dicha sociedad, sucesora de Iguain, Cartabio y compañía en 
lapropiedad déla c TiendaBuenos Aires », en el cual estipularon 
nuevo término y precio de alquiler, estableciendo que toda refor- 
ma se haría de acuerdo con el locador, y que las mejoras que- 
darían en beneficio de la casa. (Posiciones absueltas por el de- 
mandado á foja 37 ; declaración del ex-socio señor Montero á 
foja 105 y contrato de foja 17). 

Que don Cesáreo Montero^ como gerente de la primitiva so- 
ciedad, contrató con el empresario don Antonio Soler y Monjo, 
la construcción de algunas innovaciones en la casa, quien hizo 
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étto»^ como las demás que postefiormente le encargaron ^ por 
orden y cnenta.de Aceña y compañía, sin conocimiento del pro- 
pietario, y se entendió siempre con el socio señor Aceña, respec- 
to al' ttabajo y pago de ellas, desde qae vino como gerente á la 
casa al empezar las reformas, para instalar la c Tienda Buenos 
Aires ty excepto las dos cocinas que hizo en la misma casa por 
cuenta de Planas y compañía, subarrendatarios de Aceña. (De- 
claración de Montero, del constructor Soler y Monjo, á foja 87, 
y testimonio de partidas del libro diario de Aceña y compañía, 
á foja 100). 

Que el locador don Benigno Frías, en carta de Junio 17 de 
1805, á foja 121 y dijo á don Guillermo Aceña : c Habiendo ter- 
minado el 1® de Mayo del presente año el contrato por mi casa, 
celebrado con el señor Montero, paso á decir á usted que si 
quiere continuar en la casa de mi propiedad, que actualmente 
ocupa, vale el alquiler de 140 pesos moneda nacional , desde el 
1*" de Julio próximo, por ser la moneda corriente y legal ; el ar- 
ticulo del contrato que quiere usted hacer valer, no tiene fuer- 
za para mí, porque fué hecho con el señor Montero, con quien 
hemos concluido, por lo cual tengo derecho á dísf^oner de mi 
casa '.Carta cuyo contenido confiesa la demandante, expresando 
al absolver posiciones, foja 182, que las innovaciones en el pri- 
mer cuerpo del edificio, se hicieron con el consentimiento de 
su causante, durante el contrato con Montero, quien las propu- 
so como miembro de la sociedad que arrendaba la casa y se 
aceptaron bajo la obligación, cuando la entregasen, de repo- 
nerla al estado en que la recibieron. 

Que siendo la misma sociedad por la cual contrataron, Mon- 
tero primero y después Aceña, el contrato con el último se hizo 
en el supuesto de ser bajo las mismas condiciones y así conti- 
nuaron los ínquilinos ocupándola casa, con todo lo existente en 
ella al celebrar el primer contrato. 

Que los Ínquilinos recibieron la casa con dos tiendas dotadas 
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de armazones y moetradores, qne sin oomprarloe faeion refoF- 
mados por caenta y orden de Igaain, Gartabio y compañía. 
(Declaraciones citadas y de fojas 73, 75TaeIta, 77 vuelta.-St, 
94, 102 vaelta y 155). 

Las reformas, destrnociones y deterioros ?isibles en el redi- 
ficio, detallados en la protesta de foja 6, se comprobaron en 'la 
inspección oenlar, en presenciado los demandados, qnienes, ade- 
más, las reconocen al contestar la demanda, en sos interrógate» 
rios y con repetición en varios párrafos de sa alegato, soste- 
niendo qne las transformaciones estaban hechas, y la casa en 
rnina cuando celebraron el segundo contrato. 

Las cuestiones presentadas en la discusión pueden sintetizar- 
se en las siguientes : 

1® El contrato celebrado por Montero, en Abril de 1882, 
¿ objigó á los propietarios de la Tienda Buenos Aires y á sos 
sucesores ? 

2® ¿ Los efectos de ese contrato se extinguieron completa- 
mente por el celebrado en 1885, en virtud de la carta de foja 
121? 

3^ La autorización del locador para ciertas reformas ¿ exime 
á los inquilinos de la obligación de reponer el edificio en la for- 
ma en que lo recibieron ? 

4® ¿ Serán imputables á éstos las destrucciones y deterioros 
comprobados y, en consecuencia, los demás perjuicios causados 
al locador ? 

5* Si lo son, ¿ habrán proscripto la acción para demandar tal 
responsabilidad ? 

Y considerando : 1^ Que sí bien en Abril de 1882 don Cesá- 
reo Montero contrató el arriendo de la casa en nombre propio» 
declara el mismo y lo confiesa el demandado, que lo hizo por 
mandato y cuenta delguain, Cartabio y compañía, que le envia- 
ron á esta ciudad con ese objeto, para establecer un negocio 
incorporando á la sociedad dueña de él, al mandatario y á don 
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Guillermo Aceña ; qaien, luego de estipulado el arriendo, se po- 
'' sesionó de la casa como administrador, tomó á su cargo la di- 
récccioD 7 pago de las reformas convenientes en el edificio, ins- 
taló en él el negocio, denominándolo c Tienda Buenos Aires > y 
pagó mensualmente el alquiler á nombre de la sociedad ; hechos 
independientes en sí, pero que concurren todos á demostrar que 
ésta ratificó é hizo suyo el arriendo contraído por el mandata- 
rio; y lo ejecutó poniéndose en relación directa con el locador, 
que á su vez reconoció y aceptó á Iguain, Cartabio y compañía 
como verdaderos inquilinos representados por el socio adminis- 
trador, don Guillermo Aceña (artículos 1873, 1935 y 1936del 
Código Civil). 

2<^ Que desde ese momento el contrato quedó perfeccionado 
entre el locador y los mandantes y sometidos ambos á las obli- 
gaciones de él, emanadas cual si personalmente lo hubiese;^ es- 
tipulado ; porque si el mandatario en sus relaciones con terce- 
ros, responde cuando contrae á nombre propio, queda sin em- 
bargo libre de toda responsabilidad, para con el tercero, si el 
mandante ratifica el contrato y se entiende con el tercero como 
en el presente caso, pues entonces, por el acto jurídico de la 
ratificación, el contrato tiene para el mandante los mismos 
efectos que tendría si lo hubiese celebrado personalmente ó el 
mandatario en su nombre exhibiendo poder (artículos 1161 y 
1162 del Código Civil; 314y 315 del Código Mercantil vigente 
en la fecha del acto, y fallos de la Suprema Corte, serie 2*, to- 
mo S% página 236). 

3^ Que así por la ratificación espontánea y la ejecución du- 
rante más de trezi años mediante el socio administrador don 
Guillermo Aceña, autorizado al efecto en el contrato social de 
foja 168, la sociedad dueña de la c Tienda Buenos Aires», con- 
trajo el arriendo estipulado por el mandatario y después socio, 
señor Montero, y como las partes reconocen el carácter mercan- 
til de dicha sociedad, tenemos: que la misma, por aquel acto, 
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vinculó solidariamente á la responsabilidad de todas las obliga- 
ciones resnltantes del contrato referido á los socios cuyos nom- 
.bres figuraban en la razón Iguain, Gartabio y compañía, tan- 
to como el administrador señor Aceña (art. i54, 455 y 456 del 
antiguo Código de Comercio), sin que pueda admitirse que 
Iguain, Cartabío y compañía, como simples comanditarios, es- 
tán excluidos de tal responsabilidad, porque la sociedad no fué 
en comandita, según lo prescrito en los artículos 425 y 426, y 
porque, aun siéndolo, la responsabilidad solidaria les estaría 
impuesta siempre en la expresión clara de los artículos 427 y 
428 del código citado. 

4° Que no habiéndose probado el registro y publicación del 
contrato de disolución de la sociedad Iguain, Cartabio y compa- 
ñía, por el cual estos hubiesen trasmitido á otros la c Tienda 
Buenos Aires », de conformidad al artículo 492 del mismo Có- 
digo de Comercio, la disolución no tuvo efecto alguno contra 
terceros, como el locador, para quien los inquilinos continuaron 
siendo los mismos, obligados á las consecuencias del arrenda- 
miento hasta el desalojo y entrega de la casa, no obstante el 
cambio sucesivo de razón social . 

5® Que, por otra parte, absolviendo á foja 338 las posisiones 
números 35 y 36, confiesan los demandados que la sociedad 
Iguain, Cartabio y compañía cambió de razón social denominán- 
dose posteriormente, Cartabio y Aceña y Aceña y compañía, 
quienes desde 1882 hasta la época de la demanda han tenido 
alquilada y sin desalojar la casa en cuestión, agregando que son 
distintas sociedades sucesora una de otra, sin negar que lo fue- 
ron á título universal de Iguain, Cartabio y compañía en esta 
plaza, mas como los efectos de los contratos se extienden activa 
y pasivamente á los herederos y sucesores universales, especial- 
mente en el de locación de cosas (artículos 1195, 1496 y 1581 
del Código Civil), resulta que Aceña y compañía confiesan ha- 
ber sucedido también en todas las obligaciones derivadas de la 
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locación contxaida por sos capsantes, aegun se ha demosti^D, 
y ^Q ooQsecaencia qu,e la acoioQ procede contra ellos, ;a por ser 
soUdariameate responsables los que forman esta razón aocial, 
ya por haber aocedido en el arrendamiento estipulado por don 
Cesáreo Montero en Abril de 1882. 

6^ Qn^e la carta de foja 121, ineficaz como prueba en (a?or 
de los demandados, por no estar presentada en oportunidad le- 
gal, tampoco desvanecería las anteriores oonclusíoaes, y si más 
bien, las confirma, porque el propietario señor Frías contesta 
en ella á la pretensión del representante de los demandados 
que, reconociéndose ligados por dicho contrato invocaban la 
cláusula cuarta, para continuar en el arriendo, pagando el mis- 
mo precio de ciento cuarenta pesos bolivianos, y no la misma 
cantidad en moneda nacional, como exigía el locador. 

7^ Que ni esa carta ni el segundo contrato que ella originó 
han extinguido los efectos del primitivo arriendo^ en cuanto al 
estado en que debió devolverse la casa, porque según el princi- 
pio general de derecho, consignado en el artículo 1178 del Có- 
digo Civily los efectos ú obligaciones derivados de los contratos 
no fenecen mientras no han sido ejecutados hasta en sus últi- 
mas consecuencias, salvo la prescripción ó renuncia expresa de 
la parte en cuya favor se establecieron. (Bíarcadé, al artículo 
1135, tomo 4% página 3961.) 

Ahora bien, la contestación del finado señor Frias en vez de 
una renuncia semejante, importa, por el contrario, la intimación 
explícita del propietario á los inquilinos, de desalojar el inmue- 
ble si no convenían en pagar el nuevo alquiler que creía tener 
derecho á exigir en el supuesto equivocado ó verdadero de haber 
terminado el contrato de 1882, y de poder disponer de su casa, 
en cuyo caso habríase presentado recien la oportunidad legal 
de gestionar el estado en que debían entregarla, pero el ejerci- 
cio de esta acción se suspendió porque los demandados nega- 
ron al propietario el derecho á exigir el desalojo, en caso de no 
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pagar el alqailQr padUo, opoaiendo el heeho de -haber saeadido 
7 de representar en consecaencia á los inquilinos para qnienes 
ae contrajo dieho arrendamiento y según lo confiesan, for evitar 
un pleito sin desocupar la casa, transaron tal contesttaoioii, 
otorgando el contrato de JnlioSl de 1885; de donde seaigoe 
que éste, de acuerdo con la carta, no tuvo otro alcance que £jar 
el precio 7 término del alquiler transado ; dejando pendiente 7 
en todo su vigor los efectos del primer contrato, en cuanto á da 
obligación de entregar el inmueble, en el estado 7 forma estipu- 
lados, 6 impuestos por la le7. 

9* Que la declaración de la Suprema Corte Nacionsl, en el ca- 
so dala causa entre don Curnetio Langan7 el representante del 
Ferrocarril del Oeste en Buenos Aires (serie 2", tomo iS, pági- 
na 2i9) es inaplicable al presente, porque en aquél se invocaba 
un contrato por la misma parte que lo había declarado nulo^ es 
decir, sin efecto alguno al rescindirlo moiu propio, mientras 
qne en éste la parte lo declaró terminado 7 en la misma carta 
exigió el cumplimiento de los efectos consiguientes á su con- 
clusión, que, como se ve, quedaron pendientes por la renovación 
mencionada. 

9° Considerando en cuanto á las reformas en la casa arren- 
dada, que en el contrato primitivo de 1882, que regla el estado 
7 forma en que debe ser restituida, el propietario sólo autorizó 
las que los inquilinos cre7esen necesarias al embellecimiento 
del inmueble, sin dejar librada esta calidad á la sola aprecia- 
ción de ellos, puesto que estipuló el deber de hacerlas de acuer- 
do con el locador, 7 reservándose, además, el derecho de acep- 
tarlas, según fuesen las reformas, y si le convenían; luego, para 
eximirse de la obligación de reponer el edificio ea la forma en que 
les fué alquilado, los inquilinos debieron probar que las refor- 
mas hechas en él lo fueron de acuerdo con el locador y que éste 
las aceptó; sobre lo cual existe más bien la presunción contra, 
ria, que se deduce de las declaraciones del señor Montero 7 del 
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constructor Antonio Soler y Monjo, que hizo las innovaciones, 
sin conocimiento del propietario. 

10^ Qne á este respecto, la única prueba rendida por los de- 
mandados es la confesión de la señora. de Frías, cuando absol- 
Tíendo posiciones, dice que después del contrato, su esposo au- 
tori^EÓ las reformas del primer cuerpo del edificio, por haberse 
obligado los inquilinos á restituirlo en la forma anterior; lo 
cual importa una confesión calificada e indivisible, pues consta 
de dos hechos simultáneos, que se complementan entre sí, y 
que no puede separárselos, admitiendo el favorable y desechando 
el adverso á los demandados, sino qne debe estarse á lo que de 
ambos resulta: porque la confesión calificada es una, y la cons- 
tituyen todas sus partes, las cuales son mutuamente condición 
unas de otras, según la doctrina que se desprende de la ley 2, 
titulo 13, partida 3*, y la jurisprudencia establecida por repe- 
tidos fallos de la Suprema Corte Nacional^ serie 1", tomo 3% 
páginas 160 y 202; tomo 4"^, página 19; serie 2*, tomo 10, pá- 
gina 13 ; doctrina tanto más aplicable en este caso, cuanto qne 
el hecho que califica la confesión está confirmado por la inten- 
ción del locador, manifestada en el contrato, de no aceptar sino 
las reformas que le conviniesen. 

11® Que, además, no estando designadas expresamente en el 
contrato las obras en que debían consistir las mejoras ó refor- 
mas autorizadas, con sujeción al artículo 1542 del Código Ci- 
vil, la autorización se reputa no escrita; de manera que los in- 
quilinos no debieron hacer sino las mejoras que tenían derecho 
á hacer, sin depender de autorización especial (artículo 1641 de 
dicho Código) y habiendo alterado la forma de la casa^ sin pro- 
bar autorización expresa según la ley, ó la aceptación posterior 
del locador, están obligados á restituirla en la forma en que les 
fué alquilada (artículos 1534, 1537 y 1565 del mismo código) ; 
sin qne de otro lado puedan alegar tampoco que habiéndola re- 
cibido al celebrar el segundo contrato, en el estado y forma en 
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qxxe 86 encontró cuando !« desocuparon, sería imponerles obliga- 
ciones que no contrajeron, porque aun en la hipótesis contraria 
i lo afirmado por ellos mismos, de no ser sucesores universales 
de los inquilinos originarios, el solo hecho confesado de haber 
continuado ocupándola, con sujeción al primer contrato, y de 
haber renovado el alquiler al vencimiento del término, sin desa- 
lojarla, cualquiera que fuese la causa para ello, necesariamente 
presupone la rescicion del arrendamienro primitivo, y somete á 
los demandados á la acción directa que el propietario tiene con- 
tra el cesionario, por las obligaciones que resulten del contrato 
de locación, de conformidad á los artículos 1580 y 1489, núme- 
ro ^, del Código Civil. 

12^ Que no habiéndose hecho descripción del estado en que 
el propietario entregó la casa, i^ni probádose que la entregó en 
ruina, según el artículo 1616, se presume que los inquilinos la 
recibieron en buen estado, máxime cuando así lo confirman las 
declaraciones de fojas 68, 90 vuelta, 94, 102 y 165 vuelta, de 
los testigos señores José G. Rincón, Antonio Soler y Monjo, 
José Tiseyra, Mariano Franco y Lisimaco Barrantes^ y con su- 
jeción á los artículos 1615 y 1621 del mismo código, están obli- 
gados á restituirla en el estado en que la recibieron, ó en que 
se presume que la recibiesen (Fallos de la Suprema Corte, se- 
rie 2*, tomo 13, página 123). 

13® Que la inspección ocular, la declaración de los testigos 
presentados por Aceña y compañía, señores Cirilo Alvares, ¿ 
foja 156 vuelta, y Ricardo López, á foja 164 vuelta, el informe 
pericial de foja 194, referente al dia en que se practicó la ins- 
pección, y la confesión de los demandados, que afirman que los 
deteriores y destrucciones reclamadas existían en el ario 1885, 
prueban que los mismos 6 sus autores los causaron, principal- 
mente con las omisiones y hechos siguientes : 1<^ la falta de toda 
precaución en el tráfico constante de bultos pesados, que produ- 
jo la destrucción de pisos, y deterioro de mochetas, umbrales y 
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albañaleB ; 2^ elde peunitir á las dependientes el juego Üe^e 
pelota en patios, y á sabir i lositejados, lo onal despetfeeeíoitfó 
los reboques 7, con el heofao de arrojar botellas y otros (fbjetos 
á los tejados, causó laTupture de istos, el deterioro de las ma- 
deras, la destrucción consiguiente de los oielosraxos, y la hn- 
medad de los pisos ; 3^ la absoluta falta de aseo que, con la hn- 
medady produjo la completa inutilización de los pisos de ladrillo; 
4^ haber arrancado la estantería, rasgando los empapelados y 
agujereando las paredes, sin restituirlas á su estado anterior * 
5^ haber perforado paredes maestras, para abrir comunioacio- 
nes, destapado el 2Ótano por mera curiosidad, y arrancado sus 
rejillas para arrojar basuras ; 6* no haber dado aviso al propie- 
tario para que impidiese la destrucción de la pared y ramada 
del fondo; y 7^ haber trasportado ósta sobre otra pared, destru* 
yendo el retejado de la misma. 

14® Que, por consiguiente, está demostrado que los inquilinos 
incurrieron en culpa lata, infringiendo las obligaciones que al 
locatario imponen los artículos 45SO, 1534, 1561, 1562, núme- 
ro 2®, 1573 y 1621 del código citado, y que son responsables del 
daño causado á la propietaria, con ios deterioros y destrucciones 
enunciados, de conformidad á las disposiciones citadas y espe- 
cialmente á las disposiciones de los artículos 1561, 1615 y 1616 
del mismo código, y alo declarado por laSuprema Corte, en los 
fallos serie 1^, tomo 5'^, página 373, y serie 2*, tomo 15'', 
página 258. 

15^ Que los demandados no pueden legalmente oponer e! he- 
cho de que las botellas, huesos y otros objetos arrojados á los 
tejados, lo fueron por las personas del restauraut de Planas y 
compañía y del hotel « Larin t ; primero, porque Planas y com* 
pañía fueron subarrendatarios de los inquilinos, quienes, se- 
gún la disposición citada, deben responder del daño causado por 
el subarrendatorio, y segundo, porque aún siéndolo por Toci- 
nos extraños, lo cual no está probado, el locatario sólo tiene ac- 
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cidn oontea los aatoret de los hechos, no oontra el looadov, á 
qiiion<<lebe oomanioar inmediatamente lanoredad dañosa á bu 
dereobo» bajo la pena de responder de los daños y perjuicios (ar- 
tícoios tsaS y 1530 oitado). 

16® Qae no tratándose de obligaoiones qne tienen por obje- 
to sumas de dinero, en el presente caso, el resarcimiento de los 
daños y perjuicios comprende no sólo la reparación de los de- 
terioros causados en el edificíoi sino también la renta ó alquiler 
de qne ha sido privada la demandante, durante el tiempo que 
ha debido emplearse en la obra de reparación, por efecto inme- 
diato y necesario de los deterioros expresados, que era de 250 
pesos moneda nacional mensuales, según confesión de los de* 
mandados, y las costas del juicio, de conformidad al artículo 
520 del mismo código. 

17® Que las declaraciones de don Manuel Ugarriza^á foja 130, 
y de don Pablo Redondo, á foja 142^ prueban que la pared del 
fondo cayó sin culpa de los inqoilinos, no existiendo la contra- 
dicción que entre ambas cre^ ver el actor ; porque si bien la 
fuerte tormenta de agua, como dice el primero^ determinó el de- 
rrumbe de la pared, la causa eficiente de éste, pudo ser el des- 
plome ocasionado por la antigüedad de la misma, como dice el 
segundo; más los demandados, faltando al deber legal de avi- 
sarlo inmediatamente al propietario, incurrieron en la respon- 
sabilidad de la pérdida del material ó número de adoves que 
dicha pared contenía; de manera que la partida número seis de 
la primera parte del informe pericial debe reducirse al valor de 
dicho material, reposición de la ramada y puertas que existieron. 

18^ Que tampoco son de legítimo cargo, en la reparación de 
los deterioros causados porciilpa délos inquilinos, el cambio de 
los tres pilares de la partida O, ni el reboque y pintado de la 
fachada del edificio, consignados en la partida L, de la segun- 
da parte de dicho informe, por lo cual debe descontarse el valor 
de aquellos en la primera, y suprimirse la segunda. 
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Por estos fundamentos, fallo definitiyamente, condenando á 
los sucesores de los demandados señores Aceña j compañía, al 
pago del importe líquido de las reparaciones presupuestadas 
en el informe pericial de foja 104, en la suma de 4775 pesos, 
con 46 centavos moneda nacional, reduciendo, á juicio de peri- 
tos, las partidas expresadas^ en los considerandos 17^ y 18^, j 
descontando el total de la partida referente al reboque y pin- 
tado de la fachada del ediñcio ; el pago de 250 pesos monedana- 
cional, durante el tiempo que á juicio pericial ha debido em- 
plearse en hacer dichas reparaciones y al do las costas del jui- 
cio. Bepónganse los sellos, y notifíquese original. 

David Zambrano. 



Fallo de la Svprema Corte 



Buenos Aires, Noviembre 80 de 1897. 

Vistos y considerando: Que la acción intentada se dirige & 
obtener se condene al demandado al restablecimiento de la co- 
sa locada á su estado anterior al contrato de locasion, con la 
supresión de las innovaciones realizadas durante el contrato y á 
la indemnización por los deterioros causados en la misma casa, 
pidiéndose además el pago de alquileres y costas. 

Que consta del documento de foja noventa y siete, reconocido 
por las partes y cuyo contenido está fuera de discusión, que el 
finado don Benigno Frias celebró en Abril de mil ochocientos 
ochenta y dos, con don Cesáreo C. Montero, un contrato por el 
que el primero daba en locación al segundo, la casa á que se re- 
fiere esta cuestión, debiendo durar la locación el término de 
tres años lo menos. 
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Qoe segan el artículo cuarto de dicho contrato, terminado el 
tiempo fijado para la locación, quedaría ésta renovada si Monte- 
ro lo solicitara» siendo preferido á otro solicitante siempre que 
pague el precio estipulado en el artículo segundo. 

Que establecida en la casa la tienda denominada c Buenos 
Aires >, por la sociedad formada en Teinte y siete de Junio del 
citado año de mil ochocientos ochenta y dos y que se componía 
de los señores Iguain, Gartabio y compañía, de don Guillermo 
Aceña y de don Cesáreo G. Montero, en los términos y bajo los 
oláusalas de la escritura de foja ciento sesenta y ocho, esa so- 
ciedad pretendió, veneido el contrato de locación con Montero, 
la renovación de ese contrato, haciendo valer la estipulación 
cuarta de que ya se ha hecho mención. 

Que el propietario rechazó tal pretensión, diciendo á don Gui- 
llermo Aoeña en diez y siete de Junio de mil ochocientos ochenta 
y cinco textualmente lo siguiente: c con respecto al artículo del 
contrato que quiere usted hacer valer, no tiene ninguna fuerza 
para mí, porque el contrato fué hecho con el señor Monterc, con 
quien hemos concluido, razón por qué tengo derecho de dispo- 
ner de mi casa >, según se ve en la carta mencionada de foja 
ciento veinte y una. 

Que á consecuencia de la actitud del propietario se celebró en 
Julio de mil ochocientos ochenta y cinco el contrato de loca- 
ción á que se refiere la escritura de foja diez y siete, según el 
que don Benigno Frias da en arrendamiento á don Guillermo 
Aceña, representante de la razón social Guillermo Aceña y com- 
pañía la casa antes locada á don Cesáreo G. Montero, sin 
expresar que aquel sea una continuación de éste y sin hacer re- 
ferencia de ningún género al último. 

Que las estipulaciones en los dos contratos son diferentes, 
además de la diferencia que se nota respecto á las personas que 
intervienen por la parte del locatario. 

Que de los antecedentes considerados surge el hecho, que 
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paed« repotarse incoatestable, de qoe celebrado el primer ooa- 
trato persoaalmente con don Cesáreo C. Montero j obrando 
éste ¿ su solo nombre, el locador no ha hecho acto qoe importe 
admitir el cambio de la persona obligada á so favor j con dere- 
chos en so contra, resoltando al contrario qne hizo manifesta- 
ción expresa de voluntad en el sentido de no estar ligado por 
relaciones legales sino con Montero, con quien deoia haber oon- 
cinido, gosando en so mérito de la libre disposición de la cosa. 

Qae si el contrato de mil ochocientos ochenta j dos fué cele- 
brado con Montero y si el locador no admitió qoe éste fuera 
reemplasado por la sociedad propietaria de la tienda Bueno s 
Aires, en sus relaciones con él, no cabe duda que aunque Mon- 
tero hubiese obrado como mandatario de una sociedad ya cons- 
tituida, los derechos y deberes procedentes activa j; pasivamen- 
te entre el locador Frias y el locatario Montero, de conformidad 
á lo dispuesto en el artículo mil nuevecientos veinte y nueve 
del Código Civil, ya que el caso no puede ser de ratificación 
desde que ésta requiere que el acto se celebre á nombre del qoe 
ratifica. 

Que el contrato de locación concluido entre don Benigno 
Frias y don Guillermo Aceña y compañía en Julio de mil ocho- 
cientos ochenta y cinco, es, pues, el punto inicial de la relación 
de derecho entre el propietario Frias y el locatario, cualesquie- 
ra que puedan ser los vínculos ó deberes que hayan ligado 6 
liguen á Montero con las personas en cuyo interés hubiera con- 
tratado. 

Qoe debe también tomarse en consideración que la circuns- 
tancia de haberse arrendado la casa en mil ochocientos ochenta 
y cinco sin reserva alguna respecto al pasado, hace presumir 
que el propietario había aceptado como convenientes las refor- 
mas hechas en la casa durante el contrato con Montero, asando 
del derecho que le acordaba el artículo quinto de ese contrato. 

Que la prueba abundante producida por la una y por la otra 
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de las partes j la confesión de las mismas deja plenamente ave- 
rigaado qne las innovaciones hechas en la casa se verificaron 
durante el contrato con Montero, y que dorante el contrato con 
Guillermo Aceña y compañía sólo se ha llevado á efecto la obra 
estipulada, en carácter de obligatoria, en el artículo tercero.' 

Que por tanto, dichas innovaciones no pueden fundar la acción 
deducida contra el demandado á ese proposito. 

Qne siendo ^1 primen contrato entre las partes el de mil ocho- 
cientos ochenta y cinco, la presunción legal respecto al estado ^ 
de la casa á esa fecha y desde que no se hizo la descripción re- 
lativa, es que ese estado era bueno, salvo la prueba contraria 
(artículo mil seiscientos diez y seis, Código Civil). 

Qne la prueba producida por el demandado no es suficiente en 
general para destruir la mencionada presunción. 

Que á la inversa, hay elementos probatorios que son bastan- 
tes & convencer que hay hechos de los demandados 6 de sus de- 
pendientes que han cansado daño á la casa^ ya por acción direc- 
ta^ como en lo que se refiere á botellas arrojadas en los techos 
de teja, con que están construidos todos los de la casa, ya por 
no haber adoptado medidas razonables para la conservación de 
los pisos. 

Que' en su virtud deben aceptarse como de legítimo abono las 
partidas que, para poner la casa en buen estado, se determinan 
á foja ciento noventa y cinco vuelta en el informe pericial de 
foja ciento noventa y cuatro, con las letras a, b, h, y m, que res- 
pectivamente representan el valor de cuatrocientos pesos^ de 
ochocientos catorce pesos, de veinte pesos y de veinte y cuatro 
pesos, dando una suma total de un mil doscientos cincuenta y 
ocho pesos moneda nacional. 

Por estos fundamentos se condena á los demandados al pago 
dentro de diezdias de la suma consignada en el último conside- 
rando de esta resolución, ósea, un mil doscientos cincuenta y 
ocho pesos moneda nacional* con sus intereses á estilo de Banco 

T. LXXI is 
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desde la fecha de ia demanda ; y se revoca la sentencia apelada 
de foja trescientos diez j seis vuelta en las demás consideracio- 
nes que contiene, á cayo respecto se absuelve á los demandados. 
Notifíquese 0on el original y repuestos los sellos, devuélvanse. 

BBNJAHIN PAI. — ABEL BAIAM. 
— OCTAVIO BUIfGB. — JUAN 
B. TOBEBIIT. * 



CAIJ8A CC€£iXXII 



Don Miguel de la Presilla contra el Banco Hipotecario Nacional; 

sobre posesión 

Sumario. — La posesión de inmuebles dados en locación, que 
se mande dar al Banco Hipotecario Nacional en virtud de lo dis- 
puesto por su ley orgánica, es sin perjuicio de los derechos del 
locatario . 



Cmo, — Don Miguel de la Presilla se presentó al juzgado, ex* 
poniendo: Que tiene conocimiento que, á pedido del agente del 
Banco Hipotecario Nacional, se ha mandado dar á éste la pose- 
sión de las fincas c Zonda o, las que tiene arrendadas á su pro- 
pietario don Lisandro Lloreras, según consta de las escrituras 
que acompaña, en las que se ha celebrado el contrato de loca- 
ción por el término de tres años. Que esa posesión no puede 
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darse oon perjaieíode sus derechos de locatario, adquiridos le- 
gítimamente, los cuales deben serle respetados oon arreglo á la 
carta orgánica del Banco, á la doctrina y disposiciones del Có- 
digo Gifil. Que él no puede ni quiere oponerse ni estorbar de 
ningún modo que las propiedades hipotecadas se yendan 6 que 
el Banco ejercite ios derechos que le correspondan, los que deben 
y pueden subsistir, no obstante el contrato de locación, cum- 
pliendo cada uno oon las obligaciones que, en tal caso, surjan 
para los interesados. 

Terminó pidiendo se deje sin efecto la posesión mandada dar 
al agente del Banco. 



Vallo del Swmm Federal 



San Juan, Agosto 26 de 1897. 

Vistos: Atentos los artículos 55 y 65 déla ley del Banco Hi- 
potecario Nacional, especial sobre la materia, no ha lugar á la 
suspensión del decreto de Agosto 20 del corriente año. 

Al otros!, como se pide, dejándose copia autorizada en autos. 

Álbarracirim 



Auto del Jíues Federal 



San Juan, Agosto 28 de 1897. 

Atento á lo dispuesto en el artículo 65 de la ley orgánica de! 
Banco Hipotecario Nacional, que prohibe á los jueces suspender 
6 trabar el procedimiento del Banco, para la venta en remate de 
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las propiedades hipotecadas, á menos que se tratare deteroería 
de dominio; y conforme á lo dispuesto en el artículo 212, ley de 
procedimientos nacional, concédese el reonrso interpuesto en 
relación y en el efecto devolutivo. Saqúese compulsa de los au- 
tos, prefijándose al escribano el término de dos dias, y remítase 
á la Suprema Corte, por conducto del correo, bajooertifíi'/ado, á 
costa del apelante,^ emplazándosele comparezca ante ella, den- 
tro de 15 dias á oir resolución. 
Al otrosí, téngase presente. 

A Ibarracin. 



Falto de I» Suprema €)arte 

Buenos Aires, Noviembre 30 de 1897. 

Vistos y considerando: Que según consta de las escrituras de 
fojas una á tres vuelta, el interesado don Miguel de la Presilla 
tiene en arrendamiento las fincas de que se trata en esta causa, 
por contrato celebrado con don Lisandro Lloverás, por el plazo 
de tres años y medio. 

Que el citado Presilla gestiona no que el Banco Hipotecario 
deje de hacer uso de los derechos que la carta orgánica le con- 
fiere, vendiendo y aun tomando la posesión legal de las cosas, 
que le están hipotecadas, sino que no se le estorbe en el ejerci- 
cio de los suyos en calidad de locatario. 

Que con arreglo al artículo tres mil ciento cincuenta y siete 
del Código Givilt el deudor propietario del inmueble hipotecado 
conserva el ejercicio de todas las facultades inherentes al dere- 
cho de propiedad, siempre que no se realice en detrimento de 
los derechos del acreedor hipotecario^ 

Que esa disposición, en lo que á arrendamiento se refiere, se 
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halla confirmada por el artíonlo coarenta y nneye de la ley or- 
gánica del Banco Hipotecario Nacional para el caso ocurrente, 
desde qae sólo requiere el consentimiento del establecimiento 
cuando el plazo del contrato exceda de cinco años. 

Que el respeto á un contrato de arrendamiento no se opone á 
que el Banco haga efectivo el derecho que le acuerda el articulo 
cincuenta y cinco de su ley, sustituyéndose al propietario en la 
posesión de la cosa y percibo de sus rentas, oponiéndose mucho 
menos al artículo sesenta y cinco que se refiere á la yenta del 
bien hipotecado, desde que según el artículo mil cuatrocientos 
noventa y ocho del Código Civil, enajenada la finca arrendada, 
por cualquier acto jurídico que sea, la locación subsiste durante 
el tiempo convenido. 

Forestes fundamentos, se revoca el auto apelado de foja seis 
vuelta, declarándose que la posesión mandada dar al Banco Hi- 
potecario* Nacional es sin perjuicio de los derechos del locatario 
don Miguel de la Presilla. Devuélvanse, debiendo reponerse los 
sellos ante el inferior. 

BBHJAMIII PAZ. — ABBL BAZAN. 
— OCTAVIO BÜNGB. — JCAN 
B. TORRBNT. 
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CAVSA CCCI.XXIII 



Contra Francisco Mastrangelo ; sobre extradición pedida 

por el \Gobiemo italiano 

Sumario. — No debe hacerse lagar á la eitradioion cuando 
por razón de prescripción el delito imputado no es sasoeptible 
de pena, segnn las leyes argentinas. 



Caso. — Resalta de las sígaientes piesas : 



VISTA nSGAL 

Buenos Aires, Julio de 1897. 

Señor Jue% : 

Los documentos acompañados para instruir el pedido de ex- 
tradición de Francisco Mastrangelo^ por el ministro plenipo- 
tenciariode Italia, son, en sentir de este ministerio bastante j en 
forma correcta para hacer atendible el pedido de extradición. 

No considero fundadas las consideraciones del precedente es- 
oríto, cuando se tacha la forma de esa documentación, reputan- 
do que no se han llenado los procedimientos que se detallan res- 
pecto al mecanismo y manera de diotar las sentencias en Italia , 
las diversas resoluciones de los tribunales están en la forma or- 
dinaria y llenan cumplidamente las exigencias del artículo... 
del Código de Procedimientos penal. 
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Bajo este ponto de Tísta creo que no hay discusión posible, 
pero sí la hay, y en condiciones favorables al reclamado, en la 
excepción de prescripción qne opone sn defensor, usando del de- 
recho que le acuerda el articulo... inciso... del citado código. 

Según consta de autos, el hecho de que se trata fué cometido 
el i^ de Febrero de 1880, y, en rebeldía del procesado, fué juz- 
gado y condenado á la última pena en 6 de Noviembre de 188i, 
habiendo transcurrido hasta hoy, desde que turo lugar el hecho, 
17 años y 16 días desde la condena referida. 

Ahora bien, poniendo este lapso de tiempo frente á lo esta- 
tuido por la ley penal italiana respecto de la prescripción se lle- 
ga á la siguiente conclusión. 

Que si bien es cierto que por el artículo 137 del Código Pe- 
nal italiano de 1859 el tiempo requerido para la prescripción 
de la pena de muerte es de 20 años, no es menos cierto que el 
artículo 143 del mismo código establece que cuando la senten- 
cia fuera dada en rebeldía tiene por efecto, someter nuevamen- 
te á juicio al condenado, admitiendo la diminución de la pena, 
si ello correspondiere. 

Esta revocabilidad de la primera sentencia en el caso de tra- 
tarse de un rebelde, que es el caso presente, cambia de faz á la 
sentencia, que viene á ser en realidad una orden para que una 
vez aprehendido se le someta á juicio y se entable contra él la 
acusación respectiva. De aquí, pue^, que en tales casos (el pre- 
sente) se haya de establecer el tiempo necesario á la prescrip- 
ción de la primitiva pena, sino el tiempo necesario para la pres- 
cripción de la acusación, que debe formularse nuevamente. 

Siendo, pues, lo único que hay contra el reclamado una acu- 
sación, es admisible la prescripción de 15 años que para ella se 
establece en el nuevo código italiano, lapso de tiempo que se ha- 
lla transcurrido con exceso, circunstancia que obsta á todo pro- 
cedimiento contra él. 

Por otra parte, si Y . S. tiene en cuenta qne por el nuevo có- 
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digo italiano está abolida la pena de muerte, la sentencia ea 
cuestión no puede ser válida, dado que establece una pena que 
los códigos italianos han borrado de sus disposiciones. 

El hecho de considerar admisible la prescripción en la ma- 
nera que lo dejo establecido me exime de entrar en más consi- 
deraciones á este respecto, pues ella basta y sobra por sí sola 
para que Y. S. resuelva este asunto negando la extradición que 
se solicita. 

J. Botet. 



Wmiim del Jíuex Federal. 



Buenos Aires, Setiembre 4 de 1897. 

Y fistos estos autos seguidos á solicitud de la Legación de 
Italia para la extradición del requerido Francisco Mastrangelo, 
sentenciado, en rebeldía, á la pena de muerte por homicidio en 
la persona deGaetano Pellegrino, oídos elrequerido, su defensor 
7 el procurador fiscal. 

T considerando : Que entre la República Argentina y el Rei- 
no de Italia no existe tratado de extradición, por lo que esta 
solicitud debe ser resuelta de acuerdo con las disposiciones del 
Código de Procedimientos en lo criminal. 

Que el delito porque ha sido procesado y condenado Mastran- 
gelo autorizan el procedimiento de extradición, por estar com- 
prendido en la disposición del artículo 646, inciso S**, del refe- 
rido código y en el artículo 2 de la ley de 25 de Agosto de 1885. 

Que con el pedido de extradición se han acompañado los an- 
tecedentes que exige el artículo 651 del código citado, los que 
han permitido al juzgado comprobar la identidad de la persona 
reclamada. 
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Qae la defensa se opone á la extradición del requerido, ale- 
gando como principal fundamento de su oposición la prescrip-- 
cion de la acción penal qne se había operado de acuerdo con los 
términos del artículo 71 del Código Penal italiano que actual- 
mente rige, defensa que autoriza el artículo 5<» del artículo 656 
de nuestro Código de Procedimientos en lo Criminal. 

Que habiendo sido procesado y condenado i la pena de muer- 
te MastrangelOy con arreglo á las prescripciones del Código Pe- 
nal italiano de 4859, y disponiendo éste en su artículo 143 que, 
cuando la sentencia fuere dictada en rebeldía, una vez habido el 
contumaz, debe someterse nuevamente á un juicio contencioso, 
admitiendo la diminución de la pena si ello correspondiere, es 
fuera de duda que ella no reviste el carácter de definitiva, v que 
en realidad viene á ser una orden para que una vez aprehendido 
el contumaz sea procesado entablándosele la correspondiente 
acusación. 

Que siendo ésta la situación legal del requerido, y habién- 
dose derogado la pena de muerte por el Código Penal que ac- 
tualmente está en vigencia en la nación italiana, es fuera de 
cuestión, siguiendo el principio de derecho universalmente 
aceptado que cuando hay una ley posterior , debe estarse á la 
más favorable al reo, que no podría condenársele á la pena de 
muerte sino á la de ergaslolo, que establece este mismo código 
ensn articulóla. 

Que disponiendo el artículo 91, inciso 1<^, del citado código, 
que la mencionada pena de ergaslolo se prescribe á los 29 años 
y habiendo transcurrido sólo 17 desde el día en que se consumó 
el hecho que motiva la presente solicitud de extradición, el juz- 
«gado declara no estar justificada la excepción de prescripción 
alegada por la defensa. 

Que, por último, el infrascripto se abstiene de considerar los 
argumentos aducidos de foja... referentes á la clasificación del 
delito y su castigo por no serle permitido aceptar cuestiones en 
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qae ¥a}'an enyaeltas la validez intrinseca de los docamentos 
producidos por el gobierno reqaireate (articulo 865 del Códi- 
go de Procedimientos). 

Por estos f andamentos y no obstante lo dictaminado por el se- 
ñor procarador fiscal, fallo: reohasando la excepción opaesta por 
la defensa y resuelvo acordar á títalo de reciprocidad la extra- 
dición del requerido Prancisco Mastrangelo, solicitada por la 
Legación de Italia. A este efecto en oportunidad se pondrial 
detenido á disposición del Ministerio de Belaoiones Exteriores 
con remisión de estos autos originales, dejándose constancia sa~ 
fíciente. 

Gervasio F. Granel. 



VISTA DBL SEfiOR PROCURADOR GBIIERAL 



Buenos Aires, Octubre 26 de 1897. 
Suprema Corte : 

En dictamen ante el Poder Ejecutivo, corriente á foja 27, ex- 
puse : que la excepción de prescripción surgiría forzosamente 
en el juicio contencioso, por haberse modificado el Código Penal 
Italiano de 1859, por el de 1889, y haber transcurrido más de 
16 años desde la perpetración del hecho que motiva la solicitud 
de extradición de Mastrangelo. 

La excepción ha surgido en efecto, y con caracteres, ámi jui- 
cio, definidos y aceptables. 

Habiendo sido condenado Mastrangelo en rebeldía con snj^ 
cion al régimen del antigao Código Penal italiano, esa conde- 
na quedó sin efecto ante la menor penalidad y declaraciones re- 
lativas á los juicios en rebeldía, según se desprende de los artí- 
culos 91 y 96 del código moderno. 
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Qoeda en pié sólo la acasaciou apoyada en las-eonstancias de 
U instroccion criminal, debiendo reabrirse el juicio y debatirse 
la cansa con toda amputad. 

No poede decirse que la prescripción proceda en tal caso con- 
tra la sentencia, que no pudiendo hacerse efectiva en las con> 
dieiones que fué dictado el fallo en rebeldía, carece ante el mo- 
derno Código Italiano de todo efecto legal. Sólo queda del pro- 
ceso el derecho de acusar, y ese derecho, no tratándose ya de 
pena capital, se prescribe por 15 años, según las referencias que 
tanto la procuración como la defensa han producido á fojas 62 
y 37. 

Por otra parte, se trata de juzgar un homicidio, no se des- 
prende de las constancias del sumario, ni premeditación, ni ale- 
Tosfa, ni tales circunstancias características de la agrayacion 
pueden presumirse antes de la declnracion de su existencia. 
La pena entonces aparentemente aplicable, sería de 18á2i 
anos de reclusión, según lo prescribe el artículo 364 del Código 
Italiano de 1889. 

El derecho de acusar por delito sujeto á aquellas penas, se 
prescribe á los i 5 años, según el Código Italiano, y á los 10 años 
según el artículo 89, inciso 2^, del nuestro^ cuando el delito ten- 
ga pena por tiempo determinado, aunque fuera presidio 6 peni- 
tenciaría. 

Nuestro Código de Procedimientos en lo criminal, prescribe 
en su artículo 655, inciso 5"", c que la prescripción de la acción 
penal debe apreciarse según las leyes del país requirente >. Pe- 
ro prescribe también por su artículo 667 c que cuando el delito 
que motiya la solicitud de extradición, tenga una pena menor 
en la República, el encausado no será extraído sino á condi- 
ción de que los tribunales del país que lo reclame le impondrán 
la pena menor. 

La pena del homicidio sin circunstancias agravantes, varía 
entre 6 y iO años de presidio, según el artículo 96, inciso 2^ 
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del Código Penal argentino. Si esa es la pena que los tribona- 
les del reino de Italia paeden imponer dada la condición legal 
déla extradición, proscripta en el artículo 667 citado, la pres- 
cripción de la acción y aun de la pena se ha operado, lo mismo 
ante el código italiano que ante el argentino, y las leyes sobre 
prescripción, nanea con más oportunidad deben aplicarse, que 
cuando, como en el caso mb-judice^ se trata de un extranjero 
que se ha yinculado al país^ formando una numerosa familia que 
alimenta con el froto de su exclusivo trabajo, y que, durante 17 
años se ha mostrado actiTO, trabajador y honrado, sin incurrir 
en infracción alguna de las leyes en la patria de sus hijos. Por 
ello solicito de Y. E. la revocación de la sentencia de foja 66, 
con declaración de estar proscripta la acción para acusar al pro- 
cesado. 

Sabiniano Kier. 



WmUm de I» Suprema Corte 

Buenos Aires, Diciembre V de 1897. 

Vistos y considerando : Que seguido juicio criminal ante las 
autoridades italianas contra Francisco Mastrangelo, acusado de 
homicidio voluntario calificado de asesinato con premeditación 
y alevosía en la persona de Gaetano Pellegrino, y de malos tra- 
tamientos voluntarios en la persona de su propia madre Besa 
Ourto, el citado Mastrangelo fué condenado en rebeldía á la 
pena de muerte, según resulta de laá piezas de fojas una á cuatro, 
con que entre otras se ha instruido el pedido de extradición. 

Que con arreglo al artículo quinientos cuarenta y tres del 
Código de Procedimientos Penal del Reino de Italia, el conde- 
nado en rebeldía á una pena criminal que se presente en cual- 
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qaier tiempo ▼olontariamente ó se oonstitaya en la cárcel 6 lla- 
gue al poder de la justicia antes que la pena sea proscripta, 
debe ser juzgado según el mérito de la causa y admitido á hacer 
su defensa como si oo hubiese estado en contumacia, tenién- 
dose como no producida la sentencia contra él proferida en lo 
que á la pena se refiere. 

Que, por consigniente, no puede decirse que en el caso se trate 
de un pedido de extradición basado en una condena irrevocable- 
mente pronunciada, lo que permite apreciarlo con el criterio 
que oorresponde al individuo procesado, y no al individuo ya 
juzgado. 

Que aunque la república ha estada ligada con el Beino de 
Italia por un tratado de extradición canjeado el catorce de 
Enero de mil ochocientos setenta, ese tratado dejó de reglar sus 
respectivas relaciones, á consecuencia de haber sido denuncia- 
do por el gobierno argentino, y aunque también se tramita la 
conclusión de otro sobre ta misma materia, aprobado ya por la 
ley del congreso de Noviembre de mil ochocientos noventa y tres 
número tres mil treinta y cinco, esta convención no está debi- 
damente canjeada. 

Que en defecto de tratado, que como se ha dicho no existen 
obligatorios para la nación requirente y la requerida, debe juz- 
garse aplicando las reglas establecidas por nuestras leyes. 

Que según el artículo seiscientos cuarenta y seis, inciso se- 
gundo, del Código de Procedimientos en lo Criminal, á falta de 
tratados, sólo es procedente la extradición según el principio 
dje reciprocidad ó la práctica uniforme de las naciones. 

Que es indudable que el principio aceptado por nuestro país, 
en BUS relaciones con las naciones europeas, probados por todos 
los tratados con ellas celebrados, es que no hay lugar á la extra- 
dición cuando la acción para acusar^ tratándose de un procesa- 
do esté proscripta, sea por la ley del país requirente ó por la ley 
del país requerido. 
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Qae ese mismo prineipio estaba consignado en el artíenlo 
coarto del tratado con el Reino de Italia que se ha mencionado, 
7 está incorporado al tratado en tramitación, también recorda- 
do en sn articulo ocho. 

Qoe el derecho de acosar por delitos que tengan pena de 
muerte, presidio 6 penitenciaría por tiempo indeterminado, se 
prescribe por el lapso de quince años, segnn lo dispone el inciso 
primero, artículo ochenta y nueve del Código Penal argentino, 
de suerte que admitiendo la calificación del delito hecha por los 
tribunales italianos en esta cansa, los que se imputan i Has- 
trangelo estarían prescriptos, de conformidad con nuestra ley. 

Que con arreglo al artículo seiscientos sesenta y siete del Có- 
digo de Procedimientos en lo criminal, cuando la extradición 
procede, el encausado no será extraído sino á condición de que 
los tribunales que lo reclaman le impondrán la pena menor, si 
menor fuera la establecida por nuestras leyes, de lo que sorge 
la doctrina de que cuando no haya delito susceptible de serpe- 
nado según las leyes argentinas la extradición no debe ser 
acordada. 

Que dictada la sentencia de foja primera en el año mil ocho- 
cientos ochenta y uno, y pedida la extradición en el año co- 
rriente^ es evidente que han transcurrido más délos quince anos 
requeridos para la prescripción. 

Por estos fundamentos y concordantes de la vista del señor 
Procurador general, de foja setenta y ocho, se revoca la senten- 
cia apelada de foja sesenta y seis y se declara no haber lugar á 
la extradición solicitada. Notifíqnese con el original, y devuél- 
vanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JOAN E. 
TORRKNT. 
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€JAVSA CCCI.XXIV 



Contra J. Dodero y compañía; sobre pago de dobles derechos 

Sumario k — Debe ser penada la falsa manifestación qae ha 
podido pasar desaperoibida. 



Caso. — Resalta de la 



RiaOLDCION DE LA ADUAHA 



Buenos Aires, Mayo 30 de 1805. 

Vistos : La dennnoia de la oficina de registros, el esorito de 
los señores J. Dodero y compañía 7 el precedente informe de la 
sontadarfa ; 7 considerando : 1^ Que está expresamente reoo- 
noeido por el interesado qae el alcohol de qne se trata es rhum, 
en vei de aguardiente^ como se había manifestado. 

2® Que en sn defensa el interesado ha alegado ser exacta la 
manifestación hecha en el conocimiento 7 qne ella ha debido 
ser tenida en caenta^ lo qae en nada excluye sn responsabili- 
dad, paes la 107 prescribe la manifestación exacta en el despa- 
cho, fuera de la que corresponde hacer en el conocimiento; 
siendo de notar que el fallo citado á foja 6 no es pertinente, 
pues él se refiere á la copia de factura 7 á una operación distin- 
ta de la del CMO sub'judice. 
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3® Qae no es admisible tampoco ia interpretación dada en el 
escrito del denunciante, al artículo 311 de las Ordenanzas. En 
efecto, la citada disposición no distingue los casos en que la 
mercadería esté documentada á depósito ó' á despacho, sino 
que consagra de un modo absoluto la facultad de inspeccionar 
que tiene la aduana en las mercaderías. Existen además en el 
título del depósito muchas disposiciones referentes al despacho 
directo. La disposición citada ha sido así interpretada por la 
superioridad al acordar por el artículo 147 del reglamento in- 
terno á los guarda-almacenes, el derecho de revisar las merca- 
derías que entregan, sin distinguir la forma en que están docu- 
mentadas. 

4® Que la declaración en el despacho de ignorando liiraje no 
se refiere á la calidad de la mercadería sino á su cantidad, lue- 
go, la manifestación del artículo, en cuanto á la primera, estaba 
definitivamente hecha. 

5® Que la existencia de un rótulo en algunos de los cascos 
no exoinye la posibilidad deque la infracción pase desapercibi- 
da, pues, como lo observa la Contaduría, en una partida mayor 
pueden perfectamente pasar como de aguardiente los cuatro 
cascos de que se trata. 

Por estos fundamentos, y de acuerdo con los artículos 128, 
030 y 1054 de las Ordenanzas, fallo : condenando á los señores 
Dodero y compañía al pago de dobles derechos sobre la diferen- 
cia denunciada, que se adjudicarán por partes iguales al fisco y 
a) denunciante. Hágase saber, repónganse los sellos y pase á 
Contaduría para su cumplimiento. 

J. Martinez Castro. 



Í1 
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Fallo «01 jr«M VcdMtt* 



Buenos Aires, Abril 38 de 1897. 

T vistos : Por sos fundamentos y de eonformidad eon lo so- 
licitado por el señor Procurador fiscal, se confirma, con costas, 
la resolución administrativa de foja 13. Notifíquese con el ori- 
ginal 7 en oportunidad devuélvansir á la Aduana estas actoacip* 
nos á los'efectos correspondientes. Bepóngaseel papel. 

Gervasio!. Granel. 



VISTA DBL SBftOn PROGUBADOE GBNEBAL 



Buenos Aires, Setiembre 15 de 1897. 
Suprema Corte :^ 

La resolución administrativa de foja i3, á que se refiere la 
sentenoia apelada de foja 88, ha desvirtnado uno por uno, los 
fuEdamentos de la expresión de agravios del recurrente. 

Loe considerandos de aquella resolución ae ajustan á las cons- 
tancias de autos y sus oonelnsionas tienen su fundamento legal 
en los artículos 1S8, 030 y i054de las Ordenanzas. 

Por ello, no obstante lo alegado en contrario, pido á Y. E. se 
sirva confirmar la resolución recorrida de foja 33. 

Sabiniano Kier. 



T. LUÍ 18 
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FAlto de I A SapreMA Corte 



Buenos Aires, Diciembre 2 de 1897. 

TistoB: De acuerdo con lo expuesto j pedido por el señor Pro- 
curador general y por sus fundamentos, se confirma, con costas, 
la sentencia apelada de foja treinta y tres, y repuestos los se- 
llos, doYuélTanse. 

benjamín PAZ. — AB£L BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. 



CAOfi^A C:CCl.}KXV 



Don Lisandro Riveras en el juicio de doña Antonia Josefa y 
Escolástica Prieto, contra doria María Baruttiy por reten- 
don de un inmueble; sobre apelación denegada y rechazo de 
una petitdon. 

Sumario. — i^ Es apelable, el auto por el cual se rechaza 
la petición de un tercero para^ que se haga saber á los encarga- 
dos de ejecutar una sentencia dictada por los tribunales provin- 
ciales, que las providencias dictadas en el juicio no afectan sus 
derechos. 

2^ Si esos derechos han sido dejados á salvo en el juicio, la 
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petieion mencionada debe substanciarse con arreglo á derecho, 
7 no ser rechazada in limine. 



Caso. — Don Lisandro Biveros se presentó al juzgado di- 
ciendo: Que ha seguido un juicio ante los tribunaltss de la pro- 
vincia, contra don Antonio Prieto, sobre desalojo de una casa 
ubicada en la calle Corrientes esquina Rioja, habiendo obteni- 
do en él, por sentencia dictada en primera y segunda instancia, 
que se ordenase el desalojo solicitado y que se llevara á efecto 
por medio de la fuerza pública. 

En el acto de darse cumplimiento á las sentencias expresa- 
das, ordenó Y. S. que se suspendiese el lanzamiento, haciendo 
saber al juez de paz que conocía de la causa y al señor jefe de 
policía, que debía facilitar y facilitó la fuerza pública para 
que se llevara á cabo. 

Que no siendo parteen el juicio que siguen los señores Prieto 
contra María Baruttí, ni en el incidente que han seguido las pri- 
meras sobre retención, es evidente que no le afectan las provi- 
dencias dictadas en uno y otro y menos pueden impedir el cum- 
plimiento de una sentencia ejecutoriada, expedida á mi favor 
por los tribunales de la provincia. 

Que así lo ha declarado la Suprema Corte de justicia fede- 
deral, con motivo del recurso interpuesto por mi parte en el in- 
cidente á que mo refiero. 

Que solicita, pues, que se mande dirigir oñcio al juez de 
Paz y al jefe de policía, haciéndoles saber que las providen- 
cias dictadas en el incidente de retención que siguen las seño- 
ras Prieto con doña María Baruttí, no afectan mis derechos , 
ni impiden el cumplimiento délas sentencias dictadas por los 
tribunales de la provincia en el juicio que he seguido sobre 
desalojo. 
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FaIIo del Jíaem rederal 

Mendoza, Febrero 15 de 1897. 

Estando ejeootoriada la resolocion que declara el derecho de 
retención en favor de las señoras Prieto, é importando la pr6« 
cedente petición el desconocimiento ó la anulación de ese dere- 
cho bajo un antecedente discutido, no .ha lugar. 

Severo G. del Castillo. 

Don Lisandro Biveros apeló y se le negó el recurso por el si- 
guiente : 




i 'M 



Fallo del Jíues Vederel 

Mendoza, Febrero 17 de 1897. 

Habiéndose declarado por la Suprema Corte que el peticio- 
nante no es parte en este juicio y que de consiguiente no pue- 
de formular peticiones ni interponer recursos de lo que en él 
se resuelva^ entrabando el procedimiento, mientras no se pre- 
sente en forma legal, no ha lugar á lo pedido. 

Repóngase el papel. 

Severo G. del Castillo. 



Fallo de la Sap 



Oorte 



Buenos Aires, Diciembre 2 de 1887. 

Autos y vistos : Considerando que el auto recurrido trae 
gravamen irreparable* en ouyo caso ha debido otorgarse el re- 
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curso, de oonformidad con elartíoalo doscientoB seis de la ley 
de procedimientos. 

Por ello, se declara mal denegada la apelación. 

Y considerando, en cuanto al fondo : que la resolución de fo- 
ja sesenta ha declarado explícitamente que la parte de Bive- 
ros conserva la integridad de sus derechos para hacerlos valer 
ante quien 7 como corresponda, estableciendo igualmente que 
no puede perjudicarle el juicio entre doña María Barutti y. las 
señoras Prieto y su resultado. 

Que por consiguiente, el inferior no ha podido desechar in 
limine la petición de foja setenta, fundándose, contra la reso- 
lución recordada de esta Suprema Corte, en que tienen contra 
el recurrente la fuerza de la cosa ejecutoriada, lo dispuesto en 
el expresado juicio. 

Por esto, se revoca el auto apelado de foja setenta y nna 
vuelta, declarándose que el inferior debe sustanciar y resolver 
conforme á derecho la petición del recurrente, de foja setenta. 
Agregúense estas actuaciones al expediente remitido, y de- 
vuélvanse previa reposición de sellos. 

BBNJAION PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGB. — JUAN 
B. TORRENT. 
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CAUSA CCCI4XXVI 



Contra don L Landereau, por imposición de dobles derechos ; 

sobre apelación 



!.2- 



Sumario. — Es apelable la resolacioo de adaaDS q^oe impone 
penas, aunque se funde en la clasificación inapelable hecha por 
la dirección de rentas. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas : 



RESOLUCIÓN DE ADUANA 



J : 



'^ í 



Buenos Aires, Noviembre 25 de 1896. 

Vistos: El parte de foja 3 7 la precedente resolución de la 
Dirección general de rentas, que clasifica la mercadería dentro 
délas partidas números 250 7 252; de acuerdo con los ártico - 
los 1S5, 930 7 lOM de las ordenanzas, fallo : 

Condenando al comerciante al pago de dobles derechos sobre 
la diferencia de manifestación, que se adjudicarán por mitad al 
fisco 7 al denunciante. 

Hágase saber, pase á contaduría para su cumplimiento, 7 re- 
pónganse los sellos por la casa* 

Con constancia, TueWa para su archivo. 

Juan Martin Castro. 



DB JUSTIGU (NACIONAL 



199 



Fallo 4el JFues JPederal 



Buenos Aires, Junio 15 de 1897. 



Y Tistes: Considerando- qao el presente expediente sólo 
yeraa sobre el verdadero aforo qne corresponde aplicar á la 
mercadería solicitada á despacho por el recurrente. 

Qne en tal concepto y atento lo que dispone el artículo 138 
de las ordenanzas de aduana, la Dirección general de rentas 
determinó la partida de la tarifa á que debían aforarse las 
mencionadas mercaderías, la que sirvió de base al fallo de fo- 
ja 8, dictado por la administración de la aduana. 

Que estas resoluciones son obligatorias tanto para el comer- 
ciante como para la aduana, y por consiguiente inapelables, á 
estar á lo dispuesto en el artículo 137 de las ordenanzas, como 
lo ha resuelto este juzgado en numerosos casos, que la Corte 
ha confirmado; entre otros, en el que se registra en el tomo 8^, 
página 152 déla 4* serie de sus fallos. 

Por estas consideraciones y de acuerdo con lo dictaminado 
por el Procurador fiscal, declaro mal concedido el recurso de 
apelación, con costas, y repuestos que sean los sellos, deyuél- 
Tanse estas actuaciones ala aduana d6 la capital para qne se 
cumpla la resolución administrativa. Notifíquese con el ori- 
ginal. 

Gervasio F. Granel. 
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YISTA OBL MAOR MOGURADOR GENERAL 



Suprema Corte : 



Baenos Aires, Setíembiis 13 de 1897. 



Ningno f andamento legal se ha alegadi), ni taoipooo aparece 
de autos, qqe dé fundamento al recurso de nulidad. 

En cnanto al de apelación, me limito á invocar las prescrip- 
ciones legales citadas en la petición fiscal de foja 22 7 los fun- 
damentos del auto recurrido de foja 24, para pedir á V. S. su 
confirmación. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de I» HaprmMa Corte 



Buenos Aires, Diciembre 3 dB.1897. 

Vistos y considerando: Que la resolución de la aduana, co- 
rriente á foja ocho, impone la pena de dobles derechos al intro- 
ductor de la mercadería á que se refieren estos autos,fund ándese 
en que dicho introductor manifestó camisetas de punto de lana 
7 de algodón en lugar de camisetas de seda 6 mezcla* 

Que si bien la clasificación de la mercadería que haga la Di* 
recciou de rentas es inapelable, según lo establecen los artícu- 
los ciento treinta 7 cinco 7 ciento treinta 7 siete de las orde- 
nanzas de aduana, no sucede lo mismo con las resoluciones que^ 
como la pronunciada en este caso, impone la pena de dobles de- 
rechos al Gomereiante, según lo tiene resuelto esta Suprema 
Corte, entre otras, en la causa que se registra en el tomo se- 
senta 7 tres^ página ciento setenta de sus fallos. 
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Qiie la r<»8olucion de esta Saprema Corte inserta ea el tomo 
oincaenta y ocho, página ciento cincuenta y dos, qae ha sido 
citada en el auto apelado, no se op)ne á estas conclusiones, por 
cuanto eo ese caso no se disentía la penalidad, aceptando como 
definitivo y conclnyente el pronunciamiento de la Diroocion de 
rentas, sobre la calidad. 

Por esto, se rsTOca el anto apelado de foja veinte y cuatro, 
y vuelvan aljues federal para que, tomando en consideración 
el recurso llevado ante él^ resuelva lo que por derecho corres- 
ponda. Bepóngase el papel. 

BBNJAMIN Paz. — ABEL BAZAN, 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
B^ TORBENT. 



«JADHA CCXXX.l^VIl 



Don Francisco Francioni, contra Torres^ Sturtza y C*, por co- 
bro de pesos; sobre pruebas de una excepción y término ex- 
traordinario. 

Sumario. — La ley de procedimientos nacionales que admite 
la prueba en las excepciones, no prohibe la concesión del tér- 
mino extraordinario . 



Caso. — Los demandados, sin contestar la demanda, opusie- 
ron la excepción de incompetencia por ser uno de ellos extran- 
jero, lo mismo que el demandante. 
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El joez recibió la excepción aprueba, y habiendo la parte 
demandada solicitado próroga del término acordado, y conce- 
sión de término extraordinario, el jaez hizo logar á la primera 
y confirió traslado respecto de lo último. 

Evacuándolo el apoderado del actor^ manifestó que el término 
extraordinario no procedía en las excepciones dilatorias, por 
analogía á lo que ocurre en el juicio ejecutiyo. 



Fallo del Jíues rederal 

Buenos Aires, Julio 90 de 1897. 

Por los fundamentos del presente escrito, no ha lugar al tér- 
mino extraordinario solicitado, y tipercibido el juzgado que por 
error se ha concedido, en la providencia de fecha 18 del cor- 
riente, próroga del término de prueba, pues la causa fué reci- 
bida á prueba por todo el de la ley, no habiendo por consiguien- 
te lugar á próroga, déjase sin efecto, en esa parte^ la referida 
providencia y corran los autos según su estado. 

Campillo. 



Callo de la Huppeikia Corte 

Buenos Aires, Diciembre 2 de 1896. 

Vistos y considerando: Que el artículo setenta y siete de la ley 
de procedimientos, reglando el que corresponde á las excepcio- 
nes dilatorias, manda que el artículo se reciba á prueba, aun- 
que no lo pidan las partes, si el juez lo estimare necesario, sin 
agregar disposición alguna tendente á limitar el término de 
prueba ó á establecer uno especial . 
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Qoe^ en oonsecoeneia debe estarse al respecto á las reglas 
generales establecidas en la expresada ley (articalos ooyenta 7 
uno 7 sigoientes). 

Por estos fundamentos, sereToca el auto apelado de foja tres 
Tuelta, del cnaderno de prueba del demandado, y devuélvanse 
para que el inferior, apreciando la petición de término extraor- 
dinario de prueba, resuelva sobre ella con arreglo á derecho. 
Bepóngase el papel . 

benjamín paz. — ABEL BAZA|f , 
— OCTAVIO BCNGE • — J0AN 
E. TORRENT. 



CAIJ8A €€:Cl4XXYIII 



El doctor don José Gregorio López, contra el Banco Hipoteea^ 
rio de la provincia de Buenos Aires, por cobro de pesos; sobre 
apelación denegada. 

Sumario. —El auto de solvendo no es apelable. 



Caso.^ — El apoderado del Banco se presentó ante la Suprema 
Corte deduciendo recurso de hecho del auto de solvendo dictado 
por el jues federal de La Plata en la ejecución que por cobro de 
honorarios seguía el doctor José O* López contra dicho estable- 
cimiento. Dijo que el juez le había negado los recursos de re- 
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posición 7 apelación de ese auto, qae no podía haber sido dicta- 
do contra el Banco, por hallarse éste en moratorias. 



nMm de Is Saprems CtaPto 

Buenos Aires, Diciembre 3 de 1887. 

Autos 7 vistos : Téngase por parte al solicitante en mérito del 
poder acompañado, el que será devuelto bajo constancia ; 7 re- 
sultando de su propia eiposicion que el auto de que recurre es 
el de solvendo ; que con arreglo al artículo trescientos de la 107 
de procedimientos, sólo son apelables en el juicio ejecutivo los 
autos que se declaren tales en esa Ie7 ; que el auto de solvendo 
no está comprendido entre los declarados apelables, lo que se 
confirma por la disposición contenida en el artículo doscientos 
cincuenta 7 cuatro de la citada 107. 

Por ésto, se declara bien denegado el recurso; repuesto el 
papel, remítase al juez de la causa para la agregación de estas 
actuaciones á sus antecedentes. 

BERIAMIN PAZ. — ABEL BASAR. 
— OCTAVIO BDIIGE. 
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CAUSA CCCXXXIX 

Criminal, por muerte de Teresa Deboí ; sobre competencia 

Sumario. -^Lbl revisión de la cansa, y aceptación del suma- 
rio importa prevención en sn conocimiento. 



Caso. — La prefectura marítima remitió al juez federal de 
La Plata, el sumario instruido con motivo de la muerte de Te- 
resa Debot. 

VISTA FI8GAL 

Buenos Aires, Setiembre 18 de 1897. 
Señor Juez : 

El fallecimiento de Teresa Debot ha ocurrido en el arroyo 
«Romero »• jurisdicción de San Fernando. 

Es competente para conocer del hecho el jues federal de lo 
criminal de la Capital de la Nación, de acuerdo con el artíoa- 
lo 3*^, inciso 2^, de la ley de 14 de Setiembre de 1853. 

G. G. Vieyra 



W'waim «•! Smmm Wmúmtml 



U puta, Oetubre 31 de 1887. 

Y vistos : Declárase competente este juzgado para coaocer en 
estaMoaa, por habar prevenido en ella y de acuerdo con el ar- 
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tícalo S^, inciso 2®, ley 14 de Setiembre 1863 y vaelva al Pro- 
curador fiscal, para que pida lo que corresponda. 

M, S. de Aurrecoechea. 



VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 
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Suprema Corte: 



Buenos Aires* Noviembre 12 de 1897. 



La regla establecida en el artículo 3*, inciso 2^, de la ley de 
1863, sobre competencia de la justicia nacional atribuye la ju- 
risdicción para juzgar los delitos cometidos en los rios, islas y 
puertos argentinos al juez que se halle más inmediato al lugar 
del hecho, 6 á aquel en cuya sección se encuentren los crimina* 
les, según sea el que prevenga en la causa. 

La ley de organización de justicia de la Capital^ de 1886, con- 
firma aquella regla, pues el artículo 111 atribuye á los jueces 
de la Capital, en primer término^ según su inciso 12, el conoci- 
miento de los delitos cometidos en los rios, islas y puertos, 
cnando el lugar donde fuese cometido el hecho, quede más pró- 
ximo á la Capital que al asiento de los demás jueces federales. 

Es verdad que estas reglas se modifican cuando ha habido 
prelacion en el conocimiento de la causa. Pero no creo que esa 
prelacion pueda invocarse en el caso en que no existe preso so- 
metido á la jurisdiecii>n del juez a quo, ni otro antecedente que 
la remisión de la cansa por la subprefectura marítima. 

Adhiriendo por ello, alo expuesto por el Procurador fiscal en 
primera instancia, pido á Y. E. se sirva revocar el auto de foja 
7, y declarar que el conocimiento corresponde al juzgado fede- 
ral de la Capital. 

Sabiniano Kter. 
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Fallo de Ia Suprenm €?orto 



Buenos Aires, Diciembre 4 de 1897. 

Vistos 7 considerando : Que según resolta de autos, el juez de 
la sección de Buenos Aires ha prevenido en el conocimiento de 
la causa. Por esto, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 
tercero, inciso segundo, de la ley de jurisdicción, y ciento once, 
inciso doce, de la ley orgánica de los tribunales de la Capital, 
con la jurisprudencia de esta Suprema Corte, se confirma el 
auto apelado de foja siete. Devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUN6E. — JUAN 
B. TORRENT. 



CAUSA CJCCI^XXX 



Criminal contra el patrón de la balandra c Flor de la Boca *, 
por infracción i las leyes de aduana; sobre competencia 



Sumario. — La remisión y aceptación del sumario, importa 
prevenir en el conocimiento de la causa. 
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Caso. — Lo explica la 
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VISTA FISCAL 



Señor Juez: 



Buenos Aires, Mayo 39 de ]897. 



Versan estas aotaaciones sobre infracciones á disposiciones 
de la ley de aduana ú otras de carácter fiscal, por atribuirse al 
patrón de la balandra c Flor de la Boca > el trasporte y venta 
de mercaderías por los rios é islas, siu el permiso ó autoriza* 
cion de autoridad competente. 

El artículo 3% inciso 2% de la ley de 14 de Setiembre de 1863 
prescribe que delitos dé esta naturaleza deben ser juzgados por 
el juez que se halle mis inmediato al lugar del hecho, y estando 
situado el lugar donde fué encontrada la balandra c Flor de la 
Boca», ea la sección 4* de islas, arroyo Carabelas, partido de San 
Fernando^ es evidente que el juez más inmediato es el de la Ca- 
pital déla Nación, al que estaría reservado el conocimiento y de- 
cisión de esta causa y noá Y. E. que tiene el asiento del juzgado 
á mayor distancia que aquél . 

Este principio ha sido además consagrado por la jurispruden- 
cia eñ más de un caso. 

Opina, en consecuencia, el suscrito que Y. S. debe declinar el 
conocimiento de estas actuaciones y remitirlas sin más trámite 
al señor juez federal de lo criminal de la Capital de la Nación. 

G. G. Vieyra. 
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Vallo del Summ Veémrmí 

La Plata, Octubre 20 de 1897. 

Y Tistos : Este sumario instruido en la subprefectura del Ti- 
gre, con motivo de haberse detenido la embarcación < Flor de la 
Boca », 7 sobre infracción á^disposicipnes déla ley deadoana. 

T oonsiderando : i"" Qoe el articulo 3^, inciso 2°, de la ley de 14 
de Setiembre de 1863 prescribe en su parte in /íne el juzgamien- 
to de estos hechos, bien por el juez más próximo al logar del 
hecho, ó por aquel en coya sección se encuentren los criminales, 
según sea el que prevenga en la cansa. 

2* Que si bien el hecho ha ocurrido en la sección 4* de las is- 
las, partido de San Fernando, por lo que sería competente el juez 
federal de la Capital de la Nación, no puede el sub-judice ser 
asi considerado, pues este juzgado ha prevenido en la causa. 

Por ésto, no obstante la precedente vista, se declara este juz- 
gado competente^ y vuelva al Procurador fiscal para que pida lo 
que curresponda. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 



VISTA DEL SESOR PROCURADO R GENERAL 

Buenos Aires, Noviembre 12 de 1897. 

Suprema Corte: 

La regla establecida en el articulo 3"*, inciso 2*^, de la ley de 
1863^ sobre competencia de la justicia nacional atribuye la ju- 
risdicoion para juzgar los delitos cometidos, en los rios, islas 6 
puertos argentinos, al jnezquese halle más inmediato al lugar 
del hecho, ó á aquel en cuya sección se encuentren los crimina- 
les, según sea el que prevenga en la causa. 

T. LZXl 14 
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La ley de organización de justicia de la Capital de 1866, con- 
firma aquella regla ; paes el artículo 111 atribuye á los jueces 
de la Capital, en primer término, según su inciso 12, el conoci* 
miento de los delitos cometidos en los rios, islas y puertos, 
cuando el lugar donde fué cometido el hecho, queda más próxi- 
mo á la Capital que al asiento de los demás jueces federales. 

Es verdad que estas reglas se modifican cuando ha habido 
prelacion en el conocimiento de la cansan Pero no creo que esa 
prelaciop pueda invocarse en el caso, en que no existe preso so- 
metido á la jurisdicción del juez aquo, ni otro antecedente 
que la remisión de la causa por la snbprefectura marítima. 

Adhiriendo por ello á lo expuesto por el Procurador fiscal en 
primera instancia, pido á Y. E. se sirva revocar el auto de foja 
47^ y declarar que el conocimiento corresponde al juzgado fede- 
ral de la Capital. 

Sabiniano Kier. 



FaIIo de ím Suprema Corte 

Buenos Aires, Diciembre 4 de 1897. 

Vistos y considerando: Que según resulta de autos, el juez de 
la sección de Buenos Aires ha prevenido en el conocimiento de 
la causa. 

Por esto, de acuerdo eon lo dispuesto en los artículos tercero, 
inciso segundo, de la ley de jurisdicción, y ciento once, inciso 
doce, de la ley orgánica de los tribunales de la Capital, con la 
jurisprudencia de esta Suprema Corte, se confirma el auto ape- 
ladode foja diez y siece. Devuélvanse. 



BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGE, — JUAN B. 
TORRENT. 
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CAUSA CC^CXXXXI 



Criminal contra Abelardo Goyoty otro, por falsificación 
de billetes de banco ; sobre competencia 

Sumario. — La remisioa y aceptación del samario importau 
prevenir en el conocimiento de la cansa. 



Caso. — Resnlta de las siguientes piezas : 



VISTA FISCAL 

Señor Juez : 

Con arreglo al artículo 3^, incisoS'', de la ley de 14 de Setiem- 
bre de 1863 y jurisprudencia establecida por la Suprema Corte 
en la cansa 105, serie 4*, p.igina 117 de sus fallos, no es Y. E. 
competente para conocer y decidir del presente caso, sino el 
señor jnez federal delocriminal de la Capital de la nadon, qne 
es el qne está más inmediato á Las Conchas, en que ocurrió el 
hecho que ha dado lugar á este sumario. 

Sírvase Y. E., en consecuencia, desprenderse de estos antece* 
dentes y remitirlos á aquel magistrado. 

G. G. Vieyra. 
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rallo del Juea Federal 

La Plau, Octubre 22 de 1897. 

Habiendo preveDido este juzgado en la presente cansa, se de- 
clara competente, con arreglo al articulo 3°^ inciso 2°, de la ley 
14 de Setiembre de 1863, y vuelva al fiscal para que pida lo que 
corresponda. 

Aurrecoechea. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Suprema Corte : 



Buenos Aires, Noviembre 17 de 1807 



La regla establecida en el artículo i^, inciso 2", de la ley de 
1863, sobre competencia de la justicia nacional, atribuye la 
jurisdicción para juzgar los delitos cometidos en los rios, islas 
y puertos argentinos, al juez que se halle más inmediato al lu- 
gar del hecho, ó á aquel en cuya sección se encuentren los cri- 
minales, según sea el que prevenga en la causa. La ley de or- 
ganización de justicia de la Capital de 1889 confirma aquella 
regla, pues el artículo 111 atribuye á los jueces de la Capital 
en primer término, según el inciso 12, el conocimiento de los 
delitos cometidos en los rios, islas y puertos, cuando el Ingar 
donde fuese cometido el hecho, quede más próximo á la Capi- 
tal que al asiento de los demás jueces federales. Es verdad 
que estas reglas se modifican cuando ha habido prelncion en el 
conocimiento de la causa. Pero no creo que esa prelacion pueda 
invocarse en el caso, en que no esiste preso sometido á la jo- 
risdicciondel juez a quo, ni otro antecedente que la remisión 
de la causa por la subprofectura marítima. 
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Adhiriendo por ello á lo expuesto por el Procarador fisoal 
en primera instancia, pido á Y. S. se sirva revocar el auto de 
foja 12 7 declarar qne el conocimiento corresponde al juzgado 
de la Capital . 

Sabiniano Kier. 



WwMo de ím Suprem» Corte 

Buenos Aires, Diciembre 4 de 1897 (1). 

Vistos 7 considerando : Que según resultado autos, el juzga- 
do de la seccionde Buenos Aires, ha prevenido en el conoci- 
miento ep el conocimiento de la cansa. 

Por esto, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos tres, 
inciso dos, de la Ie7 de jurisdicción, 7 ciento once, inciso doce, de 
la Ie7 orgánica de ios Tribunales de la Capital, con la jurispru- 
dencia de esta Suprema Corto, se confirma el auto apelado de 
foja doce. Devuélvanse. 

BEIUAMIN PAZ. — ABEL BAZAN • 
— OCTAVIO BÜNGE. — JUAN 
£. TORRENT. 

(1) En la misma fecha se dictó igual sentencia en los sumarios instrui- 
dos contra Luis Giudice y Jacinto Russitti, acusados de homicidio come- 
tido respectivamente en el arroyo « Cruz Colorada » y en el arroyo « Ca- 
rapachay », ambos de la jurisdicción del pardidode Las Conchas, provin- 
cia de Buenos Aires ; y en la causa formada con motivo de la muerte de 
Felipe Delgadino, ocurrida en el rio Paraná, frente á San Nicolás de los 
Arroyos, y en la formada también por muerte de Bernardo Oliveras, su- 
cedida en el rio Paraná, frente á San Pedro. En los cuatro juicios el Pro- 
curador fiscal sostuvo la competeucia del juzgado federal de la Capital, 
la que no fué admitidaapor el juez de La Plata, siendo confirmada por la 
Suprema Corte la resolución de este último que se declaraba competente 
para el conocimiento de dichos juicios. 
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Criminal contra Arturo Pozzali, por circulación de billetes 

falsos de banco 



> , » 
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Sumario* — La circalacion de billetes de curso legal falsos 
sin circanstanoias atenuantes, tiene la pena de cinco años y 
medio de trabajos forzados. 



Caso. — Resolta de las siguientes piezas: 



VISTA FISCAL 






Señor Juez : 



Buenos Aires, Diciembre de 1896. 



De la relación que el mismo procesado hace del hecho de que 
se le acusa, así como las afirmaciones de la denuncia y declara- 
ciones de Castroviejo, es indudable que el prevenido Poszali ha 
circulado el billete de 10 pesos deque se trata, y deque intentó 
circular el otro billete que le fué secuestrado en la comisaría» 
y que llevaba oculto en la caña de la bota. 

¿Sabía Pozzali que el billete que cambió áBesostri esa falso? 
¿ Sabía que lo era igualmente el que intentó cambiar en la pana* 
dería de Castroviejo? 

El procesado alega ignorancia de tal circunstancia, pero en 
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sentir de este ministerio tal ignorancia no es aceptable ni aun 
presumible. 

Pozzali snbe á un coche con nn pretendido desconocido, éste 
le da un billete con el objeto de que se lo cambie en punto 
apartado de aquel en que se encuentran, el procesado ?a^ al al- 
macén de Besostri, se dice dependiente de una casa á que no 
pertenece* para inspirar confianza al almacenero, sale del alma- 
cén, se dirige al coche donde su cómplice le eptrega el dinero; 
toma otro billete é intenta la misma operación ya practicada, la 
que no le da resultado, cayendo con tal motivo en poder de la 
autoridad. 

Se ve por estas circunstancias que la ignorancia alegada por 
Füzzali es una escusa pueril, y ellas mismas demuestran que 
los hechos por él coqfesados constituyen causa efectiva de circu- 
lación de billetes, que debe ser penada con la pena establecida 
por el artículo 62 de la ley de Setiembre de 1863, de acuerdo 
con la jurisprudencia establecida por la Suprema Corte. 

Por lo que respecta áGrimaldi, creo que la simple afirmación 
delprevenido no basta para establecer la complicidad deque 
él lo acusa. 

J. Botet. 



Fallo del Jue» Vederal 



Buenos Aires, Setiembre 16 de 1897. 

Y vistos: esta acusación criminal seguida de oficio contra Ar- 
turo Pozzali, sin sobrenombre ni apodo, italiano, de 22 anos de 
edad y 9 años de residencia en el país, soltero, cochero, domi- 
ciliado en una cochería sita calle de Oaray entre las de Buen 
Orden y Lima, procesado por circular billetes falsos de banco, 
y de la que resulta: 
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Que recibida la denoocia de foja 1 , ordenada la instraocion del 
sumario respectivo para el esclarecimiento del hecho delietnoso 
denunoiadüy el acusado Pozzaii presta, áfoja 14 vuelta, su decla- 
ración indagatoria y la ratifica y amplía á foja 23, sosteniendo : 
que siendo las 6 y 30 minntos p. m. del dia 19 de Noviembre 
de 1896, encontrándose en un almacén con José Grimaldi, éste 
le presentó á un sujeto desconocido, é inátantes después subie- 
ron á la victoria q^ue aquel guiaba, y una vez ésta en movi- 
miento, dicho sujeto, ene! trayecto, le entregó un billete de 60 
pesos algo nuevo, que reconoce set el agregado á la causa, ¿ 
fin de que lo cambiara; que cuando llegaron á la calle de Ma- 
theu y Méjico, el vehículo se paró y bajando solo fué hasta 
la panadería José Besostri, sita Pichincha número 577, 
donde le pidió á éste le cambiara ese billete, pues era de- 
pendiente del almacén de la esquina y lo mandaba su patrón, 
á lo que accedió entregándole cambio en billetes de 5 
pesos y emisión menor, retirándose en seguida en esa dirección, 
donde lo esperaban sus compañeros^ subiendo á la victoria, y 
una vez ésta en marcha, el declarante entregó al desconocido 
el dinero recibido á la vez que recibía del mismo un billete de 

I 

50 pesos con idéntico propósito; que al efecto fueron hasta la 
calle de Alsina y Rivadavia, donde bajó solo, y dirijiéndose á 
la panadería Pichincha 172, le pidió al dueño se lo cambiara^ lo 
que no logró por falta de cambio. Que salió del negocio y en 
circunstancia que llegaba á la esquina, donde lo esperaban, se 
le aproximaron dos personas que resultaron ser hermanos de 
Besostri y le pidieron los acompañara hasta la panadería de 
éste con motivo del billete que le cambió; que el cochero siguió 
viaje y el otro sujeto se retiró, encaminánjlose él en dirección 
de la panadería, donde fué preso; que reconoce en el otro bille- 
te agregado ser el mismo que le secuestro la policía y que guar- 
daba en la caña de la bota que calzaba, hecho éste que lo ex- 
plica, diciendo que el billete lo había puesto en la cintura del 
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pantalón y, caminando seguramente habíase deslizado por su 
interior hasta caer en la bota, no siendo cierto qae lo ocultara 
con intención de encubrir un delito^ agregando qae ignoraba 
fueran falso» esos billetes. 

Que á foja 40 vuelta el Ministerio Fiscal formula su acusa- 
ción, sosteniendo la calpabilidad del procesado como oirculador 
de billetes falsos de banco, valor de 50 pesos, motivo por el que 
pide la pena señalada en el artículo 62 de la lej de 14 de Se* 
tiembrede18tt3. 

Que corrido traslado de la acusación, la defensa se expide á 
foja 44 vuelta, reconociéndolas graves presunciones que la 
causa arroja contra su defendido, y ofreciendo prueba. 

Que recibida ésta á prueba, se produce únicamente la que 
indica el certificado de foja 56, llamándose autos para senten- 
cia, con cuyo trámite el expediente quedó en estado de este pro- 
nunciamiento, 

Y considerando: 1^ Que se encuentra plenamente compro* 
badoel cuerpo del delito, así cómo identificada la personado su 
autor; los billetes de banco que con el sello de falsos, puesto 
por la Caja de conversión, corren á foja 1 y foja 2, la denun- 
cia, y demás declaratorias del sumario y la propia confesión del 
reo, lo atestiguan de una manera indubitable é incontrover- 
tible. 

2* Qne de la relación precedente, resulta ser un hecho inne- 
gable, así lo atestiguan las constancias de la causa y lo reconoce 
Pazzoli prestando su declaración indagatoria, qoe trató de cir- 
cular los billetes de banco secuestrados, valor de 50 pesos, aun- 
que, excepcionándose, alega que ignoraba que tales billetes fue- 
ran falsos. Esa confesión, desde luego, merece fé enjuicio en lo 
relativo á su intervención en el hecho, por haber sido ella pres- 
tada con todas las solemnidades de ley (artículos 316 y 321 del 
Código de Instrucción Criminal). 

3^ Que por consecuencia, tratándose de la comisión de un 
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delito previsto y castigado por la ley^ se presume jum tantum 
la existencia de la voluntad criminal en su autor, salvo que re- 
sulte una presunción contraria de las circunstancias particula- 
res de la causa (artículo 6® del Código penal). 

4^ Que esa presunción necesaria para la exclusión de toda, 
responsabilidad, no resulta existir del proceso, y lejos de ello 
sus constancias le son visiblemente contraproducentes, tanto 
más que h explicación que da para explicar el origen y proce- 
dencia de los billetes, no es satisfactoria, siendo á la vez vaga é 
inverosímil, circunstancias (^ue inducen al juzgado á desestimar 
el mérito d^l motivo alegado en su confesión calificada, por re- 
sultar graves presunciones en su contra, imperando desde Ine- 
go la criminalidad de su acción. Basta para convencerse de la 
justicia de esta premisa, con prescindencia aún de las abruma- 
doras pruebas que contiene la causa, observar la inverosimili- 
tud de su afirmación, de que al simple pedido de un desconoci- 
do, de noche y en lugares apartados, se prestara tan incons- 
cientemente á ser el instrumento de que se sirviera aquél para 
obtener el cambio de billetes realizado, tanto más, que para con- 
seguirlo, dio desde su origen falsos datos para sorprender la 
buena fé y confianza de Besostri, como el referente d ser em- 
pleado del almacén de la esquina y mandado por su patrón, lo 
que acusa un visible interés en la operación. 

Si á estas deducciones lógicas, se agrega el secuestro del bi- 
llete de 50 pesos que llevaba oculto en la caña de la bota que 
usaba, se adquiere el convencimiento intimo de la criminalidad 
de Pozzali, no respondiendo la inaceptable escusa dada para ex- 
plicar el hecho á otro objeto que el de confirmar una vez más 
esa misma delincuencia. 

5® Que Pozzali se ha hecho reo del delito de circular billetes 
de banco erigido con autorización del Gobierno Nacional, legis- 
lado especialmente por el articulo 62 de la ley pena! nacional 
de 14 de Setiembre de 1863; penalidad que por razón de la 
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aasenoia de circunstancias agravantes ó atenuantes, debe serlo 
en su término medio, de acuerdo con el artículo 52 del Código 
Penal. 

6® Que es de justicia 7 de ley, artículo 49 del citado código, 
se descuente al procesado de la corldena á imponerse, el tiempo 
de prisión preventiva sufrida. 

Por estos fundamentos 7 de conformidad fiscal, definitiva- 
mente juzgando, fallo: condenando á Arturo Pozzali á sufrir la 
pena de cinco años y medio de trabajos forzados y multa de 
do9 mil setecientos cincuenta pesos fuertes, con costas, y de- 
jando á salvo las acciones á que hubiere lugar por daños y per- 
juicios; debiendo descontarse de esta condenad tiempo de pri- 
sión preventiva sufrida. 

Notifíquese con el original, repóngase los^ sellos y en su 
oportunidad archívese la causa. 

Agustín Urdinarrain. 



YISTA DEL SEltoa PROCDRADOil GENERAL 



Buenos Aires^ Noviembre 16 de 1897. 

Suprema Corte : 

La sentencia recurrida de foja 68 se ajusta en sus considera- 
ciones de hecho á las constancias del sumario, y en las de de- 
recho, á la disposición del artículo 62 de la ley penal de los 
crímenes contra la nación. 

La circunstancia expresada por el defensor del procesado, á 
foja 08, en nada desvirtúa su responsabilidad. 

Caalqniera que sea la actitud de Grinaldi en este ú otro inci- 
dente sobre circulación, no exonera al procesado Pazzoli de las 
consecuencias del hecho de circulación, que le es imputado, y 
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del que está convicto y confeso. Pido á Y. £. se sirva confirmar, 
por sus fundamentos» U sentencia recurrida de foja 58. 

tu 

Sctbiniano Kier, 



Wmn^ Úm im Supr^i 
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Buenos Aires, Diciembre 4 de 1897. 

Vistos: Por sus fundamentos j de acuerdo con lo expuesto y 
pedido por el señor Procurador general, se confirma, con costas, 
la sentencia apelada de foja cincuenta y ocho, declarándose, 
de conformidad con la doctrina del artículo noventa y dos de la 
ley nacional penal y con la jurisprudencia de esta Suprema 
Corte, que la computación de la prisión preventiva debe hacer- 
se á razón de dos días deésta por uno de trabajos forzados. De-* 
vuélvanse. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN . 
-- OCTAVIO BUNGfi. — JUAN 
E. TOBRENT. 
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Criminal contra Celestino Olivera, por homicidio 

Sumario. — El homicidio en riña con una circunstancia ate< 
nnante, es castigado con cuatro años de presidio. 
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Caso. — Resulta 46 las sigaientes piezas : 



TISTA FISCAL 

Señor Juez de Sección : 

£1 Proearador fiscal naoioaal, en los aatos criminales se- 
guidos contra Celestino OlÍTera, por muerte á Guadalupe Miran- 
da, evacuando el traslado conferido para hacer mérito del suma- 
rio, ante V. S. expone: 

Que consta del proceso que el día 9 de Diciembre próximo 
pasado, á las 10 de la noche, estando en la cuadra del cuartel de 
marina de este puerto, varios marineros y detenidos, se toma- 
ron en palabras, encontrándose ebrios, el timonel G-nadalnpe 
Miranda y ePmarinero Celestino Olivera, saliendo en seguida 
al patio sin que los presentes dieran importaacia al incidente. 

Momentos después uno de los detenidos movido por la curio- 
sidad salió al patio y pasó á un corralón interior y como sintiera 
ruido de armas corrió para dar aviso al ayudante Carvallo, con- 
curriendo éste acto continuo al lugar del suceso acompañado de 
otras personas. Allí encontraron en actitud de lucha á los expre- 
sados Miranda y Olivera ; el primero con un machete y el se- 
gundo con un cnchillo. Miranda había recibido una herida 
mortal en la región abdominal, y Olivera un pequeño golpe de 
machete en el brazo izquierdo, falleciendo aquél á consecuen- 
cia de la herida en el Hospital de Caridad pocas horas después 
del suceso, á las 3 de la mañana de esa misma noche (véanse el 
informe médico de foja 37 y la partida de defunción de foja 14). 

£1 procesado Olivera, en sus declaraciones de fojas 4 á 6y i6, 
ha confesado el hecho criminal objeto de este juicio y aun 
cuando dice que lo hizo en defensa propia, de su misma declara- 
ción resulta inexacta esta afirmación, puesto que él dice que 
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Miranda lo desafió para ir á pelear al segundo patio y qne el 
declarante aceptó el reto yendo con aq^uél al lugar indicado. 

De las declaraciones de los testigos, de fojas 6 vuelta á 7 y 7 
Tüelta á 8, 8 vuelta á 9, 10, 11 y 11 vuelta á 12. resulta tam- 
bién que existía entre Miranda y Olivera cierta tirantez de rela- 
ciones, ocasionada quizá por la dureza con que alguna vez trató 
el primero, como superior ,^ al segundo, y que en el momento que 
estuvieron en la cuadra momentos antes de salir á pelear al se- 
gundo patio los notaron á los dos algo ebrios. 

Se trata, pues, señor juez, de un homicidio voluntario, previs- 
to y castigado en el inciso 3^ del artículo 96 del Código Penal 
con 3 á 6 años de presidio, perpetrado por el procesado Olivera, 
en el que no aparece circunstancia agravante alguna, y sí una 
qne la Suprema Corte Nacional, en el fallo de la serie 2', tomo 
12, página 386, ha considerado atenuante en otro caso análogo 
(embriaguez incompleta), pues resulta de las-declaraciones de los 
testigos citados, que tanto el procesado como la víctima se en- 
contraban algo ebrios. 

En virtud de todo le expuesto, vengo á formular acusación 
contra el procesado Celestino Olivera y k pedir que en definitiva 
se le condene á seis años de presidio como autor de la muerte de 
Guadalupe Miranda, descontándosele la prisión preventiva y al 
pago de las costas. 

Por tanto, sírvase correr traslado de esta acusación al señor 
defensor del reo. 

R. G. Purera. 



Falle del Juem reder«l 



Rosario, Setiembre 17 de 1897. 

Y vistos: la presente causa seguida á Celestino Olivera, de 
18 años de edad, argentino, soltero, jornalero, últimamente al 
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servicio de lasubprefeotura, como mariDcro, no tiene apodo, por 
muerte al cabo de la misma, G-aadalope Miranda, de los que re- 
sulta: 

1^ Que á foja 1 se denuncia al subprefecto marítimo de este 
puerto que en la noche del día 9 de Diciembre de 18Q6 se tra- 
baron en pelea á mano armada en el cuartel de marina, Celes- 
tino Olivera y Guadalupe Miranda; que á consecuencia de la 
lucha entre ellos sostenida resultó el último herido de gravedad, 
falleciendo á las tres antes meridiano del día siguiente (informe 
médico de foja 3 y partida de defunción de foja i4). 

Que á foja 4 el procesado presta su declaración indagatoria, 
cuya ratificación se hace ante este tribunal á foja 16, en la cual 
se expresa: que á las 10 de la noche del día 9 de Diciembre de 
1896 dio muerte al timonel Guadalupe Miranda con el cuchillo 
que se le exhibe. 

Que como el día antes del hecho les habían pagado sus suel- 
dos, el declarante bebió algunas copas demás y encontrándose 
más ebrio el timonel Miranda, lo desafió á que fueran á pelear 
al segundo patio, el declarante lo acompañó y al llegar al sitio 
mencionado, Miranda sacó el machete y le dio tres golpes en el 
antebrazo izquierdo, por lo cual el declarante se vio en la nece- 
sidad de defenderse, y no sabe si le hirió de las puñaladas que 
le tiró en defensa propia. 

Que su intención no fué más que defenderse, tratándose de su 
superior, pues nunca tuvo el propósito de cansarle mayor mal, 
sobre todo en el estado de ebriedad en que ambos se encontra- 
ban. 

Qne Miranda lo desafió en la cuadra delante de algunos ma- 
rineros, pero no recuerda quiénes fueron, ni tampoco quiénes 
presenciaron el hecho, pero sabe que el ayudante, contramaes- 
tre y algunos marineros concurrieron al jugar del suceso, pero 
ya había berido á Miranda cuando llegaron. 

Que no había tenido cuestión personal con la víctima. 
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2® Qu6 trAido d procesado á la presencia de éste tribanal, á 
foja 16 declara qae días antes del hecho, el cabo Miranda le 
reprendió para que secallara, lo cnal no hizo el declarante^ por 
lo que Miranda le dio on palo y el declarante le dijo que le iba 
á pagar. . 

Que la noche en que tuvo lugar el hecho, el declarante Id 
propuso & un marinero ir á buscar una botella de óaña, lo que 
disgustó á Miranda j le ordenó que se callara, ofreciendo darle 
unos palos si no lo hacía, á lo que contestó el declarante que no 
se callaría y fué entonces cuando lo invitó Miranda á salir fuera 
de la cuadra, sucediendo después lo que tiene ya manifestado. 

Que á foja 6 vuelta declara Antonio Zasprisa, que encontrán- 
dose en el cuartel, arrestado por faltas de servicio en la Guardia 
Nacional, se hallaba como á las 10 de la noche en la cuadra de 
marineros, cuando vio que se trababan en palabras el timonel 
Miranda con el marinero Olivera, y saliendo poco después al pa- 
tio, pasaron al corralón, el declarante fué entonces mp.vido por 
la curiosidad hasta la puerta que divide ambos patios y sintien- 
do ruido de armas, corrió á avisar al ayudante Carvallo y con- 
tramaestre que se encontraban en la puerta de la calle, los que 
concurrieron en el acto al paraje donde se encontraban aquellos. 

A foja 7 vuelta declara Antonio Pelraffo, que estando la no- 
che del suceso en la cuadra, como á las 8 y media, vio entrar al 
timonel Miranda, quien se puso á conversar con Celestino Oli- 
vera y á darse bromas como acostumbraban, y más estando al- 
go ebrios, al gran rato los vio salir juntos de la cuadra, pero 
nunca se imaginó el desenlace que más tarde tuvo lugar, pues 
á los pocos momentos supo que Olivera había herido al cabo ti- 
monel, de cuyas rcbultas falleció á la mañana siguiente en el 
Hospital. 

A fojas 8 vuelta y 9 declara el marinero Feliciano Romero, 
que dias anteriores el cabo Miranda reprendió al marinero Ce- 

« 

lestino Olivera y éste no se quiso callar, entonces el cabo le dio 
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un palo oan el machete á Olirera, dieiéndole ^ste que se la iba 
á pagar, 7 en el día del hecho, como á las 9 de la noche, encon- 
trándose el declarante en la cuadra, el cabo Miranda mandó ca- 
llar á Celestino Olivera estando ambos ebrios, el último le con- 
testó que no se callaba, á lo qne aquél replicó que le iba á dar 
unos palos, entonces Oliyera le dijo al cabo que si quería salir 
afuera á conversar con él» habiendo antes pedido permiso al 
cabo para que lo dejara salir á la calle 7 allí esperarlo* á lo ^ue 
el cabo se negó, entonces Olivera lo invitó á Miranda para salir 
fuera de la cuadra como queda dicho más arriba, lo que así hi- 
cieron ; el declarante creyó que era broma 7 se dejó estar en la 
cuadra, cuando á los pocos momentos fué llamado por el ayu- 
dante 7 concurrió al segundo patio donde estaban peleando el 
timonel Miranda con el marinero Olivera, interponiéndose entre 
ambos enel momento que Olivera hería en el brazo á Miranda, 
intervino en ese acto el a7udante Carvallo desarmando á Olive- 
ra 7 conduciendo á Miranda^ que desangraba poco, á ser reco- 
nocido por el médico, quien ordenó se le remitiera al hospital 
como así se hizo. 

A foja 10 declara Bómulo Romero : que en la noche del hecho, 
estando en la cuadra, vio al cabo Miranda que agarró de un bra- 
zo al marinero Olivera, queriéndolo sacar de la cuadra 7 amena- 
zándolo; entonces se callaron 7 volvieron á entrar, el decla- 
rante cre76 que era broma, dirigiéndose en seguida al fondo en 
donde 076 las palabras que tuvieron en el segundo patio cérea 
del escusado, sin poder el declarante en ese momento intervenir 
ni dar aviso; que 07o al cabo Miranda que le decía á Olivera 
que 7a estaba cansado de lidiar con él, pues le fastidiaba tanto, 
contestándole Olivera que él no fastidiaba, que sabia respetar 
á sus superiores 7 á todo el mundo, quedándose después en si- 
lencio, 07Ó ruido de armas, entonces salió del escusado 7 vio al 
cabo Miranda que disparaba en dirección al patio ; que hacía 
pocos días, estando comiendo en la mesa, se le derramó á Olive- 
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ra el plato de caldo y al derramarse dijo: ¡ Ahora ! y el cabo 
sacó el machete y le dio tres palos por esa falta, siendo despoes 
conducido al aalabozo sin mediar otro incidente. 

A foja 11 vuelta declara Domingo Marfanií : que estando en 
la puerta del cuartel con el ayudante Carvallo, fué avisado por 
un marinero que había una pelea en el fondo, á donde concurrid 
inmediatamente y así que llegó fué por detrás del cabo y lo de- 
sarmó del machete que tenía en la mano y con el mismo se puso 
frente á Olivera, obligándolo á que le entregara el arma que te- 
nía en la mano, lo que así hizo, enviándolo al calabozo; el cabo 
Miranda se dirigió al primer patio y se sentó en la vereda frente 
al comedor, donde dijo que estaba herido; y que tanto Miranda 
como Olivera estaban ebrios. 

3® Que de fojas 18 á20, el señor procurador fiscal produce su 
acusación fundándose en que, perlas constancias de autos se 
justifica que el hecho perpetrado por el procesado es un homi- 
cidio voluntario, previsto y castigado en el inciso 3®, artículo 96 
del Código Penal, y conio no existe ninguna circunstancia agra- 
vante, sino que resulta de las declaraciones de los testigos que 
hay unas atenuantes (embriaguez incompleta), según el fallo de 
la Suprema Corte de la serie 2^, tomo 12, página 386. pide que 
en definitiva se condene al procesado Celestino Olivera á seis 
años de presidio, descontándosele el tiempo de prisión preventiva 
y al pago de las costas. 

4f Que de fojas 20 á 21, el defensor del procesado contéstala 
acusación fiscal en la que expresa que su defendido no es res- 
ponsable de la muerte de Miranda, por cuanto procedió en le- 
gítima defensa, y como ningún testigo presenció la lucha entre 
ellos sostenida es menester atenerse á la confesión del proce- 
sado; que por estos motivos pide su completa absolución. 

5® Que abierta la causa á prueba no se presenta ninguna en 
autos. 
T considerando : l^'.Que según se comprueba por lascóos- 
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tancias de autos, Celestino Oliyera es autor de la muerte cau- 
sada al timonel Guadalupe Miranda en el cuartel de marina de 
esta oiadad (confesión del reo de foja i6, informe médico de 
foja 3 7 partida de defunción de foja i4). 

2^ Que eso mismo se desprende de las declaraciones dB los 
testigos que depusieron en el sumario, los coales están cootesT 
tes en afirmar que á consecuencia de la disputa suscitada entre 
el procesado y Miranda, éstos se trabaron en pelea i mano ar- 
mada^ resultando herido el último y de cuya herida murió i las 
pocas horas (declaración de Antonio Feluffo, á foja 7 vuelta, de 
Feliciano Bomero, Rómulo Romero y Domingo Marfaniz, de fo- 
jas 8 á 11 vuelta). 

3<* Que la legítima defensa confesada por el acusado y ale- 
gada por el defensor para pedir la absolución del procesado, no 
debe tomarse en consideración, desde que los antecedentes del 
proceso demuestran que no ha existido agresión ilegítima, ni 
que haya habido necesidad racional de herir á la victima para 
impedir ó repeler el supuesto ataque. Tan sólo puede aducirse 
como causa atenuante de su penalidad la embriagues incom- 
pleta de que estaba poseído el delincuente en el momento que 
cometió el crimen, atenuación aceptable en virtud del inciso i% 
artículo 83 del Código Penal y fallo de la Suprema Corte inser- 
to en el tomo i 2 de la serie 2^» página 386. 

Forestas consideraciones, fallo definitivamente en esta sala 
de andiencias, condenando al procesado Celestino Olivera á la 
pena de cuatro años de presidio, de acuerdo con el artículo 96, 
inciso 3®, del Código Penal, descontándose el tiempo de prisión 
Bufrida en la proporción que establece el artículo 49 del mismo 
código, con costas. Notifíquese con el original. 

Daniel Goylia. 
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TISTA DEL SBllOR PROCDRADOH GEtlSRAL 



Suprema Corte : 



Buenos Aires, Noviembre 19 de 1897. 



No encuentro en las consideraolones de la ezpiesion de agrá- 
Tiosdel defensor mérito para ladíminncion de la pena impuesta 
en la sentencia de foja 28 al procesado Celestino Olivera, 

Para demostrar que no hubo agresión armada pox parte de la 
víctima basta recordar que éste era superior jerárquico de Oli- 
vera 7 que las amenazas y aun las violencias inferidas, no tu- 
vieron un efecto inmediato. 

£1 matador reconoce á foja 16 vuelta, que días antes déla 
muerte amenazó á Miranda, por haberle mandado callar j dá- 
dole nn palo, con que se la había de pagar. 

Reconoce también que la noche del suceso, no queriendo obe- 
decer la orden de callarse é invitado por Miranda, salió fuera de 
la cuadra, trabándose con él en pelea. 

No queda duda acerca de la mala voluntad por nna parte, y 
la pelea voluntariamente aceptada por la otra. 

La pena del artículo 96, inciso 3^ del Código Penal es la que 
corresponde aplicarse ai hecho, una vez que el juzgado ha reoo- 
nocido la existencia de la embriaguez incompleta como circuns- 
tancia atenuante. Disminuida esa pena de su máximun á casi 
8u mínimun es no sólo justa sino equitativa. Pido por ello á 
y. E. se sirva confirmar, por sus fundamentos, la sentencia re- 
currida de foja 28. 

Sabiniano Kier. 
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Buenos Aires, Diciembre 4 de 1897. 

Vistos 7 oonsiderando : Qoe las oonstancias de autos anali- 
sadas por la sentencia apelada no dejan lugar á duda de que el 
homicidio que ha motivado esta causa, ha sido perpetrado en 
riña, así como que hay á favor del procetedo la circunstancia 
atenuante basada en su embriagues incompleta. 

Que Con tales antecedentes es correcta la pena aplicada por 
el inferior, en mérito de lo dispuesto en el inciso tres del artícu- 
lo noventa y seis del Código Penal, 

Por esto y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general y por los fundamentos de la sentencia ape- 
lada^ de foja veinte y ocho, se confirma ésta, con costas. Devuél- 
vanse . 

BBNJAMIH PAZ. — ABIL BAIAN . 
— OCTAVIO BDIIGK. — lUAB 
B. TOBBENT. 



l^AIJSA €CCIiXX.l[IV 



Doña Carlota V. de Ocampo y don Carlos Y. Ocampo, contra 
don Mariano Velazquez ; sobre reivindicación 

Sumario. — i® Probado el dominio en los causantes, queda 
demostrado el dominio en el sucesor. 
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2^ La aprobación de mensura en un jaicio de deslinde qne 
no ha sido motiyado por la discusión sobre la propiedad, no 
puede oponerse como cosa juzgada á la acción reirindicatoria 
del propietario. 



Caso. — Lo explica el 



Falle del Swumm Federel 



Rosario, Junio 17 de 1886. 

Vistos estos autos seguidos por doña Carlota Y. de Ocampo 
7 don Carlos Y. Ocampo contra don Mariano Yelazquez, por 
reivindicación de tres leguas de campo ubicadas en esta pro- 
Tincia, al norte de la capital. 

Y resultando: Que los actores se presentan reclamando 
contra el señor Yelazquez la entrega del mencionado campo, 
poseído por éste en virtud de un deslinde judicial practicado 
sin oposición de los demandantes, porque el representante de 
éstos no se presentó oportunamente á deducir ia correspondien- 
te oposición ; que si bien ee cierto que el demandado, dicen, goza 
de la posesión actual, no es menos cierto que los actores con- 
servan el dominio del inmueble, en mérito de adquisiciones he- 
chas en tiempo atrás, cuyo título de propiedad lo presentarán 
oportunamente. 

Que los títulos de dominio á que hacen referencia son los de 
fojas 25 á 33, en los que se hace constar que los herederos del 
finado don Tomás Santa Cruz, don Tiburcio, doña Anastasia y 
doña Josefa Santa Cruz, con arreglo á las leyes en vigencia 
y decreto de esa fecha, han adquirido del superior gobierno de 
la provincia un terreno fiscal ubicado en el departamento de 
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la caipital al norte, compuesto de tres leguas castellanas cua- 
dradas, cuyos límites se indican en este título ; expresando que 
la adquisición la hacen en justa compensación de una área igual 
que les fué expropiada por el Éxmo. gobierno, para la colonia 
€ Cayastacito > , según consta del expediente relativo que que- 
da archÍTado en la escribanía dé gobierno. 
' Por tanto : ordena y manda el gobierno se tengan y reconos- 
can á los expresados herederos de don Tomás Santa Cruz, don 
Tiburcio, doña Anastasia y doña Josefa Santa Cruz, como 
yerdáderos dueños del referido terreno. Este decreto es dado 
á I"" de Abril de 1874. El siguiente título de foja 26 es la venta 
que hacen los mencionados Santa Cruz del mismo terreno á fa- 
vor del doctor Simón de Iriondo, en i5 de Enero de 1885, 

A foja 27 se encuentra la venta que hace del mismo terreno el 
doctor Iriondo á favor del señor José Telfenet, en i6 de 
Noviembre del mismo año ; áfoja 20 está la escritura de dación 
en pago hecha por el doctor Telfener el 8 de Marzo de 1885 á fa- 
vor de doña Carlota Y. de Ooampo y de sa hijo don Carlos Vi- 
cente Ocampo ; Telfener traspasa á los mencionados Ocampo sus 
derechos sobre este terreno á favor de doña Carlota de Ocampo 
y Carlos Ocampo, en pago de lo que resultara deber el señor 
Telfener á don Vicente Ocampo ; concluye el representante de los 
actores pidiendo la condenación en costas, daños y perjuicios. 

Que corrido traslado de lademanda^ niega el demandado, á la 
señora de Ocampo é hijo, que tuvieran derechos de propiedad so- 
bre la totalidad de las tres leguas sino simplemente á una parte 
del campo, porque Tiburcio, Anastasia y Josefa Santa Cruz no 
son los únicos y universales herederos de Tomás Santa Cruz, 
sináque existen muchos otros á quienes el demandado represen- 
ta, por haber comprado sus derechos y acciones á los otros he- 
rederos; por consiguiente no han podido los expresados Santa 
Cruz vender la totalidad del campo al doctor Iriondo. Para 
comprobar estas afirmaciones presenta áfoja 81 las partidas de 
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matrimonio de Tomás Santa Craz con Tentara lleidano y baa- 
tismo de los hijos de éstos, corriente de fojas 37 á 48, por las 
que hace constar que los referidos cónyuges han tenido y.arios 
hijos y entre éstos ano llamado José Tomás ó José simplemente. 

Acompaña igualmente el testimonio que declara aprobada la 
mensura del campo solicitada por Yelazquez, en cuyo juicio de- 
claró el tribunal que la parte de Ocampo había perdido sa de- 
recho, por no haber formalizado su protesta en el térmiao seña- 
lado ; y en su consecuencia se la tiene por conforme con la men- 
sura. £1 demandado* dice que los títulos en yirtud de los cuales 
posee dos leguas del terreno constan de las anotaciones conte- 
nidas en la hijuela que acompaña, de las escrituras de pesion 
de derechos y acciones que le hacen la mayor parte de los he- 
rederos de don Tomás Santa Cruz^ abuelo de Tiborcio, Josefa 
y Anastasia, que por estos títulos y por la mensura aprobada 
demuestra el dominio perfecto que tiene sobre ese terreno, de- 
hiendo rechazarse la demanda, con costas. 

Que abierta la causa á prueba se presenta por los actores los 
testimonios de fojas i36 á i48, en los que aparece un poder 
dado por Tiburcio, Anastasia y Josefa Santa Cruz en 1^ de Fe- 
brero de 1869 á don Pedro C. Puig, para que en su nombre y 
representación reclame de don Remigio Pérez la parte del te- 
rreno que les ha toncado la mensura. Seguidamente está el de- 
creto del gobernador de la provincia, fechado el 24 de Mayo de 
i869 que dice: < Por cuanto, don Pedro S. Puig^ en represen- 
tación de los herederos del finado don Tomás Santa Cruz, ha 
comprado un terreno poseído antiguamente por el mencionado 
Santa Cruz con arreglo á la ley de fecha 19 de Noviembre de 
1868, que establece la moderada composición, situado en de- 
partamento de la Capital al norte, compuesto de 3 leguas cua- 
dradas castellanas. > Después se encuéntrala petición de men- 
sura de este terreno prestmtada por don Pedro C. Puig apode- 
rado de los herederos de don Tomás Santa Cruz. 
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A contiaaacioD existe otra petioion al gobierno de la proviii- 
oia^ elevada por don Pedro C. Paig, apoderado de los herederos 
de Tomás Santa Oras, pide sean indemnizados sos representa- 
dos, por el terreno qne el gobierno ha tomado para la oolonia 
cCayastaoito » y fué el mismo que obtuvieron por compra y mo- 
derada composición, debiendo dársele igual en todo otro paraje 
de terreno fiscal. Esta solicitud está fechada en Mayo 26 de 
1873. 

El demandado presenta las escrituras de foja 77, que es la 
misnoia de foja 25 presentada por los actores; la venta qne hace 
doña Gabina Santa Cruz (foja 79) á favor del demandado señor 
Yelazquez de los derechos y acciones á una legua de campo en 
< Cayastacito » ; el certificado de foja 81 y siguientes, en qne 
consta la liquidación, partición y adjudicación extrajudicíal 
de los bienes sucesorios de los finados don Tomás Santa Cruz 
y su esposa doña Ventura Meidana (Diligencia protocolizada 
ante el juez de provincia en Diciembre 10 de 1885). A continua- 
ción (foja 83 vuelta) están las anotaciones del escribano, en 
queconstajque algunos herederos de Santa Cruz ceden sus de- 
rechos á don Mariano Yelazquez. Iguales cesiones están escri- 
turadas á fojas 85, 86 y 87. A foja 88 está el testimonio del de- 
creto expedido por el gobernador de la provincia, qne es el mis-^ 
mo presentado por los demandantesá fojas 136,137 y siguientes ; 
á foja 1()9 está la partida de matrimonio de Tomás Santa Cruz 
con María Ventura Meidana ; á foja 114 existen otras cesiones 
de derechos y acciones de los herederos Santa Cruz á favor de 
Yelazquez; á foja 117 y siguientes está la diligencia de mensura 
y anotaciones de sucesivas ventas de fracciones de terreno que 
ha hecho don Mariano Yelazquez. 

Por la prueba mencionada y vencido el término respectivo se 
produjeron ios alegatos de las partes, corrientes de fojas 155 á 
200, llamándose autos para sentencia. 

Y considerando : 1** Que el título originario en que fundan 
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los demandados sa dereoko de propiedad emana de la compra- 
venta ó moderada composioion que hace al gobierno de Santa 
Fé don Pedro C; Pnig en representación de don Tiburcio, Anas- 
tasia 7 Josefa Santa Cruz, pagando por las tres leguas de cam- 
po en Ascoohingas ó Cayastacito la soma de 1 200 pesos inertes 
(véase foja 137). 

El poder otorgado por los mencionados Santa Cruz fué en 1^ 
de Febrero de 1869, y el acto de la enajenación fué extendido 
por elExmo. gobierno de la provincia en 24 de Mayo del mis- 
mo año. La correlación de estas fechas aleja toda sospecha de 
fraude atribuido por el demandado, por suplantación del ins- 
trumento del poder. 

Por otra parte, el gobernador de la provincia trasmite los de- 
rechos al campo enajenado á los herederos de don Tomás Santa 
Gruz^ representados por don Pedro G. Puig. Estas personas, 
que se titulan herederos de Santa Gruz, sea ó no cierto que son 
sucesores, no son otras que las mencionadas en el poder de foja 
136: Tiburcio, Anastasia y Josefa. Son estas tres personas las 
que han pagado el precio por el campo, son estas mismas las que 
han solicitado su deslinde (foja 138 vuelta) ; son, por consi- 
guiente, los únicos propietarios por ^el acto de la compra y soli- 
citud de deslinde y permuta. 

2® Que viene á corroborar estos hechos, sin dejar mínima 
duda, el decreto del exmo. gobierno dictado cinco años des- 
pués^ corriente á foja 25, en el cual determina cuáles son los 
herederos de don Tomás Santa Gruz á quienes se reconoce como 
adquirentes dueños del terreno mencionado y son : Tiburcio, 
Anastasia y Josefa, á quienes se les da el terreno cuestionado en 
permuta 6 compensación del anterior tomado por el gobierno 
para formar la colonia c Gayastacito ». 

S^ Que en la presente cuestión por reivindicación del terreno 
permutado, entablada por un tercero adquirente, poco impor- 
ta al objeto del juicio definitivo^ que Tiburcio, Anastasia y Jo- 
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sefa Santa Croz sean los únicos herederos de Tomás Santa 
Craz, á qne se reñere el demandado, casado en él siglo pasado, 
ó qué sean los hijos de José Tomás Santa Grnz, hijo de aqnel, 
nacido en 1783, segnn partida de foja 39 ; porqne no consta que 
algnno de los dos llamados c Tomás » haya tenido el dominio 
del inmueble, sino que cualesquiera qne sea de ellos, sólo ha go- 
zado de la mera posesión del campo, razón por la cnal se han 
visto obligados Tiburcio, Anastasia j Josefa, á comprar el de- 
recho á la propiedad. Este razonamiento se explica, en primer 
término, porque ninguna de las partes ha presentado título al- 
gnno en qne conste que c Tomás Santa Cruz» haya sido pro- 
pietario del terreno; en segundo término, porque la compra de 
nnacosa implica necesariamente que no tenía la propiedad de 
la cosa, antes de comprarla. 

Es la aplicación de la c ley de moderada composición » la que 
ha hecho elevar la mera posesión al grado de dominio legítimo 
en favor de los que se han acogido á ella . 

Si los Santa Cruz qne han aprovechado oportunamente de 
los beneficios de esta ley, han engañado al gobierno presentán- 
dose como únicos herederos deTomás, para que se extienda á favor 
de ellos únicamente el título de propiedad, cuando en hipótesis 
existieran otros, no son los terrenos adquiridos á título singu- 
lar y de buena fé los que deben responder del dolo de aque- 
llos, porqne ea regla de derecho que nadie responde por delito 
ajeno. 

* 4* Que según consta del instrumento público de foja 25, el 
gobierno de la provincia transfiere á Tiburcio, Anastasia y Jo- 
sefa los derechos de propiedad en las tres leguas de campo ac- 
tualmente en cuestión, por cuanto se las da en justa compen- 
sación de igoal área tomada por el mismo gobierno para formar 
la colonia c Cayastaeito > y qne es el terreno adquirido por los 
mismosSanta Cruz, á qne se refieren los considerandos anterio- 
res y la escritura de foja 136 y siguientes. 
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Del hecho qae el decreto del gobierao (foja 25) diga expre- 
samente que se reconozca á los herederos de Tomás Saota Grnz, 
Tiburcio, Anastasia y Josefa, como verdaderos dneños del refe- 
rido terreno con todas las prerogatÍTas y obligaciones que como 
átales les correspondan por las leyes; no hay fundada razón 
para colegir que tal mención importa nna declaratoria de here- 
deros hecha por el gobernador de la provincia, con fin preme- 
ditado, que tendría su realización en las ulterior idades. Al no 
existir elementos positivos para suponer intención dolosa en el 
gobierno al mencionar los herederos de Tomás Santa Cruz, es 
más lógico presumir que e! gobierno reconozca como poseedor 
del terreno de Cayastacito á José Tomás Santa Cruz, padre de 
Tiburcio, Anastasia y Josefa, y no al abuelo de éstos que tam- 
bién se llamó Tomás. 

Esta presnncion es perfectamente legal, porque se funda en 
los siguientes hechos^concordantes : que los hijos de José To- 
más Santa Cruz, representados por don Pedro C. Pnig son los 
que sostuvieron litigio con el gobierno por el campo de Cayas- 
tacito, ningún otro Santa Cruz se presenta alegando esos mis- 
ulos derechos (véase foja 140); que el gobierno de la provin- 
cia acepta la compra de este terreno en moderada composición y 
trasmite los derechos á los Santa Cruz representados por don 
Pedro C. Puig (véase foja 136), y finalmente es con estos mis- 
mos con quienes se realiza la permuta áque se refiere el decreto 
de foja 25. 

5^ Que según consta de las escrituras de fojas 26 á 33, los de* 
rechos de propiedad al campo litigado fueron trasmitidos por 
Tiburcio, Anastasia y Josefa Santa Cruz á favor del doctor Si- 
n^on de Iriondo, en 15 de Enero de 1875, del doctor Iriondo al 
se^|;^Xelfener en Noviembre del mismo oño, y de Telfener á la 
viuda é hijo de Ocampo en 8 de Marzo de 1885. 

6* Que en mérito de los títulos precedentes autorizan á presu** 
mir legalmente que el tenedor de tales títulos es poseedor del 
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terreno al cual se refieren, puesto qoo el títalo es la regla ordi- 
naria de poseer an inmueble (art. 2411 y nota del Código Ci- 
Til), 7 que la posesión la tiene desde la fecha del título, no 
existiendo prneba en contrario (art. 4003). Troplong comen- 
tando los artículos 2228 y siguientes del Código francés, dice : 
Es á menudo muy difícil tomar el origen déla posesión de he- 
cho; casi siempre se ignora su punto inicial. 

Si se recibe una cosa de un precedente propietario, el mo- 
mento de la trasmisión es menos decisiTo que lo que pudiera 
creerse, pues la posesión del autor se uneá la de aquel que Tie- 
ne á representarlo en seguida; en este caso es más bien una 
continuación que un principio de posesión. 

La posesión se adquiere más fácilmente cuando se recibe la 
cosa de un precedente posesor que la trasmite por un título 
cualquiera. (Véase toma 1^, parágrafo 251 del Tratado de la 
preseripeion.) 

El codificador cita al mismo Troplong en la nota del artículo 
4003 sobre la presunción jure e/ de jure que goza el que cieno un 
título de propiedad, para suponerio poseedor desde la fecha del 
título. 

c Como la intención, dice el autor indicado, que caracteriza 
la posesión es nn acto interno cuyo secretor no es fácil penetrar, 
los jurisconsultos han sentado presunciones muy razonables 
para determinar la existencia de la intención. Esas presun- 
ciones reposan sobre este principio invariable, que la posesión 
se continúa tal como era en su principio, que es por su origen 
que sn cualidad queda fijada, y que nadie puede cambiar por sí 
mismo la causa. 

Los codificadores esoropulosos harán quizás un reproche á 
la tesis de las presunciones legales, diciendo que la ley no de- 
bería consagrar sino principios y jamás presunciones ; pero hay 
casos en qne el legislador puede, sin inconTeniente, salir de la 
región elevada en qne se le quisiera aprisionar para bajar á dar- 
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se cuenta de las aecesidades de la práctica y prevenir, tasto 
como es posible, los peligros de la interpretación. 

Si se posee actualmente con un titula relativo á esta pose- 
sión, es condiderado haber poseído desde la fecha del título. 
Es el caso de aplicar el aforismo de Azou : Presumptio de pre- 
sentí adpreteritum inducitur. £1 titulo es una explicación de 
la posesión; él le imprime su carácter, y es por él que se juzga 
de su cualidad; por lo tanto, es natural concluir que él no ha 
estado sin aplicación, y que la posesión actual se liga á una 
posesión precedente, que ha puesto continuamente en acción. 

Esta presunción tiene xxnti fuerza tal, que ella es tan poco 
puesta en duda en la práctica de los tribunales, que se ve casi 
todaslasprescripcionesdeoenales juzgarse según los título8(es- 
crituras) y sin inquirir previamente sobre la existencia de hechos 
posesorios. (Véase parágrafos 251 y 425 del mismo tratado.) 

7^ Que en mérito de los artículos citados del Código y de la 
opinión de los jurisconsultos, existe á favor del actor la pre- 
sunción de la posesión y del dominio del terreno litigado ; pero 
existe á la vez el reconocimiento de que el demandado es posee- 
dor actual y desde la fecha que se aprobó la mensura de dicho 
terreno. 

Esta doble circunstancia hace procedente la acción de reivin- 
dicación: el título traslativo de dominio y posesión del terreno, 
presentado por el actor, y la desposesion actual por aprehensión 
corporal del demandado (art. 2758, 2772, 2776, 2777 y 2482, 
primer inciso, Código Civil). 

8"^ Que el deslindejudicialdeun terrenonoesel reconocimien* 
toáenn derecho sino la simple determinación de un hecho ^ sobre 
el cual podrán fundarse toda clase de pretensiones. El deslinde 
es una operación científica que tiene por objeto trasladar al 
terreno de un modo gráfico, la extensión y figura geométrica 
que determinan los títulos en que consta el derecho del que 
solicita. Como hecho podrá servir de base para el ejercicio de: 
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una faonltad, como signo externo por el que se adqaiere la pose- 
sión de un inmueble rural (art. 1384); pero nunca como razón 
por sí sola suficiente para que sea reconocido ningún derecho 
(véase art. 2746 y nota). 

En Tírtud de estas prescripciones de la ley, tiene el deman- 
dado la posesión del terreno, pero no es suficiente para adqui- 
rir el dominio, sino tiene otro titulo en qué basarlo, aparte de 
las diligencias de deslinde. 

9^ Que el testimonio de liquidación, partición y adjudicación 
extrajudicial délos bienes, que dice el demandado dejó don To- 
más Santa Cruz (foja 81) no es un título que acredite la pro- 
piedad del terreno cuestionado en favor de los herederos y con- 
tra de terceros : en primer término, porque la fecha de los ins- 
trumentos privados con respecto á terceros se cuenta desde el 
día déla presentación á la oficinapública ó desde su protoco- 
lización. 

La partición y adjudicación mencionada fué protocolizada en 
10 de Diciembre de 1885, con posterioridad á la última veuta 
del terreno, adquirido por los demandantes, que se otorga á favor 
de éstos en 8 de Marzo de 1885. En segundo término, no aparece 
firmada dicha partición por ninguno de los herederos, no hay 
constancia alguna que hayan prestado su consentimiento lodos 
eilos, porque no se menciona quiénes son los herederos que es- 
tando presentados hayan consentido en hacer la partición de 
los bienes en la forma extrajudicial, tal cual aparece. El artí- 
culo 3462 del Código Civil exige^ para la validez de la partición 
extrajudicial, que todos los herederos estén presentes, circuns- 
tancia que noconsta en ese acto. Además, la partición de bienes 
raicea por instrumento privado no tiene valor contra terceros 
porque el artículo 1184, inciso 2^, exige que c sea hecha en 
escritura pública bajo pena de nulidad, y son absolutamente 
nulos los actos jurídicos que no tienen la forma exclusivamen- 
te ordenada por la ley, ó cuando su nulidad dependiese de la 
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forma instrametital y faesen nulos los respectivos instramen- 
tos ; y su nulidad puede y debe ser declarada por el juei, aun 
sin petición de parte, cuando aparece manifiesta en el aoto>, 
(art 973, 976, 977, 1044, 1047 y 1183, Código Civil), Por 
otra parte, si en esa partición de bienes raices han intervenido 
los herederos Tiburcio, Anastasia y Josefa Santa Cruz, es 
igualmente sin valor ni efecto contra los demandantes, porque, 
ó es un acto simulado y en fraude de sus derechos ó se han ad- 
judicado así mismo lo que ya habrían enajenado 16 años ha al 
doctor Iriondo (foja 25). 

10^ Que el demandado no ha precedido la partición de ningún 
justificativo que acredite que el antecesor Tomás Santa Crus 
haya tenido el dominio de ese terreno, adquirido por alguno de 
los modos autorizados por el Código Civil, artículo 2524; por 
el contrario, según se ha expuesto en los anteriores consideran- 
doSy la propiedad ha sido adquirida por repetidas compras d e 
los antecesores del actor. 

Si Tomás Santa Crnz no gozaba del derecho de dominio per- 
fecto sobre este terreno no ha podido trasmitir á sus sucesores 
un derecho mejor ó más extenso que el que gozaba y recíproca- 
mente^ los herederos no han podido adquirir un derecho mejor 
ó más extenso que el que tenía su antecesor de quien lo ad- 
quieren (art. 3270). 

Nemo plusjuris ad allium transfere potest, quam que habe- 
ret. Non deber melioris condttionis esse quam auctor meuSj a 
quojusin me transit. 

Estas mismas reglas son aplicables á los derechos y adciones 
trasmitidos por venta al demandado señor Mariano Yelazquei; 
pues para que la tradición trasmita el dominio, debe ser por 
título suficiente para transferir la propiedad, y que sea el dé* 
recho propio delque la hace (art. 2601, 2602 y 2603, Código 
Civil). 

Es un principio, dice Pothier, tomado de la naturaleza de las 
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cosas, que nadie paede transferir á otro más derecho á una 
cosa que el que él mismo tiene. De esto se sigue, que aquel 
que no es propietario de una cosa no puede por la tradición he- 
cha á alguno trasmitirle la propiedad que no tiene. 

Tradiiio nihil amplius transfere debet vel potest ad ecum 
qui accipit quam est apud ecum qui tradit. Esto supuesto, 
si es dueño del futido, entregándolo, transfiere el dominio de él. 
Pero si sóh tenia la posesión de él, no transfiere cosa alguna 
al que lo recibe. Si igitur qui dominium en fundo habuit, id 
tradendo transferí. Si rem habuit, ad eum qui accipi^ nihil 
transferí. (Véase Tratado del dominio, parágrafo 249.) 

11® Que habiendo presentado los demandantes títulos ante- 
riores ala demanda, como son. los de foja 25 y siguientes, se 
presume que el antor del título es elposeedor y propietario de 
la heredad que se reivindica (art. 2790); mientras que el de- 
mandado no ha presentado título alguno, porque un título nulo 
Tale tanto como un nada jurídico^ ó no presentarlo. 

Pothier, citado por el codificador, dice en el párrafo 321: 
Pero cuando el título que presenta el deq;iandante en reivindi- 
cación es anterior á la posesión de aquel contra quien se ha di- 
rigido la demanda, el cual ningnno ha presentado de su parte, 
ese título es por sí sólo suficiente para fundar su demanda. 

El que por ese título ha vendido 6 dado al demandante, ó al 
autor de éste, la finca reivindicada, se presume suficientemente 
haber sido de la misma finca poseedor y propietario y haberle 
traspasado la posesión y propiedad. 

12® Que no se ha probado en el curso del proceso que el doc- 
tor Simón de Iriondo ejercía las funciones de gobernador de 
esa provincia, cuando hizo- la compra del terreno á los Santa 
Cruz, razón por la cual no puede el juez pronunciarse sobre la 
nulidad de la compra, alegada por el demandado como violato- 
ria de las disposiciones contenidas en los artículos 1361 y 1362 
del Código Civil; y mientras no esté decidida y juzgada esta 
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nalidady la compra-venta se présame válida (art. 1046, Código 
Civil). 

13® Que aún ea la hipótesis de qae Tiburcio, Anastasia y Jo- 
sefa Santa Cruz, no sean los únicos y universales herederos de 
Tomás Santa Cruz, pero siendo parientes como son en grado so. 
cesible de la linea recta según las mismas pruebas presentadas 
por el demandado, y siendo poseedores de loa bienes de la he- 
rencia por inacción délos parientes más próximos, y cuando la 
posesión pública y pacífica de la herencia ha debido hacerles 
considerar como herederos, la enajenación que han hecho los 
Santa Cruz, arriba nombrados, es válida y firme respecto á los 
otros coherederos, antecesores de Velazquez ; porque no se ha 
probado que el comprador sea de mala fé y la buena fé siempre 
se presume en el adqnirente poseedor, bastando que haya exis- 
tido en el momento de la adquisición. (Véase art. 3430, 3262 
y 4008 del Código Civil.) 

La ley B'', títnlo 14, partida 6*, establece el principio que el 
poseedor de la herencia vencido en juicio por otro heredero en 
grado superior, debe entregar á éste las cosas de la herencia. 
Pero si vendió alguno 6 todos los bienes de la herencia, debe 
indemnizar con el precio recibido por ella, ó volviendo á com- 
prar la misma cosa, si es de buena fé, mas si es de mala debe 
pagar el doble. 

Como se ve, por esta ley tampoco se establece precepto algu- 
no por el cual el comprador de bienes hereditarios, en las con- 
diciones que los poseían los Santa Cruz, y después de éstos, 
Iriondo, Telfener y Ocampo, puedan perder lo comprado de bue- 
na fé. 

No habiendo reclamado los coherederos, en debido tiempo, 
la usurpación de su estado de familia, presume la ley que han 
consentido con lo hecho por el heredero poseedor de la herencia. 
(Véase nota al art. 3430 y art. 919, y nota del Códigq Civil.) 

Por estas consideraciones, definitivamente, fallo en esta sala 
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de aadienoias: declaraado procedente U aooioQ reivindioatoria, 
7 condenando al demandado señor Mariano Yelazquez á entre- 
gar á los actores el inmueble reivindicado poseído por él, con 
más los daños y perjuicios pedidos, desde el dia de la notifica- 
ción de la demanda. Sin costas, por lap/us petüio de reclamar 
tres leguas de terreno^ cuando consta de autos que sólo posee 
dos el demandado. Notifíquese con el original y repónganse. 

Daniel Goytia. 



Fallo úm la Suprema Corte 

Buenos Aires, Diciembre 4 de 1897. 

Vistos y considerando : Que el derecho de propiedad de la 
familia Santa Cruz á los terrenos en cuestión, tiene su funda- 
mento y punto de partida en la compra á moderada composi- 
ción hecha por don Pedro C. Puig en representación de los he- 
rederos del finado don Tomás Santa Cruz (foja ciento treinta y 

■ 

siete) y en el acta del gobierno de la provincia de Santa Fé, de 
foja Teinticinco, en el que da á los citados herederos, en com- 
pensación del adquirido á moderada composición, las tres leguas 
que hacen la materia principal de este litigio, en sus dos ter- 
ceras partes. 

Que no se ha producido prueba alguna tendente á establecer 
que antes de los actos mencionados, de compra á moderada com- 
posición, primero^ y de compensación después, alguno de los 
miembros de la expresada familia hubiese tenido el dominio de 
la cosa, debiendo agregarse, con arreglo al mérito de autos, que 
el demandado ni siquiera ha tratado de justificar que Tomás 
Santa Cruz^ de quien proceden sus causantes, hubiese sido po- 
seedor de esa cosa. 
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Que en tal virtud , antes de la adquisición por compra ó moderada 
composición, el terreno á qne esa compra se refería debe reputarse 
bien privado de la provincia en donde estaba situado (artículo 
dos mil trescientos cuarenta y dos, inciso..., Código Civil.) 

Que la representación de Puig, su intervención en tal ca- 
rácter y los términos expresos del instrumento foja veinticinco, 
comprobante de la compensación, no permiten poner en cues- 
tión que el gobierno de Santa Fé entendía trasmitir y trasmi- 
tía el derecho de propiedad á don Tibnrcio, doña Anastasia y 
doña Josefa Santa Cruz, hijos de don Tomás Santa Cruz, se- 
gún se expresa on el poder queentestimonio^cone á foja ciento 
treinta y siete. 

Qne por consiguiente son sólo los herederos del citado don 
Tomás Santa Cruz, padre de ios también citados don Tiburcio, 
doña Anastasia y doña Josefa, los que adquirieron el derecho 
transferido por el gobierno de la provincia de Sanca Fé y no 
los herederos de otro Tomás Santa Cruz^ que aunque del 
mismo nombre y familia, no fíguraban en la gestión para la 
compra primero y compensación después y á cuyo respecto, ni 
cuando estos actos se realizaron ni antes de ellos, hay recono- 
mientos de que su causante tuviera derecho de dominio y lo que 
es más, ni aún de posesión. 

Que comprobando los instrumentos que acreditan la compra 
y la compensación, el dominio de don Tiburcio, doña Anastasia 
y doña Josefa Santa Cruz, sobre el terreno del pleito y por tan- 
to el de sus sucesores, y siendo indudable que esos títulos son 
anteriores en muchos años á la posesión del demandado, no lo 
es menos que existe á favor del demandante la presunción legal 
de ser propietario de la heredad qne se reivindica, desde que el 
demandado no ha presentado título alguno y que lejos de pre- 
sentarlos ha invocado tan sólo como fundamento de sus preten- 
siones los títulos otorgados á favor de los causantes del actor 
(artículo dos mil setecientos noventa, Código Civil). 
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Que el deslinde qae se practicó á pedido de la pafte del de- 
mandado no se opone á la aocioii reÍTÍndicatoría intentada, por- 
que no habiéndose disentido la propiedad con motivo de ese des- 
linde no puede alegarse que haya al respecto cosa juzgada. 

Por esto, y fundamentos concordantes de la sentencia apela- 
da de foja doscientos diez, se confirma ésta oon costas, delarán- 
dose que las de primera instancia deben ser pagadas en el orden 
causado. Noíifíquese con el original, y repuestos los sellos, de- 
YuéWanse . 

BBlflAMlN PAZ.— OCTAVIO BUNGB. 
— lUAN E. TORRENT. 



CAUSA r.ceiAX\xw 



El Banco de la Nación Argentina contra don José María 
Baca (hijo), por cobro ejecutivo de pesos; sobre apelación 
denegada. 



Sumario. — 1^ No es apelable en el procedimiento ejecutiTO 
el auto aprobatorio de la tasación. 

2^ No son apelables las regulaciones de honorarios que no ex- 
cedan de 500 pesos . 



Caso. — Resulta del 
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InforHíe del Jíuea Veder al 



Eamio. Señor: 



Buenos Aires, Mayo 28 de 1896. 



Por TÍa de informe, tengo el honor de remitir á Y. S. copia 
del escrito presentado por don José María Baca y la resolocion 
dictada por el juzgado, que motiva el recurso deducido. 

Señor Juez federal : 

José Maria Baca (hijo), en autos con el Banco de la Nación 
Argentina, por cobro de pesos, á Y. S. como mejor proceda 
digo: 

Que vengo á hacer presenteá Y. S. que no puedo prestar mi 
conformidad á la pericia practicada por los peritos nombrados 
y por consiguiente tampoco á la cuenta de honorarios que pre- 
sentan. 

En primer lugar, el perito nombrado por Y. S. señor Elizalé, 
carece del diploma que la ley exige para el desempeño de las fun- 
ciones de tasador, y en cuanto al señar Tressen, si bien es cier- 
to que su carácter de ingeniero lo habilita para ese género de 
funciones, ha sido nombrado por Y. S. sin que previamente se 
me hiciera saber el juez que iba á conocer de este asunto, y en- 
tonces resulta nulo su nombramiento y todas las actuaciones 
en las cuales ha intervenido Y. S,, en virtud de la falta del re- 
ferido auto. 

Si ese auto se hubiera dictado, hubiera hecho uso de mi de- 
recho de recusación oportunamente, y como se me ha privado 
injustamente de ese derecho puedo hoy y en cualquier momento 
usarlo^ pidiendo la nulidad de todo lo obrado con intervención 
de Y. S., además, los señores peritos no han concurrido al lu- 
gar donde se encuentra el terreno, como lo demuestra el hecho 
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de afirmar én la operación que se encuentra alambrado por sas 
cnatro costados, lo qne no és exacto, pues sólo existe este 
en dos. 

En Tirtad de lo expuesto, Y. S. se ha de seryir proTeer de 
conformidad á los siguientes puntos : 

1^ Declarar nulo todo lo obrado con intervención de Y. S., 
dictando el anto que corresponde, haciéndome saber el juez que 
Ta á conocer ; 

2^ En el caso de no acceder á esta petición, declarar nula la 

operación practicada por los peritos nombrados^ en virtud de las 

razones expuestas. 

Es justicia. 

José María Baca. 



Buenos Aires, Abril 24 de 1897. 

Autos 7 vistos: El incidente promovido por don José María 
Baca (hijo), sobre nulidad de procedimientos, y de la operación 
practicada por los peritos nombrados. 

T considerando : 1^ Que la omisión del auto c haciendo saber 
el juez que va ¿ conocer » no ha podido nunca privar al recu- 
rrente del derecho que le acuerda el artículo 44 de la ley nacio- 
nal de procedimientos, puesto que ese dereoho ha podido ejer- 
citarlo ampliamente, é inmediatamente después de notificado de 
la providencia de foja 82 vuelta, la cual ha sido consentida por 
el demandado. 

2® Que respecto de la designación de las personas nombradas 
para practicar la tasación del campo, se han llenado las pres- 
cripciones del artículo 285 del mismo código, y está igualmente 
consentido su nombramiento por el demandado. 

3^ Que respecto á la observación que se hace á la tasación 
practicada, de no haber los peritos concurrido al logar donde se 
encuentra ubicado el campo, aparte de no ser procedente por 
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hallarse consentido el decreto mandando hacer saber dicha ope- 
ración (foja 86), queda ella desvirtuada por la exposición que 
dichos peritos hacen en sus respectivos escritos reclamando ho- 
norarios. 

Forestas consideraciones, él juagado no hace lugar á las nn- 
lidades deducidas y aprueba en cuanto ha lugar- por derecho la 
tasación practicada por los peritos señores Tressen j Elizaté, 
corriente á foja 85, para cuyo acto interpone la autoridad que 
inviste. 

Y considerando la importancia del bien justipreciado, los 
trámites y gastos originados en la operación, regnlanse los ho- 
norarios de dichos peritos en la suma de quinientos pesos mone- 
da nacional, para cada uno de ellos. 

Bepónganse los sellos. 

Águstin Urdinarrain, 

Apelado este auto, fué denegado el recurso. 

Con lo informado creo dejar cumplido el mandato de Y. E. 

Agustín Urdinarrain . 



Falle 4le ki Supi 



Buenos Aires, Diciembre 7 de 1897. 

Autos y vistos: En mérito de lo informado por el juez de sec- 
ción y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo trescientos de 
la ley de procedimientos, se declara bien denegado el recurso, 
en lo que á la tramitación del juicio se reñere, haciéndose igual 
declaración en lo que respecta al honorario regulado 6 los peri- 
tos, de acuerdo con los artículos tres y siete de la ley jsúmero 
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tres mil noventa y cuatro, desde que el honorario regulado no 
excede de qninientos pesos. Repónganse el papel y remítanse 
estas actuaciones al juez de la causa para la agregación á sus 
antecedentes. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGB. 



CAUSA CCCIiXBIXYI 



Criminal contra Francisco González, por infracción 

á la ley de enrolamiento 

Sumario . — El infractor á la ley de enrolamiento es castiga- 
do con la pena de un año de servicio en el ejército. 



Caso. — Resulta del 



Fallo del Jíuem Federal 



La Plata, Noviembre 18 de 1897. 

Y vistos : Los seguidos contra Francisco González por in- 
fracción á la ley de enrolamiento y de los cuales resulta que 
el detenido, en su declaración de foja siete, dice que se encentra- 



250 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



ba enrolado en !a comandancia del Saladillo; que lo verificó el 
año 1^3, y que la papeleta se le ha extraviado. 

Que el comandante militar del referido pattido dice en ¿u 
telegrama de foja 3 no existir en los registros ningún Fran- 
trisco González, de donde resulta desvirtuada la declaración an- 
tedicha. 

£1 procurador fiscal pide para el detenido la pena esta- 
blecida en el artículo 35 de la ley 3318 y la defensa pide la 
absolución de su defendido, fundado en que el artículo 33 de 
la ley de reclutamiento determina que el poder ejecutivo na- 
cional en la capital y territorios nacionales, y los gobernado- 
res de provincia en las de su mando, harán detener á los no en- 
rolados y los pondrán á disposición de los jueces de sección, y 
no habiéndose dictado por el gobierno de esta provincia medi- 
da alguna respecto á los no inscriptos en el último enrola- 
miento, resulta injusta la detención que se ha hecho de Gonzá- 
lez por el comisario de policía de General Alvear, y por últi- 
mo, que el procesado se inscribió en el penúltimo enrolamiento, 
lo cual indica que no fué su propósito faltar, sino simplemente 
que creyó no ser necesario volver á cumplir con este requisito. 

Y considerando: 1^ Que por los artículos 30 y 36 del decre- 
to reglamentario, ley de la materia, tienen los gobernadores 
de provincia la facultad de detener en cualquier tiempo á los 
ciudadanos que no hubiesen cumplido con el deber de enrolar- 
se, sin otra limitación que la de someterlos á la justicia federal 
si en el término de 48 horas no justifican justa causa que 
los exima. 

2<* Que estando justificada en el presente caso la infracción 
cometida, como también la detención del procesado por la po- 
licía, en virtud de la facultad invocada en el considerando an- 
terior, queda refutada una parte de la defensa, en cuanto á la 
otra que se refiere á que el detenido se inscribió en el penúlti- 
mo enrolamiento, y no creyó necesario volver í cumplir con es- 
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te requisito, lo dice la defensa, no el procesado ; y aaa en este 
caso la ignorancia ó el error no debe tenerse en cuenta ni ser- 
vir de excasa ante el coxnplimiento del deber en qne estaba de 
enrolarse en el último período, que lo era d^ carácter general. 
P(ur estos fundamentos, de acuerdo con la acusación fiscal y 
de lo resuelto por la Suprema Corte en el caso de Bonifacio 
Corbalan, fallo condenando al procesado G-onzalez á la pena de 
un año de servicio en el ejercito (art. 35 y ley 3318), sin per- 
juicio del deber de enrolarse, y descuéntesele el tiempo de pri- 
sión sufrida, articulo 49, Código Pena], haciéndose el cómputo 
por secretaría. Notifíquese, regístrese y líbrense los oficios del 
caso. 

Mariano S. de Áurrecoechea. 



VISTA DEL SEflOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Setiembre 29 de 1887. 

Suprema Corte : 

La sentencia recurrida, corriente á foja 26^ se ajusta á las 
constancias del sumario, y á lo proscripto en el artículo 35 de 
la ley 3318. Pido por ello á Y. E. se sirva confirmarla por sus 
fundamentos. 

Sabiniano Kier. 



FaIIo de I* Saprem» Corte 

Buenos Aires, Diciembre 7 de 1897. 

Vistos: De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general, y por sus fundamentos, se confirma, con 
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costas, la sentencia apelada de foja yeinticinco ynelta. Deyaél- 
yanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. 
—OCTAVIO BUNGE. 



CAVÍIA CCCI.XXXl'II 



Criminal contra Eugenio Sánchez, por robo en los depósitos 

de Aduana 



Sumario. — No puede agravarse la pena si la sentencia ha 
sido apelada solamente por el defensor del procesado. 



Caso. — Resalta del 



Falle del Jmm federal 



Rosario, Agosto 6 de 1897. 

Y vistos la presente causa segnida por el señor Procarador 
fiscal contra Eugenio Sánchez, de 30 años, casado, tonelero, es- 
pañol, domiciliado en la calle ürquiza, número 60, sobre robo 
en los depósitos de aduana, de esta ciudad de los que resulta : 

i^ Que por la notado foja i el administrador de aduana co- 
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munlca á este jusgado, que el 23 ile Setiembre del año 1896 se 
había descubierto ana Hostracoion de vino, que venía efectaán- 
dose desde hace cinco meses, en el depósito número 6 de esta 
aduana; que según declaración del autor, se hallaban compli- 
cados algunos empleados y peones que prestan sus servicios en 
el referido depósito, por lo cual se ordenó la detención del jefe 
del depósito Antonio Ibañez, del guardián Félix Alsina y de 
Enrique Mena, Leonardo Martínez y los peones Sebastian Fer- 
nandez, Cecilio Ramirez, Fabriciano Duré y Lucio Lagraña. 

Que á foja 16 vuelta el procesado Eugenio Sánchez presta su 
declaración indagatoria expresando que desde el 22 al 23 de Se- 
tiembre se encuentra detenido, habiéndole tomado el comisario 
de pesquisas ei cajón de herramientas, quien le preguntó sobre 
el destino que tenía el depósito de lata que había dentro del 
cajón, contestándole, que en él sustraía vino del depósito de 
aduana, que no recuerda el número de veces que ha efectuado 
la defraudación ; que hacía un mee y veinte días, y calculaba en 
ISO á 135 litros de vino, ignorando la clase de él ; que el vino 
lo llevaba á su casa, y que una vez el empleado Félix Alsina, 
le dijo que llevara á la de éste el que había extraído; que si es 
verdad que él se declara culpable de la extracción del vino, 
también es cierto que todos los demás empleados, Ibañez, Mar- 
tínez, Alsina, Mena, Duré, Ramírez, Lagraña y Fernandez lo 
han autorizado expresamente para que sacara el vino de las 
bordalesas^y que al sacarlo en forma subrepticia, lo hizo guia- 
dg por consejos que le dieron; y de acuerdo con los empleados 
mencionados, se. resolvió extraerlo por medio del depósito de 
lata existente dentro del cajón de herramientas. 

Que de fojas 18 vuelta á 22 vuelta declaran los peones del depó- 
sito número 6, Cirilo Ramírez, Feliciano Doré y Lúeas Lagraña, 
qnienes manifestaron que no conocían al autor de la defrauda- 
ción, sino simplemente por oidas y que no habían autorizado á 
Eugenio Sánchez para que extrajera el vino de las bordalesas. 
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Que de fojas 85 á 36 declara don Salvador Pioavea, comisario 
de policía, que en an principio Sánchez le inculpaba á Ibañes 
participación en el delito, quien, según su dicho, vendía el vino 
y entregaba su importe al último, para que éste lo repartiera 
entre los empleados, j después declaró que le daba á Ibanes 
una parte del valor de la venta, que el antecedente que tnvo 
para descubrir á Sánchez (autor de la sustracción) fué por la 
denuncia del señor Quintana al jefe de policía, sobre sospechas 
de que un tonelero era el autor, y entonces el declarante esta- 
bleció vigilancia sobre Sánchez, y uno de los encargados le hizo 
conocer que éste había comprado una bordalesa vacía, que á los 
pocos días se notó que Sánchez entraba y salía de los depósitos 
con mucha frecuencia, cargando con dificultad, al salir, el cajón 
de herramientas y regresando con el mismo cajón con aspecto 
ilescansado ; que luego se le capturó encontrándole el cajón lleno 
de vino como está, y el odre que le servía de coraza en las mis- 
mas condiciones; que el agen4;e £tcheverría le manifestó al de- 
clarante que Sánchez entraba después de las 12 del día, estan- 
do Ibañez en el depósito, dicho que confirmó por la declaración 
del último. 

De fojas 36 vuelta á 38, los esposos Mercedes Nuñez de Bon- 
chieri y Arturo Bonchieri, declaran que Sánchez ni Félix 
Alsina han llevado vino á casa de los declarantes. 

2° Que corrida vista al señor procurador fisoai, éste produce 
su acusación de foja 40 á foja 44, la que funda en la confesión 
que el procesado hace de su culpabilidad (declaración de foja 16 
vuelta), en que siendo varios los empleados responsables admi- 
nistrativamente, no puede en el caso sub^-judice determinarse 
por las constancias de autos quién ó quiénes dieron lugar con su 
negligencia á que 8c produzca el robo en la forma que lo hizo 
Sánchez, por cuya razón pide que se sobresea esta causa res- 
pecto al jefe del depósito número 6, Antonio Ibañez, y del guar- 
dián del mismo Félix Alsina, dejando abierto el proceso hasta 
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qae aparezcan nnevos dato8, de oonformidad al artículo 435 
del Código de Procedimientos criminales. 

Que en atención á la poca importancia de los efectos sus- 
traídos por Eugenio Sánchez, debe condenarse á este procesado 
al mínimun de la pena de la segunda parte del artículo 81 de 
la ley sobre crímenes de 14 de Setiembre de 1863, es decir, á 
tres años de trabajos forzados y al pago de las costas de este 
juicio. 

3^ Que de fojas 50 á 51 el defensor del procesado Eugenio 
Sánchez, contestando la acusación fiscal, pide que no se haga 
lugar ala pena que en ella se solicita, porque existen circuns- 
tancias atenuantes que aminoran la penalidad de su defendido^ 
como ser la insignificante cantidad del vino sustraido, la con- 
fesión inmediata del delito hecha por el procesado y la imposibi- 
lidad que éste pueda haberse cometido sin cómplices ; que por 
estos motivos pide se dé por compnrgado el delito cometido por 
' su defendido, con el tiempo de prisión que lle?a sufrido. 

4® Que abierta la causa á prueba, las partes no presentan nin- 
guna, según resulta de autos. 

T considerando: 1^ Que el cuerpo del delito y el autor delin- 
cuente están comprobados en autos, como resulta de la prece- 
dente relación del proceso. 

2^ Que el articulo 81 de la ley penal especial de 1863 casti- 
ga con tres á seis años de trabajos forzados á los que hurtaren 
mercaderías de los depósitos fiscaleSi pena á la qne se hace 
acreedor el procesado Sánchez, que ha confesado espontánea- 
mente ser autor de hurto de vino de los depósitos de aduana. 

3^ Que el delincuente tiene en su contra la circunstancia 
agravante de su falta, de haber abusado de la confianza que se 
le dispensara permitiéndole libre entrada á los depósitos fisca- 
les para que cumpliera con los encargos ó trabajos de su oficio 
de tonelero, pues aun cuando no era empleado rentado de la 
aduana, era sin embargo tonelero, cuyos servicios generalmen- 
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te se acostumbraban aprovechar (artículo 84, inciso 6^ del Có- 
digo Penal). 

Pero á la vez atenúa su crimen el hecho -de no haber tenido 
intención de causar mayor mal ni lo ha causado^ porque la sus- 
tracción ha sido paulatina, por pequeñas porciones de vino, y 
además, el poco valor de la mercadería sustraida. 

Por estas consideraciones^ fallo definitivamente en esta sala 
de audiencias, condenando á Eugenio Sánchez á la penado tres 
años de trabajos forzados, coma reo del delito previsto y penado 
por el articulo 81, inciso 2*, de la ley penal de Setiembre 14de 
1863^ con descuento del tiempo de prisión sufrida en la propor- 
ción establecida en el artículo 49 del Código Penal. Además 
pagará los daños y perjuicios sufridos y las costas judiciales. 
Ejecutoriada la sentencia^ póngase el reo á disposición del Poder 
Ejecutivo de la provincia para que determine el establecimiento 
de reclusión en que ha de cumplir su condena. 

Daniel Goytia . 



VISTA DEL SEltOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Noviembre 12 de 1897. 
Suprema Corte : 

El hecho imputado al procesado Eugenio Sánchez en esta 
causa, se ha evidenciado y hasta confesado. 

Se trata de una sustracción de ?inos perpetrada en la aduana 
del Rosario, por persona que no ejercía cargo ni empleo en sn 
administración. 

El artículo 81 de la ley sobre crímenes contra la Nación, im- 
pone al hecho del procesado, la pena de tres á seis años de tra- 
bajos forzados. 
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La sentencia qae podo ir hasta el término medio de esa pena, 
la ha reducido al mínimun^ tomando en consideración la poca 
importancia délo sQstraido. Como la sentencia no haya sido 
recnrrida por el Procurador fiscal, y el defensor mismo del pro- 
cesado nada encuentra que observar contra su legalidad, me li- 
mito á pedir á Y. E. la confirmación de la sentencia recorrida, 
corriente á foja 57. 

Sabiniano Kier. 



Falto de to Suprema Carie 

Buenos Aires, Diciembre 7 de 1897. 

Vistos y considerando: Que está plenamente probado el he- 
cho de la Sustracción de efectos de los almacenes de aduana, 
que ha motivado esta causa, y lo está también la responsabili- 
dad penal del procesado como autor del hecho expresado. 

Que no habiendo sido apelada la sentencia sino por el defen- 
sor del procesado, esta Suprema Corte no puede agravar la pena 
que impone dicha sentencia y que consiste en el mínimum esta- 
blecido por el artículo 81 de la ley nacional penal* 

Por esto, y de acuerdo, con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general, se confirma, con costas, la sentencia ape- 
lada de foja cincuenta y siete, declarándose que el tiempo de 
prisión sufrida deberá computarse á razón de dos días de ésta 
por uno de trabajos forzados, de conformidad á la doctrina del 
artículo noventa y dos de la citada ley, y jurisprudencia de esta 
Suprema Corte; devuélvase. 

BEHJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. 

T. LXXl 17 
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CAUSA C€C;i.XXVIII 



Manuel Pérez y compañía, contra el Banco Constructor de La 
Plata; sobre apelación de sentencia de los tribunales de la 
Capital. 

Sumario. — 1^ La interpretación y aplicación de las leyes del 
Congreso que conciernen al gobierno y administración de la Ca- 
pital, no autoriza el recurso ante la Suprema Corte, contra las 
sentencias dé" los tribunales ordinarios de la miama. 

^ No procede condenación en costas cuando la resolución de 
la Suprema Corte es revocatoria del auto que concedió el recur- 
so deducido para ante ella. 



Caso, — Resulta del 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Diciembre 9 de 1897. 

Vistos y considerando : Que el recurso concedido para ante 
esta Suprema Corte por la Cámara de Apelación en lo comercial 
de la Capital, se funda en que la mencionada cámara, al revo- 
car la sentencia del juez de comercio, ha desconocido el título 
que la parte del Banco Constructor de La Plata invocaba en su . 
favor y apoyaba en la ley de veintitrés de Setiembre de mil 
ochocientos ochenta y cinco. 
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Qoeesta ley prohibió el jaego de lotería, desde el primero de 
Enero de mil ochocientos ochenta y seis, en la Capital y en los 
territorios nacionales, siendo por consiguiente una disposición 
de carácter local. 

Que segnn lo tiene declarado esta Suprema Corte, haciendo 
jurisprudencia^ entre otros casos en los que se registran en los 
tomos cuarenta y ocho, páginas ciento once, ciento treinta y 
uno, y cincuenta y seis, página trescientos doce de los fallos, no 
procede el recurso creado por el artículo catorce de la ley sobre 
jurisdicción y competencia de los tribunales federales y noventa 
de la ley oirgánica de los tribunales de la Capital, centrales 
fallos de estos tribunales en qne se interpreta y aplica las leyes 
del Congreso, que conciernen al gobierno y administración déla 
Capital y territorios nacionales. 

Por esto, se declara mal concedido el recurso interpuesto 4 
foja doscientos dies y siete, y repuestos los sellos devuélTanseá 
la cámara de su procedencia. 

benjamín PAZ. — LUIS V. VÁRE- 
LA. — ABEL BAZAN. — OCTA- 
VIO BUNGE. 



La parte de Pérez solicitó adición de la sentencia anterior 
respecto de las costas, pidiendo que se declaren á cargo del 
Banco. 



i'alle de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Diciembre 14 de 1897. 



Autos y vistos : Considerando que por el auto de foja dos- 
cientas veintinueve vuelta, la Camarade Apelación concedió el 
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reoorso deducido á foja dosoientos diez y seis, para ante esta 
Suprema Corte. 

Que, por consiguiente, la resolución de esta Suprema Corte, 
de foja doscientos cincuenta y cinco, declarando mal concedido 
el expresado recurso, importa la revocación del auto citado de 
foja doscientas yeintinueve yueita. 

Que con tal antecedente, la condenación en costas no proce- 
día, con arreglo á derecho y práctica observada en su mérito. 

Por esto, no se hace logar á la adición solicitada. 

BENJAHW PAZ. — ABEL BA2AII. 
— OCTAVIO BURGE. 



CAUSA €:vcjl:k:kxix. 



Doña Felisa Podestá de Bianchi en el juicio ejecutivo del Banco 
de la Nación, contra don Nicolás B. Bianchi Podestá ; sobre 
tercería de dominio. 



Sumario. — Probado el dominio, debe admitirse la tercería 
fundada en él. 



Caso. — Lo explica el 
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Fallo del Smmm WmúmrmM 



Buenos Aires, Játio 29 de 1897. 

Y vistos : estos autos seguidos por doña Felisa Fodestá de 
Bianchíy sobre tercería de dominio deducida en la ejecución 
iniciada por el Banco de la Nación Argentina, contra don Nico- 
lás Blas Bianchi Fodestá, de los que resulta: Que á foja 2, don 
Antonio Martines, invocando su carácter de mandatario de doña 
Felisa Fodestá de Bianchi, á mérito del poder de foja 1, se pre« 
sentó manifestando. 

Que el Banco se ha presentado y obtenido el embargo de to- 
das las existencias del almacén de su propiedad, sito calle de 
Artes y Faraguay, número 595, so pretexto de que esas existen- 
cias pertenecen á su hijo Nicolás Blas Bianchi Fodestá, quien 
había obtenido de ese establecimiento un crédito sin haber in- 
gresado á su negocio un solo peso del concedido. 

Que el representante del Banco no aceptó las observaciones 
que se le hicieron en el acto de la traba del embargo acerca del 
origen de esos bienes, precediéndose á la clausura del negocio y 
quedando con ello despojada de sus bienes, é impedida de cum- 
plir con sus compromisos, razón por la que promueve el corres* 
pendiente juicio de tercería de dominio, y pide que en definiti- 
va se condene al Banco á la devolución de las mereaderías em- 
bargadas, intereses, daños y perjuicios y costas. 

Que sustanciada la tercería por medio del respectivo traslado, 
fué evacuado á foja H, por el deudor Nicolás Blas Bianchi Fo- 
destá, alegando ser cierto en todas sus partes lo expuesto por 
la actora, y que él no ha sido sino un simple dependiente del 
negocio. • 

£1 apoderado del Banco lo contesta á foja 13, diciendo: Que 
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el edificio en donde estaba estableoido el almacén cayas merca- 
derías se embargaron^ es el mismo qae el señorBianchi Podestá 
dio en su letra como su domicilio, siendo allí notificado de la 
ejecQcion, allí se encontraba al frente del almacén ejercitando 
actos de dominio, y allí, en fin, se diligenció el mandamiento. 

Que recibida la causa á prueba para la justificación de los 
hechos alegados por la tercerista, se produjo la que determina 
el certificado de foja 99, así como la declaración de foja 117 
vnelta, diligencia ésta decretada con calidad de ^para mejor 
proveer », habiéndose llamado autos para definitiva. 

T considerando : Que tratándose en el sub'judice de nna ter* 
caria de dominio eiclny ente, corresponde al ¡juzgado examinar 
81 la prueba ofrecida por la tercerista justifica el dominio invo- 
cado á los bienes que fueron materia del embargo trabado en la 
ejecución seguida por el Banco de la Nación Argentina, contra 
8U deudor Nicolás Blas Bianchi Podestá, para según ello acordar 
6 no su levantamiento. 

Que incumbiendo á la actora la justificación de tal extremo^ 
leyl*, título 14, partida 3% ha ofrecido enel período de la prueba 
las siguientes: 1* Las patentes del negocio donde existían las mer- 
caderías embargadas, correspondientes á los años 1891 á 1894 
inclusive; 2* la compulsado foja 55; y 3* el informe de la Di- 
rección general de rentas de la Nación, de foja 85. 

¿Qué mérito legal tiene esa prueba en relación con los hechos 
á justificarse? El juzgado, después de un meditado estudio de 
todas ellas y de cada una individualmente, le atribuye un valor 
probatorio amplio y suficiente á llevar al espíritu el convenci- 
miento íntimo de la justicia de la reclamación de la tercerista. 
Las patentes industriales de la tercerista correspondientes á 
los años 1891 al 1894 inclusive, y el informe de foja 55 vuelta, 
de procedencia insospechable, corroborando idéntico extremo, 
prueban evidentemente la posesión del negocio de la señora 
Bianchi de Podestá, así como su carácter de dueña exclusiva de 
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los artículos 6 mercaderías en él existentes, y que han sido em- 
bargados; desde luego, el principio legal sancionado por el ar- 
tículo 2412 del Código Civil, que establece, que la posesión de 
buena fé de una cosa mueble orea á faTor del poseedor la pre- 
sunción de tener la propiedad de ella y el poder de repeler cual- 
quiera acción de reivindicación, le favorece visiblemente tanto 
mis que la excepción prevista en dicho artículo no ha sido pro- 
bada, pero ni siquiera invocada por el Banco. El resultado de 
la compulsa realizada de los libros de la casa de comercio de los 
señores Rojas, Gallo y compañía (antes Sojas, Bepetto y Gallo) 
y de don Pedro y don Antonio Lanusse, foja 55, libros llevados 
en forma y con estricta sujeción á las prescripciones del códi- 
go de comercio, por lo que sus asientos y constancias merecen 
fé en jnicíOy comprueban una vez más el carácter de dueño de 
esos artículos invocada por la actora, desde que esa compulsa 
demuestra claramente que esas casas la proveyeron durante 
muchos años de artículos de almacén, y por las fuertes sumas 
que allí se indican, que el negocio lo tenía establecido en la calle 
de Artes y Paraguay, y que el deudor ejecutado jamás ha teni- 
do cuenta ni crédito en la misma. 

Finalmente, si á estas conclusiones se agrega la declaración 
de don Francisco Mandraccio, foja 117 vuelta, que afirma ser 
dueño de la finca ocupada por doña Felisa Podestá de Bianchi, 
y que esta señora era su inquilina desde muchos años, hasta que 
el Banco de la Nación Argentina sacó todas las existencias que 
habían en su domicilio, se tiene la evidencia absoluta del dere- 
cho reclamado, por no ser posible suponer tanta uniformidad 
y concordancia sobre un hecho, á no mediar bases de rigurosa 
verdad. Y aun cuando ese testigo manifiesta comprenderle las 
generales de la !ey, tal estado no es bastante á destruir el mé- 
rito intrínseco y coadyuvante de ese testimonio, que, como que- 
da dicho, se encnentra en íntima armonía y concordancia con el 
resultado de pruebas indubitables. 



1 
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Que no es de tomarse en consideraeion la razón de oposición 
hecha por el Banco, de que sa deodor viviera y haya dado como 
domicilio de la letra el mismo en qae existe el negocio embar^ 
gado, y que en él se haya diligenciado el mandamiento, desde 
qae la prueba analizada ha constatado que ese negocio no le 
pertenece, aparte de que tales afirmaciones son perfectamente 
viables, por ser un hecho confesado y no contradicho, que Nico- 
lás Blas Bianchi Podestá vivía allí, pero en sn calidad de sim- 
ple dependiente y como hijo de la tercerista. La aseveración de 
que se encontraba al frente del almacén ejecutando actos de do- 
minio, debe desestimarse, por no haber sido enferma algnna 
justificada por quien la hizo. 

Que la prueba ofrecida por el Banco, consistente en la absolu- 
ción de las posiciones de fojas 97 y 98, al tenor de los pliegos 
de fojas 95 y 96, nada prueba en el sentido de constatar que 
las mercaderías embargadas pertenecían á su deudor ; y aun 
cuando éste absolviendo la 2^ posición confiesa que en la soli- 
citud de descuento manifestó ser comerciante establecido con 
almacén en la calle de Artes 895, en cambio tal hecho ha sido 
desconocido por la tercerista y destruido por las probanzas por 
ésta rendida, y por el mismo deodor, cuando respondiendo k 
la 5* posición, dice, que se inscribió en el padrón municipal, en 
los años de 1893 y 1894, como dependiente de almacén. Aque- 
lla confesión nada prueba, no puede jamás tener el alcance y va- 
lor que se le atribuye, y si es que á su mérito el Banco otorgó 
el descuento que solicitó, tal acto necesariamente acusa departe 
del establecimiento una negligencia indisculpable é inaceptable 
bajo todos conceptos, al no haber inquirido por los medios de 
que dispone, del fundamento de verdad de tal afirmación, y si 
fué engañado, y recibió perjuicios, justo es soporte las conse- 
cuencias de su propia negligencia culpable (artículo 929 del Có- 
digo Civil). 

Por las consideraciones expuestas y demás concordantes del 
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escrito de foja 101, definitivamente juzgando, fallo : admitien- 
do la tercería de dominio exclnyente deducida por doña Felisa 
Podestá de Bianchi, y en su consecuencia ordeno el desembargo 
y ent/ega á la tercerista de las mercaderías embargadas á foja 
16 Tnelta de los autos ejecutivos principales, con costas, y re- 
serva de acciones por los perjuicios que justificase haber su- 
frido. 

Notifíquese con el original y repónganse los sellos. 

Agustín Urdinarrain. 



Wmíím de te Saprem» Certe 



Buenos Aires, Diciembre 9 de 1897. 

Vistos y considerando : Que el mérito de la prueba que acre- 
dita que la tercerista ha abonado el impuesto de patente desde 
el año mil ochocientos ochenta y cinco hasta el año mil ocho- 
cientos noventa y cuatro inclusive (foja ochenta y seis), en 
CHiidad de propietaria del negocio embargado en el último de 
los años expresados, corroborado además por la compulsa délos 
libros de comercio practicada á foja cincuenta y cinco, y con la 
declaración de foja ciento diez y siete, que pueden hacerse valer 
por su fuerza concordante, convence que la citada tercerista ha 
obrado con derecho al deducir la demanda de foja dos. 

Por esto y fundamentos concordantes de la sentencia apelada 
de foja ciento veinte, se confirma ésta, con costas. Repuestos los 
s ellos, devuélvanse. 

benjamín paz. — LUIS y. YARB- 
LA. — ABEL BAZAN. —OCTAVIO 
BUNGE. 



^ 
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CAUSEA C€'€XC 



Criminal contra Sebastian J. Balcarce, por sustracción 
de dinero de impuestos internos ; sobre competencia 

Sumario. — Debe considerarse cometido en el lugar donde 
han sido recandados los impaestos internos^ el delito de sus- 
tracción de dinero procedente de éstos, imputado al empleado 
encargado de la recandacion. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas : 



Falle del Jaea VMIerel 



Santiago, Setiembre 38 de 1897. 

Autos y vistos: resultando de las diligencias agregadas á foja 
31 que el delito imputado al procesado ha sido llevado á cabo, 
dentro del territorio de la provincia de Entre Ríos. 

Y üonsideíando: Que el juez competente para conocer en ¡a 
averiguación y castigo de un delito, es el del lugar donde éste 
ha sido perpetrado, sin otras modalidades que las establecidas 
en los artículos 35 y siguientes del Código de Procedimientos 
en lo criminal y entre las cuales no está comprendido el caso 
sub'judice . 

Por tanto, y siendo improrrogable la jurisdicción criminal. 
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artículo 19 de la ley citada, declárase este juzgado incompetente 
para seguir entendiendo en la cansa, y remítase ésta, at>í como al 
detenido, al señor juez federal de Entre Bios. Líbrese oficio tele- 
gráfico al señor Ministro de Justicia de la Nación para que fa- 
cilite á este juzgado los medios pecuniarios para trasladar al 
reo y los cuales se calculan en 250 pesos moneda nacional de 
curso legal; oportunamente, bagase saber á la policía. 

5. Salva. 



Valle úml Jlaes Federal 



Paraná, Noviembre 6 de 1897. 

Vistos y considerando: 1^ Que el delito que motiva este pro- 
ceso abierto contra el ex-inspector de impuestos internos don 
Sebastian J. Balcarce, es el definido y penado por el artículo 80 * 
de la ley penal de 14 de Setiembre de 1863, por haberse apro- 
piado parte de los dineros recaudados por Enero y Febrero, hasta 
el día 25, de 1896, á título de impuestos internos de la nación. 
Que el hecho de que los impuestos por Enero y Febrero de 1896 
los hubiese recaudado el ex-inspector Balcarce en esta sección 
judicial, no bastan para afirmar y sostener que en ella se ha 
cometido el delito, porque la recaudación, que es el cumplimien- 
to de los deberes oficiales del inspector, por sí sola no consti- 
tuye el delito. Que éste se consoma recien y se ha consumado 
en el caso imputado á Balcarce, desde el momento en que éste 
fué requerido por la Dirección de Impuestos para rendir la 
cuenta con pago de la recaudación correspondiente á los meses 
expresados, y él dejó de cumplir este deber y entregar el saldo 
á su cargo, y ese requerimiento seje hizo, como debió hacerse. 
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después que entregó la sección al inspector Lemos y se trasla- 
dó & Santiago del Estero sin remitir á la dirección el inventa- 
rio 7 balance, que por oonsigaiente el delito recien ha sido con- 
sumado por Balcarce cuando residía en la sección judicial de 
Santiago y es al juez que ejerce jurisdicción en ella á quien 
compete entender y conocer de él según la misma doctrina in- 
vocada en el auto de inhibición de foja 35, que, de todos mo- 
dos, es manifiesto, como queda demostrado, que el delito no se 
ha cometido en esta jurisdicción y en caso de duda ó de ser 
desconocido el lugar en que el delito se ha perpetrado, debe 
conocer de él el juez federal de Santiago del Estero por haber 
prevenido en la causa y haber constituido en arresto al presun- 
to culpable (artículo 35 del Código de Procedimientos en mate- 
ria penal). 

Por estas consideraciones, declaro que no compete á este juz- 
gado entender en la presente causa. En consecuencia devuélva- 
se en el diaal señor juez de sección de Santiago del Estero» á 
fin de que no sufra más demora el procedimiento. 

M. de T. Pinto. 



VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Noviembre 35 de 1897. 
Suprema Corte- 
Como lo expresa el auto del juez federal de Entre Rios, co- 
rriente áfoja 64, el delito perseguido en esta causa, no consiste 
en el cobro de impuestos por el que tiene la misión legal de ha- 
cerlo, sino en el hecho de apropiación ó defraudación del pro- 
ducto de impuestos cobrados* 



._ .j 
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Admitiendo qoe hubiese dada respecto al momento y lagar 
en que la defraudación fué perpetrada, esa duda debe resolrerse 
declarando la jurisdicción del juez que ha prevenido en el cono- 
cimiento de la causa y á cuya disposición se encuentra e) reo; 
según las prescripciones explícitas de los artículos 35 y 36 del 
Código de procedimientos en lo criminal* 

Resultando de las constancias del sumario que es el juez fe- 
deral de Santiago del Estero el que ha prevenido en el conoci- 
miento, el que ha dictado la orden de prisión y mantenido á su 
disposición el preso, con sujeción á lo expuesto en la vista fiscal 
de foja 62 y fundamentos del auto de foja 64, pido á Y. E. se 
sirva declarar que procede en el caso la continuación del ejerci- 
cio de so jurisdicción. 

Sabiniano Kier^ 



Fallo de ím Suprema Caerte 

Buenos Aires, Diciembre 9 de 1897. 

Vistos y considerando : Que según las constancias de autos^ 
el procesado Sebastian J. Balcarce, desempeñando el empleo de 
inspector de impuestos internos en la provincia de Entre Bios, 
recaudó los dineros por impuestos, cuyo desfalco se le imputa. 

Que con tal antecedente, y debiendo rendirse la cuenta en el 
lugar de la recaudación y quedar en la oficina, situada en el 
mismo lugar, los libros y documentos de la referencia, no se 
puede sino concluir que, si delito de sustracción existe verifica- 
do por el empleado recsíudador, ese delito debe considerarse per- 
petrado en el mencionado lugar. 

Por ésto, se deniara que el conocimiento de esta causa corres- 
ponde al juez de la sección de Entre Ríoh. Remítansele en con- 
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secnenoia los autos, y avísese por oficio al jaez de la secoion de 
Santiago del Estero. 

BElf JAMín PAZ. — LUIS V. TÁ- 
RELA. — ABEL BAZAH. — 
OCTAVIO BUNGE. 



CAUSA tCC 



« mf ^ t 



Criminal contra Ernesto Salva, por violación 

de correspondencia 

Sumario. — La aplicación de la pena del artículo 52 de la 
ley nacional penal al empleado de correo autor de la Tiolacion 
de una carta dentro de la cual existían billetes de lotería es fa- 
vorable y no puede causar agravio al procesado. 



Caso. — Resulta del 



Falle del Sumu Federal 



Rosario, Diciembre 38 de 1897. 

Y vistos: la presente causa seguida por el señor Procurador 
fiscal contra Ernesto Salva, de diez y nueve años de edad, sol- 
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tero, empleado de correos, argentino, no tiene apodo, y domici- 
liado en la cindad de Santa Eé^ sobre violación de eorresponden* 
cia y sastraecion de un billete de lotería, de lo que resalta : 

I*" Que á foja 1 , don Severo Acbaval se presenta el día 12 de 
Junio del año próximo pasado, ante el comisario de la segunda 
sección de la ciudad de Santa Fé, exponiendo: que el día diez 
del mismo mes alas diez ante meridiano, compró nn billete en- 
tero de lotería de Beneficencia Nacional, número naeve mil cien- 
to cuarenta y seis, qae se juega en la fecha, en una agencia de 
lotería sita en la calle San Jerónimo, número 579, y que el día 
de ayer (nueve), como á las 7 de la mañana, puso 4 quintos del 
referido billete en un sobre y los echó en el buzón que existe en 
ia calle Comercio esquina Salta, y cuya carta iba dirigida á Ni- 
canor Siembra, estación Vera y que en la feoha que hace esta 
denuncia, siendo las 12 meridiano, el billetero Ángel Lentini le 
ofreció en venta los referidos quintos ; que eh el mismo día, el 
denunciante se ratifica en su declaración y contestando á las 
preguntas que en este acto le hizo el comisario, dice: Que en el 
sobre ib& una carta dirigida ú Nicanor Siembra, en la que le 
hablaba de los referidos quintos y otros asuntos; que cuando 
echó al buzón la carta iba solo, cuya ratificación corre de foja 
2 vuelta á 3. 

Que de fojas 3 á 5, corre la declaración del billetero Ángel 
Lentini, el que expresa: Que compró los quintos á un cartero 
cuyo nombre ignora y que se encontraba haciéndose lustrar ios 
botines en -el salón de lustrador sito en la calle San Jerónimo 
número 569 ; y que pagó por ellos cuatro pesos, hallándose pre- 
sente el mozo lustrador y otras personas más que no conooe; 
que el cartero le dijo que los ofrecía en venta porque tenía 
otros muchos, habiéndole mostrado otros partidos por el medio; 
que de esos quintos tiene uno en su poder, otro el mozo lustra- 
dor y los otros dos los había vendido á una persona que no co- 
noce. 
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Quede fojas 5á 6 corre la declaración del lustrador, llamado 
Victor Bonaccio, el que expuso: que se encontraba presenté 
cuando el cartero Tendió cuatro quintoi» de lotería número 
9146, al billetero Ángel Lentini; que no conoce al cartero; que 
el declarante compró un quinto al billetero^ que había varias 
personas presentes, que no las conoce. 

Que de fojas 6 á 8 está consignada la declaración del pro- 
cesado Ernesto Salva, quien contestando á las preguntas for- 
muladas por dicho funcionario, contesta: que supone que su pri- 
sión sea por un billete de lotería^ y que paseando por la comisa- 
ría fué llamado por un empleado de la mis^a, encontrándose el 
billetero Ángel y el propietario de la Agencia de lotería sita en 
la calle San Jerónimo ; que al billetero Ángel Lentini le vendió 
ayer á la tarde en la Agencia de Lotería sita en la calle San 
Jerónimo, número 569, cuatro quintos de la Lotería de Benefi- 
cencia Nacional, número 9146, valor de 50.000 pesos, los que 
vendió en cuatro pesos; que los quintos mencionados los sacó de 
entre una carta que encontró como aun metro de distancia del 
buzón número 1603 que se encuentra en la calle Comercio esqui- 
na Salta; que el papel que llevaba la carta lo hizo pedazos y lo 
tiró; que no ha leido el contenido del papel ni se ha fijado á 
quién iba dirigida la carta ; que cuando encontró la carta eran 
las once y treinta minutos de la mañana del día once; que cuan- 
do recogió la carta del suelo^ no se encontraba ninguna persona; 
que no comunicó á nadie el hallazgo, que cuando vendió los 
quintos, se encontraba el dependiente de la casa, los que obran 
á fojas 11 y 12. 

2® Que traido el sumario á este tribunal se hace comparecer 
al reo, el que se ratifica en su declaración anterior y reconoce 
la firma que ella contiene, de foja 17 á foja 18, agregando: que 
la carta que levantó estaba cerrada, con estampilla, espedita 
para franquearla y que era buzonista del correo de Santa Fe. 

Que según el informe que obra de foja 18 vuelta á foja 20, 
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expedido por el jefe de correos j telégrafos de Santa Fe , it 
ta qae el procesado Salva ha sido empleado como bozonista 
hasta el 12 de junio del año próximo pasado, estando á su car- 
go la recoleccioa de la correspondencia del buzón situado en la 
calle Comercio esquina Salta, efectuando cuatro recolecciones 
diarias de correspondencia las que efectuaba á las ocho y doce 
de la mañana, dos de la tarde y ocho de la noche. 

Que por el nuevo informe expedido por el mismo funcionario 
y que obra de fojas 20 á 27, se comprueba: que el buzón exis- 
tente en la calle Comercio esquina Salta es de lus de nuevo sis- 
tema, que no permiten que el buzonista susttaiga ninguna 
pieza de correspondencia, pero que en la fecha á que hace refe- 
rencia (12 de junio de 1896) carecía éste como todos los en ser- 
vicio en dicha ciudad, de las bolsas en que es depositada la co- 
rrespondencia; que habiendo sido retirada para ser reemplazada 
por otras, debido á que las cerraduras no ofrecían seguridad, de 
manera que la correspondencia se hallaba á merced del emplea- 
do encargado de recolección. 

3*^ Que de fojas 32á 34 vuelta^ formula su acusación el señor 
procurador fiscal y pide se condene al procesado á la pena de 
seis meses de trabajos forzados, ó en sa defecto al pago de una 
multa de trescientos pesos y las costas del juicio, fundándose, 
entre otras, en las razones siguientes: Que el procesado ha 
confesado ser el autor de la violación de la carta que contenía el 
billete de lotería y un papel, como también que los quintos del 
billete los vendió á Ángel Lentini, y que el papel lo rompió sin 
enterarse de su contenido; en que el procesado haoe presente 
que la carta la encontró en la calle y á un metro de distancia 
del buzón número 1603, con lo cual pretende excusar su res- 
ponsabilidad, lo que no resulta justificado en autos ni apoyado 
en presunciones, desprendiéndose del sumario que el procesa- 
do la sacó del buzón, lo que se constata : por la declaración del 
dueño de ella, que consta la depositó en dicho buzón, porque 

T. LXXl 18 
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Saká era empleado de conreo encargado de recoger las cartas 
diariamente, hasta el 12 de junio del año referido (informe de 
foja 20), porque el buzón carecía de la bolsa en que es depo- 
sitada la correspondencia, de modo que ésta se encontraba á 
merced del empleado encargado de recogerla, y porque, aún su- 
poniendo que la carta se hubiera encontrado fuera del buzón, 
él, como empleado de la repartición, no ha debido abrir la carta 
sin depositarla en el correo, y mucho menos quedarse con los 
billetes y venderlos guardándose el importe, y que el hecho dé- 
la yiolación de la carta, confesado por el reo, hace presumir la 
voluntad criminal (artículo 6 del Código Penal) y esa presun- 
ción se encuentra corroborada por las otras circunstancias que 
deja enumeradas. 

4® Que corrido traslado de la acusación al defensor del pro- 
cesado, éste, de foja 36 á foja 40, pide que en definitiva se 
absuelva á su defendido de culpa y cargo, fundándose entre 
otras, en las conclusiones siguientes : porque no hay delito. 
Que aún cuando hubiera delito, no hay prueba suficiente; que 
aun cuando hubiera prueba, la pena ha sido compurgada con el 
tiempo de prisión preventiva sufrida por su defendido. 
* 6^ Que abierta la causa á prueba, y designada audiencia para 
la recepción de la prueba, no se ha producido ninguna por las 
partes. 

Que de fojas 56 vuelta á 58 tiene lugar la audiencia prescrip- 
ta por la última parte del artículo 579 del Código de Procedi- 
dimientos Criminal, la que se decreta previo el llamamiento de 
autos para definitiva, en cuyo acto el señor procurador fiscal 
hizo constar lo siguiente; que reproducía en todas sus partes el 
escrito de acusación que obra en autos, en el cual se ha hecho 
mérito de las pruebas producidas durante el sumario, expresan- 
do por su parte el señor defensor; que pedía se diera por el juz- 
gado sentencia absolutoria á su defendido, de toda colpa y car- 
go, y que para solicitar esto daba como razones las siguientes: 
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« 

los motivos de derecho expuestos en la defensa hecha por el 
doctor Yelasco, y sobre todo, el hecho de resaltar de autos qae 
la parte acusadora no ha probado que su defendido haya cometi- 
do el doble delito que se le imputa; que es elemental, como prin- 
cipio de derecho, que á todo procesado se le considere inocen- 
te mientras no se le pruebe lo contrario; y, finalmente, que la 
única prueba existente en autos es la declaración de taparte 
damnificada, que aparte de ser difusa y ambigua, no puede 
perjudicar á su defendido. 

Y considerando: 1® Que la existencia del delito se halla ple- 
namente comprobada por la exhibición de los billetes de lotería 
corrientes á fojas 11 y i2, por las declaraciones de los testigos . 
que presenciaron la venta de los billetes y por la confesión del 
reo que se reconoce autor de la venta. 

2^ Que la identidad de! delincuente que ha cometido el deli-. 
to de violación de correspondencia, desempeñando las funciones 
de buzonista del correo, se encuentra igualmente comprobado 
por la confesión del reo á fojas 6 vuelta y 7, y ratificada á foja 
17, agregando en esta última que la carta que abrió y destruyó 
sacando de ella los billetes, estaba cerrada, con estampilla y 
lista para franquearla. 

3^ Que la confesión del procesado se ha prestado de acuerdo 
con el artículo 316 del Código de Procedimientos en materia 
penal, de consiguiente prueba acabadamente el delito y su 
autor. 

4^ Que el hecho delictuoso imputado á Salva está previsto 
y penado por el artículo 52 de la ley penal de Setiembre 14 de 
de 1863, sin tener en consideración que la carta contuviera bi- 
lletes de lotería, porque no se consideran documentos de valor 
según la ley. 

Por estas consideraciones, fallo definitivamente en esta sala 
de audiencias: condenando al procesado Ernesto Salva á sufrir 
la pena de cuatro meses de trabajos forzados, compensables con 
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multa de 240 pesos moneda nacional, con descoento del tiem- 
po de prisión sufrida, á razón de dos pesos por dia, por ser antor 
de la violación de correspondencia dirigida á la administración. 
Notiflquese con el original al procesado y al fiador. Con cos- 
tas, repóngase. 

Daniel Goytia. 



VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires* Noviembre 16 de 1897. 

Suprema Corte: 

La sentencia de foja 59 ha apreciado bien los hechos demos- 
trativos de la calpabilidad del procesado, imponiéndole las pe- 
nas determinadas en su parte dispositiva al procesado Ernesto 
Salvé, autor de la' violación de correspondencia acusada, ha 
satisfecho la exigencias del artículo 52 de la ley sobre crímenes 
contraía nación, ya que el billete de lotería encontrado en la 
carta violada, no reviste el carácter de los enumerados en el 
artículo 53. Por ello, pido á Y. E. se sirva confirmar, por sus 
fundamentos, la sentencia recurrida d^ foja 59. 

Sabiniano Kier. 



Falle de to Suprema Corte 



Baenos Aires, Diciembre 2 de 1897. 

Vistos y considerando : Que según lo acreditan las constan- 
cias de autos, el procesado, siendo empleado de correo, ha sido 



I 
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autor de la Tiolaoioa de la carta á qoe esta causa se refiere^ y la 
que contenía cuatro qaiatos de billete de lotería^ 

Que el juzgado, apreciando la prueba producida, ha condena- 
do al procesado á la pena del artículo cincuenta y dos de la ley 
penal de catorce de Setiembrede mil ochocientos sesenta y tres, 
resolviendo así en favor de dicho procesado la cuestión de si 
la circunstancia de existir en la carta violada billetes de lotería 
debiera motivar la aplicación del artículo cincuenta y tres de 
la citada ley. 

Que, en consecuencia^ la sentencia recurrida no puede causar, 
agravio al procesado respecto á la pena impuesta. 

Por esto y fundamentos concordantes de la vista del señor 
procurador general y déla sentencia apelada de foja cincuenta 
y nueve, se confirma ésta, con costas. Devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN . 
— OCTAVIO BUNGE. 



CAUSA 



Criminal contra Dante Migone, por sustracción de corresponden- 

da ; sobre procedimientos y nulidad 

Sumario. — Cuando el ministerio fiscal ha pedido el sobre- 
seimiento provisional^ y el defensor del acusado el definitivo, el 
juez debe resolver sobre esos pedidos y no proceder á dictar sen- 
tencia definitiva. 
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Caso, — Resulta de las siguientes piezas : 



VISTA riSCAL 



Señor Juez de Sección : 

El procurador fiscal nacional en los antos seguidos contra el 
ex-cartero de la oficina de esta ciudad, Dante Migone, por viola- 
ción de una carta, evacuando la vista para hacer mérito de lo 
actuado^rante Y. S. expone : 

I"" Que consta á foja 9 que el día 17 de Diciembre próximo 
pasado tuvo entrada en la oficina de esta ciudad á las 3 y 30 
p. m. la carta común corriente á fojas 3 y 4, dirigida á c don Sa- 
lomón Pietro, para entregar á Hortencia, calle Paseo número 
1253, Bosario >. Dicha carta fué. sacada de la oficina al día 
siguiente á primera hora, por el cartero Dante Migone y entre- 
gada el mismo día 18 de Diciembre á doña Salomé Pastraña 
(f. de reparto corriente á f . 17). 

A foja 15 vuelta el remitente don Garlos Gutiérrez ha mani- 
festado que en la carta incluyó dos billetes de 10 pesos y así 
también consta en ella (f . 4). 

2*^ Doña Salomé Pastraña, el mismo día 18 de Diciembre, se 
presentó á la oficina de correos de esta ciudad y expuso : que 
siendo las 12 (mediodía), más ó menos, el vecino don Tomás 
García hizo presente al cartero Dante Migone, que pasaba en 
esos momentos haciendo la distribución, que una carta que con- 
ducía, dirigida á Salomón Pietro, era para el vecino del lado; 
que sin embargo de esto, al pasar por la puerta de su casa el 
cartero Migone, al iuterrogarle si no llevaba correspondencia 
para ellos, les manifestó que no. Momentos después el señor 
García preguntó á la exponente si había recibido la carta refe- 
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rida, poniéndolo en antecedentes de las observaciones que ha- 
bía hecho á Migone. En vista de esto, se apersonó al domicilio 
del cartero citado á exigirle la entrega de ella, quien después de 
oponer alguna resistencia, protestando no conocerla, se la entre- 
gó con la condición previa de que le había de devolver U cubier- 
ta firmada conforme por su contenido, á lo que accedió; pero 
íirmando por ella la propietaria de la casa que habita Migone, 
doña Isabel Ortiz, por no poder hacerlo personalmente, por ca- 
recer de los lentes que usa por debilidad de la vista. 

El pliego que contenía la cubierta no lo abrió ni macho me- 
nos lejó, hasta que fué á su domicilio, cuando recien descubrió 
por su lectura que le faltaban 20 pesos que en la misma le anun- 
ciaban. En este estado de cosas volvió nuevamente á la casa de 
Migone, y no encontrándolo allí le pidió á la señora del mismo, 
le mostrara el sobre que momentos antes habla dejado, y así 
que se lo eihibió se lo tomó de las manos, y ahora lo presenta 
en esta administración con el pliego que ella contenia á fin de 
que se tomen las medidas que correspondan para que le sea res- 
tituida la suma que la misma dice contenía. 

3^ El señor García, que cita la denunciante á foja 7, ha decla- 
rado que hallándose en el almacén de don Benjamín Fontanilla, 
el cartero Dante Migone averiguaba el domicilio de varias car- 
tas, entre ellas una dirigida á don Salomón Pietro^ contestán- 
dole que una era para una familia que vivía en la casa de doña 
Vicenta Chaparro, pero que se había mudado, y ahora habita- 
ba en la casa contigua al almacén donde ambos se encontraban ; 
que en seguida él se dirigió á la familia de Pietro y les dio la no- 
ticia de la carta. 

4* El procesado Dante Migone, en su indagatoria á foja 33, 
dice que Tomás García le indicó que Pietro vivía en casa de la 
señora Chaparro, y que fué á la casa de ésta, y no encontrándo- 
lo le informó otra señora que ya no vivía allí, sin saber ella el 
nuevo domicilio; que en seguida él regresó á su casa y en mo- 
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mentos de salir se apersonó una señora á pedirle le entregara la 
oarta dirigida á Salomón Pietro; que él rehusó hacerlo, por no 
conocerla, pero que la dueña de casa donde él vivía, doña Isabel 
Ortiz, le dijo que ella la conocía, que podía dársela, notando al 
mismo tiempo que la carta tenía dinero, á lo que contestó la se* 
ñora c que era dinero y efectivamente le mandaba para entre- 
gárselo á la entenada >. 

5^ Es indudable que arroja sospechas de culpabilidad la con- 
ducta observada por el cartero Dante Migone con doña Salomé 
Pastraña, quien esperaba carta, cuando ésta le interrogó en 
la puerta desn casa, si no llevaba carta; mucho más teniendo el 
sobre el número de la casa ; si bien es cierto que la carta no era 
para ella. Doña Salomé Pastraña afirma en sus declaraciones 
que el cartero Migone la conocía bien á ella ; porque siempre le 
entregábalas cartasque llevaba para su esposo, y que la señora 
Rosario de Vídela, dueña de la casa donde ella vive, ha visto 
siempre que se las entregaba el mismo cartero. 

Mientras tanto, la señora de Yidela, áfoja 54, ha declarado 
que ella po ha visto al cartero Dante Migone que haya entrega- 
do carta alguna en su casa, ni tampoco en manos de la señora 
Salomé Pastraña. 

Por otra parte, la señora Isabel C. de Ortiz, á foja 51, ha de- 
clarado ante Y. S. que el cartero Dante Migone, que vivía en casa 
de ella, le entregó á doña Salomé Pastraña, mediante su inter- 
vención, por haber dado fé que ésta era mujer de Salomón Pietro, 
una carta en buen estado, dirigida á éste, la que fué allí mismo 
abierta por la expresada señora Salomé Pastraña, y que pre- 
guntándole la declarante, por mera curiosidad, si la carta con- 
tenía dinero, contestóle aquella, que sí traía, < después de ha- 
ber abierto la carta y visto su primer doblez ». 

ñ® Después de oidus las declaraciones de las señoras de Yidela 
y de Ortiz, de las que resulta : que la primera contradice á la 
denunciante doña Salomé Pastraña, negando lo que ésta afirma 
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respeoto de la entregs^ de las cartas en su casa, por el cartero 
Migone, y qae la segunda declara que la denunciante dijo en 
su presencia, en momentos de entregarle la carta el cartero y 
de haber visto su primer doblez^ qm ella contenia dinero ; las 
sospechas fundadas que arrojaba el proceso antes de estas de- 
claraciones, si no desaparecen, por lo menos pierden mucho de 
su fundamento ; ellas no son bastantes para formular acusación 
contra el procesado, correspondiendo, en consecuencia, dejar 
abierto el proceso para caando apareciesen nuevos datos ó afir- 
maciones respecto del autor del becho criminal. 

Por todo lo cual, pido se sobresea provisionalmente esta cau- 
sa, de conformidad con el artículo 435, inciso 1®,del Código de 
procedimientos criminales. Salvo, etc. 

Otrosi digo : Que el procesado Dante Migone se encuentra 
preso por motivo de esta causa ; asi es que correspondería tam- 
bién ponerlo en libertad si se hiciera lugar al sobreseimiento. 
Salvo, etc. 

ü. G. Pavera. 



Auto del Jue» Federal 



Rosario, Jalio 30 de 1897. 

Vistos 7 considerando : 1® Que según el auto de foja 56 se ha 
declarado clausurado el sumario á pedido del señor fiscal, por 
no tener más diligencias que pedir para la comprobación del de- 
lito que se imputa al procesado. 

2^ Que terminado el sumario y declarado cerrado por reso- 
lución ejecutoriada, la causa entra á plenario, en cuyo estado 
el fiscal, de acuerdo con el artículo 463 del Código de Procedi- 
mientos en materia penal, debe presentar la acusación si encuen- 
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tra mérito, 6 pedir el sobreseimiento deñnitivo si no encuentra en 
el proceso elementos de conviocion para atribnir al procesado el 
hecho delictuoso de violación de correspondencia. Pero no pue- 
de el seiíor fiscal exigir qne el sobreseimiento sea provisorio, 
porque la causa ha traspasado la frontera del sumario. 

Por estas consideraciones y de acuerdo con el artículo 45i del 
citado código, vuelva la cansa en vista al señor fiscal^ para que 
formule 6 pida lo qne corresponda según el estado del proce- 
dimiento. 

Daniel Goytia, 



VISTA FISCAL 

Señor Juez : 

He sido notificado con fecha de ayer, 30 del corriente, del 
auto de Y. S. que ordena se me corra vista para que fórmale 
acusación, ó pida lo que corresponda según el estado del pro- 
cedimiento. 

A foja 56, á pedido del que suscribe, V. S. declaró cerrado el 
sumario y mandó pasar los autos para hacer mérito sobre él. 
Este ministerio, de fojas 58 á 63, evacúa la vista^ y por los foD- 
damentos en ella consignados pide el sobreseimiento provisional, 
no encontrando por consiguiente elementos bastantes de prueba 
para formular acusación ; pero debiendo dejarse abierto el pro- 
ceso hasta la aparición de nuevos datos ó comprobantes (art. 436, 
inc. 2°, del Cód. de Proced. Crim.). 

Y. S. considera en el último auto de fecha 30 (recaído sobre 
el pedido de sobreseimiento provisional) que terminado el su- 
mario y declarado cerrado por resolución ejecutoriada, la causa 
entra á plenario, y el fiscal, de acuerdo con el artículo 463 del 
Código de Procedimientos criminales, debe presentar la acu- 
sación si encuentra mérito, ó pedir el sobreseimiento definitivo^ 
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pero no el pronsorio, porque la causa ha traspasado ya la fron- 
tera del sumario. El que suscribe ha solicitado, en efecto, el so- 
breseimiento provisional de la causa, no obstante estar cerrado 
el sumario, creyendo que el artículo 460 del Código de Proce- 
dimientos criminales, permite hacerlo aun en este estado de la 
causa ; porque según este artículo y el 457, cerrado el sumario, 
se corre vista al fiscal para qua haga mérito de las diligencias 
contenidas en aquél ; y es entonces cuando el ministerio fiscal 
debe opinar si la causa debe 6 no pasar á plenario, formulando 
acusación 6 pidiendo sobreseimiento, según los casos. 

El artículo 460 dice, que cuando el ministerio fiscal 6 el acu- 
sador particular opinasen que la causa no debe pasar al estado 
de plenario, el juez, si estuviese de acuerdo con sus conclusiones, 
decretará el sobreseimiento en la forma que corresponda. 

Según esta disposición, el plenario no principia con el auto 
que declara cerrado el sumario, puesto que el fiscal 6 el acusa- 
dor particular, después de este trámite ó auto de clausura, pue- 
den opinar que la causa no debe pasar á plenario. Hay, pues, á 
juicio del infrascrito, nn espacio entre el auto que da por ter- 
minado el sumario y el principio del sumario, dentro del cual 
se puede pedir el sobreseimiento definitivo 6 provisional, según 
corresponda. (Véase la primera parte del artículo 460). Esta 
disposición no determina que se pueda solicitar tan solo el so- 
breseimiento definitivo^ sino que establece que el juez decreta- 
rá el sobreseimiento en la forma que corresponda. 

Por estos fundamentos solicito de V. S. se sirva revocar por 
contrario imperio el auto de la referencia, pronunciándose 
Y.S. sobre el sobreseimiento solicitado, de conformidad con el 
artículo 460 citado; interponiendo para el caso contrario el re- 
curso dé apelación en subsidio (art. 488 y 500, código citado). 
Salvo el más ilustrado juicio de Y. S. 

R. G. Purera. 
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Pallo del ^uem Federal 



Rosario, Agosto 16 de 1807. 

Y vistos : la presente causa seguida por el señor Proeurador 
lisoal contra Dante Migone, de 24 años de edad, de estado casa- 
do, de nacionalidad paragnajo, de profesión relojero, que no 
tiene apodo, y con domicilio en el Bonlevard Argentino entre 
Buen Orden é Independencia, por sastraccion de dinero de nna 
carta, de lo qne resulta: 

1° Que á foja i del sumario administrativo, la señora Salomé 
Pastraña denuncia que siendo las 12 meridiano del día 18 de 
Diciembre de 1896 el vecino don Tomás García hizo presente 
al cartero Dante Migone, qne pasaba en ese momento haciendo 
la distribución de correspondencia, que una carta qne condncía 
y que iba dirigida á Salomón Pietro, era para el vecino del lado; 
que no obstante esta prevención, cuando dicho cartero pasó por 
delante de la casa de la denunciante, le interrogó si no llevaba 
correspondencia para ellos^ á lo cual contestó que no; que lle- 
gando á su conocimiento, por intermedio del señor García, loque 
}^a se ha referido, ¿e dirigió al domicilio del cartero á exigirle 
la entrega de la carta, quien después de oponer algnna resis- 
tencia se la entregó con la condición previa de devolverle ia cu- 
bierta firmada con el conforme de su contenido, á lo que acce- 
dió, firmando por ella la propietaria de la casa doña Isabel Ur- 
tiz ; qne una vez llegada á su domicilio^ leyó el pliego que con- 
tenía ese sobre y se apercibió que faltaban 20 pesos que en la 
misma le anunciaban, por lo cual resolvió volver á la casa del 
cartero, encontrando sólo á su señora ; que le pidió á ésta el so- 
bre que hacía un momento había dejado, la cual se lo exhibió 
y apropiándoselo la denunciante, lo presentó á la administra- 
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oion de correos de esta oiadad ; que á fojas S j i están la carta 
y el sobre motivo del proceso, y de fojas 5 á 26 constan las 
demás diligencias practicadas en el sumario administrativo. 

2® Que traido el procesado á la presencia de este tribunal, 
presta su declaración indagatoria á foja 31, expresando : que la 
carta de foja 4, contenida en el sobre de foja 3, la recibió déla 
oficina central de correos para ser entregada en su destino ; 
que no le contestó nada al agente Tomás García, porque estaba 
en estado de ebriedad ; que al pasar por la casa que habita la 
señora Salomé Pastraña, el declarante manifestó á ésta que no 
llevaba correspondencia para ella, porque ignoraba su nombre, 
que se presentó en el domicilio de la señora Chaparro para ha- 
cerle entrega de esa carta, pero como no encontró á la señora 
Pastraña, devolvió la carta á lista; que allí averiguó el domi- 
cilio de don Salomón Pietro, pero que ie contestaron que no sa- 
bía donde vivía ; que le preguntó á la señora de Pastraña para 
quién esperaba correspondencia, y que al regresar á su casa, en 
el momento de salir, se apersonó la señora Hortencia á pedirle 
que le entregara la carta dirigida á Salomón Pietro; qué rehusó 
entregársela porque no la conocía, pero luego hizo esa entrega 
á pedido de la dueña de casa doña Isabel Ortiz, quien manifestó 
conocer á dicha señora ; que el declarante notó que la carta con- 
tenía dinero, expresándole la señora Hortencia que se io envia- 
ban para que ella lo entregara á la entenada ; que el declaran- 
te no vio el dinero que contenía, entregando ln carta á dicha 
señora Hortencia y reclamando antes que pusiera el conforme 
en el sobre, el que fué firmado por doña Isabel Ortiz á nombre 
de aquella ; que exigió esta formalidad, porque la carta no iba 
dirigida á ella y tenía que presentar recibo á su jefe inmediato ; 
que por haber firmado el sobre la señora dueña de casa y ade- 
más por conocer la misma á la señora Pastraña, como también á 
sa esposo, creyó que se justificaría la identidad personal de esta 
última; que tanto en el domicilio de la señora Chaparro como 



n 



286 FALLOS DE LA 8DPRBMA CORTE 

por macifestaeion de don Tomás Oarcia,supoqne Salomón Pie- 
tro vivía en casa de la señora Chaparro : que cnando faé á este 
domicilio á hacer entrega de la carta, le informó otra señora qne 
no vivía allí ; que la señora Hortencia arrebató á la señora del 
declarante el sobre que tenía en la mano, haciendo lo qne qniso 
con él. Que á foja 37 declaró doña Salomé Pastraña: qne cono- 
ce al cartero Dante Migone, como también éste á ella, porqae 
siempre le entregaba las cartas que llevaba para su esposo y qne 
esto mismo pueden atestiguarlo doña Rosario de Yidela y doña 
Eulogia de Noble, siendo doña Isabel Ortiz la que firmó á nom- 
bre de la declarante el sobre y la carta violada, porque en ese 
momento no tenía los anteojos. Que á fojas 51 y 54, declaran 
los testigos doña Isabel C. de Ortiz y doña Rosario de Yidela. 

2^ Que al formular, de fojas 58 á 63, su acusación el señor 
Procurador ñscal, no encuentra fundamentos bastantes para 
acusar al procesado Dante Migone^ y pide que se deje abierto el 
proceso hasta que aparezcan nuevos datos respecto del autordel 
delito. Que de fojas 72 á74 está la defensa formulada por el de- 
fensor del procesado. 

Considerando: 1*^ Que según deolaraciones del señor ñscal, 
parte acusadora y según el resultado del sumario no existe en 
autos elementos seguros y evidentes de que se haya cometido el 
delito de violación de correspondencia, ni menos que el autor de 
ese delito sea el detenido Migune : la simple denuncia de la se- 
ñora Salomé Pastraña, que ha recibido la carta, no constituye 
prueba alguna, porque la falta de dinero en la carta, ó las sos- 
pechas de violación debió haberlas hecho notar en el acto mis- 
mo de recibir la carta y no después de haber ido hasta su casa. 

i^ Que en mérito de no haber datos para la formación de cau- 
sa y habiéndose clausurado el sumario no puede dejarse en sus- 
penso el proceso por el sobreseimiento provisorio, porque tal 
resolución importaría la simple absolución de la instancia, cme- 
dida que está abolida por el artículo 407 del Código de Proce- 
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dimientos penal ^. En el e»tado actual corresponde pronunciar 
la coodenaoion 6 absolución del sindicado, conforme se ha decidi- 
do en el aoto de foja 69 vnelta; 

Por estas consideraciones, fallo definitivamente en esta sala 
de audiencias, absolviendo al detenido Dante Migone de toda 
culpa y cargo del delito imputado por la señora Salomé Pastra- 
na, con declaración de que su buen nombre y reputación no que- 
dan afectados por este procesb. Ejecutoriada la sentencia, 
póngasele en inmediata libertad, dirigiéndose al efecto el co- 
rrespondiente oficio. 

Daniel Goytia. 



VISTA DEL SEflOR PROGURADOE GENERAL 



Buenos Aires, Setiembre 20 de 1897. 

Suprema Corte : 

La sentencia definitiva de foja 81 resulta, de las constancias 
de autos, prematuramente dictada. 

Concluido el sumario, el Procurador fiscal pidió se le pasaran 
los autos para hacer mérito de lo actuado, y concedida la vista 
solicitó áfoja 58 el sobreseimiento provisional. 

El juzgado no hizo lugar á él mandando pasarle de nuevo los 
autos según resolución de foja 55 vnelta, para que formule acu- 
sación ó pida lo que corresponda. Pero el Procurador fiscal y el 
defensor del procesado Dante, han sostenido que no hay mérito 
para la acusación, y que la causa debe quedar resuelta por so- 
breseimiento provisional, según el primero, 6 definitivo, según 
el segundo. 

Era sobre ese punto que el juzgado debió pronunciarse, según 
el artículo 460 y siguientes del Código de procedimientos en lo 
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criminal, porque el estado de la cansa no admitía el pronuncia- 
miento de una resolución definitiva. Para que ésta proceda, se 
requiérela entrada franca en los procedimientos del plenario, 
sin prescindir, como ha sucedido en el caso, de la acusación, la 
defensa y la prueba requeridos por el Código de Procedimientos. 
Omitidos los que eran necesarios para la validez del pronun- 
ciamiento , aqqel no puede subsistir legalmente ; y pido á Y. E. 
se sirva así declararlo, devolviendo los autos al juzgado para 
que lleve adelante el procedimiento con relación al estado de la 
causa y á las peticiones sub-jvdtce. 

Sabiniano Kier, 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Diciembre 9 de 1897. 

Vistos: En mérito de lo dispuesto en el artículo cuatrocientos 
sesenta del Código de Procedimientos en lo criminal y de acuer- 
do con lo expuesto y pedido por el señor Procurador general y 
defensor del procesado (foja noventa y una), déjese sin efecto 
el auto de foja setenta y cinco y el de su referencia de foja se- 
senta y nueve vuelta ; y devuélvanse para que el inferior llevan- 
do adelante el procedimiento con relación al estado de la causa 
y á las peticiones sub'-judtce, resuelva lo que corresponda so- 
bre el sobreseimiento pedido por el Procurador fiscal á foja cin- 
cuenta y ocho, y sobre el que á su vez solicita el defensor del 
procesado á foja setenta y dos. 

BENJAMm PAZ. — LUIS Y. VA- 
Rf!.LA. — ABEL BAZAN. — OC- 
TAVIO BUNGB. 
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CAUSA C€C;X€;iII 



Criminal contra Miguel Boutron y otro, por homicidio 
en el arroyo Carabelas ; sobre competencia 

Sumario. — La remisión y aceptación del sumario importa 
preyencion en la causa. 



Caso. — Resulta de la 



VISTA FISCAU 

Señor Juez : 

El hecho que ha motivado la formación de esta causa fué 
perpetrado en el arroyo Carabelas, jurisdicción del partido 
de San Fernando. 

Ese paraje está más inmediato á la capital de la nación y de- 
be conocer y decidir el caso el señor juez federal de lo crimi- 
nal de aquel territorio de acuerdo con el artículo 3®, inciso S^ de 
la ley de i4de Setiembre de 1863, y jurisprudencia sentada por 
la Suprema Gorte en la cansa GV, serie 4*, tomo i 4, página 117. 

Sírvase Y. S. declararse incompetente y en caso contrario 
conceder al suscrito el recurso de apelación, que desde luego 
interpone. 

6. G, Vieyra. 

T. LXXl 19 
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Fnllo del Sum» Fedeml 

La Plata, Noviembre 12 de 1897. 

Habiendo preyenido este juzgado en el presente caso, de 
aoqerdo con lo dUpaesto en el artículo 3^, inciso 2^, de la ley so- 
bre jurisdicción y competencia nacional y con lo resuelto perla 
Suprema Corte en la causa seguida al vapor alemán c Helios > 
por infracción á las ordenanzas de aduana, no se hace lugar á la 
incompetencia de jurisdicción solicitada en la precedente vista 
y se concede en relación el recurso interpuesto, debiendo elevar- 
se los autos al superior en la forma de estilo. 

Áurrecoechea. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Noviembre 30 de 1897. 
Suprema Carie : 

La regla establecida en el inciso ^ del artículo 3® de la ley 
de 1863 sobre competencia de la justicia nacional, atribuye la 
jurisdicción para juzgar los delitos cometidos en los rios, islas 
y puertos argentinos, al juzgado que se halle más inmediato al 
lugar del hecho, 6 á aquel en cuya sección se encuentren los 
criminales, según sea el que prevenga en la causa. 

La ley de organización de la justicia de la Capital de 1886, 
confirma aquella regla, pues el artículo 111 atribuye á los jue- 
ces de la capital en primer término, según su inciso 12 el cono- 
cimiento de los delitos cometidos en los rios, islas y puertos, 
cuando el lugar donde fuese cometido el hecho, quede más inme- 
diato á la Capital, que al asiento de los demás jueces federales. 
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Es verdad que estas reglas se modifican cuando ha habido 
prelacion en el conocimiento de la cansa. 

Pero no creo que esa prelacion pueda invocarse en el caso en 
qneno existe preso sometido á la jurisdicción del juez aquo ni 
otro antecedente que la remisión de la causa por la subpre- 
f ectura marítima. 

Adhiriendo, por ello, alo expuesto por el Procurador fiscal en 

i" instancia, pidoá Y. £. se sirva revocar el auto de foja 154 

vuelta y declarar que el conocimiento corresponde al juzgado 

federal de la Capital. 

Sabiniano Kier. 



Fnllo de In Suprema Corím (1) 

Buenos Aires, Diciembre 11 de 1897. 

Vistos y considerando: Que según resulta de autos, el juez de 
la sección de Buenos Aires ha prevenido en el conocimiento de 
la causa. 

Por esto, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos tres, 
inciso dos, de la ley de jurisdicción, y cieáto once, inciso doce, 
de ley orgánica de los tribunales de laCapital y con la jurispru- 
dencia de esta Suprema Corte, se confirma el auto apelado de 
foja ciento cincuenta y cuatro vuelta. Devuélvanse. 

BBNJAHIIV PAZ. —LUIS V. VÁ- 
RELA. —ABEL BAZAN. — OC- 
TAVIO BUNGE. 

(1) En la misma fecha se dictó igual resolución en las causas seguidas 
con motivo de la muerte de Miguel Silva, ^ocurrida en el arroyo Toledo, 
partido de Sao Fernando ; de la de Juan Oresto, patrón de la chata o^ Tres 
Luisas», en el Tigre, y la de José Roberto Cuaglia en el arroyo Caraguatá 
Grande» jurisdicción del partido de Las Conchas. 
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CACfilA €:€:vxviT 



Criminal contra Severo Ángel García^ jefe de la oficina de 
correos y telégrafos de Gualeguaychú, por malversación de 
dineros fiscales; sobre desistimiento . 

Sumario. — Puede admitirse el desistimiento del reourso de 
apelación en las causas en que la pena impuesta no es de las 
mencionadas én el artículo 690, Código de Procedimientos en lo 
criminal. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas : 



Fáillo del Juea Federal 



Paraná, Noviembre 14 de 1896. 

Y vistos : la causa iniciada por denuncia del jefe del 14® dis- 
trito de correos y telégrafos, contra <lon Severo Ángel G-arcía, 
argentino, de 36 años de edad, casado, ex-jefe de la oficina de 
correos 7 telégrafos de Gualeguaychúy por malversación de di- 
ñeros del fisco nacional, y seguida á instancia fiscal, de lo que 
resulta : 

Que practicado el arqueo de la caja de la aludida oficina de 
Gualegnaychú, en 22 de Junio próximo pasado, por el contador 
interventor de la misma, se constató la existencia de un déficit 
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por valor de 791 pesos con 5 oentavos de curso legal y 33 pesos 
63 centavos oro, según lo demuestra el balance de foja 3, corre- 
gido por la exposición de foja 4. 

Que el procesado reconoce la exactitud del balance con la co- 
rrección 6 enmienda, y confiesa qne la suma que resulta faltar 
de la caja en moneda de curso legal la aplicó á la satisfacción de 
necesidades personales de carácter urgente, y las piezas de oro 
sellado, que también faltan cayeron al suelo y se perdieron en 
el piso de tabla, prometiendo reintegrar ambas cantidades en el 
término de veinte dias (declaraciones de fojas i y 4), ratificadas 
ante el tribunal por la de fojas 21 vuelta á 23. 

Que en 6 de Agosto, la Dirección general de correos, informa 
que don José G-. Rossi, fiador de Garcia, ha reembolsado 400 
pesos en efectivo, firmando una obligación por el resto del défi- 
cit á papel al 29 de Setiembre y los 33 pesos con 63 centavos 
oro, fueron reembolsados por el mismo García, foja 32. 

£1 Procurador fiscal, á foja 34, acusa á Severo Ángel Garcia 
como defraudador de la renta fiscal de la Nación, y, en aten- 
ción á que la suma sustraída no ha sido devuelta por él sino por 
una tercera persona, su fiador y á las circunstancias atenuantes 
que resultan de autos, pide se le aplique la pena de un año de 
prisión. 

£1 defensor del procesado, contestando la acusación, sostiene 
y ofrece probarlo, que Rossi abonó á la Dirección de correos los 
761 pesos con 5 centavos, que constituían el saldo deudor de su 
defendido, no en cumplimiento de la obligación contraída por 
él como fiador, sino por García, á quien había prometido pres- 
tar esa suma con anterioridad al arqueo de caja, para verificar 
el reintegro : que si A pago no lo hizo él personalmente, sino 
por medio de Rossi, fué porque la prisión en que fué desde lue- 
go constituido le dificultaba hacerlo y era igual que el pago lo 
hiciese el mismo Rossi, que le proporcionaba el dinero. 

Que habiendo cubierto García voluntariamente el déficit, no 
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puede imputársele la intención dolosa de defraudar, y si alguna 
culpa hay en ese hecho, ella ha quedado castigada con el arresto 
que ha sufrido; por lo que pide se reciba la causa á prueba y á 
su tiempo se declare que su defendido no es acreedor á pena 
alguna. 

Durante el término probatorio, el defensor del procesado rin- 
de la que corre de fojas 67 ¿ 84. 

Y considerando: Que resulta probado: 1^ Que el ex-jefedela 
oficina de correos y telégrafo de G-ualeguaychú, don Severo Án- 
gel García,' distrajo la suma de 791 pesos con 5 centavos de curso 
legal, de la renta de correos vtelégrafos^ aplicándola á uso pro- 
pio, y dejó de rendir cuenta, además, de 33 pesos con 60 centa- 
vos oro, de la misma renta (confesión de foja 2 y vuelta) ; 2° 
que esta última cantidad la reembolsó á la Dirección general de 
correos el mismo Oarcfa^ habiendo pagado la primera el fiador 
deéste, don JoséRossi, por orden y á nombre de Oarcia, pues 
aunque en los informes de la dirección general no se expresa esta 
circunstancia, ella resulta justificada por confesión del mismo 
Bossi, foja 71, apoyada en los documentos de fojas 75 á 78 
presentados por él mismo. 

Que no hay un solo antecedente en los autos que autorice á 
creer que la administración hubiese sufrido entorpecimiento ú 
otro perjuicio á consecuencia del hecho delictuoso de García, 
antes de verificarse el reintegro de la soma distraída de su apli- 
cación legal, por lo que se encuentra en el caso previsto por el 
artículo 84 de la ley penal de 14 de Setiembre de 1863, y 267, 
2^ parte, del Código Penal vigent^. 

Que la pena que corresponde aplicar, es la de éste último, 
que como ley posterior del mismo soberano, corrige á la anterior, 
esto es, la de suspensión de 3 á 6 meses y multa del 10 al 25 
por ciento. 
, Por estas consideraciones , fallo : declarando á Severo Ángel 
García autor del delito definido por el artículo 267, inciso 2^, 
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del Código Penal de la Nación, y lo condeno á sufrir la pena 
de suspensión en su empleo de encargado de la' oficina de co- 
rreos 7 telégrafos de Gualeguachú por el término de 6 meses, 
sin perjuicio de la facultad que corresponde al poder ejecutíYO 
de separarlo en absoluto^ y á pagar una multa de 18 por ciento 
sobre la cantidad del déficit encontrada en el arqueo de caja, en 
el término de 20 días, y en su defecto á sufrir arresto por un 
tiempo equivalente, computándose como parte de la pena el 
tiempo de detención que determina el artículo 49 del mismo có> 
digo, con costas ; hágase saber y repóngase el papel con el se- 
llo correspondiente. 

M. de T. Pinto. 



DESl&TmiENTO DEL DEFENSOR 



Suprema Corte : 



Buenos Aires, Noviembre 3 de 1897. 



No me es posible solicitar, como defensor de Severo A. García, 
la reforma de la sentencia de 1^ instancia. 

García ha confesado que siendo jefe de la oficina de correos 
y telégrafos de Gualegoaychú, distrajo para su uso propio 791 
pesos con 5 centavos moneda nacional decurso legal, de la ren- 
ta de correos y telégrafos y dejó de rendir cuenta, además, de 
35,63 pesos oro de la misma renta. 

Constado autos que, después del sumario administrativo, el 
mismo García reembolsó la cantidad designada en oro y por me- 
dio de don José Bossi cantidad en moneda de curso legal. 

El señor juez de primera instancia, de acuerdo con lo dispues- 
to en el inciso i^ del artículo 267 del Código Penal, lo con- 
denó á sufrir la pena de suspensión de su empleo por el término 
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de 6 meses y á pagar una malta de 18 por ciento sobre la canti- 
daddel défioit encontrado en el arqueo de la caja, y en su defecto 
á snfrir arresto por an tiempo equivalente, computándose como 
parte de la pena el tiempo de detención qne sufrió. 

Y bien, Exmo. señor, ¿qué puedo hacer yo, eomo' defensor^ 
para modificar esa sentencia de un modo favorable á García, en 
virtud de los antecedentes clarísimos que he citado y de la ter- 
minante disposición de la segunda parte del artículo 267 del 
Código Penal ? Y más aún, coando hasta el mismo defensor 
que García tuvo en primera instancia y que ha apelado de la sen- 
tencia, concluye su exposición á foja 86 del comparendo á qne 
las partes fueron llamadas después del término de prueba, so- 
licitando que se diera por compurgada cualquiera falta de su 
defendido con la prisión que había sufrido. Y la prisión, como es 
sabido, es una pena mayor que la de multa. Por otra parte, la 
dentencion que sufrió García equivale, más ó menos, á la mnlta 
que le impone el señor juez a quo^ y como he dicho, la senten- 
cia ordena que se le compute el tiempo de esa detención al pa- 
go de la multa en la proporción que determina el artículo 
49 del Código Penal. 

£1 castigo que la ley impone en el recordado artículo 267 á 
los empleados que distraen para sí ó para otros los caudales que 
custodian ó administran, es independiente del reembolso por los 
mismos de las sumas de que han dispuesto indebidamente, es 
la pena que castiga el simple hecho del abuso. Si resulta, ade- 
más, que las sumas distraídas no se reintegran por los autores, 
deberán éstos ser castigados, también con las penas señalados 
para los ladrones (art. 268). 

Luego, pues, no me es dado continuar la apelación en bene- 
ficio de mi defendido y pido por ello á Y. £. que se devuelvan 
los autos al señor juez federal del Paraná. 

Carlos P. HurUido. 
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VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Noviembre 16 de 18d7. 

Suprema Corte: 

Lo expueisto en el escrito de foja IH por el defensor del pro- 
cesado García, importa el desistimiento del recurso instaurado 
á foja 92, contra la sentencia definitiva de foja 88. 

Considero qne el desistimiento no perjudica y sí favorece al 
encausado, pues deja ejecutoriada la sentencia que le impone 
una pena exsesivamente benigna; y que siendo esa pena de sus- 
pensión y mnlta, que puede convertirse en arresto, el derecho 
del defensor para el deSestimiento del recurso, no está sujeto á 
las limitaciones del artículo 690 del Código de Procedimientos 
en lo criminal, que se refiere á la pens capital, de presidio 6 de 
penitenciaría. 

Por estas razones, y no haberse interpuesto por el represen- 
tante de la acción fiscal recurso contra la sentencia de primera 
instancia, pido á Y. E. se sirva admitir el desistimiento del en- 
causado. 

Sabiniano Kier. 



Pallo de l« Suprema Corte 



Buenos Aires, Diciembre 11 de 1897. 



Yistos : A.tento lo expuesto por el defensor del procesado y 
por el señor Procurador general^ devuélvanse. 



benjamín paz. — LUIS Y. VARE- 
LA.— ABEL BAZAN. — OCTAYIO 
BUNGE. 



. i 
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CAUSA CCCXCV 



Criminal contra Inocencio Santucho y otros, por homicidio; 

sobre competencia 



Sumario. — El conocimiento del delito corresponde al joes 
de la sección territorial dentro de la cual ha sido cometido. 



Caso. — Resulta de la 



VISTA FISCAL 



BaeDOs Aires, Noviembre 18 de 1987. 



El informe expedido por el Departamento de ingenieros de 
la provincia, resuelve la duda sobre jurisdicciones, determi- 
na en forma clara y precisa á qué juez corresponde entender 
en este proceso, si á V. S. 6 al juez federal de la capital de la 
nación. Ese informe establece que San Antonio de Areco está i 
117 6118 kilómetros de distancia de la capital de la nación 
7 á 170 de la capital de la provincia, esto es á 52 kilómetros 
más lejos del asiento del juzgado que Y. S. desempeña, luego, 
no es Y. S. el juez á quien incumbe intervenir en la causa, con 
arreglo al artículo S"", inciso 2^, de la ley de 15 de Setiembre 
de 1863, sino al señor juez federal de lo criminal de la Capital 
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de ia nación. Esto es evidente. Pero, como Y. S. tiene ya esta- 
blecido como regla de interpretación inalterable tratándose de la 
aplicación de aquella prescripción legal, no espero que la mo- 
difique en el caso presente, y dado por aceptado que mantendrá 
su competencia, deduzco ya el recorso de apelación para ante 
el superior de la resolución que pronuncie on ese sentido. Por 
tanto, pido que si Y. S. no creyera que debe declararse incom- 
petente, conceda la apelación que subsidiariamente interpongo. 

G. G. Vieyra 



YISTA DEL SBftOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Diciembre 1* de 1897. 
Suprema Corte: 

Los jueces federales conocen, según su ley orgánica, de los de- 
litos perpetrados en sus respectivas secciones con ofensa de las 
leyes 6 soberanía nacional. Esta regla, que circunscribe el ejer- 
cicio de cada jurisdicción dentro de los límites de las respeoti- 
Tas secciones federales, sufre excepción según el inciso 2^, artí- 
culo 3^ de la ley sobre competencia nacional, en cuanto á los 
delitos cometidos en los ríos, puertos é islas argentinas, que 
serán juzgados por el juez que se halle más inmediato al lugar 
del hecho. 

Tratándose en el caso sub-judice de hechos causados por in- 
fracción de la ley general sobre ferrocarriles, su conocimiento 
corresponde á la jurisdicción federal. Pero no habiéndose pro- 
ducido esos hechos, en ríos, islas ó puertos, sino en territorio de 
la proYincia de Buenos Aires, no es aplicable la jurisdicción 
excepcional del juez más próximo, sino la general que corres- 
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pondeá la sección federal del lagar del hecho. Opino por ello 
que el recurso instaurado por el Procurador fiscal á foja 100, no 
tiene fundamento legal por no tratarse del caso excepcional del 
inciso 2^, artículo S"" de la ley de 1863 ; y pido á Y. £. se sirra 
confirmar el auto de foja 110 vuelta. 

Sabiniano Kier. 



WmMMm de l« SupreHA» €»i>te 



Buenos Aires, Diciembre 11 de 1897. 

Vistos y considerando : Que el hecho que motiva este proceso 
se ha producido en el territorio de la provincia de Buenos Aires. 

Que no habiendo duda respecto al lugar del hecho, no puede 
haberla sobre la competencia del juez que ha de conocer del 
mismo, en virtud del principio de jurisdicción territorial que 
la atribuye al juez del territorio (artículo treinta y cinco, Código 
de Procedimiento en lo criminal). 

Por esto, y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general, se confirma el auto apelado de foja diet 
vuelta. Devuélvanse. 

benjamín paz. -* LUIS ▼. TÁRE- 
LA. — ABEL BAZAN. —OCTAVIO 
BDNGE. 
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CAIJ8A CCC.^CYI 



Don Felipe Stasselli contra la Municipalidad del Azul; 

sobre cobro ejecutivo de pesos 

Sumario. — No probadas las excepciones opuestas debe He- 
Tarse adelante la ejecución. 



Caso, — Resulta del 



Callo del Juca Fadaral 



La Plata, Octubre 8 de 1896 . 

T vistos: En la excepción de falsedad é inhabilidad del títu- 
lo á foja 80 : 

Y resultando : 1^ Que la Municipalidad demandada funda su 
excepción de falsedad é inhabilidad del titulo, en que la letra con 
que se deduce la ejecución proviene de empedrado y su tenedor 
don Felipe Stasselli, no ha tenido contrato ninguno de empe- 
drado con la Municipalidad del Azul. 

2^ En que esa Municipalidad se vé asediada por reclamos de 
esta naturaleza en que aparecen letras suscritas por sus admi- 
nistradores pasados, sin que haya antecedentes ni constancia 
alguna que acredite la legitimidad de esos créditos. Que esta 
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sola consideración basta para desecharlas, porqae la Mudící- 
palidad no puede obligarse sino con arreglo á sq carta orgánica, 
ni hacer contratos de esa naturaleza. 

3® En que la firma del intendente no aparece debidamente 
refrendada por el secretario, pues éste aparece firmando en un 
lugar inusitado, y con tinta relativamente fresca. 

A^ Oido el ejecutante, opuso la excepción de falta de perso- 
nería en el apoderado de la Municipalidad del Azul, por las ra- 
zones que apunta, y contestando la excepción opuesta por aque- 
lla, dice, que las letras que se ejecutan en estos autos, tienen 
por origen un contrato de empedrado que la expresada Munici- 
palidad celebró con las formalidades debidas, con los señores 
Layagno y compañía, y con sujeción á las disposiciones legales 
que rigen esos actos, debidamente aprobado por aquella corpo- 
ración, constituida por elección popular y cuyo contrato consta 
de escritura páblica otorgada en 12 de Agosto de 1892^ pasada 
ante el escribano don José María Otero. Que las letras que en 
pago se daban eran extendidas á nombre de Marcelino Zorrilla, 
socio de la empresa, quien podía negociarlas en plaza para ha- 
cerse de fondos con qué atender á las necesidades urgentes de 
la obra; que una de esas letras es la que ha servido de base á 
esta demanda y fué endosada á favor de Felipe Stasselli, en la 
forma proscripta por el artículo 628 del Código de Comercio, y 
quien una vez que á su vencimiento no fué pagada por la Mu- 
nicipalidad se vio en el caso de acordar una renovación acep- 
tando órdenes de pago por los intereses, que no habiendo sido 
pagados tuvo que ejecutarlos ante el juez de paz del Azul. 
Que todo esto demuestra la sin razón de las excepciones opues- 
tas, y pide su rechazo, con costas. 

Y considerando: 1® Que en cuanto á la falta de personalidad, 
opuesta por el ejecutante, de conformidad á lo expuesto en el 
párrafo primero del escrito de foja 211, se resuelve no hacer lu- 
gar á dicha excepción. 
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2^ Qae en cnanto á la tenencia por parte de Stasselli de las 
letras en ejecución en la presente cansa, se aduce como funda- 
mento de oposición á la trasmisión de esos documentos, que 
don Marcelino ZorrHla, como socio de Lavagno y compañía, no 
tenía facultad para verificar ese acto; sin embargo, la Munici- 
palidad, según la escritura pública de foja 164, que no ha sido 
vulnerada, ha contratado con el expresado Zorrilla, como socio 
y representante de la razón social que tomaba á su cargo la obra 
bajo e! rubro de Lavagno y compañía, y por lo tanto no puede 
oponerle incapacidad legal para todos los actos derivados de 
ese contrato^ tanto activos como pasivos. Si para las obligacio- 
nes de Lavagno y compañía, era bastante la firma de Marcelino 
Zorrilla, era suficiente con relación á la corporación expresada, 
debía serlo vice-versa, tanto más cuanto que en los actos 6 con- 
tratos comerciales es de pura esencia, la verdad sabidn y buena 
fé guardada, y no puede negarse que el contrato que motivó el 
origen de las letras que se ejecutan, son de carácter comercial^ 
y sujetos al imperio del código de comercio. 

3^ Que la falta de capacidad de Marcelino Zorrilla para tras- 
mitir esas obligaciones á favor de Felipe Stasselli no puede 
oponerla la Municipalidad demandada, en mérito del conside- 
rando anterior. Y si Zorrilla transgredió el mandato para con 
Lavagno y compañía, es á esta razón social á quien correspon- 
de hacer efectivas las responsabilidades que puedan nacer del 
acto, si así lo creyese ó estimase del caso ; pero nunca ese dere- 
cho podría reconocérsele á la Municipalidad demandada, para 
quien los actos internos de Lavagno y compañía son res ínter 
altos acta» 

4^ Que por otra parte, del expediente agregado y caratulado 
Stasselli, don Felipe, contra la Municipalidad del partido (Azul), 
resulta á foja 22 vuelta, que se convino entre el intendente mu- 
nicipal de ese partido y el representante de don Felipe Stasse- 
lli, en una transacción por los intereses de las letras qne mo- 
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tivan 6sta ejecución según la orden de pago foja 1* de ese 
incidente, en que están expresamente determinadas las obliga- 
ciones referidas en sns respectivas cantidades 6 valores, como 
también en el pago de los honorarios del procurador de Stasse* 
Ili, cuyo recibo obra en seguida de dicha acta de transacción. 

Por lo tanto, y debiendo considerarse esos documentos como 
instrumentos públicos, por no haber sido contradichos, resulta 
que debe tenerse por cierto que las obligaciones primitivas á 
favor de Stasselli fueron renovadas por la Municipalidad^ y por 
lo tanto, reconocidas en su origen, y hoy, por consiguiente, no ha 
podido oponerles las excepciones opuestas de la falsedad é inha- 
bilidad del título. Si los funcionarios que intervinieron en to- 
dos los actos intermedios, hubieran cometido infidelidad en sus 
respectivos mandatos, son acciones de otro género y ajenas á 
este juicio, que el juzgado no tiene para qué entrar á ocuparse 
de ellas. 

6^ Que en mérito de todo lo expuesto, no hay para qué entrar 
en mayores consideraciones, desde que queda evidente la falta 
del fundamento legal en que se apoyan las excepciones opues- 
tas y que no pueden ser tenidas en cuenta por el juzgado, pues 
ellas^ en ningún caso, podrían prosperar en este juicio, porque 
pertenecen á otro orden ó género de acción. 

Por estas consideraciones, fallo : no haciendo lugar, con cos- 
tas, á las excepciones de falsedad é inhabilidad del título opues- 
tas por la Municipalidad del Azul; y en su consecuencia man- 
do llevar la ejecución adelante, hasta hacerse efectivo pago al 
acreedor ejecutante del capital, intereses y costas. Notifíquese 
en el original, regístrese y repónganse las fojas. 

Mariano 5. de Aurrecoechea. 
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Fallo de ím HvpreHifi Corta 

Buenos Aires, Diciembre 11 de 1897. 

Vistos y considerando : Qne la aatenticidad de las letras en 
que se funda la acción ejecutiva deducida en este juicio, está 
debidamente acreditada por los protestos de fojas una y dos y 
por la prueba producida durante el término legal. 

Que oponiendo el ejecutado la excepción de falsedad, ha he- 
cho consistir ésta, no precisamente en qne las letras expresa- 
das no proceden de los representantes de la Municipalidad de- 
mandada que aparecen firmando aquella, sino en la afirmación 
de ser falsa la cansa de la obligación. 

Que no sólo no se ha comprobado que la Municipalidad de- 
mandada sea deudora de cantidades de pesos procedentes de 
empedrado, sino que resulta averiguado lo contrario por razón 
del contrato celebrado entre ella y Lavagno y compañía (escri- 
tura de foja ciento sesenta y cuatro), y explicado satisfactoria- 
mente como derechos creditórios del citado Lavagno y compa- 
ñía pasados á don Felipe Stasselli, á cuyo favor están otorgadas 
las letras mencionadas. 

Por estos fundamentos y concordantes de la sentencia apela- 
da de foja doscientas treinta y ocho, se confirma ésta, con cos- 
tas. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín paz. — LUIS V. VÁ- 
RELA. — ABEL BAZAN. — OC- 
TAVIO BUNGB. 



T. LXXl 2% 
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CAUSA. CCCXCYlk 



Don Bartolomé Devoto y otros contra el Poder Ejecutivo de la 
Nación, sobre expropiación de acciones del Banco Nacional ; 
por deserción de recurso. 

Sumario, — 1^ Debe declararse desierto el recurso interpues- 
to por el ministerio fiscal, sí se ha acusado rebeldía al señor 
Procurador general, después de ?encido.el término para ex- 
presar agravios . 

2^ No modifica esa conclusión el hecho de haberse mandado 
traer los autos que se hallaban en su poder j de haberse acom- 
pañado la exposición de agravios juntamente con el expediente. 



Caso. — En el citado juicio se dictó por el juez federal 
sentencia definitiva^ que fué apelada por el Procurador fiscal y 
por parte de los actores, concediéndose el recurso libremente 
para el primero y en relación para el segundo. 

Elevados los autos, se pasaron al señor Procurador general 
para expresara gravios y no habiéndolo hecho en el término legal, 
se le acusó rebeldía por la parte ^contraria. La .Suprema Corte 
mandó traer los autos. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Noviembre 25 de 1897. 



Autos y vistos : Resultando que á la fecha de la presentación 
del escrito de rebeldía y de la providencia recaída en él, el tér- 
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mino para expresar agrarios estaba vencido ; que la providenoia 
mandando traer los autos tenía por objeto no acordar una pró- 
rroga para expresar agravios que no había sido solicitada, si- 
no averiguar el hecho del vencimiento del término alegado por 
el demandante; por ésto, y de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo doscientos diecisiete de la ley de procedimientos, y 
artículo it^ de la ley número tres mil trescientos setenta y cinco, 
se declara desierto el recurso interpuesto por el procurador fis- 
cal. En consecuenoia, devuélvase al señor procurador general el 
escrito de agravios presentado por él, y autos para sentencia, 
para juzgar de la apelación deducida por la parte actora. Be- 
póngase el papel. 

benjamín PAZ.<— ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUN6E. — JUAN 
E. TORRENT. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Noviembre 27 de 1897. 

Suprema Corte : 

He sido notificado hoy del auto de Y. E que en la causa segui- 
da por los señores Devoto y otros contra el Poder Ejecutivo so- 
bre expropiación de acciones del Banco Nacional, declara desierto 
el recurso por no haberse presentado en tiempo la exposición 
de agravios por el Procurador general de la nación. 

Reconozco la estrictez de (términos de artículo 217 de la ley 
sobre procedimientos para la justicia nacional y su aplicación en 
los fallos de Y. E. 

Dentro del espíritu de la ley y aun de la doctrina de aqne- 
Uos fallos creo no obstante procede la reconsideración del auto 
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de V. E. , que me permito solicitar de sq ilustrado criterio, 
dadas las peculiaridades de la causa y del procedimiento en lo 
q\ie respecta al Procurador general de la nación. 

El articulo 2i7 de ia ley de procedimientos prescribe la de- 
serción del recurso con una sola rebeldía. Esta prescripción en 
el rigorismo de su término, no ha prohibido sin embargo la 
concesión de un nuevo término, en la admisión de la exposición 
de agravios después de vencido el primero, cuando causas mani- 
fiestas demuestren que ba mediado impedimento legal para 
presentarlo. 

La ley que rige el procedimiento, ley ante todo de forma, no 
quiere el sacrificio del derecho, de la justicia que entraña la 
verdad, la moral misma. Sus prescripciones sobre rebeldía ema- 
nan del hecho 6 de la presunción de abandono de! pleito por 
conveniencia personal, ó la premeditación de un retardo dolo- 
so. Estas circunstancias no son presumibles respecto de los 
funcionarios públicos que, como el procurador general, ex- 
traños á los intereses del pleito, tienen por sus propias funcio- 
nes, el deber de seguir la instancia sin otro interés ni razón 
real ni aparente que el cumplimiento de los deberes de su 
cargo. 

Si á esta circunstancia capital se agrega la del recargo de 
funciones que pesan sobre él, en lo administrativo y judicial, 
con exceso superior á la voluntad y poder de un hombre, y to- 
davía recuerda el carácter urgente y privilegiado de muchos de 
ellas, y especialmente, las criminales que en estos momentos 
de proximidad de la clausura le vienen tanto de Y. E. como de 
los juzgados del crimen inferiores, por razón del recurso esta- 
blecido por el artículo 460 del Código de Procedimientos en lo 
Criminal; si se tiene en cuenta el carácter privilegiado de esas 
causas y délas múltiples sobre defraudación de impuestos in- 
ternos que anuyen en tropel al despacho del procurador gene- 
ral ; si se recuerda la preferencia á su respecto, que el regla- 
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mentó de la Suprema Corte de 1863 dispone le den los jueces 
federales^ ninguna duda ni vacilación puede qnedar en el espí* 
ritu respecto á la voluntad del funcionario de seguir el pleito, 
sin dilación ni demora que deba sospecharse interesada ó ma- 
liciosa. 

Y esa voluntad está demostrada por el hecho de la presenta- 
ción de la expresión de agravios. 

Llamo muy especialmente la superior atención de V. E. á este 
respecto. 

El Procurador general no tiene ordenanza para la devolución 
de los expedientes. Por una práctica constante es el de la Su- 
prema Corte quien lleva los expedientes despachados cuando 
viene á buscarlos, y algunas veces es tal el peso de los que lleva 
del depacho de los señores ministros, que no puede agregar los 
del Procurador general, que deben quedar por esa causa para 
otro día. De ahí que muchas veces las causas despachadas ha- 
yan de esperar que vengan á buscarlas para ser introducidas á 
la secretaria. 

Cuando se comunicó al Procurador general la rebeldía acusa- 
da, estaban ya expresados los agravios ; en el mismo acto de 
recibir la notificación de la providencia < veogan los autos », 
fueron entregados con el escrito, que sólo había esperado que 
vinieran á buscarlos, según la práctica constante. 

Si en el caso de los particulares que no llevan los autos y 
presentan sus escritos personalmente en secretaría, Y. E. está 
habilitado por su presencia para despachar la rebeldía en el 
acto ; en el caso actual en que los autos existían en el poder 
del procurador, despachados con el escrito de expresión de 
agravios para ser llevados cuando vinieren á buscarlos, la re- 
beldía carecía de fundamento legal. 

Las resoluciones de y. £. que han reconocido la improceden- 
cia de la deserción, cuando la expresión de agravios se presenta 
en la misma audiencia que la rebeldía, debieran alcanzar el ex- 
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cepcional caso actual si se observa que Y. E. ha declarado en la 
causa tomo 28, página 460, desús fallos c que la presentación 
del escrito de rebeldía por estar vencido el término para expre- 
sar agravios, no produce ipso fació el efecto de quedar desierto 
el recurso de apelación, porque es necesaria providencia judi- 
cial que así lo declare, como sucede en la gestión de cualquier 
otro derecho ante los tribunales de justicia, y puede haber ca- 
sos en que exista justa causa para no hacer lugar i la re- 
beldía. 

No invoqué causas personales de excusa, á pesar de los sufri- 
mientos fisioos^ complicados con una bronquitis, queme moles- 
taron fuertemente enlos días del término, porque pude sobrepo- 
nerme á ellos con supremo esfuerzo para presentar la expresión 
de agravios, antes que resolución alguna de Y. E. hubiera de- 
clarado la caducidad del término para verificarlo. 

Con ese hecho la presunción de deserción quedaba desvirtua- 
da, según los fundamentos del «fallió de Y. £• que acabo de 
citar, y Y. E. en aptitud legal para apreciar las jusf^as causas 
que hacían improcedente ya la rebeldía acusada. Las circuns- 
tancias expresadas, la presentación de la expresión de agravios 
como manifestación incontestable de la voluntad de seguir la 
causa; su gravedad, capaz, en último término, de autorizar una 
prorrogación del término ordinario; la importancia tanto de 
los valores como de los principios comprometidos, que reclaman 
una resolución de Y. E. que establezca la jurisprudencia al res- 
pecto, la equidad misma que aun en la duda sobre el mejor de- 
recho debe inclinarse en favor de la representación pública, 
ajena á todo interés ilegítimo^ pues sólo aspira á la decisión en 
justicia por el alto tribunal de Y. E., son fundamentos que in- 
voco para pedir á Y. E. quiera dejar sin efecto el auto sobre de- 
serción del recurso, y dar al escrito de expresión de agravios el 
trámite que corresponda. 

Sabiniano Kier. 
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Aato 4e Iü Supremü C^rte 



Buenos Aires, Diciembre 11 de 1897. 

Autos 7 vistos : Considerando : Que si la rebeldía acusada 
por el escrito de fo'ja ciento setenta y una no fué despachada 
en el día^ con arreglo á lo que dispone el articulo doscientos 
diecisiete de la ley de procedimientos, y á la práctica y juris- 
prudencia de esta Suprema Corte, fué sólo por el hecho de no 
encontrarse el expediente en secretaría, sino en poder del mis- 
mo Procurador general, á los efectos de la proTidencia de foja 
ciento sesenta y nueve vuelta, que mandó expresar agravios. 

Que si bien el escrito de expresión de agravios fué entregado 
conjuntamente con el expediente, este hecho sólo tuvo lugar 
después de notificado el señor Procurador general de la provi- 
dencia de foja ciento setenta y una^ que mandaba traer los au- 
tos, y cuando habían transcurrido ya algunos días desde que 
tuvo entrada en el acuerdo el escrito de rebeldía. 

Que las razones aducidas por el señor Procurador general pa- 
ra pedir la revocatoria del auto declarando la deserción, son 
insuficientes para demostrar la existencia de circunstancias 
que se opongan á la declaración de rebeldía. 

Que la igualdad de las partes en juicio y los términos gene- 
rales y absolutos de la ley de procedimientos, imponen á los 
jueces el deber de aplicar á los litigantes las mismas reglas. 

Por estos fundamentos y los del auto de foja ciento setenta 
y tres vuelta, no se hace lugar á la revocatoria deducida, y co- 
rran los autos según su estado. De acuerdo con lo dispuesto en 
la ley número tres mil seiscientos cuarenta y nueve se señalan 
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los dias lunes y Tiernes para que los interesados comparezcan 
ala oficina á ser notificados. 



benjamín paz. — LUIS Y. YABB- 
LA. — ABBL BAZAN. — OCTA< 
VIO BUNGB. 



€A1JiiA IXCXCVIII 



Recurso de heneas corpus á favor de don Santiago Riera 

Sumario, — £1 juez de comercio es autoridad competente 
para ordenar el arresto del fallido, y contra esa orden no pro- 
cede el recurso de habeas corpus. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas : 



FaIIo del Jíaes l*e4eMil 



Buenos Aires, Octubre 14 de 1897. 

Autos 7 vistos : el presente recurso de habeos corpus^ traí- 
do al conocimiento del juzgado por don José M* López, á favor 
de don Santiago Biera, detenido en la Penitenciaría nacional, 
por orden del señor juez de comercio de la Capital de la Be- 
pública, doctor don Luis A. Peyret. 



I 
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Y oonsiderando : Que dicho recurso de amparo de la libertad 
indÍTÍdual sólo es procedente, en los casos ordinarios, cuando es 
intentado contra orden 6 procedimiento de un funcionario pú- 
blico tendente á restringir sin derecho esa libertad (art. 617 
del Código de Instraocion en lo Criminal). 

Que según resalta de los distintos informes expedidos por el 
director de la cárcel penitenciaría, por el señor jefe de policía 
y por el juez de comercio doctor Peyret, la detención deBíera 
en dicho establecimiento responde á orden emanada de este fun- 
cionario, motivada y decretada en el expediente de la quiebra 
de loíi señores 6. Riera y compañía, radicado ante ese juzgado 
y de laque el detenido forma parte. 

Que de acuerdo á lo preceptuado por el artículo 1396 del Có- 
digo de Comercio, la proTideucia que en el caso prevenido por 
el inciso 6^ de dicho artículo, declara en estado de quiebra á 
un comerciante, debe necesariamente contener la orden de 
arresto del fallido. 

Que si bien, con arreglo al precepto constitucional (art. 18), 
á las disposiciones légales que rigen la materia y á la idea do- 
minante en todas las legislaciones modernas, nadie puede ser 
arrestado sino en virtud de orden escrita de autoridad compe- 
tente, y á que esa restricción de la libertad, en el día, está cir- 
cunscripta y limitada á casos de excepción; en el sub-judice^ el 
arresto de Riera por orden del señor juez de comercio de la Ca- 
pital y con ocasión de su quiebra, lo ha sido no abusivamente y 
contra derecho, único caso que autorizaría este interdicto^ sino 
al amparo del precepto sancionado en el inciso 6^ del artículo 
1396 del Código de Comercio, que expresamente conñere facul- 
tad privatiya á dicho magistrado para decretarla en los casos 
allí prevenidos, esto es, cuando no hubiese cumplido con la dis- 
posición del artículo 1389, al presentarse en estado de quiebra, 
y cuando la declaración se hiciere á instancia de acreedores ó 
por fuga ú ocultación del comerciante. 
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Que desde luego, el señor juez doctor Peyret, como jaez del 
concurso de Riera, es autoridad competente para haber dictado 
la orden de su arresto, razón por la que^ de conformidad á los 
artículos 617 y 621 del recordado código, el recurso de amparo 
de la libertad deducido es á todas luces improcedente, por en- 
cuadrar dicha orden de detención en la prescripción legal invo- 
cada como privativa del juez que entiende y conoce de esa 
quiebra. 

Por estas consideraciones y lo dictaminado por el ministerio 
público, definitivamente juzgando, fallo: rechazando por im- 
procedente el recurso de habeos corpus interpuesto por don Jo- 
sé M* López á favor de don Santiago Riera, con especial con- 
denación en costas, & mérito de lo prevenido en el artículo 644 
del precitado Código de procedimientos en lo criminal. 

Notifíqnese con el original y repónganse los sellos. 

Agustín Urdinarrain. 



YISTA DEL SEAOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Noviembre 4 de 1897. 

Suprema Corte: 

La resolución recorrida de foja 16 se ajusta á las circuns- 
tancias de hecho y á las prescripciones del derecho que rigen el 
recurbo de habeos corpus. Nada necesito agregar, limitándome 
por ello á pedir á V. E. la confirmación por sus fundamentos. 

Sabintqno Kter. 
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Vüllo de lü Sapremii C^mtm 



Buenos Aires, Diciembre 14 de 1897. 

Vistos y ooosiderando : Qae según resulta de estoer autos el 
arresto de Santiago Riera ha sido decretado por el juez que co- 
noce del juicio de quiebra de los señores J. Riera y compañiá. 

Que, por consiguiente, dicho arresto procede de orden del 
juez de comercio en ejercicio de su jurisdicción expresamente 
conferida por el artículo mil trescientos norenta y seis, inciso 
sexto, del Código de Comercio. 

Que sí el arresto ha debido ó no decretarse, es materia cuyo 
conocimiento no corresponde á esta Suprema Corte, bastándo- 
le saber que la medida se adoptó por autoridad con derecho pa- 
ra ello y que el caso no está comprendido en el segundo párrafo 
del articulo seiscientos diez y siete del Código de Procedimien- 
tos en lo criminal. 

Por esto, de acuerdo con lo pedido por el señor Procurador 
general y fundamentos concordantes del auto apelado de foja 
diez y seis, se confirma éste, con costas. Devuélvanse. 

benjamín paz. — ABEL BAEAN. 
— OCTAVIO BUNGE. 
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CAUSA €€4;X€IX 



Criminal contra Valeníin Lizarraga y otros, por tentativa 
de falsificación de billetes de banco 

Sumario. — La tentativa de falsificación de billetes de banco 
debe ser castigada con tres años de trabajos forzados y multa de 
un mil doscientos pesos (art. 93 y 02, ley nacional penal; art. 
12, inciso 2*, Código Penal). 



Caso. — Besulta del 



FaIIo del Jíaes Pederül 



La Plata, Janio 28 de 1897. 

Y vistos : Los seguidos contra Yalentin Lizarraga y otros, por 
tentativa de falsificación de billetes del Banco de la Nación Ar- 
gentina, valor de veinte pesos moneda nacional. 

Y resultando: 1*^ Que el 25 de Junio del año próximo pasado, 
fué iniciado el sumario de prevención por el comisario de pes- 
quisas de la Capital federal don Belisario Otamendi, y en la 
misma fecha del hecho que lo motivara tuvo conocimiento este 
juzgado, como consta de foja 3, de acuerdo con lo dispuesto en 
el artículo 183 del Código de Procedimientos en lo criminal^ ar- 
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tículo 23, inciso 3^, del misino y articulo 3®, inciso 3^, de la ley 
de 14 de Setiembre de 1863, sobre la competencia de este tri- 
bunal, toda vez que el delito denunciado se cometió en el pueblo 
de San Isidro, y en territorio donde la justicia federal ejerce ju- 
risdicción exclusiva. 

2^ Que se procedió á la detención de los coautores y al se- 
cuestro de las piezas, máquinas y útiles que servían para la 
impresión de lo's billetes, tomando por base de información las 
declaraciones de fojas 1 y 4 vuelta, de Yalentin Lizarraga, y 
procediendo en todo de acuerdo con los artículos 2^ y 188 del 
Código de procedimientos, á constituir en prisión preventiva al 
referido Lizarraga, juntamente con Manuel Rodriguez Ramírez 
Asencio, Manuel Ramirez Serrano, Cayetana Aseche de Bilbao, 
Cesáreo Ramirez Serrano, Lorenzo Meujebar, José Reixacb, 
Francisco Diaz y Francisco Reixach, faltando Bernardo Rippa, 
el que, á pesar de las gestiones practicadas, no ha sido aprehen- 
dido hasta el prese;ite. Los facsímiles parciales de la composición 
litográfica figuran á foja 37, y los originales de los billetes de 
veinte pesos sustraídos de la Compañía Sudamericana de Billetes 
de Banco, á foja 40; cesando con fecha 30 de Junio la interven- 
ción de la policía y procediendo por el juzgado á la ratificación 
de las primeras declaraciones de los detenidos, de conformidad 
á los artículos 195 y 197 del Código de Procedimientos. 

3^ Que de las declaraciones de fojas 1, 4 vuelta y 31 vuelta, 
ratificadas á foja 41, Valentín Lizarraga, propietario déla casa 
situada en San Isidro, donde se instaló el taller de fabricación, 
dice que la casa fué alquilada por Manuel Ramirez Asencio, 
donde se instaló con las máquinas y materiales, en compañía de 
Francisco Reixach y José Reixach, quienes se entregaron al 
trabajo de la fabricación con las precauciones consiguientes, 
dándole á guardar los paquetes y cajita que entregó á la policía, 
según lo ha manifestado anteriormente, y confirmada por las de 
fojas 42, 47 y 48, llegándose después de varias diligencias al 
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estado de plenario (véase foja 29), y la acusación fiscal (fojas 
81 á 88 vuelta) arriba á las siguientes conclusiones : 

a) Estar constatado el delito de falsificación, por estar descu- 
biertos los elementos indispensables para la elaboración de bi- 
lletes, como ser. las máquinas de impresión, planchas, clichés, 
etc., manifestados en la declaración de foja i, tomados á fojas 
8 7 9 y retenidos en depósito á fojas 40 vuelta y 52 ; y con el des- 
cubrimiento de las pruebas de foja 37, que se fabricaban ; 

b) Que la culpabilidad de todas las personas detenidas, en 
más ó menos grado, estaba probada ; los unos por propia confe* 
sioUy y los otros por la reunión de elementos de convicción que 
existen en autos, señalando como autores principales, á Valentín 
Lizarraga, Manuel Bamirez Asencio, Francisco y José Reixach, 
y por lo tanto, que está comprendido en la clasificación del ar- 
tículo 21, incisos r y 3°, del Código Penal ; 

c) Que respecto á Francisco Buiz, Cayetana Areche de Bil- 
bao, Lorenzo Mendigar y Cesáreo Bamirez Serrano, es evidente 
que prestaban el concurso necesario para facilitar la realización 
de los múltiples servicios de la impresión, fuera del taller, ocul- 
tando el delito de falsificación, y por consiguiente, quedaban 
sometidos á la calificación del artículo 42, incisos 1^, 2®y 3*^, del 
Código Penal ; 

d) Que no hubo circulación de billetes, haciéndose por lo 
tanto violento penar este delito con el máximum de siete años 
de trabajos forzados, y no con el mínimum, y como consecuen- 
cia, con la multa para los cómplices ó encubridores, desde que 
con sujeción al sistema de represión del artículo 62, ley del 63, 
no tiene gradación, pide por lo tanto, para los autores princi- 
pales antedichos, la pena de cuatro años de trabajos forzados 
y multa de cinco mil pesos fuertes para cada uno de los cóm- 
plices ó encubridores, con costas, con arreglo al artículo 62, ley 
de 14 de Setiembre de 1863, y sobreseimiento definitivo para el 
procesado Manuel Bamirez Serrano, con arreglo al artículo 
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434, inciso 3**, del Código de Procedimientos eii lo criminal. 

4^ Qoe corrido traslado de la acusación, la defensa, después de 
varias consideraciones, llega 6 las signientes conclusiones : 

n) Que la ley de i4 de Setiembre de i 863, por la cual deben 
ser juzgados sus defendidos, lo único que castiga es el delito 
perpetrado de falsificación ; no habiendo en dicha ley tentativa 
próxima ni remota, cómplices ni encubridores; 

b) Que el Código penal no entra aquí para nada, f Los que 
falsifiquen ó adulteren, dice el articulo 30, ley de 3 de Noviem- 
bre de 1887, billetes de los autorizados por esta ley, y ios que 
circulen, etc., quedarán sujetos a las penas establecidas en el 
título 10, ley de 14 de Setiembre de 1863 » ; 

c) Que no sólo no han llevado á cabo la falsificación los dos 
únicos que confiesan que se ocuparon de ella, á saber, Manuel 
Bamirez Asencio y José Beiíach, pues voluntariamente desis- 
tieron de la perpetración de e36 delito, y así lo dicen en sus res- 
pectivas declaraciones (fojas 15 y 48 vuelta), debiendo ser creí- 
dos tanto porque la confesión es indivisible (art. 318, Código de 
Procedimientos en lo criminal), cuanto porque todo lo que re- 
salta de autos favorece sus acertos, no existiendo tampoco 
complicidad, puesto que no hubo ejecución de delito, se impone 
por consiguiente la absolución de sus defendidos. 

5® Que con fecha 28 de Octubre del año próximo pasado, se 
recibió esta causa á prueba y se produjo á foja 100 la de Fran- 
cisco y José Beixach, á foja 196 la de Lorenzo Mengibar, á foja 
177 la de Valentín Lizarraga, y á foja 198 la de Manuel Bo- 
driguez Bamirez y Asencio, dictando la providencia de autos 
este juzgado, previas las correspondientes notas de secretaría, 
á los efectos del artículo 400 del Código de Procedimientos en 
lo criminal. 

Y considerando : 1° Que de los hechos relacionados resulta 
que los procesados no han infringido esplícitamente el artículo 
62 do la ley nacional sobre crímenes y delitos, y en efecto, en 
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dicho artículo se preveen tres casos : 1"* la introdacciou de falsos 
títulos de la deuda ptiblica al portador, billetes 6 libranzas del 
tesoro, etc.; 2^ La ezpedioion de los mismos; y S^ su falsificaoioo. 

2® Que con toda evidencia aparece que la ley no ha oipnside- 
rado el caso de los trabajos preparatorios que pueden dar por 
resultado la comisión del delito que fulmina con determinadas 
penas. El legislador ha creido, sin duda, que no debía apreciar el 
acto más que en su desarrollo completo, cuando aparece en la 
realidad con caracteres indiscutibles de existencia, empezando 
entonces el perjuicio parala sociedad, que es lo que la ley tiene 
en Tísta al efecto de la represión. 

3** Que tal intención del legislador aparece evidente compa- 
rando las disposiciones del título 10, en que se comprende dicho 
artículo 62, con otras de la misma ley en que se prevee el caso de 
actos preparatorios y se establece para ellos un procedimiento 
especial y hasta una pena. Véase, por ejemplo, el artículo 26, que 
se refiere á la preparación de delitos penados, en su cabal con- 
sumación, por los artículos comprendidos en los títulos 4° y 5^; 
véase también los artículos 27 y 28 en que determinados actos 
preparatorios, seducción de tropas, son previstos y castigados 
con distinta pena de la consumación del delito final : seducción 
6 rebelión. 

A^ Que vanamente se podría intentar comprender los actos 
preparatorios de los delitos consumados definidos y penados en 
la disposición general del artículo 93 de la ley, como debiendo 
aplicárseles el derecho común de las provincias 6 sea el Código 
Penal, por cuanto aquella se refiere á los delitos contra la na- 
ción no previstos en ella. En efecto, el Código Penal, no puede 
aplicarse á delitos que tampoco ha previsto; no hay en este có- 
digo ningún artículo referente á los actos preparatorios de la 
consumación de delitos de falsificación de billetes de banco. 

5° Que aun cuando prima facie pudiera aparecer aplicable 
la parte del Código Penal (derecho común de las provincias), en 
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coacto estudia en general los actos preparatorios de los delitos 
consumados, y en cnanto algunos de dichos actos son defendidos 
como punibles, con el nombre de teutatiTa, es eTidente que di- 
cha parte primera de este código, se refiere únicamente á los he- 
chos qne en la segunda parte expresa y taxativamente se enu- 
mera como punibles. 

Sin violencia del buen sentido jurídico no cabe considerar la 
primera parte como una ley con sustancia propia aplicable, no 
sólo á los delitos comprendidos en la segunda sino á todas las 
leyes penales, aun las nacionales que no pudieron ser tenidas en 
vista al dictarse el Código Penal por el Congreso, de acuerdo 
con el inciso li del artículo 57 de la Constitución nacional. 

6® Que aun cuando á esa jurisprudencia extensiva quisiera 
llegarse por el juzgado, movido del afán de evitar la repetición 
de análogas tentativas, con ello ultrapasaría sus propias facul- 
tades, que no van más allá de fallar por ley expresa y vigente en 
materia penal, especialmente regida por el artículo 12 del Có- 
digo de Procedimientos, que prohibe toda extensión analógica, 
no cabiendo en esta materia sacar de distintas fuentes legales 
ó doctrinales un complexo legal que rija el caso, como pasa en 
derecho privado. 

7® Que esta misma doctrina ha sido aplicada ya por el prove- 
yente, en casos análogos, declarando que la ley nacional de 1863 
no puede completarse con el Código Penal, su primera parte, 
sin violencia de la misma ley, por razones que el legislador puede 
haber tenido en cuenta, y en último resultado, sin más razón 
que su propia autoridad, voluntad suprema á la cual no puede 
sustituir el juez la suya propia. Cabe imaginar, sin embargo, 
que la ley na ha querido ver actos preparatorios, porque todavía 
en su comisión por los supuestos reos, la sociedad no ha reci- 
bido agravio, ó por lo menos aquel agravio real, serio y tras- 
cendente para el cual se han señalado penas muy graves. 
8"" Que esta doctrina del juzgado ha sido desarrollada en otros 

T. LXXI 21 



322 . FALLOS DE LA SUPRBMA CORTE 

tribunales, singalaimente en la Capital federal, con motivo de 
los delitos de expendio de billetes de lotería clandestina," decla- 
rándose en distintos fallos qae, castigando la ley (especial de 
lotería de beneficencia) únicamente el expendio de tales billetes, 
no es punible la mera tenencia de ellos, annqae haya las más 
fuertes presunciones de que está próximo á cometerse el delito 
especialmente penado por la ley. 

Por estas consideraciones, y no obstante lo dictaminado por 
el procurador fiscal : 

Fallo sobreseyendo definitiTamente en esta causa con arreglo 
á lo dispuesto en el artículo i34, inciso i®, del Código de Pro- 
cedimientos en lo criminal^ y mandando poner en libertad álos 
detenidos actualmente. 

Cancélense las escrituras de los que se encuentran en libertad 
bajo fianza, y líbrense los oficios del caso. Notifíquese con el 
original y regístrese en el libro de sentencias. 

Mariano S. de Áurreóoechea. 



VISTA DEL SEAOR PKOCURADOK GENERAL 



Buenos Aires, Agosto 16 de 1897. 

Suprema Corte : 

La falsificación de billetes de banco que motiTa este proceso, 
es un becho que consta con evidencia en autos. 

La criminalidad de los procesados Valentín Lizarraga, Ma- 
nuel fiamirez Bodriguez y Francisco y José Beixach, como au- 
tores de la falsificación, consta no sólo por la propia confesión, 
sino también por circunstancias directas é inequívocas, como lo 
demuestra la acusación fiscal de foja 81, que ruego á V. £. se 
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sirva haber por reproduoidas. Lo mismo paede afirmarse respec- 
to de Roiz, Mengibar, Arrechea y Cerrano, en cuanto á su com- 
plicidad como ooaltadores y facilitadores, aunque por actos fuera 
del taller de falsificación, de la consecución de los propósitos del 
delito perpetrado. 

La falsificación no ha sido consumada es verdad, porque la 
policía descubrió sus procederes antes de haberse terminado la 
falsificación y de producirse^sus efectos. 

La sentencia recurrida deduce de esas circuns.tancias, que no 
existe delito imputable á los procesados, ya que el artículo 62 
de la ley sobre crímenes contra la Nación sólo califica y pena la 
introducción, circulación ó falsificación de los billetes de banco. 
La ley del año 63 tuvo por objetivo, determinar los delitos 
contra la Nación, y fijar su penalidad, sin entrar en los detalles 
de la legislación general, complementaria de aquella, de laque 
no podía prescindir. 

Por ello, su artículo OS prescribe que los delitos no previstos 
en esa ley serán castigados con arreglo á los códigos que for-; 
man el derecho común de las|provincias. 

Y es con sujeción á esa legislación penal, que una práctica 
constante establecida por la jurisprudencia de Y. £. y por la de 
todos los tribunales nacionales, ha reconocido incorporadas to- 
das las disposiciones del Código penal, como complementario de 
la ley especial de 1863. 

. No era posible, en el terreno legal, prescindir de las diferen- 
cias entre autores y cómplices, encubrid ores^^etc, ni era razo- 
nable siquiera pensar que las circunstancias personales del reo, 
las agravantes 6 atenuantes de la causa, y todos los hechos y 
prescripciones aplicables qoe|forman el régimen penal universal^ 
no habían de tenerse en cuenta por no haberse incluido expresa- 
mente en la ley represiva del ano 63. 

Tal negación es insostenible ante los principios del derecho 
universal, ante la prescripción del artículo 93 de la ley citada. 






324 FALLOS DB LA SUPREMA CORTE 

y ante su constante aplicación en todos los casos ocurrentes. 

Con sujeción á estos antecedentes, el delito de falsificación 
perpetrado por los procesados, como todos los otros, puede ser 
consumado 6 frastrado. 

cHay delito frustrado, prescribe el Código Penal, oaando el 
culpable, á pesar de haber hecho todo de su parte para consu- 
marlo, no logra su objeto por causas independientes de su vo- 
luntad, t Y es éste el caso sub-judice. 

La falsificación está demostrada. La intención y voluntad de 
los perpetradores es evidente ; la frustración del éxito intencio- 
nalmente buscado, depende sólo de la intervención de la policía 
que interrumpió los trabajos y secuestró los elementos emplea- 
dos para consumarlos. 

Es siempre el delito de falsificación á que se refiere el artículo 
62 de la ley de 1863, modificado en sus consecuencias pero siem- 
pre delito, y como tal sujeto á pena. 

y. E., en el fallo registrado en la serie 2*, tomo i 2, página 
604, tiene declarado: tque no obstante el silencio de la ley de 14 
de Setiembre de i863, acerca de la tentativa en el delito de re- 
bqlion^ el derecho común y la práctica uniforme le imponen una 
pena menor que la del delito consumado t. 

.Aplicando esos principios del derecho común y la jurispru- 
dencia establecida por Y. E., la falsificación, aunque no consu- 
mada en el caso sub^judice, es pasible de pena. 

Esa pena debe determinarse según lo establecido en el inciso 
2^ del artículo 12 del Código Penal, disminuyendo desde nna 
cuarta parte hasta la mitad la prescripta para el delito consu- 
mado. 

Si el término medio de la pena aplicable al delito consumado 
debió ser de cinco años y medio de trabajos forzados, una vei 
que no median circunstancias atenuantes ni agravantes, nna 
disminución prudencial podría reducir aquella, por razón de la 
tentativa, á cuatro años de trabajos forzados en cuanto álos au- 
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tores principales, debiendo mantenerse la de mnlta, pedida por 
el Procurador ñscal á foja 88, contra los enonbridores, aunque 
disminuida proporoionalmente, según el prudente arbitrio de 
y. £. Por tanto, á Y. E., pido la revocación de la senteucia de 
foja 229y y la condena de los procesados como dejo expresado j 
creo de justicia. 

Sabiniano Kier. 



WmUrn de %m Hii pp c Mi a Corte 



Baenos Aires, Diciembre 14 de 1897. 

Vistos y considerando: Qiíe está probado que los procesados 
Valentín Lízarraga, Manuel Ramírez Bodriguez Ascencio, Fran- 
cisco y José Beixach, prepararon en casa del primero, situada 
en el pueblo de San Isidro, la falsificación de billetes de banco, 
adquiriendo las máquinas y útiles necesarios al efecto^ y prin- 
cipiando la fabricación de esos billetes, hasta llevar la obra á un 
estado ayanzado, todo lo que se demuestra por la prueba produ- 
cida, por confesión de los mismos procesados, excepto Lizarra- 
ga y por el facsímil que corre á foja treinta y siete y tres 
cuartos. 

Que nada hay en autos que sirva á hacer presumir qae los ex- 
presados procesados hubiesen desistido voluntariamente de la 
comisión del delito, resultando lo contrario de los hechos y cir- 
cunstancias de la causa. 

Que con esos antecedentes debe concluirse que hay en el caso 
la tentativa definida por el artículo octavo del Código Penal y 
castigada por el artículo doce del mismo. 

Que según lo previene elartícnlo noventa y tres de la ley na- 
cional penal, los delitos contra la Nación no previstos en esa ley 
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deben ser castigados con arreglo á los códigos que forman el 
derecho común de las provincias, 

Que en virtud de ese artículo y déla jurisprndencifl aniforme 
de esta Suprema Corte, la tentativa de delito, cuando sea ella 
delito por la ley común, es sujeta á pena aun cuando no figure 
entre los delitos especialmente reglados por la mencionada ley 
nacional. 

Que con arreglo al inciso segundo del articulo doce citado, 
la tentativa que ha motivado este proceso debe ser castigada 
con la pena correspondiente al delito consumado, disminuida 
desde la cuarta parte á la mitad. 

Que respecto de los procesados Cesarlo Eamirez Serrano, Lo- 
renzo Mengibar, Cayetana A. de Bilbao y Francisca Diaz no 
hay prueba que demuestre la complicidad que se les atribuye. 

Forestes fundamentos y los concordantes de la vista del se- 
ñor Procurador general, se revoca la sentencia de foja doscien- 
tas veintinueve, condenándose á los procesados Yalentin Liza- 
rraga, Manuel Bamirez Rodríguez Ascencio, Francisco y José 
Beixach, de acuerdo con el artículo doce, inciso segundo, del 
Código Penal y artículo sesenta y dos de la ley penal de mil 
ochocientos sesenta y tres, átres años de trabajos forzados cada 
nno, con descuento de la prisión preventiva sufrida á razón de 
dos días de ésta por uno de trabajos forzados, de conformidad al 
artículo noventa y dos de la citada ley penal y jurisprudencia 
de esta Suprema Corte, y multa, también cada uno, de un mil 
doscientos pesos; y se absuelve de culpa y cargo á los procesa- 
dos Cesáreo Bamirez Serrano, Lorenzo Mengibar, Cayetano A. 
de Bilbao y Francisco Diaz. Devuélvanse, pudiendo notificarse 
con el original. 

benjamín paz. — ABEL BAZaN. 
— OCTAVIO BUNGE. 
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CAUSA CD 



DonAtanasio Zeballo^, por su esposa doña Hortensia Ámespil, 
contra don Celestino Domínguez ; sobre interdicto de obra 
nueva. 



Sumario. — No debe admitirse el interdicto de obra nueva 
si no se ha negado por el demandante que había convenido con 
el demandado qne hiciera los trabajos de edificación, mien- 
tras el perito nombrado por ambos para resolver decidiese so- 
bre los derechos y deberes relacionados con la medianería de la 
pared de propiedad del actor. 



Caso. — Resalta del fallo de la Suprema Corte y del 



WmUm «el Jíuea VederAl 



Buenos Aires, Julio 2 de 1897. 

Y vistos : Para sentencia de este expediente seguido por don 
Atanasio Zeballos, como representante legal de su esposa dofia 
Hortensia Amespil de Zeballos, contra don Celestino Domin-* 
guez, sobre interdicto de obra nnevadelque resulta: Qaeá foja 
2 se presentó don Luis A. Mohr, invocando la representación 
de ZeballoSy según poder de foja 1 y manifestó : que en Di- 
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oiembre de 1895 su mandante promovió, por unte el juzgado 
civil á cargo el doctor Ponce y Gómez, interdicto de obra nueva 
y cobro de medianía contra ei señor Dominguez, quien estaba 
edificando en el fundo vecino á la de su representado, Cangallo 
número 2223, y haciendo uso indebido del muro divisorio, 
exclusivamente de su propiedad. 

Que ese interdicto se dedujo en la creencia deque Dominguez 
fuera vecino de la Capital federal, y se ordenó la suspensión de 
la obra, orden que no fué obedecida, causando con ello lesión á 
sus intereses, pero que habiendo posteriormente tenido conoci- 
miento que dicho señor era vecino de la provincia de Buenos 
Aires y á fin de evitar nulidades ulteriores ó excepciones inúti- 
les, deducía ante este juzgado interdicto de obra nueva, requi- 
riendo se oficiase al señor juez doctor Ponce y Gómez para la 
remisión de Ioh expresados autos. 

Que traídos los autos de la referencia, fueron las partes 
convocadas á juicio verbal á los efectos del artículo 337 de la 
ley procesal; en esa audiencia los interesados adujeron las con- 
sideraciones de hecho y de derecho que ilustra el acta de foja 
45 vuelta, reproduciendo el actor su demanda y pidiendo que 
á mérito de los títulos de propiedad agregados^ se provea como 
allí se solicita. El representante del demandado sostiene la im- 
procedencia de la acción, por considerar completamente termi- 
nado este asunto extrajudicialmente, como resulta, agrega, de 
los documentos que presenta y de los que consta que en parte 
mantuvo intención de faltar á los compromisos contraidos coa 
Zeballos, convenio que no se realizó por la circunstacia allí 
apuntada, y que Dominguez no tiene inconveniente en deposi- 
tar el importe déla medianería, siempre que quede afectado su 
precio á las resultas de los daños y perjuicios motivados á causa 
de la suspensión de la obra. 

La parte de Zeballos sostiene que la documentación eihibida 
prueba que Dominguez ha hecho construcciones sobre paredes 
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ajenas sin pagar previamente la medianería, y que si hay perjui- 
cios originados por la suspensión de la obra^ son de su exclusiva 
cuenta, por ser -el resultado forzoso de no haber cumplido con 
aquella obligación; haciéndose constar, i solicitud del deman- 
dado, que el abono de la medianería no se efectuó por haberse 
convenido que los trabajos de ediñcacioD se hicieran hasta que 
el perito Aguirre resolviera sobre su importe. 

Considerando: 1"^ Que en el interdicto de obra nueva sólo 
incumbe al juzgado apreciar y resolver si existe la turbación de 
la posesión invocada por el demandante, á objeto de restablecer 
el estado de cosas anterior á esa turbación (artículo 2487 del 
Código Civil)/sin perjuicioque en Josubsiguientelas partes pue- 
dau discutir sus pretensiones y derechos en el juicio ordinario 
respectivo con toda la amplitud de acción propia á esta clase de 
juicios. 

2^ Que la demanda instaurada sobre interdicto de obra nue- 
va, tiene su apoyo y fundamento legal en el título de propiedad 
corriente á foja... de autos, por el que consta que la esposa de 
Zeballos es propietaria y poseedora de la finca colindante con 
la propiedad en la que el señor Dominguez practica las 'obras 
denunciadas. 

3"* Que la ejecución de la nueva obra en terreno de la recla- 
mante, resulta evidentemente justificada, por reconocimiento 
expreso hecho por el demandado en el juicio verbal celebrado, 
así como por el resultado de la inspección ocular verificada por 
el juzgado, habiendo la parte de Dominguez limitado sus obser- 
vaciones en aquel acto, á sostener que el asunto se encuentra 
definitivamente terminado por arreglos privados concertados y 
que nunca ha tenido intención de faltar á sus compromisos, lo 
que virtnalmente implica un reconocimiento expreso del de- 
recho reclamado por Zeballos . 

4*^ Que la documentación exhibida, aparte de no tener carác- 
ter legal, por no estar autenticadas las firmas que la suscri- 
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ben, no comprueban las afirmaciones del demandado, demos- 
trando tan sólo que las partes han tratado de solucionar por la 
vía amistosa y conciliatoria las diferencias que las motivan, pe- 
ro, sin resultado satisfactorio, como lo demuestra el hecho mis- 
mo de la iniciación de la acción. 

5® Que estando así implícitamente reconocidaia turbación de 
la posesión tranquila del actor, por razón de la obra qne cons- 
truye Domínguez en terreno de la esposa de Zeballos y que di- 
vide la propiedad de aquel, y estando, por otra parte, reconocido 
por el demandadoel deber de abonar et importe déla medianería, 
pero mediante la condición de que el precio quede afectado á 
los perjuicios que la suspensión de la obra le causare, fluye ló- 
gicamente et derecho del actor de pedir la suspensión de esa 
obra, sin qne lesea dado al juzgado aceptar la condición indi- 
cada, desde qne la acción que por tal concepto dedujere sería 
contraria y extraña á la que se ventila en la actualidad, de na- 
turaleza esencialmente sumaria, artículo 250i del Código Civil, 
y cnya acción, si es que legalmente pudiera prosperar, puede 
ejercitarla en todo momento. 

Por estos fundamentos, atenta la disposición de los artículos 
2408, 2499 y 2500 del Código Civil, y de acuerdo con la juris- 
prudencia que se registra en la serie 4*, tomo 1 i , página 62 
de ios Fallosde la Suprema Corte, definitivamente juzgando, fa- 
llo: declarando procedente el interdicto de obra nueva deducido 
por don Anastasio Zeballos como representante legal de su es- 
posa doña Hortensia Amespil de Zeballos, contra don Celes- 
tino Dominguez, y en su consecuencia ordeno: que ejecutoriada 
esta resolución, el demandado destruya á su costa dentro del 
término de diez dias, toda la obra que afecte ó cargue la pa. 
red divisoria de propiedad del actor, con costas. Notifíquese 
original y repónganse los sellos. 

Agustín Vrdinarrain. 
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Buenos Aires, Diciembre 16 de 1897. 

Yistos 7 considerando: Que según expresa el demandado en 
el acta de foja cuarenta y cinco vuelta, se había conTenido en- 
tre las partes, que los trabajos de edificación se hicieran mien- 
tras resolyiese el perito señor Aguirre, nombrado de común 
acuerdo para decidir sobre los derechos j deberes relacionados 
cou la medianería de la pared en cuestión. 

Que e^a afirmación, no tan sólo no ha sido contradicha por la 
parte del demandante sino que está corroborada por los docu- 
mentos que corren de foja cincuenta á cincuenta y cinco, que 
presentados también en la citada audiencia, no han sido con- 
testados en cuanto á su autenticidad, desprendiéndose, á la in- 
Tersa» el reconocimiento de los documentos, en la exposición 
que el demandante hace áfoja cuarenta y ocho vuelta. 

Que en mérito de esos antecedentes^ que pueden darse por 
comprobados en virtud de la regla de procedimiento consignada 
en el artículo ochenta y seis de la ley de la materia, no puede 
Admitirse que el demandado Domínguez haya obrado abusiva- 
mente utitiíando la pared para el edificio que construía, sin ha- 
ber pagado previamente la suma correspondiente para adquirir 
la medianería, ñique hubiera atentado á los derechos del deman- 
dante, desde que sus actos no eran sino el resultado de un acuer- 
do de voluntades entre ambos interesados. 

Que el demandado, ni antes ni ahora, ha desconocido los de- 
rechos del demandante, ni ha resistido ó resiste á cumplir con 
los deberes que la ley y la convención le imponen. 

Que nada hay, por consiguiente, en los actos del mismo de- 
mandado, que sirva de fundamento á la acción posesoria deducida, 
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no teniendo importancia algnna la circanstancia de qne, ja 
trabado este juicio, el demandado ha pretendido qne el precio 
qne ofrece pagar qnede depositado i las resultas de los perjui- 
cios qne se le ocasionaron en virtud de aquel; porque tenga ó no 
razón en esta reserva, ella no puede influir para legalizar una 
acción mal instaurada y destruir la convención de que se ha he- 
cho mérito. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de 
foja sesenta y dos, dejándose sin efecto la suspensión de la obra, 
y repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL RAZAN. 
--OCTAVIO RUN6B. 



CAUSA CDI 



Don Francisco Belva contra el Ferrocarril Oeste de Buenos Aires, 
por daños y perjuicios; sobre competencia 

Sumario, — La demanda por indemnización de daños causa- 
dos por hecho ilícito, puede intentarse ante el juez del domicilio 
del demandado. 



Caso . — Resulta del 
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FAlto * «el Jnex Federal 



Buenos Aires, Mayo 5 de 1897. 

Aatosy vistos: la excepción de incompetencia jurisdiccional 
dedncida en el escrito de foja 13, basada en que el hecho que 
motiva la demanda tuvo lugar en el Bragado, provincia de 
Buenos Airea, por cuya razón corresponde su couocimiento al 
fuero del territorio en que fué cometido el acto ilícito de que se 
trata, 6 sea, al de esa provincia. 

T considerando : Que el presente juicio versa sobre reclama- 
ción de daños y perjuicios ocasionados con motivo del accidente 
de que instruye el escrito de foja 9. 

Que ejercitándose una acción personal proveniente de tal cau- 
sal, el juez competente para su conocimiento es el del domici- 
lio del demandado, como lo tiene resuelto la Suprema Corte en 
varios de sus fallos, y entre otros, en los que se registran en la 
serie 1*, tomo 3°, página 425 de sus fallos. 

Que resultando de autos que la empresa demandada se en- 
cuentra domiciliada en esta capital, con arreglo á la doctrina 
sustentada, el juez competente para conocer de esta demanda 
lo es el suscrito. 

Por las consideraciones expuestas, las aducidas á foja 17 y ]o 
aconsejado por el ministerio público, el juzgado resuelve no 
hacer lugar, con especial condenación en costas y la excepción 
opuesta; y en su consecuencia ordeno se conteste el traslado 
pendiente en el término de ley. Repóngase el papel. 

Agustín de Urdinarrain. 
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VISTA DEL SBffOR PROGCRADOR GENERAL 



Buenos Aires, Junio 4 de 1897. 
Suprema Corle : 

Nada encueatro que observar contra el auta de foja 20, ca 
yos fundamentos invoco, para pedir á Y. E. su confirmación. 

Sabiniano Kter. 



Wmiím de te Suprema Corte 

Buenos Aires, Diciembre 16 de 1897« 

Vistos y considerando: Qne la acción intentada se dirige á 
obtener iademnizaoion de daños causados por heeho ilícito^ se* 
gon lo pretende el demandante. 

Que en tal caso la demanda ha podido intentarse ante el jaez 
del domicilio del demandado, de conformidad á lo dispuesto en 
la ley tercera, titalo decimoquinto, partida séptima, y ala dé- 
cimaqninta, titalo primero de la misma partida, á que aquella 
hace referencia incorporándolo á su disposición. 

Por ésto, de acuerdo con lo pedido por el señor Procurador 
general y fundamentos concordantes del auto apelado de foja 
diez y nueve vuelta, se confirma éste, con costas. Repuestos los 
sellos^ devuélvanse. Notifíquese original. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. 



DB JUSTICIA NACIONAL 835 



CAUSA CDII 



Criminal contra Francisco Ja cea y Alessio Contt, sobre 
circulación de billetes de banco falsos 

Sumario, — Si de los hechos y eircunstancias del proceso 
resalta la presoncion de que el que ha circulado los billete^ 
falsos los recibió sin conocimiento de su falsedad, y no existen 
en autos elementos demostrativos de ese conocimiento cuando 
loa circuló, aquella presunción debe extenderse al hecho de la 
circulación y absolverse al acusado. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas : 



Fall« úml Juea Federal 



Córdoba, Junio 14 de 1897. 

Vistos: Los seguidos por denuncia de las autoridades de 
Leones, departamento Marcos Juárez, por circulación de bille- 
tes falsos del Banco de la Nación, de los que resulta: 

1 ' Que el subcomisario de San Marcos , departamento ünion, don 
Luis Belga, entregó al j uez de paz de Leones un billete de 50 pesos 
del Banco referido diciendo que lo había entregado don Zenon 
Salgado en una casa del lugar de San Marcos manifestando 
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que se lo había dado á él, el individuo Jerónimo Gutiérrez, car- 
nicero de Leones. Después de varias indagaciones resultó que 
este billete había sido cambiado por el procesado Francisco 
Jacca á un sastre Nazzi. 

También aparece que Jacca dio en pago un otro billete de la 
misma cantidad al individuo BelisarioArévalo^ fojas 3 á 26. 

2® Jacca presta declaración y niega varias veces estos hechos, 
pero por fin, en 12 de Junio, ante el juez de paz de Leones, de- 
clara que todo lo que ha dicho antes es falso, que para que la 
justicia fuese encaminada por la verdadera senda, y en descar- 
go de su conciencia^ iba á declarar la verdad sin presión de 
ningún género. Que en 25 de Abril próximo pasado se encontra- 
ba poseedor de tres cheques por valor de 2486 pesos 95 centa- 
vos por pagos que le había hecho la compañía c Union de Colo- 
nos: Seguro contra Granizo» de Villa Casilda. Que sabiendo que 
Alessio Conti iba al Rosario á cuja sucursal del Banco de la 
Nación iban girados, le encargó que los cobrara. Que pocos 
dias después tuvo que ir él también al Rosario, por otros asuntos 
y á su vuelta encontró en Cañada de Gómez á Conti, que volvía 
de Buenos Aires, adonde se había ido desde el Rosario, y que se 
vinieron juntos, indicándole Coutti que traía en el bolsillo el 
dinero que le había cobrado. Que al siguiente día Conti le entre- 
gó 2500 pesos en billetes nuevos de 50 pesos, que Conti, por ave- 
riguación del declarante, le aseguró eran buenos. Que más tarde 
Conti le prestó 900 pesos más para hacer un pago. 

Que de aquellos billetes el declarante hizo un paquete y los 
mandó á un tal Medina en pago de hacienda (reses) que le había 
comprado. Que en esta suma incluyó 27 billetes de 50 pesosde 
los entregados por Conti. 

Que con los mismos pagó Á Arévalo dos billetes, uno cambió 
al sastre Nazzi y dio otro más. Habiendo oido el declarante 
Jacca, unos dias después, que andaban circulando billetes falsos, 
tomó algunas de los que le quedaban de los dados por Conti, para 
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devolTérselos, temiendo fueran falsos. Que Conti le contestó 
aconsejándole dejase transcarrir algan tiempo hasta que pasa- 
se el barallo, que entonces, poco á poco, podría ir largándolos 
ofertándole por el resto y para lo sucesivo el descuento del 
80 por ciento á favor del declarante. Qne éste se negó rotunda- 
mente, por Ib que Conti le recibió los billetes que no recuerda 
con precisión cuántos eran, poco más ó menos 14 ó 15 y arro- 
llándolos j envolviéndolos en un papel los arrojó dentro de un 
cajón Je ona cómoda, diciéndole Conti que tan luego como tu- 
viera dinero le -arreglaría el saldo. 

En una de las varias veces qne fué á lo de Conti con ese ob- 
jetpy Conti le ofreció un billete de 50 pesos de emisión vieja que 
el declarante reconoció ser falso, observándole Conti se recono- 
cía la bondad cuándo al sello redondo de letra colorada que 
llevan no trasluce el reverso. Condición que no llenaba el que le 
ofrecía, diciéndole Conti que elremedioera surcirlo,que no ha- 
bía más que romper el papel haciéndolo por el medio delsellito 
colorado y uniendo la acción á la palabra . rompió por el sitio 
indicado pegando al reverso una tirita de papel de manera que 
quedara cubierto el sello trasluciente. 

A foja 531 , Jacca dijo que se ratificaba en sus declaraciones 
de fojas 60 y 67. Que como lo tiene manifestado» los billetes 
falsos los recibió de Conti. Que cuando fué á recibir el dinero 
que trajo del Bosario, Conti le dijo que dispusiera de 2500 pesos 
falsos. Que eran muy bien trabajados, que nadie los notaría y 
que d espues se arreglarían. 

c Que r^cibida esta suma la reunió con otros fondos que tenía 
y juntó con 27 billetes falsos de los entregados por Conti y ha- 
ciendo un paquete se lo remitió á Medina, por intermedio de 
Miguel Bravo. Que la causa de no haber anotado en el recibo 
los 2500 pesos entregados por Conti en tal moneda, era porque 
éste era negocio aparte.» 
3^ Llamado Conti á declarar, foja 78, niega lo dicho por 

T.' LXXl 22 
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Jaooa, calificándolo de calumnia para despistar á la justicia ; á 
foja 78, dice que ha oído que Jacca había pagado á Medina 
una hacienda con billetes falsos. Que es cierto le entregó á 
Jacca2400 pesos en los primeros dias dé Mayo, provenientes de 
unos cheques que le dio para ^ue le cobrase en el Rosario, des- 
pués dice que sólo le entregó 2100, quedándole debiendo 300, por 
lo que no retiró el recibo que dio á Jaoca, pero que éste anotó 
en el mismo recibo. 

4*" A foja 28, Medina dice que es cierto le pagó Jacoa 2889 
pesos por medio de Miguel Bravo, que llevóle el dinero empa- 
quetado 7 sellado, que iban muchos billetes de 50 pesos del 
Bancode la Nación. Que preguntó, junto con Bravo, á don Joan 
Oloise si serían buenos los billetes y le dijo qqe le parecían 
buenos y los recibió Bravo. Que entre ese dinero iban 27 bille- 
tes de 50 pesos nuevos. En ese acto presentó los billetes. ' 

5** A foja 50 vuelta la sucursal del Banco de la Nación en 
Bell Ville y por orden del juez dé paz de Leones, que le mandara 
esos billetes, puso el membrete de c falso» á los siguientes: 

Seis billetes A 0015760 £ 

Tres — A 0006765 E 

Dos — A 0005767 E 

Dos — A 0003)76 E 

Dos — A0000569E 

Dos — A0000375E 

Dos — A001d760E 

TJn — A0010376E 

Un — A 0000175 E 

TJn — A0001670E 

Total 22 billetes. 

6° Venidos los autos á este jazgado, con fecha 22 de Junio 
próximo pasado, Jacca ratifica sus dvolaraciones de fojas 60 á 
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67, 72 á 74 7 78 á 82, fojas 115 á 117. Dice que no se ratifica 
en las de fojas 83, 84 y 85^ c por no haber dicho lo que consta 
en la declaración que le fué leída, la cual se le arrancó por tor- 
mento teniéndole de plantón desde las 4 hasta las II pasado me- 
ridiano» foja 121. 

7® Conti, llamado á declarar, ratifica sus declaraciones de 
fojas 72 á 74, 78 á 82, modificando sólo la forma en que entregó 
el dinero á Jacca, foja 117. Llamados á un careo, ambos sos- 
tienen sus últimas declaraciones^ diciendo Jacca que era cierto 
que en Leones declaró lo que dice el acta de fojas 83 á 85, pero 
que declaró por la fuerza, foja 122. 
Medina ratifica á foja 157 la deelaracíon que prestara. 
8° Terminado el sumario el señor Procurador fiscal acusó á 
Jacca 7 á Conti, pidiendo para ambos la pena de cinco años 7 
medio de penitenciaría 7 multa de 2750 pesos moneda nacional, 
como circutadores 7 expendedores á sabiendas de billetes falsos, 
fojii 160. 

9^ A foja 167 el defensor de Conti presenta su defensa 7 
el de Jacca )asu7ai foja 185. Recibida la causa á prueba 7 
vista la presentada 7 dado el informe in voce de los defensores 
se llamó autos para definitiva. 

Y considerando: En cuanto al .procesado Francisco Jacca: 
1^ Que el cuerpo del delito de circulación de 'billetes fal- 
sos está debidamente comprobado con el informe de la Caja de 
Conversión de foja 227, al cual pnede añadirse, como opinión 
pericial el de la sucursal de Tilla María, de foja 50 vuelta. 

2^ Que está igualmente comprobado que Francisco Jacca ea 
quien circuló con conocimiento de su falsedad esa partida de 
billetes, dándolos en pago á don Juan Medina, 7 al sastre Nazzi 
7 otros. Confesión de Jacca de fojas 83 á 85 7 122, declara- 
ción de Medina, foja 157; de Bravo, foja 156; de Mazzi, foja 
126 vuelta. 

3° Que con la misma confesión resulta igualmente comproba- 
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do que estos billetes que fueron circulados de mala fé fueron 
recibidos con cooocimiento de que eran falsos y por consiguien- 
te también de mala fé. 

4° Que contra el valor probatorio de esa confesión, Jacca 
opone dos argumentos, de los cuales deduce su nulidad: l^qne 
ha sido prestadaante juez incompetente; 2^ que está viciada de 
violencia. 

£! primero es equivocado. 

Coando el derecho exige que la confesión, para ser válida, ha 
de ser prestada ante juez competente, no entiende por tal juez 
competente solamente al llamado á fallar la causa, sino también 
además de éste, á todos los funcionarios que por mandato de la 
ley están autorizados para recibir esa declaración. 

£stos son jueces competentes, son jueces legítimos á esos 
efectos, porque la ley les ha dado expresamente tales fun- 
ciones. 

Ahora bien, el articulo i2, inciso 4^, de la ley nacional de ju- 
risdicción y competencia de los tribunales nacionales faculta á 
los jueces de provincia de cualquier categoría que sean para 
aprehender á los procesados por un delito del fuero nacional y 
practicar un sumario que justifique esa prisión. Entonces, pues, 
las declaraciones que en ese sumario se tomen son legales y el 
juez es competente para tornarlas. Además, los jueces de sección 
deben aplicar en los puntos determinado^ por 1» ley nacional 
las leyes provinciales (artículo 21, ley del 63). Segqn éstas, los 
jueces de paz de la campaña están autorizados á practicar las 
primeras diligencias tendentes á esclarecer quién sea el autor 
de un delito(^artículo 150, incisos S^'y 8**); entre estas diligencias, 
las principales de ellas son las declaraciones de los culpables 
presuntos; y una vez tomadas y practicadas, caalesquiera que 
sean, deben pasar los antecedentes al juez que debe conocer y 
fallar la causa. Siendo su misión primordial asegurar la persona 
del delincuente, fácilmente se concibe que no pueden carecer de la 
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facultad de usar e) primero y principal de los medios, cual es el 
de tomar declaracioa al presunto culpable. 

Si esto es cl^ro aute la ley y la opinión de las prácticas, lo es 
también que esta declaración prueba contra el delincuente» por- 
que ella no importa una referencia cualquiera, como la hecha 
ante un extraño por jactancia, irreflexión 6 ligereza, sino on acto 
formal que ante el ánimo del confesante no puede tener más obje- 
to ni fin que el de responsabilizarse judicialmente de su dicho. 

Mitermaiec coloca entre las confesiones judiciales la reci- 
bida por los empleado» de policía, si bien aconseja mirarlas con 
cautela, en razón de los inconvenientes que pueden traer; y esto 
se explica donde estos funcionarios están facultados para reci- 
bir esas declaraciones previas antes de pasar el reo á disposición 
del juez. (La prueba en materia criminal, página ^S2, edición 
de 1887). 

Otra cosa es la ratificación de la confesión en cnanto al hecho 
de su existencia* 

Debe ser ratificada y lo ha sido en este caso. El procesado 
ha declarado ante este tribunal, áfoja 122^ que es cierto que 
eso declaró ante el juez de Leones. 

Luego confesó que él prestó esa declaración ante el juez déla 
primera diligencia; ella prueba indudablemente contra él como 
cualquiera confeiiion es capaz de probar (artículo 321, Código de 
Procedimientos nacional). 

5^ Pero alega Jacca, y éste es otro de los argumentos que 
opone, que esa confesión fuéarrancada con violencia,que la pres- 
tó pero que es nula. Cualquiera que sean las dificultades que se 
presenten al procesado para comprobar esta aserción, á él le 
corresponde indudablemente presentar esta prueba. El hecho 
importaría un delito que no se puede presumir. Al contrario, él 
tiene su origen en funcionario público que se presume obra en 
desempeño de sus funciones, y, por último, la naturaleza negato- 
ria de esta prueba no puede corresponder á la acusación. 
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No habiendo, pues, probado Jacca ni aun intentadp hacerlo, 
no puede el juzgado tener por cierto el hecho (art. 3i9, Código 
de procedimientos). 

Además, el hecho confesado aparece corroborado por otros 
medios; dice que entregó á Medina billetes falsos de 50 pesos 
del Banco de la Nación y Medina declara ser cierto la entrega y 
la clase de billetes, y la Caja de Conversión dice que son falsos. 

Lo mismo sucede respecto á Arévalo, Nazzi y Salgado. 

De consiguiente, por las razones dichas, el juzgado estima 
comprobada la comisión del delito por Jacca. 

Considerando respecto del procesado Alessio Conti : 

6^ Que las presunciones que la acusación indica como funda- 
mento de la culpabilidad que atribuye á este procesado y no reú- 
nen las condiciones de la ley para hacer prueba, son estas: 

Los errores ó falsedad que Conti ha cometido en las declara- 
ciones relativamente á la suma que entregó á Jacca; 

La relación que parece haber tenido con Leonardo Martí- 
niaoi ; 

£1 proceso anterior que fué sobreseído; 

Los cargos que le hace Jacca en sos declaraciones ; 

Expresando por último, el dicho de Jacca, coprocesado, que no 
hace prueba respecto á Conti. 

£1 artículo 176 es formal y esplícito ; no pueden ser testi- 
gos (inciso 7^): Los amigos íntimos del querellante y del pro- 
cesado, sus socios, sus dependientes ó sirvientes y los cómplices 
en el delito. 

£ntrando en la apreciación de esta infalibilidad, conforme al 
artículo 277, fácilmente se ve que Jacca estaba interesado, aun- 
que se reconociese culpable, en echar sobre otro el hecho prin- ' 
cipal y originario de la introducción ó circulación de los billetes 
falsos, y diciéndose circulador de ellos por haber tenido urgen- 
cia de hacer un pago (fojas 83 y siguientes). 

7* El proceso anterior que se inició á Conti ante este jnz- 



DE JUSTICIA NACIOEIAL 343 

gadono puede arrojar presunciones eficaces en su contra, porque 
no fué en él condenado, al contrario, el juzgado estudió deteni- 
da Y concienzudamente las pruebas de las cuales se pretendía 
deducir que Gonti circuló billetes falsos 1 sabiendas y esto no 
puede constatarse, por cuya razón el proceso fué sobreseído. La 
presonoion que hubiese surgido si entonces hubiera sido con- 
denado no puede existir en caso de sobreseimiento. 

8® Las otras presunciones no iienett absolutamente importan- 
cia como elemento de prueba. Aparece, es cierto, queConties« 
tuTo algunas veces con nn individuo que, según él mismoy otros, 
había circulado billetes falsos; pero cuasi posible es que no to- 
dos los que fueron relacionados deMartiniani no tuviesen partí* 
cipacion en sus delitos. 

Lo mismo sucede en el error de número sobre la suma entre- 
gada á Jacca y suponiendo mentira en esa parte de la declara* 
cion, ella no tiene relación estrecha oon el hecho, y muchas ex- 
plicaciones admitiría esa mentira. 

La presunción más fuerte surgida de los autos y no alegada, 
la coincidencia confirmada por Gonti de la entrega de veinte 
y tantos billetes de 50 pesos nuevos y la aparición de una suma 
análoga y falsos en poder de Medina, esto mismo deja en el 
ánimo muchas dudas. 

9^ Examinando esas presunciones ante los artículos 357 y 
358 del Gódigode Procedimientos, se ve que ello no puede fun- 
dar una condenación. Todas ellas reunidas pueden llevará con- 
clusiones diversas (inciso 4). Se comprende sin esfuerzo que no 
obstante las falsedades en lo relativo á la suma pagada á Jacca, 
las relaciones con Martiniani, el proceso anterior y la reclama- 
clon de Jacca puede muy fácilmente no ser Gonti autor del 
hecho, porque del proceso no resulta prueba de delito. La fal- 
sedad en la expresión de las sumas puede t>'ner el fin de evitar 
la coincidencia entre los billetes entregados y los dados á Medi- 
na y para no verse envuelto en un proceso. La declaración de 
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Jacoa inhábil, legalmente podo y la ley lo présame, teuer por 
objeto desorientar á la justicia. La relación con Martíniani no 
indoce la delinonencia desús conocidos ó relacionados. 

Luego no son tampoco capaces de conducir natural .6 lógica- 
mente á la comisión del delito (inciso 5®). 

Le falta concordancia al hecho de la relación con Martíniani, 
al proceso anterior y al error sobre la suma (inciso 6). 

Y por fin, están basadas en otras presunciones tales la de 
que Martiniani es delincuente, cosa no probada, 6 de que lo 
haya sido Conti (inciso 7*). 

De donde resulta, aunque de estos hechos pueda la acusación 
deducir sospechas contra este hombre, ellas no pasan de tales 
sospechas y no bastan para fundar sobre ellas una prueba. 

Mittermaier dice respecto á esta prueba y el criterio para 
aplicarlas: cLos medios de conclusión deben estar en armonía 
con las reglas principales de la lógica, no esmenestersaWar in- 
tervalos demasiado grandes ó llevar las consecuencias más allá 
de lo que encierran las premisas : lo que ante todo importa qs 
hacer una prudente aplicación de este principio». 

c El indicio revela á primera vista una relación posible entre 
dos hechos ó designa una persona como agente ; pero es inheren- 
te del deber del juez inquerir también todas las hipótesis que 
en sentido contrario vendrían á justificar completamente esta 
relación ; y sólo comparando una hipótesis con otra es cómo lle- 
gará á decidir cuál de ellas es laque reúne mayor probabilidad. > 
(página 375, verbo citado). 

10^ Pero si alguna sospecha pueden arrojar los hechos que 
se imputan á Conti, varios contraindicios ó indicios de ino- 
cencia concurren á anular la fuerza probatoria de aquellos. 

Varios son estos contraíndicios : 

La desahogada situación pecuniaria de Conti, que es posee- 
dor de una regular fortuna, lo que indica falta de necesidad de 
lanzarse á actos reprobables para ganar dinero; 
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Kntre otras no haber tomado parte en la fuga de presos en 
que salió Jacca y á la cnal dice haber sido invitado por éste; 

El perfecto orden en que se encontró su casa con motivo de 
la inspección domiciliaria que se hiciera en ella ; 

Y, por último, el haber permanecido tranquilo en su casa 
cuando se iniciaron las diligencias de este sumario y prisión de 
Jacca • 

11® Y en cuanto á la pena que debe aplicarse á Jacca: Que 
está comprobado que este procesado recibió y circuló á sabien- 
das de su falsedad los. billetes de 50 pesos á que se refiere Me- 
dina, Nazzi y Arévalo» y por consiguiente cae bajo la sanción del 
artículo 62 de la ley penal de 1863 que establece : 

c El que introdujere ó expendiere falsos títulos de la deuda 
pública al portador, billetes ó libranzas del tesoro... y los 
que los falsificaran serán castigados con la pena de trabajos 
forzados por cuatro ó siete años y con multa de quinientos :i 
cinco mil pesos > (artículo 50, ley de Bancos garantidos). 

Que no habiéndose comprobado ni apareciendo existir cir- 
cunstancias atenuantes ni agravantes en este delito, el juzgado 
debe aplicar el término medio de esapena, esdecir cinco y medio 
años de trabajos forzados y 2750 pesos de multa (artículo 62, 
Código Penal, Suprema Corte). 

En su mérito, definitivamente juzgando, fallo: condenando al 
procesado Francisco Jacca á sufrir la pena de cinco años y 
medio de trabajos forzados y 2750 pesos de multa, con deduc- 
ción del tiempo de prisión preventiva sufrida; y absolviendo de 
culpa y pena al procesado Alessio Conti, el que deberá ser 
puesto inmediatamente en libertad, con costas al procesado 
Jacca. 

Líbrese oportunamente al Ministerio de Justicia el oficio 
correspondiente, poniendo á su disposición al penado. Hágase 
saber con el original y trascríbase. 

C. Moyana Gacitúa, 
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VISTA DEL SENOR PROCURADOR GENERAL 

.Buenos Aires, Setiembre 11 de 1897. 

Suprema Corte : 

He estudiado jr meditado coa especial ateociou este proceso, 
y he vacilado y vaeilo aún, respecto de la criminalidad airibaí- 
da al procesado Jacca. En la duda, debo inclinarme á su favor, 
cediendo al precepto del artículo 13 del Código de Procedimien- 
tos en lo criminal* 

Todo el esfuerzo de la instrucción ha escollado en la dificul- 
tad de encontrar el origen de los billetes falsos circulados. Pre- 
ciso es reconocerlo, esa circulación no aparece clandestina ni 
sigilosa, tiene todos los caracteres de consciente y honesta. 

Jacca posee un cheque legítimamente adquirido contra el 
Banco de la Nación en el Rosario. Encargaá so convecino Alessio 
Conti de su cobro^ y éste le entrega el importe cobrado, según 
con detalles convincentes lo expresa el procesado en sos decla- 
raciones de fojas 60 y 115. 

£n posesión deesa suma, Jacca^ que es un negociante comer- 
cialmente vinculado, hace los pagos que relaciona á foja 64 á 
acreedores legítimos, vecinos algunos de su casa, todos conoci- 
dos y en negocios con él, y de un modo que aleja toda idea de 
engaño ó doblez. Ninguna circunstancia hace sospechable so 
conducta, dada la procedencia atribuida al dinero empleado, la 
legitimidad de los créditos pagados y la forma inequívoca de 
hacerlos. 

Alossio Conti se expresa en contradicción con algunos de los 
hechos declarados, pero ha reconocido á foja 73 vuelta el cobro 
de los cheques en el Banco de la Nación, por cuenta de Jacca y 
la entrega del dinero cobrado. 
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No es posible establecer ante la contradicción que snrge de 
las declaraciones de los procesados Gonti y Jacca, cuál es el 
introdactor délos billetes falsos. Pudo serlo Gonti que, segan su 
declaración de foja 79 Tiaj6 con Marti níani, falsificador cono- 
cido, de qnien otra vez había recibido billetes falsificados, el 
qne cambiase los billetes recibidos del Banco, por los nuevos de 
50 pesos que Jacca declara encontró dentro del paquete recibi- 
do en pago; pudo serlo el mismo Jacca, quien los adquiriera del 
mismo Martinianiy á quien conocía, y los aprovechara al enviar 
la suma destinada á pagar la cuenta de Medina; y pudo tam- 
bién serlo consciente ó inconscientemente alguno de los inter- 
mediarios para ese pago. Sin poder afirmar nada al respecto, la 
conclusión que se desprende de tales antecedentes es que no 
puede determinarse el momento en que los billetes falsos fue- 
ron introducidos al rollo de dinero que durante varios días pasó 
por diversas manos. 

Jacca aparece confesando, empero, á foja 85, que había reci- 
bido billetes falsos de Alessio Gonti, con conocimiento de su 
iiilsedad. Esa confesión no ha sido ratificada, y al contrario, 
resulta categóricamente rechazada en las declaraciones de fojas 
121 y 122. 

Gonsidero que esa declaración, no ratificada, es ineficaz con- 
tra lo declarado y ratificado por el mismo procesado de fojas 
52á55yde 60á67'. 

Entre tantas declaraciones sostenidas y ratificadas y la de 
foja 85, atacada de falsedad y negada por el reo, pienso que 
ninguna razón de justicia debiera hacer prevalecer el mérito de 
la última contra todas las anteriores y posteriores, cuando es 
esplícitamente rechazada y no aifarece confirmada por otras 
constancias del proceso. 

El artículo 321 del Gódigo de Procedimientos asigna carác- 
ter probatorio á la confesión, cuando revista las circunstancias 
expresadas en el artículo 316. Y entre e^as circunstancias pres- 



348 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

oribea los iacísos 1°, 3*", B** y 7^ que sea hecha ante el jaez 
competente, que no medie violencia, oi intimidación, que re- 
caiga sobre hechos perceptibles con evidencia^ y ante todo, que 
el delito esté legalmente comprobado y la confesión concuerde 
con sus circunstancias y accidentes. 

La confesión de foja 85, tantas veces contradicha por el pro- 
cesado, no satisface las exigencias de aqnel artículo del Código. 
T en la duda, la absolución que ha obtenido Oonti, debe alcan- 
zar á Jacca. 

Muchas presunciones arrojan contra él los múltiples hechos 
y declaraciones del sumario, pero tratándose de un negociante 
trabajador y honesto, según la certificación délos vecinos de 
su domicilio, agregada á foja 223, que ningún antecedente del 
proceso contradice esas presunciones, no constituyen la prueba 
acabada del delito que la ley castiga con tan severa penalidad. 

Todo loque resulta claro, es la entrega de algunos billetes en 
pago, cpD conocimiento de su falsedad, lo que determinaría la 
aplicación de. la pena establecida en el artículo 63 y final del 
artículo 60 de la ley sobre crímenes contra la Nación, esto es^ 
la de multa, equivalente al triple de la suma e-xpendida. Pido á 
Y. £. se sirva así declararlo. 

Sabiniano Kier . 



FaIIo de ím SaprenmCerfe 



Buenos Aires, Diciembre 16 de 1897. 

Vistos y considerando : Que los hechos y circunstancias de 
la causa hacen presumir que el procesado Jacca recibió los bi- 
lletes cuya circulación ha motivado este proceso, sin conoci- 
miento de su falsedad. 
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Que esa presunción debe hacerse extensiva al hecho de la 
cirealaoion, pues que las constancias de autos no permiten es- 
tablecer diferencia respecto á la voluntad criminal en relación 
á los dos actos, desde qne no hay en lo que se refiere á la circu- 
lación elementos demostrativos del conocimiento de la falsedad 
de los billetes, que no puedan hacerse valer también en lo que 
toca al recibo de los mismos. 

Por estos fundamentos. y concordantes de la vista del señor 
Procurador, general^ se reyoca la sentencia de foja doscientos 
treinta en la parte recurrida, absolviéndose de culpa y cargo al 
procesado Francisco Jacca. Devuélvanse y notifíqnese original. 

BBNJAMIN PAZ. — ABEL BAZAlf . 
— OCTAVIO BDNGe. 



CAUSA CDIII 



Criminal, por muerte de Jerónimo Rebaglia, en el rio 
de las Conchas ; sobre competencia 

Sumario. — La remisión y aceptación del sumario constituye 
prevención en la causa. 



Caso. — Resulta de la 
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VISTA FISCAL 



Buenos Aires, Noviembre 10 de 1897. 
Señor Juez : 

Observo que Y. S. no pnede contiauar en el conocimiento de 
esta cansa, porque el hecho tn?o lugar en el rio de las Con- 
chas, en el partido del mismo nombré, que está más inmediato 
al asiento del señor juez federal de lo criminal de la Capital de 
la Nación, artículo 3^ inciso 2» de la ley de 14 de Setiembre de 
1863, y causa CY, serie 4*", tomo 14, página 117. 

Tenga Y. S. á bien declararse incompetente remitiendo los 
antecedentes á aquel magistrado. En caso contrarío, conceder- 
me el recurso de apelación que subsidariamente interponga. 

G. G. Vieyra. 



riOlo del Juea rederal 



La PlaU, Noviembre 10 de 1897. 

Habiendo prevenido este juzgado en la presente cansa^ de 
acuerdo con el artículo 3^, inciso S'^, de la ley sobre jurisdicción 
y competencia nacional, y lo resuelto por la Suprema Corte en 
la causa seguida contra el vapor c Helios », por infracción á las 
Ordenanzas de aduana, se declara competente este juzgado y en 
consecuencia, vuelva al procurador fiscal, para que pida lo que 
corresponda* 

Aurrecoechea. 
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VISTA DEL SEflOR PROCURADOR GENERAL 



BueDos Aires, Diciembre 7 de 1897. 
Suprema Corte : 

Con sujeción á la jurispradeacia de V. E. establecida en 
múltiples fallos, dictados en casos análogos, pido á Y. E. se 
8Ír?a confirmar el auto recurrido de foja 14. 

Sabiniano Kier. 



FaIIo de I A Suprema Corte (i) 

Rueños Aires, Diciembre 18 de 1897. 

Vistos y considerando: Que según resolta de antos, el juez 
de la sección de Buenos Aires ba prevenido en el conocimiento 
de la causa. 

Por éstOy de acuerdo con lo dispuesto en los artículos teroe- 
rOy inciso dos, de la ley de jurisdicción, y ciento once, inciso 
doce de la ley orgánica délos tribunales de la Capital, con la 
jurisprudencia de esta Suprema Corte, y de conformidad con Jo 
pedido por el señor Procurador general^ so confirma el auto ape- 
lado de foja doce. Devuélvanse. 

SENJAHIN PAZ. —ABEL RAZAN. 
—OCTAVIO BUN6E.- 

(1) Igual resolución recayó en la causa por muerte de Estévan Chaoel, 
en el arroyo Sarandí, partido de San Isidro; en la causa por asalto y abor- 
daje en el arroyo « Abra vieja », partido de San Fernando. 
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CAUSA CDIV 



Don Francisco Dana, extranjero^ cesionario de derechos de los 
señores Lacena, argentinos^ contra don Carlos y don Eduar- 
do Jewellf extranjeros, sobre competencia. 

Sumario. — No corresponde á la jasticia nacional la cansa 
entre dos extranjeros^ aunqne uno de ellos sea cesionario de an 
argentino. 

Caso.--- Resalta de las siguientes piezas : 



VISTA FISCAL 

Señor Juez: 

Evacuando la vista conferida á foja 30 vuelta, sobre la caes- 
tion de competencia promovida por inhibitoria, por los señores 
Carlos y Eduardo Jewell, con motivo del juicio iniciado contra 
ellos por don Francisco J. Dana, ante los tribnnales provincia- 
les de esta ciudad por reivindicación de varias fracciones de te- 
rrenos en ésta; el que suscribe afirma que la razón que dan los 
señores Jewell para fnndar la competencia de V. S. de ser el 
demandante señor Dana (extranjero) cesionario de derechos 
que originariamente pcrtenecieroil á los Locena (argentinos); y 
que siéndolos demandados extranjeros, correspondería á la ju- 
risdicción nacional conocer del caso sub'iudice^ no está de 
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acuerdo cpn la jarisprudenoia sentada por la Suprema Co^te oa- 
cionalf al interpretar el artículo 8^ de la ley sobre jurisdicción 
7 competencia de los tribunales nacionales* y al establecer las 
razones de la ley sobre las restricciones señaladas en dicho ar- 
tículos*', pues ella ha dicho en el tomo i4, página 736, série2*, 
c que las cuestiones entre extranjeros ó entre vecinos de una 
misma provincia son siempre extrañas' á la jurisdicción nacio- 
nal, aun. cuando el derecho cuestionado pertenezca al que lo 
reclan^a por cesión de otra persona que hubiera podido ocurrir 
á dicha jurisdicción >. 

La razón d^ la ley es cortar el fibuso para evitar que se trai- 
gan á la justicia nacional, valiéndose de una cesión, causas que 
originariamente oorresponderían á los tribunales provinciales. 
Pero, en el caso sub-judice, no existiría el abuso, porque el ce* 
sionario es extranjero, aun cuando los cedentes sean argenti- 
nos; y porque aquel ha ocurrido á los tribunales provinciales en 
demanda de justicia, contra los señores Jewell, que también 
son extranjeros. 

Por estos fundamentos^ el que suscribe opina que Y. 8. no es 
competente para entender en el juicio á qne se refiere la inhibi- 
toria. Salvo, etc. 

i?. G. Pavera. 



Ffillo del ^uea Pedieral 



Buenos Aires, Junio 8 de 1897. 



Yistos : Teniendo en consideración la resolución de foja 12 
Tuelta, dictada. por mi honorable antecesor aceptando la con- 
tienda de competencia en favor de esta jurisdicción y la resolu- 
ción de la Exoma. Cámara de Apelaciones, corriente áfoja 82 



T. LXIl 
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del expediente remitido por el juzgado de provincia, acatando 
la jurisdicoion federal; y además desconociéndose por los seño- 
res Jewell la legitimidad de los derechos que invoca el señor 
Dana, j por tanto su carácter de cesionario legal, queda vincu- 
lada íntimamente la solución fundamental del derecho contro- 
vertido con la de la jurisdicción de este juzgado, por razón de 
la nacionalidad del señor Dana. 

Por tanto, hácese lugar á lo solicitado por los señores Jewell 
á foja 8, declarándose por ahora la causa de competencia de es- 
te juzgado, sin perjuicio de resolver en definitiva lo que en dere- 
cho corresponda sobre la jurisdicoion, según elresnltadó de la 
prueba. Notifíquese y repóngase el papel. 

Daniel Goytia . 



VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Octubre 2 de 1897. 

Suprema Corte : 

Según se establece por la misma parte, á foja 21^ la causa se- 
guida con la empresa del Ferrocarril Central Argentino, ha si- 
do declarada, por sentencias ejecutoriadas de los tribunales de 
la jurisdicción común de la provincia de Santa Fe, de compe- 
tencia de la jurisdicción federal, pasando en consecuencia los 
autos al juez de sección. Y éste, había reconocido y aceptado 
ásu vez la jurisdicción, como resulta del auto corriente á foja 
i2 vuelta. 

Demostrado que el demandante ejerce la acción como ce- 
sionario de una colectividad de argentinos, contra personas 
que han acreditado su calidad de extranjeros, no parece dudosa 
la jurisdicción que al efecto establece el artículo 2"^ de la ley, 
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.sobre competencia nacional, de 1883. Considero ajastada á la 
prescripción del artículo 10 de aquella ley, la declaración de la 
procedencia del fuero federal en el caso, pues se trata de una 
cesión y se reconoce especialmente en el testimonio de foja 6 
Tuelta, que el resultado de la gestión afecta á los Sosa y demás 
herederos nombrados, 6 al mismo cesionario. 

Por ello, y no encontrando que la salvedad establecida al final 
del auto de foja 64, agravie derechos que aún no han sido dis- 
cutidos ni resueltos, pido á V. E, se sirva confirmar el auto re- 
.currido. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Diciembre 18 de 1897. 

Vistos y considerando: Que según consta de autos, y lo re- 
conocen las partes, tanto el actor Dana como los demandados 
Carlos y Eduardo Jewell , son extranjeros. 

Qae, en tales condiciones, el conocimiento déla cansa no co- 
rresponde á la justicia federal, per razón de las personas, aun- 
que el derecho cuestionado pertenezca al que lo reclama, por ce- 
sión de otra persona que hubiera podido ocurrir á dicha juris- 
dicción (artículo dos, incisos dos y ocho de la ley de jurisdic- 
ción; Fallos, tomo veintitrés, página setecientos treinta y 
seis). 

Que la jurisdicción federal no es prorrogable sobre personas 
y cosas ajenas de ella, y su incompetencia puede y debe ser de- 
clarada, aun de oficio, en cualquier estado de la causa, como lo 
tiene establecido la jurisprudencia de la Suprema Corte. 

Que, por consiguiente, el auto de foja doce vuelta, invocado 
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por el inferior, no obsta á la declaración de la incompetencia. 

Que las resolaciones de los tribunales de la provincia de San- 
ta Fe, declarando la causa de competencia de la justicia fede- 
ral^ no puede atribuir jurisdicción á ésta. 

Por estos fundamentos, se revoca el auto apelado de foja 
sesenta y cuatro, se declara que el conocimiento de esta causa 
no corresponde á la justicia federal. Repuestos los sellos, de- 
vndlvanse, pudiendo notificarse con el original. 

BENlAMIll PAZ. — OCTAYIO BDHGB. 
— JUAN B. TORREirr. 



CAUSA €DT 



Don Lisandro de la Torre y don Juan Prole, conlra don Pedro 
Vinas, don Juan Pozzo y don Floriano Zapata^ por nulidad 
de venta ; sobre competencia. 

Sumario,— VdkXdk surtir el fuero federal por razón de las perso- 
nas en causas que se obra por cesión, es necesario demostrar la 
diversa nacionalidad del cedente y del cesionario con relación 
al demandado. 



Caso: — Resulta de las siguientes piezas: 
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VISTA FISCAL 

Señor Juez : 

Apareciendo de las escritoras de fojas 4 y 8 que se trata de 
cesión de derechos y que por consiguiente los demandantes 
ejercen su acción como cesionarios. 

Estando^ por otra parte, justificado en autos que los ceden- 
tes y los demandados son argentinos y Tocinos de esta provin- 
oia (véase declaraciones de fojas 20 á 21 y 58 á 57)^ de confor- 
midad con el articulo 8® de la ley sobre jurisdicción y oompe- 
tencia de los tribunales nacionales, no corresponde el caso svA^ 
jiulice, por razón de las personas, á la justicia federal. 

No obstante esto, convendría oír á las partes, corriendo á 
ellas vista de este incidente sobre competencia, promovido de 
oficio. Salvo, etc. 

R. G. Pavera. 



Fallo del JueK Vederal 



Rosario, Noviembre 27 de 1896. 

Vistos y considerando : i<^ Que según la escritura de foja 4 
los herederos de Carmelino declaran c que ceden y transfieren 
á los nombrados doctor de la Torre y señor Froto (demandantes) 
los derechos y acciones que corresponder pudieran & los autori- 
zantes para pedir sea el cumplimiento, sea la rescisión del pre- 
dicho contrato de promesa de venta, ó que sea declarada su nu- 
lidad. 

2^ Que los demandantes, consecuentes con este contrato, se 
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presentan á foja i2 entablando la correspondiente acción de 
nulidad de promesa de venta, y expresan á foja i8 de ese es- 
crito: c Qoe en mérito de las facaltades de qae sos representa- 
dos están investidos en sn carácter de cesionarios de los dere- 
chos que á los señores Carmelino correspondían como herederos 
de su padre don Gregorio Carmelino ». 

3<> Que los artículos 1434 y 1444 del Código Civil, dicen: 
c Que habrá cesión de créditos cuando una de las partes se 
obliga á transferir á la otra parte un objeto incorporal, un de* 
recho, ó la acción sobre una cosa que se encuentre en el comer- 
eio, entregándole el titulo del crédito si existiese ». En el caso 
presente se ha cedido la acción de nulidad de la promesa de 
venta y es la que han ejercitado los demandantes. 

4® Que según el artículo 8^ de la ley de jurisdicción, para que 
la cansa pueda corresponder ál fuero federal, es preciso que el 
derecho que se disputa pertenezca originariamente á los deman- 
dantes y no por cesión, á menos que oedentes y cesionarios ten- 
gan derecho para ocurrir al fuero federal. 

Por estas consideraciones resuelvo, de conformidad al dicta- 
men fiscal, declarando: Que no se ha justificado debidamente, 
que esta causa corresponde al fuero federal. Con costas á los 
demandantes. Repóngase. 

Daniel Goytia. 



VISTA DEL SEllOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Marzo 8 de J897. 
Suprema Corte : 

El recurso de nulidad que viene ante Y. E., es de apelación 
otorgada á foja 8 vuelta, respecto del auto denegatorio de la 
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jarisdiccion federal, corriente & foja 77. Ese auto ha sido legal- 
mente fundado en lo referente, tanto á las constancias de be- 
cbOy como alas de derecho. Sus conclasiones se ajustan á la de 
los fallos relativos de Y. E.^ que han establecido ya una juris- 
prodencia inquebrantable. Pido á Y. E. se sirva confirmarlo 
por sos fundamentos. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de te Suprenm Corte 

Buenos Aires, Diciembre 18 de 1897. 

Yistos y considerando: Que, en efecto, la escritura de foja 
cuatro prueba la celebración de un contrato de cesión, en el que 
los demandantes tienen la calidad de cesionarios. 

Que con tal antecedennte los actores han debido comprobar 
que procede la jurisdicción federal también en lo que respecta 
¿ los cedentes. 

Por esto, de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general y por sus fundamentos, se confirma, con 
costas, el auto apelado de foja setenta y siete, no haciéndose 
Ingar al recnrso de nulidad por no haber en autos causal algu- 
na que lo funde. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO* BUNGE. 
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CAUSA <;dvi 



Criminal contra Fernando Dive; por infracción i la ley 

de enrolamiento 



Sumario. — Debe considerarse como no interpuesta la aca- 
saoipn que el ministerio fiscal ha subordinado á la no existen- 
cia de un decreto que ha resultado existente* 



Caso. — Lo explica el fallo de la Suprema Corte. 



Vallo del Jíuea Federal 



Buenos Aires, Setiembre 18 de 1887. 

Y vistos : estos autos seguidos contra Fernando Dive, argen- 
tino, de 24 años, soltero, pintor, acusado de infracción á la ley 
de enrolamiento, de los que resulta : 

Que con fecha 23 de Abril del corriente año el señor jefe de 
policía dio cuenta de haber sido detenido el procesado Fernan- 
do Dive, por el comisario de la sección i9*, por haber infringi- 
do la ley 3318. 

Que llamado & declarar el procesado manifestó : que en el últi- 
mo enrolamiento no se había enrolado por haber sido detenido 
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« 

en el último día en qae expiraba el plaso para el enrolamiento, 
y día en que pensaba hacerlo. 

Qae pedido informe al jefe de policía sobre la fecha en que 
fué detenido Dive, fué evacuado á foja 2 vuelca, por el comisa- 
rio de la sección 19", informando que el procesado fué detenido 
el día 28 de Febrero, á las 8 de U noche^ día en que vencía el 
plazo para el enrolamiento. 

Que convocadas las partes á juicio verbal, de acuerdo con lo 
pedido á foja 12, éste tuvo lugar pidiendo para el procesado, el 
señor Procurador fiscal, la pena de la ley 3318, como infractor 
á la ley de enrolamiento. 

El defensor del procesado pidió que fuese absuelto su defen- 
dido, en virtud de constar del informe de foja 7, que Dive fué 
detenido el 28 de Febrero, día en que vencía el plaso para el 
enrolamiento, no á las 6 6 7 como decía el informe, sino á las 
12 de la noche, como lo prescribe el código civil, al estatuir so- 
bre la manera de contar los plazos. 

El procurador fiscal manifestó que tomando en cuenta, las 
consideraciones aducidas por el doctor Daíreaux, y para el caso 
de que ellas resultasen ciertas, desistía de su acusación, á cuyo 
efecto pedía se librase oficio al Estado Mayor para que infor- 
mase sobre el término preciso del enrolamiento. 

Que pedido el informe de la referencia, el Estado Mayor se 
expidió áfoja 15, diciendo que por ley de 28 de Diciembre de 
1896, se prorrogó por dos meses más, el término del enrola- 
miento, á contar desde el 31 de Diciembre del mismo año, es 
decir, hasta el 28 de Febrero inclusive. 

Que librado oficio al Estado Mayor, para que informara en 
calidad de para mejor proveer, hasta qué hora permanecieron . 
abiertas las oficinas de enrolamiento, el último dia hábil para 
ese efecto, se informó, según consta á foja 18, que bástalas 6 
de la tarde. 

Y considerando : Que se encuentra justificado en autos por 
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la GonfesioQ del procesado que no se enroló por haber sido de- 
tenido por la policía el último dia del plazo fijado para el enro- 
lamiento, en el que pensaba cumplir con ese deber, 

Que constando del Estado Major del ejército de foja*-, qne el 
último día del enrolamiento funcionaron laa oficinas hasta las 
6 pasado meridiano y del de la policía de foja... que el encausa- 
do fué detenido á las 8 pasado meridiano, hora en que estaban 
cerradas las oficinas que se mencionan, es forzoso convenir que 
Diyeno estaba en tiempo ya di; poder llenar el deber que le im- 
ponía la ley que se dice infringida, cuando fué aprehendido, lo 
que hace inaceptable la excusa alegada por la defensa y pre-- 
senta al acusado como infractor á la ley número 3318. 

Por estos fundamentos, y de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 35 de la ley recordada, condeno á Fernando Diye á la 
pena de un año de servicio militar en el cuerpo del ejército que 
el Poder Ejecutivo determine, debiendo descontársele el tiempo 
de prisión que lleva sufrido, en la proporción de un día de pri- 
sión por uno de servicio militar. Ejecutoriada que sea esta 
sentencia intímese al fiador del procesado lo presente á este 
juzgado, dentro del término de tres días, á efecto de cumplir la 
condena que se le impone. Comuniqúese al Poder Ejecutivo y 
director de la penitenciaría, y notifíquese con el original y ar- 
chívese el expediente, haciéndose saber á la policía. 

Gervasio F. Granel. 
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VISTA DEL SEllOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Diciembre 1* de 1897. 

Suprema Corte : 

Ha quedado constatado y lo reconoce la sentencia de foja 19^ 
qoe el plazo de la ley para el enrolamiento general vencía, en 
80 prórroga de dos meses, el 28 de Febrero inclusive. 

£1 procesado Dive fué aprehendido el mismo 28 de Febrero 
á las 8 pasado meridiano, segan la diligencia de foja 7 vuelta. 

Alegada aquella circunstancia por el defensor del procesado, 
el procurador ñscal manifestó, según el acta de foja i 4, que si 
se establecía qoe el 28 de Febrero inclusive vencía el término 
prorrogado para el enrolamiento, no tenía inconveniente en de- 
sistir de la acusación, el hecho ha quedado establecido por los 
informes del Estado Mayor general de fojas 15 y 18 vuelta. 

£1 hecho de haberse cerrado las oficinas á las 6 pasado meri- 
diano, no debe privar el derecho del ciudadano al goce de todo 
el término de la ley. 

Si ese término vencía el 28 de Febrero inclusive, debe con- 
tarsOy una vez que la ley especial de enrolamiento nada había 
prescrito al respecto, con sujeción á las disposiciones de los ar- 
tículos 24, 27 y 29 del Código Civil. 

El dia, según el primero de esos artículos, es el intervalo en- 
tero que corre de media noche á media noche, y por ello el ar- 
tículo 27 agrega, que todos los plazos están continuos y com- 
pletos, debiendo siempre terminar en la medianoche del últi- 
mo dia. 

Estas disposiciones son aplicables según el artículo 29, é 
todos los plazos señalados por las leyes, por los jueces ó por las 
partes. 



364 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE^ 

Si &1 término para el enrolamiento Tencía el 28 inclosive, si 
el dia 86 cuenta hasta la media noche, según la ley, y si el pro- 
cesado fué aprehendido antes de su vencimiento, no creo pue- 
dan imputársele responsabilidades legales, por no haber hecho 
hasta las 8, lo que tenía derecho de hacer hasta las i2. 

Reconociendo fundada por estas consideraciones, la expresión 
de agravios del defensor del procesado, no encuentro razón le- 
gal que oponer á la absolución, y consecuente revocación de la 
sentencia por él recurrida á foja 10. 

Sabiniáno Kier. 



Fallo de I» Suprenm Corte 



Buenos Aires, Diciembre 18 de 1897. 

Vistos y considerando : Que según consta á foja catorce, que 
el procurador fiscal manifestó, que si fuera cierto que el Poder 
Ejecutivo, había dictado on decreto que establecía que el enro- 
lamiento terminaba el veintiocho de Febrero inclusive, no tenia 
inconveniente en desistir de su acusación. 

Que el hecho á que se subordinó el desistimiento ha resulta- 
do cierto. 

Que en tal caso no se ha deducido acusación contra el proce- 
sado y no ha podido en consecuencia recaer sentencia condena- 
toria. 

Que á estas consideraciones, se agrega que también el señor 
Procurador general no encuentra mérito para la acusación, y 
no. sólo no solicita que se llenen las formalidades legales, para 
la prosecución del plenario, 8inó que pide la absolución del 
procesado. 
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Por estos fundamentos, y de acuerdo oon la doctrina que ^ur- 
ge de los artículos cuatrocientos sesenta y cuatrocientos se- 
senta y uno del Código de Procedimientos en lo criminal, déje- 
se sin efecto la sentencia apelada de foja diez y nueve, y se 
sobresee definitivamente en la causa. Devuélvanse, 

BENJAMÍN PAZ.. — ABEL BA2AN* 
— OCTAVIO BDNGE. 



CAUSA CDVII 



Recurso de habeos corpus i favor de Eneas Celia 

Sumario. — - No procede el recurso de hateas corpus contra la 
vigilancia puesta por la policía, si resulta quo ha sido ordenada 
por negarse el recurrente á declarar en un sumario de preven- 
ción. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas : 



VISTA FISCAL 

Buenos Aires, Diciembre de 1897. 
Señor Juez: 

Despréndese del precedente informe, quela policía ha reque- 
rido al recurrente para que se presente á declarar respecto de 
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un hecho deliotooso qad se ha denunciado ante esa repartición, 
que se ha resistido á esa comparencia, que la autoridad policial 
ha ordenado la prisión preveotiva del mismo, y que oontínaando 
la'resistencia de éste, encastillándose en su domicilio se ha visto 
en la necesidad de establecer vigilancia para hacer efectiva la 
orden referida. 

Según el mismo informe, la policía de la capital tiene vehe- 
mentes sospechas de que Celia conozca el hecho de que se trata 
y más aun, de que en él se halle complicado. 

Esta circunstancia, así como la resistencia del recurrente á 
presentarse^ que se le tiene hecho, determina el proceder co- 
rrecto y autorizado de la policía para establecer la vigilancia 
que motiva el recurso y más aún para proceder en el caso dado 
á la prisión preventiva de Celia. 

El artículo 160 del Código de Procedimientos penal establece 
que los funcionarios ó autoridades policiales, así que se les de- 
nuncie un delito procederán á la investigación para conocer el 
hecho delictuoso denunciado, el que pondrá en conocimiento del 
juzgado que corresponda, inmediatamente de conocerlo. 

El artículo 184 del mismo código enumera las diligencias que 
la policía está autorizada á practicar en las investigaciones y el 
caso presente en que se requiere la declaración de un presunto 
culpable ó copartícipe en el hecho denunciado^ bien puede en 
general encuadrar en esas diligencias y en particular en los in- 
cisos 3®, 4*», 5**, S^'y 12<* del mencionado artículo. 

La prisión preventiva ordenada por el jefe de policía contra 
Celia, así como la vigilancia que le ha establecido, están auto- 
rizadas por el artículo 4° del Código de Procedimientos penal 
la primera, y la segunda por las disposiciones que dejo citadas 
á los efectos de su accídn investigadora, lo que á su vez deter- 
mina la competencia de ese funcionario para tales actos dentro 
del texto eipreso de la ley. 

Ahora bit'n, siendo el jefe de policía de la Capital autoridad 
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competente para ordenar y ejecutar los actos que motivan el 
presente recurso de habeos corpus, su improcedencia es clara 
dado el texto expreso del artículo 621 del Código de Procedi- 
mientos penal^ que niega el derecho de interponer ese recurso 
coando la privación de libertad viene de autoridad competente. 
Estas consideraciones son lasque me inducen á pronunciarme 
por el rechazo del recnrso interpuesto en las condiciones de la 
ley, 

J. Botet. 

Fulla del Jluea Federal 



Buenos Aires, Diciembre 3 de 1897. 

Autos y vistos : el recurso de haheas corptis^ deducido por 
don Eneas Celia. 

Y considerando: Que contra toda orden 6 procedimiento de 
un funcionario público, tendente á restringir sin derecho la li- 
bertad de una persona, proceded recurso de amparo de la liber- 
tad, artículo 617 del Código de Instrucción Criminal. 

Que con el propósito de inquirir si la libertad del presentante 
se encuentra en el sub^judice injustamente amenaiada, se soli- 
citó del señor jefe de policía de la Capital los antecedentes que 
pudieran haber servido de fundamento á sus procederes. 

Que evacuado por dicho funcionario el informe pedido, ma- 
nifiesta que la vigilancia establecida á Celia es debida: 1° á que 
citado á comparecer para las investigaciones del hecho, se ha 
negado á ello; y 2^ que teniendo razón para considerarlo com- 
plicado en el hecho, ha ordenado su detención preventiva, á lo 
que también responde la vigilancia decretada. 

Quetales causales autorizan suficientemente á ese funciona- 
rio para haber procedido en el sentido que lo hizo, desde que, 
encargado por la ley del sumario de prevención en caso urgente 
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(artioulos i69 y 184 del citado código) /pudo exigir la comparen- 
cia del requerido á los efectos de recibirle declaración y pudo 
también dictar legítimamente la orden de detención preventiva 
que dictó de acuerdo con el artículo 4® teniendo los indicios 
vehementes que señalan á Celia como partícipe en el hecho. 

Que por consecuencia habiendo el señor jefe de policía de la 
capital ejercitado atribuciones legales, no puede sostenerse co- 
rrectamente que ha habido extral imitación de facultades en el 
sentido de desconocer la garantía de áu libertad individual, úni- 
co caso en el que el recurso traido al conocimiento del juzgado 
podía proceder (artículo 621 del mismo Código). 

Que la instrucción del sumario que se solicita es á todas lu- 
ces improcedente, por tratarse en este caso de un recurso espe- 
cial que tiene su procedimiento y límites perfectamente marca- 
dos por la ley. 

Por estos fundamentos y los aducidos en la vista del señor 
procurador fiscal, fallo, rechazando con costas el recurso de 
habeos corpus deducido por don Eneas Celia. 

Agustín Urdinarrain. 



VISTA DEL SBflOR PROCURADOR GENERAL 



Suprema Corte : 



Buenos Aires, Diciembre 14 de 1807. 



El recurso de habeas corpus deducido á foja 1 por don Eneas 
Celia y sustentado por su letrado á foja 4, no ha cumplido el 
requisito establecido en el inciso 6° del artículo 622 del Código 
de Procedimientos en lo criminal. 

Tramitado, no obstante, y resuelto por el juez a^uosegun el 
auto de foja 16, encuentro que ese auto se ajusta á las constan- 
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eiaa informadas por el señor jefe de policía y á las prescripcio- 
nes que rigen sas atribuciones legales . 

Pido por ello á Y. E. se sirva confirmar el auto recurrido de 
foja 16. 

Sabiniano Kier. 



Vmlla de te Supipemii CNirte 



Buenos Aires» Diciembre 21 de 1897. 

Yistos : de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general y por sus fundamentos se confirma, con cos- 
tas, la sentencia apelada de foja diez y seis. Devuélvanse. 

BBNJAMIIf PAI. — LUIS V. VARBLA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAYIO BUlf- 
GE. — JUAN E. TORRENT. 



CAUSA CDTIII 



El Ferrocarril Central Argentino contra don Eugenio Deville; , 

sobre expropiación. 

Sumario. — Debe confirmarse la indemnización que resulta 
equitativa. 

T. LXXl 24 
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Caso. — Besnlta del 



Fallo éml JTucB Vederal 



La Plata, Abñl 30 de 18d4. 

Y vistos : Estos aatos segaidos por el Ferrocarril Central 
Argentino contra don Eugenio DeTilIe (hoy su sucesión), por ex- 
propiación de una área de terreno que aquél le toma con la vfa 
férrea en el partido del Pergamino. 

Considerando : I"" Que el perito del Ferrocarril Central Argen- 
tino ha establecido como precio del terreno é indemnización el de 
dos centavos por metro cuadrado y el de la parte expropiada el 
de 40 centavos por igual medida é indemnización. 

S"" Que no puede menos de estimarse de exagerado el precio 
que fija el último, por cuanto vendría á resultar á razón de cua- 
tro mil pesos la hectáreade terreno que por su distanoiadel cen- 
tro de población no puede valer en manera alguna, pues ante 
este juzgado, en juicio seguido por idéntica causa por la Compa- 
ñía nacional de ferrocarriles pobladores contra varios vecinos 
de San Isidro, ha fijado por terrenos á poca distancia de este 
pueblo, el de sesenta centavos metro cuadrado por terrenos de 
quinta ; precio que ha sido confirmado por la Suprema Corte^ 
como puede verse en la secretaría de este juzgado. 

3"* Que en proporción de las distancias de esta Capital auno 
y otro partido, y los destinos que tienen 6 les dan los propieta- 
rios á los terrenos en esas dos localidades, los del Pergamino 
no pueden valer más que la cuarta parte del precio referido de 
sesenta centavos, en equidad. 

4® Que en cuanto á perjuicios, ninguno establecen los peritos, 
por consiguiente se comprende que no existen. 
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Por estas consideraciones^ fallo : fijando en definitiva el precio 
de qnince contados por metro cuadrado de terreno qnese expro- 
pia en estos autos, con sus intereses á estilo de banco^ que den- 
tro de 10 dias debe abonar el Ferrooaril Central Argentino des- 
pués de ejecutoriada la presente, con más el honorario de los 
peritos 7 gastos de actuación. Notifiquese con el original, re- 
gístrese 7 repónganse los sellos. 

M. S.de A urrecoechea. 



Fallo de la Suprema Carte 

Buenos Aires, Diciembre 21 de 1897. 

Yistos: Considerando equitativa la sentencia apelada de foja 
setenta 7 ocho, en cuanto fija al terreno á expropiarse el precio 
de quince centavos por metro coadrado : se la confirma en todas 
sus partes. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

LUI8 V. VARBLA. — OCTAVIO BUN6E. 
— JDANE. TORRENT. — ABEL RA- 
ZAN (en disidencia). 



DISIDENCU 



Vistos : Considerando en cuanto al precio del terreno á ex- 
propiar que militan en este caso las mismas razones de que se 
ha hecho mérito para fijar al metro cuadrado del terreno el pre- 
cio de cuatro centavos moneda nacional, en la resolución de la 
minoría de esta Suprema Corte, pronunciada en los autos de 
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expropiación seguidos por la misma empresa demandante contra 
don José Fontanell, pues en ambos casos se trata de terrenos 
con igual situación y en idénticas condiciones generales : por 
ello se fija en la referida suma de cuatro centavos moneda na- 

■ 

cional el precio del metro cuadrado d« terreno. 

En cuanto alas costas: siendo jurisprudencia. constante de 
esta Suprema Corte que el expropiante^ en caso de que el pre- 
cio que se fija en definitiva sea superior ál ofrecido, sólo está 
obligado á pagar los honorarios de peritos .y costas de actuación: . 
se confirma á este respecto la sentencia de foja setenta y ocho. 
Bepuestos los sellos, devuélvanse. 

ABEL BAZAN. 



CAUSA CDIX 



Criminal contra José Ponsaíi, por hurto ; sobre excarcelación. 

Sumario. — La ley número 3335 que priva á los reinciden- 
tes del beneficio del artículo 49 del Código Penal, no comprende 
las causas cuyo conocimiento corresponde á los jueces fede- 
rales. 



Caso. — El defensor del acusado pidió á la Suprema Corte 
que, sin perjuicio de continuarse el recurso deducido contra la 
sentenciado I** instancia, fuera puesto en libertad su defendido 

por estar agotada la pena que el inferior le impuso. 

« 

£1 señor Procurador general se opuso, fundado en que el 
procesado era reincidente y que en esa virtud estaba sujeto á 
las disposiciones de la ley número 3335. 



UB JUSTICIA NACIONAL 373 



Valle de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Diciembre 21 de 1897. 

Aatos 7 vistos ; Considerando : que esta oausa se ha seguido 
ante la justicia federal y ha sido fallada por juez de este fuero. 

Que la ley núnoiero tres mil trescientos treinta y cinco que 
invoca el señor Procurador general^ no se refiere sino á las penas 
correccionales 6 de prisión que los jueces de la Capital y terri- 
torios federales impusieren, según sus términos expresos. 

Que por consiguiente en las disposiciones de esa ley, de ca- 
rácter excepcional y que no admite por tanto interpretación ex- 
tensiva, no están comprendidas las causas cuyo conocimiento 
corresponda á los jueces federales, ya sea que esos jueces ten- 
gan su asiento en la Capital ó en las demás secciones de la Be- 
pública. 

Que en tal concepto y atento lo dispuesto en el articulo cua- 
renta y nueve del Código Penal, es cierto que la pena de arresto 
impuesta al procesado está cumplida en virtud del tiempo de 
de prisión prentiva que lleva sufrido y puesto que la sentencia 
condenatoria del^ instancia no ha sido apelada por el minis- 
terio público. 

Por esto se resuelve que, sin perjuicio de la prosecusion del 
recurso, se ponga en libertad al procesado, á cuyo efecto se librará 
el oficio respectivo al juez de sección, debiendo después correr 
la causa según su estado. Hágase saber con el original. 

BENJAMÍN PAZ. — ABBL BAZAN. 
— OCTAVIO BDN6B. — JDAII 
E. TORRENT. 
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CACSA CDX 



El Ferrocarril Central Argentino contra don José Estela; sobre 

easproTpiacion 

Sumario. — Debe confirmarse la indemnización que resalte 
ser equitativa. 



CasOm — Lo explica el 



Fallo del JucB JToderal 



la Plata, Abril dO de 1894. 

Y vistos : estos autos seguidos por el Ferrocarril Central 
Argentino contra don José Estela, y hoy contra don Ángel Go- 
doy, sobre expropiación de una área de terreno en el partidpjdel 
Pergamino : 

T considerando : 1® Que en el juicio seguido por las mismas 
partes, por expropiación de un terreno contiguo al que motiva 
el presente ; este juzgado, por sentencia de esta fecha, ha fijado 
el valor de 15 centavos el metro cuadrado, fundado en las razo- 
nes que allí se expresan y que por analogía deben aplicarse al 
presente caso. 

2° Que en cuanto á los perjuicios, ellos no han sido determi- 
nados, ni alegados por la parte interesada en la estación opor- 
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tuna del jaioio, para qae padieran ser tenidos en oaenta, y á 
este respecto existe otro qae el ornee de la vía por el terreno y 
desmonte á qae se refiere el peritodel demandado, oomo lo com- 
probó la inspeooion ocnlar de foja 34yaelta. 

3® Qae ese perjuicio es real y debe tenerse en consideración 
porque aon cuando no cambia el destino del terreno, que es de 
chacra, se hace difícil la comunicación de la fracción menor con 
el resto del terreno, concurriendo además la circunstancia, como 
lo dice el acta de la referida inspección ocular, de verse privado 
del acceso á las calles que antes tenía. 

4® Que no estando estimado como corresponde ese perjuicio, 

el juzgado debe fijar una suma que equitativamente lo ra- 

sarsa. 
Por estas consideraciones, fallo fijando en definitiva el precio 

de 15 centavos por metro cnadrado de terreno á expropiar en 
estos autos y en 500 pesos moneda nacional toda clase de per- 
juicios ; todo lo que con sus intereses computados en la forma 
de costumbre, deberá pagar el Ferrocarril Central Argentino 
dentro de 10 días de ejecutoriada esta sentencia, más el hono- 
rario de los peritos y gastos de actuaciones. Notifíquese con el 
original, regístrese y repónganse los sellos. 

Mariano 5. de Aurrécoechea. 



Fallo 4e la •upremaCai'te 



Buenos Aired, Diciembre 31 de 1897. 

Yistos : Considerándose equitativa en presencia de las cons- 
tancias de autos, la sentencia apelada de foja cincuenta y cinco, 
on cuanto fija al terreno á expropiarse el precio de quince cen- 
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tavos por tod^ indemnización : 86 la oonfirma en todas sus par- 
tes, y repuestos los sellos, doYuélvanse. 

LUIS Y. VÁRELA. — OCTAVIO 
BDN6E. — JUAN E. TORRBNT. 

— ABEL BAIAR (en disiden- 
cia). 



DISIDENCU 



Vistos : Considerando en cuanto al precio del terreno á ex- 
propiarse, que militan en este caso las mismas razones de que 
se ha hecho mérito para fijar al metro cuadrado de terreno el 
precio de cuatro centavos moneda nacional, en la resolución de 
la minoría de esta Suprema Corte pronunciada en los autos de 
expropiación seguidos por la misma empresa demandante con- 
tra don José Fontanell, pues en ambos casos se trata de terre- 
nos con igual situación y en idénticas condiciones generales ; 
por ello, se fija en la referida suma de cuatro centavos moneda 
nacional el precio del metro cuadrado de terreno, y atentas las 
circunstancias del caso por lo que hace á la indemnización del 
perjuicio resultante por fraccionamiento, se fija el precio de ella 
en la suma de cien pesos moneda nacional, quedando en estos 
términos modificada la sentencia apelada de foja cincuenta y 
cinco, la cual se confirma en los demás pronunciamientos que 
contiene. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

ABEL BAZAII. 
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CAUSA CDXl 



Criminal contra A Ifredo J. Olivieri, por nulidad y falsedad de un 
diploma de la Universidad de Córdoba; sobre sobreseimiento 

Sumario. — Pudiendo adelantarse el samario, no debe dic- 
tarse sobreseimiento. 



COnW, — Resolta de las siguientes piezas: 



Fallo del Juoa Federal 



Córdoba, Octubre 25 de 1897. 

Autos y vistos : las precedentes diligencias practicadas por 
denuncia de la Universidad de Córdoba, de fecha 22 de Setiem- 
bre último, el artículo de previo pronunciamiento deducido y 
demás actuaciones practicadas. 

Y considerando: 1*^ Que el hecho que se denunciaba en la 
nota de foja 12 era el de la presentación de un diploma de mé- 
dico, otorgado por la Facultad de esta ciudad el año 1889, el 
que dicha facultad había declarado falso en fecha reciente. 

2^ Que practicadas algunas diligencias tendentes á la averi- 
guación de los hechos se presenta un artículo de especial pro- 
nunciamiento previo, pidiendo se sobresea en la causa, por pres- 
cripción del delito denunciado (foja 19), el que el fiscal pide se 
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resaelva en otra oportunidad por creerlo estemporáaeo (foja...) 

3^ Qne para solucionar el artícnlo se hacía necesario deter- 
minar coa precisión el delito denunciado, á cuyo fin el juzgado, 
por auto de fecha 3 del corriente, ordenó esta aclaración al de- 
nunciante, quien contesta que la Facultad de Medicina de Cór- 
doba ha declarado falso ese documento por no aparecer cons- 
tancia de él en los libros de la universidad y no por reconocer- 
se falsificadas las firmas ó escrituras que él contiene, sobre lo 
cual la Facultad dice no tener competencia. 

4^ Que aclarada así la denuncia y no comprendiéndose en 
ella la falsificación de un modo claro, resulta que el hecho que 
se imputa al procesado es el de poseer y haberse presentado á la 
universidad preguntando si es auténtico un diploma de médico 
del cual no aparece constancias en los libros de su origen. 

5® Que apreciar de oficio como incluida implícitamente en la 
denuncia la falsificación del diploma hecho por el procesado, 
sería tan ilógico y aun ilegal como mirar como procesado por 
falsificación de billetes ó de moneda aun prevenido por poseedor 
ó circulador de esos billetes falsos, á los efectos de negarle los 
beneficios de la prescripción ó de la excarcelación, cuando para 
esto se tiene en cuenta el hecho porque se procesa á un indi- 
viduo. 

6® Que el hecho denunciado por la universidad no está clasi- 
ficado ni penado en ninguna disposición del título de las c Fa- 
cultades > de la ley del 63 ; ley que rige el caso en cuestión, por 
tratarse de un documento otorgado por una repartición nacional. 
Y tal como han pasado los hechos, tampoco aparece estar com- 
prendido en las disposiciones relativas del Código Penal, que la 
justicia nacional puede aplicar subsidiariamente en los delitos 
cometidos contra la Nación. 

7® Que en caso de duda y suponiendo el hecho comprendido 
entre los que hacen mo i sabiendas de un documento falso^ caso 
legislado por el artículo 282 del Código Penal, dicho delito es- 
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tar{a presorípto de aoaerdo con la disposición del articnlo 89, 
inciso S"", del mismo. 

8^ Que siempre, en la misma hipótesis y para decidir la excep- 
ción de prescripción deducida, debe estarse al delito v á la fecha 
del mismo, según la denuncia y elementos de comprobación que 
aparezcan en autos, como igualmente tenerse presente que el 
trámite y resolución previa de la excepción alegada, es proce- 
dente, conforme á los artículos 443, inciso 8^, 444 y siguientes 
del Código de Procedimientos nacionales en lo criminal. 

9^ Que descartada del proceso la persona denunciada y por el 
hecho que motiya la denuncia á mérito de las razones antes di- 
chas, queda, sin embargo, subsistente la denuncia de una fal- 
sedad cometida por otras personas en el mismo documento pú- 
blico ; y demás elementos de juicio de la existencia de otros 
delitos no denunciados y cometidos tal vez fuera de esta sección 
judicial. 

Pero esa denuncia con la vaguedad en que queda, no puede 
ser tomada en consideración por el juzgado mientras no se llenen 
los requisitos establecidos por la ley, es decir, expresión en cuan- 
to es posible, délas siguientes circunstancias: autores, cómpli- 
ces y encubridores de la falsedad, circunstancias sobre el modo 
de su comisión y personas aun ajenas al delito que hayan debido 
intervenir, todos los demás antecedentes y detalles que pueda 
arrojar luz sobre él. 

En mérito de lo dicho se resuelve : 1^ Sobreseer definiti* 
vamente en el proceso instruido contra el individuo Alfredo 
J. Olivieri, en cuanto al hecho denunciado por las notas de 
foja..., por no estar incriminado en las leyes penales, y en 
todo caso, por la prescripción invocada y sin perjuicio de otros 
delitos que puedan después aparecer de estas actuaciones ; 2^ Ofi- 
ciar al denunciante para que formule la denuncia que queda sub- 
sistente» llenando los requisitos establecidos por el artículo 156 
de la ley de procedimientos citados; 3^ Dejar sin efecto las ór- 
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denes de detención que pesan sobre Olivieri, á cayo finee libra- 
rán las providencias del caso; 4® Gonseryar secuestrado en este 
tribunal el diploma presentado hasta otra resolución. Hágase 
saber original y trascríbase. 

C. Moyano Gacitúa. 



VISTA DEL SEAOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Diciembre 9 de 1897. 
Suprema Corte : 

La comunicación de la Facultad de Medicina de Córdoba, 
acredita la existencia de nn hecho revestido con caracteres de 
criminalidad. 

Se trata de un diploma de médico, que aparece expedido por 
aquella Facultad y que á su juicio es falso, no existiendo antece- 
dente, ni de estudios, ni de exámenes, ni de inscripción alguna 
en favor del agraciado. 

Si ese diploma resultara falso, podría resultar también falsi- 
ficado, y como se trata de un delito de carácter público, no es 
dudoso el deber de investigar si realmente existe la falsificación 
6 falsedad atribuida á un documento público, y quiénes sean sus 
autores. 

La falsedad en sí misma, tratándose de un documento de ca- 
rácter público, podría constituir un delito punible según la ley 
de 14 de Setiembre de 1863, y disposiciones correlativas del Có- 
digo Penal. El delito sería mayor y de más extensa responsabi- 
lidad si resultara una falsificación. 

En el estado actual del sumario, ni es posible apreciar la ver- 
dadera extensión del delito y la responsabilidad penal de su 
autor ó autores, ni por consecuencia, si es ó no procedente la 
excepción de prescripción opuesta. Adhiriendo por ello, á lo 
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'expuesto por el Procurador fiscal,* pienso qué és prematuro e} .so- 
breseimiento ordenado, ya que de Id instrucción sumaria, pue- 
dan resultar hechos criminales que autorizan la acusación fiscal 
por los delitos de falsedad j aun de falsificación. 

Pido á y. E. se sirva revocar el ^uto de foj{i 4 vuelta, para 
que el jues a quo lleY.e adelante la instrucción del sumario á los 

efectos á que hubiere lugar. 

Sabiniano Kier. 



Falto de la S^nprema Corte 



Buenos Aires, Diciembre 23 de 1897. 

Vistos y considerando : Qa9 como lo dice el señor Procurador 
general en su vista de foja diez y siete, en el estado de la causa 
no 8^ puede apreciar si se ha cometido 6 no el delito denunciado 
y que, como posible, surge de las constancias del proceso ; no pu- 
, diendo tampoco saberse si se trata de un delito de falsificación 
de firmas 6 de falsedad, respecto al contenido del diploma en 
cuestión 6 de uno y otro conjuntamente. 

Que en tales condiciones, el articuló. cuatrocientos treinta y 
cuatro del Código de procedimientos en lo criminal no permite el 
sobreseimiento, y se hace necesario, al contrario, continuar las 
diligencias de investigación* lo que es pertinente aun para juz- 
gar sobre la procedencia de la prescripción de la acción para 
acusar. 

Por ésto, y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general : se revoca el auto apelado de foja cuatro 
vuelta, y devuélvanse al juez de sección, para que proceda con 
sujeción á lo resuelto en el presente auto. 



benjamín paz. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BÜNGE. 
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CAUSA CI»X1I 



El Ferrocarril Central Árgeniino, contra don José Fontanell; 

sobre expropiación 

Sumario. — Debe confirmarse la indemnización que resolta 
equitativa. 

Caso. — Resulta del 



rallo del Jiies Vederai 

La Plata, Abril 30 de 1894. 

Y vistos : Estos autos seguidos por el Ferrocarril Central Ar- 
gentino contra don José Fontanel, y hoy contra don Ángel Gu- 
doy^ por expropiación de una área de terreno situado en el par- 
tido del Pergamino. 

Resultando : i^ Que el perito del ferrocarril, en su dictamen 
de foja 88, apreció en 800 pesos moneda nacional el total del 
terreno á expropiar, incluyendo en esa suma toda indemniza- 
ción, sin determinar por separado el valor venal de la tierra, ni 
el de los perjuicios. 

2"" Que el del expropiado á su vez, á foja 64, avaluó en un peso 
el metro cuadrado de terreno y en sesenta centavos por igual 
medida sobre la fracción menor por la indemnización debida. 

T considerando : I"* Que en cuanto al valor venal de la tierra, 
en este juzgado se han seguido, por la Compañía nacional de 
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Ferrocarriles Pobladores, dÍTersos juicios sobre expropiación de 
terrenos de quinta, situados en el partido de San Isidro, en los 
que se ha fijado el precio de 60 centayos por metro cuadrado de 
terreno, lo que ha sido confirmado por la Suprema Corte de jus- 
ticia nacional. 

^ Que atento á la distancia del partido del Pergamino y el 
de San Isidro, respecto de la Capital federal, 7 el destino que 
tienen los terrenos similares en esos dos partidos, bien distinto, 
por cierto, pues mientras los del primero son destinados á cha- 
cras, como el de que se trata en estos autos, los del segundo 
lo son casi eu su totalidad á quintas de recreo. 

3^ Que ese precio de 60 centayos que se expresa en el primer 
considerando, en yista de la forma en que se han expedido los 
peritos en este juicio, puede 7 debe seryir de base para deter- 
minar la fijación del precio por analogía 7 la proporcionalidad, 
teniendo en cuenta la distancia 7 aplicaciones de los terrenos en 
uno 7 en los otros casos, sería el de nna cuarta parte del precio 
7a referido. 

4® Que en cuanto á los perjuicios, ellos no han sido negados 
en sn importancia, 7 antes por el contrario, el perito de la em- 
presa expropiante los reconoce á foja 37, establece que layía 
del ferrocarril, corta el terreno en cnrya 7 desmonte comuni- 
cándose por la calle croiando la yia, por ser peligroso el paso 
á niyel en las condiciones de cruce 7 desmonte. 

5"^ Que los otros perjuicios que pretende, en la inspección 
ocular^ el expropiado, han sido negados por el representante del 
ferrocarril en el mismo acto, aun cuando se ha constatado que 
en la fracción del costado izquierdo, se hallan rastros de haber 
habido paraísos. 

6® Que, por consiguiente, el perjuicio real consiste en el des- 
monte del terreno, para la construcción de la yia 7 alambrado 
de ésta, lo que hace imposible la comunicación con la otra aun 
cuando no cambie por esto el destino que tiene el terreno. 
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7*^ Qae no habiéndose determinado por los peritos, de una 
manera jastificada, el valor qae le atribuyen á esos perjuicios, 
lo qae era sa principal deber^ pues uno \os engloba con el Ya- 
lor de la tierra* y el otro los exagera, como ha exagerado el va- 
lor de aquella; el juzgado puede y debe entonóos en este caso, 
determinar un valor que estime equitativo. 

Por estas consideraciones : fallo fijando en definitiva por pre- 
cio venal del terreno á expropiar el de 15 centavos moneda na- 
cional porcada metro cuadrado, y la suma de 800 pesos de igual 
moneda por toda indemnización, qué con sus intereses compu- 
tados en la forma de práctica, deberá pagar el Ferrocarril Cen- 
tral Argentino dentro de diez días de ejecutoriada la presente, 
asi como el honorario de los peritos y gastos de actuación . No- 
tifíquese con el original, regístrese y repóngase las fojas. 

Mariano S. de Aurrecoéchea. 



■*all« de la Suprema CTarte 

Buenos Aires, Diciembre 21 de 1887. 

Vistos : Considerando equitativa en presencia de las cons- 
tancias de autos, la sentencia apelada de foja ochenta y dos, en 
cuanto fija al terreno á expropiarse el precio de quince centa- 
vos por metro cuadrado y la sumado ochocientos pesos por toda 
indemnización; se la confirma en todas sus partes, y repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

LUIS V. VÁRELA. — OCTAVIO BUNGB. 
— JUANE E. TOERBNT. — ABEL BA- 

ZAN (en disidencia). 
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DISIDENCIA 



Vistos : Considerando : Qae el terreno de ouya expropiación 
se trata es ana superficie de ocho mil setecientos metros cua- 
dradoSy que la empresa del Ferrocarril Central Argentino ha 
ocupado con sus líneas en las chacras números tfeínta y tres y 
treinta y cuatro del ejido del pueblo del Pergamino, atrave- 
sando una de ellas en forma curvilínea, por uno de sus ángulos, 
y dejando cortada del resto de la propiedad una parte de la mis- 
ma en forma triangular, y de extensión como de trece mil me- 
tros cuadrados según cálculo del expropiado, no contradicho por 
el expropiante . 

Que de los peritos nombrados por las partes para avaluar el 
precio de la expropiación ^ el de la empresa fijaba en ochocien- 
tos pesos moneda nacional el del terrenoy la indemnización por 
fraccionamiento, y el del expropiado en un peso moneda nacio- 
nal por metro cuadrado del terreno ocupado por la via^ y en se- 
senta centavos de la misma moneda por cada metro cuadrado 
de terreno cortado en forma triangular, y separada de aquella, 
sinque uno y otro perito funden sus avaluaciones en antece- 
dentes ó datos que la justifiquen, pues se limitan solamente á 
describir la forma de la línea y estado del corte del terreno. 

Que la sentencia de que ambas partes han apelado fija al me- 
tro cuadrado ocupado por la vía el precio de quince centavos mo- 
neda nacional y por indemnización de perjuicios* la suma de ocho- 
cientos pesos, invocando para lo primero los precios pagados por 
expropiaciones hechas en el partido San Isidro, cuyos terrenos 
no pueden tomarse como ejemplo, ni servir de punto de compa- 
ración para apreciar el valor de los situados en el ejido del pue* 
blo del Pergamino^ por la gran distancia que hay entre unos 

T. LXil 25 
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y otros y de las diferentes condiciones de las respectÍTas con- 
diciones. 

Qae debiendo el precio de la expropiación subordinarse, 
en cnanto lo permitan las circanstancias, al valor que tenga la 
propiedad con relación al que se haya fijado, en convenciones 
libremente celebradas, á otros bienes en iguales 6 próximas 
condiciones, en la época inmediata á la ocupación del bien 
materia de la expropiación, corresponde en el omo sub-jiuiice^ 
con arreglo á esta regla de buen criterio, tener presente, para 
la equitativa apreciación de los terrenos de que se trata, dos 
ventas que se han realizado, la una con fecha veintiocho de Mayo 
de mil ochocientos ochenta y ocho de la chacra número treinta 
y dos, contigua á los números treinta y tres y treinta y cuatro 
del expropiado y compuesta de doscientos dos mil ochocientos 
seis metros cuadrados, con edificio, plantío y cercos, pertene- 
ciente á don Donato Peluso, quien la enajenó á don José Stela 
por el precio de seis mil quinientos pesos moneda nacional, se- 
gún consta de la escritura pública que se registra á foja no^ 
venta y siete de los autos sobre expropiación, seguidos por la 
misma empresa demandante contra dicho Estela y que se ha- 
llan en apelación ante esta Suprema Corte ; y la otra que es 
la venta de las mismas dos chacras números treinta y tres y 
treinta y cuatro, á una de las cuales pertenece el terreno ocu- 
pado por la Tía, venta realizada con fecha diez y ocho de Se- 
tiembre de mil ochocientos ochenta y nueve, por don José A. 
Sdigoras y don Miguel Y. Lenti á favor de los Fontanell, por la 
suma de quince mil pesos moneda nacional, entrando en la ven- 
ta por este precio el edificio, plantío y cercos que contenían di- 
chas chacras, con una superficie de cuatrocientos veinte y tres 
mil seiscientos veintiocho metros cuadrados, como se ve por la 
escritura de foja cuarenta y nueve. 

Que tomando en cuenta la superficie de las chacras á que se 
refieren ambas ventas y el precio en que se han enajenado, se 
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verá que corresponde al metro cuadrado de terreno, en la pri- 
mera venta, el precio de tres centavos con dos milésimos de peso 
moneda nacional, incluyendo en este precio el valor del edifi- 
cio, plantío }' cerco de la chacra, el cual se ha englobado en la 
sumado seis mil quinientos pesos moneda nacional pagado por 
toda ella; y que al metro cuadrado de terreno, en la segunda 
de dichas ventas, le corresponde, como precio, alrededor de tres 
centavos y medio de peso, incluyendo el del edificio, plantíos y 
cerco de las dos chacras, que bien puede cubrir la extensión de 
terreno antes expropiada para el Ferrocarril del Oeste de la 
provincia, de que se habla en la misma escritura. 

Que si á estos antecedentes se agrega que la primera de esas 
ventas se ha realizado en el mismo mes y año en que la empresa 
demandante promovió el presente juicio de expropiación y pidió 
posesión del terreno y que la segunda de ellas ha tenido lugar 
en el año siguiente de mil ochocientos ochenta y nueve, cuando 
por la especulación, según es de pública notoriedad, la propie- 
dad había tomado mayor valor en la provincia, se tendrá por 
todo ello que llegar á la conclusión, de que en equidad y justi- 
cia, no puede pagarse por el terreno que trata de expropiarse, 
mayor precio que el de cuatro centavos por metro cuadrado, y la 
suma de ciento cincuenta pesos moneda nacional por indemni- 
zación del perjuicio causado por el fraccionamiento de la pro- 
piedad. 

Que á la equidad de esta avaluación no puede oponerse el 
hecho, deque don JuanJackson, en representación déla com- 
pañía del mismo Ferrocarril Central Argentino, haya pagado á 
don Honorio Acevedo el precio de cuarenta centavos moneda 
nacional por metro cuadrado de un terreno contiguo de chacra, 
adquirido en venta privada con destino á la construcción de la 
misma vía, porque aun cuando es cierto el hecho, como lo prue- 
ba la escritura pública corriente á foja setenta y cinco de los 
autos de expropiación de la misma empresa contra don José Es- 
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tela, que se tienen á la vista, tal hecho no prueba qae ese pre- 
cio sea caando menos aproximado al precio corriente qne se paga 
por metro caadrado de terreno de chacra en el del Pergamino, 
y que es a! que debió subordinar la compra el representante 
de la compañía, en cumplimiento de los deberes de honrado 
mandatario, y para no aparecer confabulado con el Tendedor, 
pagándole, en daño de la compañía^ su representada, un precio 
más de diez veces superior al de las dos ventas de terreno de 
chacra contiguos, de que antes se ha hecho mención^ y que son 
las únicas de que hay constancia en autos, de haberse realizado 
más inmediatas á la fecha de la iniciación del presente juicio, 
ya que no es posible tomar como ejemplo de precio corriente 
de terrenos destinados á explotación agrícola, el que arbitra 
riamente se haya pagado por los de chacra para constrnir sobre 
ellos ona vía férrea, que^ como sucede en el presente caso y en el 
de la compra hecha por Jackson, no ha destruido edificio al- 
guno, ni inutilizado para la producción ios demás terrenos del 
vendedor, salvo el perjuicio resultante del fraccionamiento que 
de ningún modo puede justificar el precio de que se trata. 

Por estos fundamentos : se revoca la sentencia apelada de 
foja ochenta y dos^ y; se fija al terreno á expropiarse, el precio 
de cuatro centavos por metro cuadrado, que deberá pagar el ex- 
propiante, y además, la suma de ciento cincuenta pesos como 
indemnización del perjuicio causado por el fraccionamiento 
déla propiedad. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

ABELBAZAK, 
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tJAVS^A CDXIll 



Don Juan Barrera Cordón contra don Jv^n Langa^ por cobro 

de pesos; sobre competencia 

Sumario. — Corresponden á la justicia federal, por razón de 
las personas, las causas menores de 500 pesos, si la suma que 
se litiga excede la jurisdicción de la justicia de paz. 



Caso. — Lo explica el 



Auto del Jue» Federal 



San Juan, Agosto 16 de 1B97. 

Vistos y considerando: Que según la disposición del artículo 
1® de la ley de 3 de Setiembre de 1878, se excluye de la compe- 
tencia de los juzgados de sección, las causas de jurisdicción con- 
currente, en las que el valor demandado no excedade quinientos 
pesos fuertes, cuando por otra parte el conocimiento del caso 
caiga bajo la jurisdicción de la justicia de paz de la provincia 
respectiva, segnn las leyes de procedimientos vigentes en ellas. 

Que el artículo 33 de la ley orgánica de los tribunales de la 
provincia sólo confiere jurisdicción álos jueces de paz en mate- 
ria civil y comercial, cuando la cantidad que se demanda no 
exceda de doscientos pesos. 
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Que en el presente caso se cobra una cantidad mayor de ese 
límite, 7, por consiguiente, no es el caso de aplicar la excepción 
que establece el artículo 1^ de la ley de 3 de Setiembre de i878. 

Por estas consideraciones, no se hace lugar á la excepción de 
incompetencia deducida por don Joan Langa, condenándosele 
en costas, 

Álbarrdcin. 



VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Setiembre 20 de 1897. 
Suprema Corte: 

Considero legales los fundamentos del auto de foja ii, y no 
teniendo nada que agregar á sus conclusiones, pido á Y. E. se 
sirva confirmarla por sus fundamentos. 

Sabiniano Kier. 



Wmllm de la Suprema Carte 



Buenos Aires, Diciembre 23 de 1897. 

De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor Procurador 
general, y por sus fundamentos, se confirma, con costas, el auto 
apelado de foja once. 

Repuestos los sellos^ devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS T. VÁRE- 
LA.— ABEL BAZAN. — OCTATIO 
BCNGE. — JUAN E. TORRENT. 
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CAVSA CDXIT 



El Banco de la Nación Argentina contra don Juan de Dios 
Vera, por cobro de pesos; sobre procedencia de la acción 
ejecutiva . 

Sumario. — Si la letra ha sido firmada por el mandatario 
con facnltades bastantes, el protesto hecho al mandatario debe 
entenderse como hecho personalmente al mandante, 7 antoriza 
la acción ejecutiva. 

Caso. — Don Augusto L. Alsina, por el Banco de la Nación, 
presentó: i^ XTna letra, foja 4, por pesos i950, girada en 9 de 
Noviembre de i 893 á 90 días, por don Antonio Sánchez Negre- 
ta, contra don Juan de Dios Vera. Bsta letra está aceptada por 
el mismo Sauchez Negrete, por poder de Vera. 

9f* Testimonio de un poder otorgado por Vera, foja 2, á favor 
de Sánchez Negrete, en el cual, entre otras cláusulas, figura 
la de tomar dinero á interés de los bancos ó de particulares, 7 
como consecuencia, firmar letras á la orden con giro ó acepta- 
ciones. 

3^ Testimonio del protesto de la letra citada^ el cual se en- 
tendió con Sánchez Negrete únicamente, por haber sido infor- 
mado el escribano de que Vera se hallaba ausente. Sánchez Ne- 
grete contestó que había presentado una solicitud de moratoria 
al Banco de la Nación^ que no había sido resuelta, 7 que por eso 
ni su poderdante ni él se habían preparado para hacer frente 
al compromiso. 
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Con estos antecedentes, el representante del Banco de la Na- 
ción^ pidió el auto de solvendo, contra el apoderado de Vera. 



WmUm del ^ues Federal 



Corrientes, Mayo 17 de 1894. 

Vistos y considerando : Qne si bien es verdad que el manda- 
tario Sánchez Negrete tenía facoltad, segan se expresa en el 
poder adjanto, para tomar dinero á interés de los bancos, y, 
como consecuencia de esto, firmar letras á la orden, con giros 6 
aceptaciones, y hacer novaciones, renovaciones y amortizacio- 
nes de dendas, lo qne es conforme con el artículo 608 del Códi- 
go de Comercio ; no es menos cierto que el protesto por falta 
de pago de las letras que en virtud de ese poder se firmasen 
para que surta ó le imprima carácter ejecutivo á la obligación, 
debe ser hecho personalmente á la persona á cuyo cargo esté 
girada la letra, que en nuestro caso lo es el mandante de Sán- 
chez Negrete, don Juan de Dios Yera (2" parte del artículo 
675 y 7i5 del código citado). Si el código hubiese querido atri- 
buir los mismos efectos al protesto hecho al mandatario, lo ha- 
bría dicho, desde que admite la representación en las letras, 
como se ve en el artículo 608 citado ; y no sólo' no lo ha dis- 
puesto así en ninguna de sus disposiciones, sino que manda 
expresamente que las diligencias del protesto deben entenderse 
personalmente con el sujeto d cuyo cargo esté girada la letra. 

Loque demuestra evidentemente que el protesto por falta de 
pago debe hacerse siempre al directamente obligado, máxime 
cuando se quiere que la obligación adquiera carácter ejecutivo 
por ese medio, que es de lo que se trata en el caso sub-judice. 

Por esto, no se hace lugar á la reposición de) auto número 
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155, y se coacede, en relación, la apelación interpuesta para 
ante la Suprema Corte. En couseonencia, remítansele los antos, 
con el oficio de estilo, á costa del apelante^ previa reposición de 
fojas. 

Lujambio. 



Fallo die I» Suprema Corte 

Buenos Aires, Diciembre 23 de 1897. 

Vistos y considerando: Que la letra de cuya ejecución se 
trata ha sido firmada por el mandatario don Antonio Sánchez 
Negrete, en virtud de poder otorgado al efecto por el mandante 
don Juan de Dios Vera, según resulta de las constancias de 
autos. 

Que hecho el protesto de la letra en la persona del mandata- 
rio, que ha reconocido la verdad y autenticidad de ella, debe 
entenderse verificado ese reconocimiento por el mandante para 
todos sus efectos jurídicos, copforme á la disposición del artículo 
mil novecientos cuarenta y seis del Código Civil, en cuyo caso 
es procedente la ejecución dirigida contra e) citado don Juan de 
Dios Vera. 

Foresto se revoca el auto apelado de foja siete vuelta ; y de- 
vuélvanse á sus efectos. Bepóngase el papel. 

LUIS V. VÁRELA. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. 
TORRENTE 
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t^AVSA vnx\ 



Don Santiago Asta Terrero contra la Municipalidad de 

La Plata, sobre posiciones 

Sumario. — El Intendente de la municipalidad puede ser obli 
gado á absolver posiciones sobre hechos en qne haya interveni 
do 6 de que deba tener conocimiento en el carácter de tal. 



Caso. — Lo explica el 



La Plau, Noviembre 6 de 1896. 

Autos y vistos : Estando resuelto por la Suprema Corte de 
justicia, en el caso de José Gibaldi, con el Ferrocarril del Oeste, 
que tramita por la secretaría actuarla, que la prueba debe ofre- 
cerse y producirse dentro del término de prueba, vencido el 
cual no procede la citación de los testigos que voluntariamen te 
no hubiesen concurrido los dias señalados al efecto. 

Que esa resolución es aplicable al caso, pues esa citación se 
expide en 2 de Octubre, cuando, según consta de autos, el tér- 
mino de prueba venció el 23 de Setiembre, sin que esto haya 
sido contradicho ; por esto, no ha lugar á la citación de testigos 
que se solicita por la parte de Terrero, 
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T considerando respecto de la citación para la absolacion de 
posiciones, hecha al intendente municipal, qne éste está obliga- 
do á concurrir al juzgado respondiendo á esa citación, y que 
esas peticiones pueden referirse á actos personales practicados 
por el mismo, á lo que no puede sustraerse, porque la confesión 
judicial en materia civil, es un derecho que no puede ser coar- 
tado á la parte que lo ejercita por el juez déla causa, cuando ese 
derecho se halla dentro de lo pertinente^ es decir, dentro de los 
términos de la ley. 

Que en el juicio seguido ante este mismo juzgado y secretaría 
aetuaria, por don Hipólito Benet contra el Banco Hipotecario 
de la provincia, el presidente de éste fué citado para absolución 
de posiciones, alo que se opuso por razones análogas, y la Su- 
prema Corte de justicia, confirmando nn auto de este juzgado 
no haciendo lugar á la oposición, estableció entre otros casos 
€ que no obrando las personas jurídicas sino por medio de sos 
representantes para el ejercicio de sus derechos y cumplimien- 
to de sus obligaciones, se quebraría la igualdad que debe reinar 
entre las partes en juicio, haoiendu imposible para uno la prue- 
ba por confesión, que es posible para otro ». 

Por todo ello, fallo : no haciendo lugar, con costas, á la ape- 
lacion hecha por el Intendente municipal doctor Ugalde, y 
comparezca á absolver las posiciones pendientes el día i 3 del 
corriente á la 1 de la tarde, citándosele en forma, bajo apercibi- 
miento de dársele por absueltas en su rebeldía. Notifíqnese con 
el original y repóngase la foja. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 
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Fallo de laSiipreuMi Oorté 

Buenos Aires, Diciembre 23 de 18(n. 

Yistos: Por los f and amentos del anto de foja noventa y cinco 
y considerando además : Qne, como lo tiene establecido esta Su- 
prema Gorte^ entre otros casos en los que se registran en el tomo 
sesenta y uno, página doscientas cuatro, y sesenta y dos, página 
doscientas ochenta y dos de sns fallos, nada se opone áqne los re- 
presentantes de las personas jnrídicas absuelvan posiciones 
sobre hechos en que como tales hayan personalmente interve- 
nido 6 de qne debeu tener conocimiento en el mismo carácter, 
no habiendo razones especiales en contrario. 

Por esto: se confirma, con costas, el mencionado anto en la 
parte apelada, y, repuestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín PAZ. — LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. •— OCTAVIO BUN- 
GE. — JUAN E. TORRENT. 



CAUSA COXYl 



Don Francisco Funes, contra don Juan Jarba; sobre 

reintegración de terreno 

Sumario. — Si el terreno perdido por el demandante, resalta 
que no hace parte del que se le entregó con la calidad de serle 
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reintegrado en oaso de pérdida, no es admisible so demanda de 
reintegración. 



Caso. — Resulta del 



Vallo diel Jluex Federal 



San Luis, Febrero 15 de 1893. 

Y vistos: El juicio seguido por don Francisco Funes contra 
don Juan Jarba, sobre reintegración de un campo de pastoreo. 

Y resultando: i"" Que el 20 de Setiembre de i 880, los herma- 
nos Ramón y doña Carmen Moreno, sucesores de los derechos de 
propiedad que dicen tener en la estancia denominada c Manantial 
de Ochoa ^, situada en Villa de Mercedes, departamento general 
Pedernera, de esta provincia, otorgan á favor de don Francisco 
Funes escritura pública de venta de una fracción que compren- 
de la superficie de tres mil doscientas cuadras cuadradas, 6 sea 
una legua de frente por dos de fondo, igual & cinco mil trescien- 
tas noventa y nueve hectáreas, sesenta y ocho áreas y treinta 
ydoscentiáreaSy lindando por el sod con don José Quiroga, por 
el este con don Carlos Juan Rodríguez, don Simón Velez y los 
vendedores, por el norte con el Banco Mendoza, y por el oes- 
te también con los otorgantes^ quienes aseveran pertenecerles 
por herencia de su finado padre don José Ruperto Moreno, se- 
gún así consta del testimonio de foja 1 . 

2° Que el 2i de Agosto de 1882, se practica mensura judicial 
de este terreno por el agrimensor Rafael Fígueroa (foja 6), de la 
cual resulta una área igual á la designada, formando la figura 
de un paralelógramo rectángulo, con estos linderos: por el norte 
el Banco de Mendoza, por el este don Carlos J. Rodríguez, por 
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el sad don José Quiroga j don Garlos M. Escalada y por el oes- 
te este último señor. 

S^* Que en fecha 6 de Jallo de 1883 (foja 9), ante el jaez de la 
mensara don Marcial Q-igena, se celebra entre don José de Ca- 
minos, como representante de Funes, y el doctor Luis B. La- 
cero, apoderado de Escalada, la transacción 6 convenio sobre 
deslinde (foja 9 vuelta), por el cual cambian la ubicación dada 
al campo en la manera precedente ; y de acnerdo con esta noti- 
ficación, efectúa el agrimensor Figaeroa la diligencia de foja 
10 vuelta (7 de Julio de 1883)^ por medio de la qae el parale- 
lógrame rectángulo se transforma en un trapecio conteniendo la 
misma extensión de las dos leguas cnadradas , y que limita al nor- 
te con el Banco Mendoza, al este con don Carlos J. Bodriguez y don 
Simón Yelez, al sud con don José Quiroga, y al oeste con el señor 
Escalada ; siendo el articulo 2® de dicho convenio del tenor si- 
guiente: 

« Siempre que el campo que por la mensura de Figaeroa, y 
que se va á incorporar al campo del señor Funes, resaltara más 
tarde que no es de propiedad del doctor Escalada, como hoy re- 
sulta de la mensura, éste señor (Escalada) reintegrará á Funes 
el número de cuadras que comprenda esa área. » 

A^ Que con estos antecedentes, la convención de foja 16, he- 
cha entre los señores José Quiroga y Bamon Moreno y el fiscal 
de hacienda de la provincia, y las copias de fojas 19 á 26 de 
las sentencias de I'* y 2^^ instancia recaídas en el pleito soste- 
nido por don Carlos J. Bodriguez y don Francisco Funes, sobre 
mejor derecho á 800 cuadras cuadradas, y fallado en favor del 
primero de éstos, el último entabla la acción reivindicatoría de 
foja 27 contra don Juan Jarba, actual poseedor y dueño, dice, 
del campo c Manantial deOchoa», exigiéndole la devolución 
de igual área que lo que ha tenido que entregar al señor Bodri- 
guez (art. 800, Código Civil), y que por la recordada transacción 
de Funes y Escalada, éste se obliga á indemnizarle cualquiera can- 
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tidad de terreno que le faltase, en el caso que la naera configo- 
raoion señalada (trapecio) tomase derecho ajeno, por cuanto 
así se había comprometido, y lo estaba ya anteriormente, por- 
que cuando compró el resto del c Manantial de Ochoa >, quedaba 
en el deber de respetar y sanear las ventas precedentes, he- 
chas por los hermanos Moreno al Banco Mendoza, á Don Carlos 
J. Bodriguez y al demandante ; y que el campo comprado á Es- 
calada por Jarba, reconocía ese gravamen, y no pudo éste obte- 
nerlo sin él, y sí tal cual se hallaba, pues la estancia mencio* 
nada responde á las mismas obligaciones que sobre ellas pesa- 
ban, cuando pertenecía i Escalada. 

5® Que la parte de don Juan Jarba, al evacuar el traslado de 
la demanda, desconoce el derecho de la de Funes para dirigir 
su acción contra él ; porque no determinando el segundo la frac- 
ción que intenta reivindicar de una manera clara y precisa, pues 
no ha individualizado su ubicación y límites fijos, es aquella 
improcedente; y que por lo que respecta á la transacción aludida, 
en nada afecta al demandado, por cuanto siendo personales los 
derechos que de ella pudieran surgir á favor de Funes, debe él 
ejercitarlos contra Escalada, con quien contrató, 6 contra sus 
herederos universales para indemnizarse de los perjuicios ó 
pérdidas que dice haber sufrido. 

6^ Que abierta la causa á prueba, se ha producido por ambas 
partes, respectivamente, la instrumental qutí expresa el certi- 
ficado d^ actuario de foja 157 vuelta. 

Y considerando : 1° Que la acción de reivindicación nace del 
dominio que cada uno tiene de cosas particulares, y se da á fa- 
vor del propietario que ha perdido la posesión, para que pueda 
reclamarla de aquél en cuyo poder se encuentre, como así lo dis- 
pone terminantemente el artículo 2758, Código Civil. 

2"" Que los títulos de ambos litigantes, por lo que respecta á 
la fracción que se cuestiona, reconocen el mismo origen, cual es 
el campo c Manantial de Ochoa >, antigua propiedad de los he- 



iO& FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

« 

rederos de don José Ruperto Moreno, y los aceptan implícita- 
mente como valederos y eñoaces, constitayendo ellos, por lo 
tanto, la base de sus recíprocos derephos. 

3° Que el actor, con los que ha producido y que corren de fo- 
jas 1 á i5, y demás elementos que obran en autos, ha acredi* 
tado cumplidamente, no sólo el dominio sino también la pose- 
sión sobre el campo que en 1880 compró á los hermanos don 
Ramón y doña Carmen Moreno, como sucesor ó continuador de 
éstos, con la superficie de dos leguas cuadradas, ubicación y 
linderos que se han determinado, y bajo la figura del paraleló- 
gramo rectángulo que refiere la diligencia de mensura de fo- 
ja 6, practicada de orden judicial, con sujeción al título y con- 
formidad de los colindantes que la presenciaron. El demandado, 
sin desconocer la verdad de estos hechos., sólo niega que el 
demandante sea propietario y que haya tenido antes y perdido 
después posesión alguna dentro de los límites actuales del campo 
que compró á Escalada, confesando asimismo, tanto en la con- 
testación á la demanda como en su alegato de foja 165, que Fu- 
nes, fundado en el convenio antedicho y á fin de reintegrarse 
del terreno que ha perdido, ha debido dirigir la correspondiente 
acción personal contra los herederos universales de don Garlos 
M. Escalada, como lo prescribe la ley, y no contra el deman- 
do^ que lo es á título singular. 

JlP Que si bien por el contrato de foja 9, hecho el A de Julio 
de 1883 por Escalada y Funes, se cambió la forma anterior del 
campo perteneciente á este último, convirtiéndolo en un trape- 
cio, no es menos cierto que esto se realizó, como era de entender- 
se, sin perjuicio de los derechos de terceros interesados /re$ ifí'- 
leralios acia aliis nec nocere nec prodesse potest) y con la cláu- 
sula bien explícita que consta á foja 9 vuelta jque queda inserta. 

5^ Que es oportuno consignar los siguientes puntos constan- 
tes en los autos : 1° la escritora de la compra hecha per Funes 
á los herederos Ramón y Carmen Moreno por 3200 cuadras 
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cuadradas, tiene. la fecha ya citi^da de 20 de Setiembre de i 889 
(foja 2) ; 2"^ la measara de este campo, de 21 de Agosto de i 882 
(foja 6) le da un área igual y la.figura de un paralelógramo rec<* 
tángulo, y la practicada en 8 de Julio de 1883 (foja 10 Tuelta) 
convierte el terreno «en un trapecio, si bien con la misma super- 
ficie; 3° don Carlos M. Escalada compró' á doña Carmen More- 
no, por sí y por sus sobrinos Ids menores Begino, Bobustiano 
y Dominga Domínguez y Moreno, los derechos y acciones que 
tenían en el campo «Manantial de Ocfaoa >^ * calculados enton- 
ces en diez legucú cuadradas, por la suma de diez mil pesos 
orOj que^ el utorgante confesó haber realizado, .á razón de un 
mil por cada legua, según lo comprueba la escritura de fecha 
25 de Setiembre de 1882^ mandada acompañar para mejor pro- 
veer, por auto de 6.de Diciembre de 1892 (foja 170)y que obra 
á foja 179; 4"" que la mensura de este, campo, de fecha 20 de 
iFebrero de 1884 (foja 148), aprobada el 4 de Agosto del mismo 
año,' le da un área total de tres leguas seiscientas setenta y 
ocho cuadras cuadradas y nueve mil cuatrocientas setenki me- 
tros cuadrados, existiendo, por lo tanto, un exceso de más de tfes 

leguas cuadradas, que posee hoy el señor Jarba^« comprador con 

• • • 

Jnab Ganáis dé la totalidad, según lo revela el instrumento pú- 
blico de foja 46; &^ tanto esta mensura del. « Manantial' de 
Ochoa» como la del campo de Funes, han sido practicadas epn 
. la base del convenio de foja 9. 

6® Que no obstante cualquiera denominación que los litigan- 
tes atribuyan aun contrato, el juez está en el deber de apre- 
ciarlo y aprobarle lo que legítimamente le corresponda, tenien- 
do en cuenta los principios del derecho y las reglas generales de 
interpretación. El convenio de foja 9 concluido entre Funes y 
Escalada, no es propiamente una transacción, en su sentido ju- 
rídico ; porque^ en primer lugar, no se puedo transigir sobre 
cosas ó derechos ajenos, y de esta clase eran los que le dieron 
origen y formaron su objeto, como, lo demuestra el juicio se- 

T. LXXl 96 
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gaido por don Franoisco Fanes y don Carlos J. Bodrigaez (ex- 
pediente agregado) ; y en segando, porque por medio de la in- 
dicada conTenoion se operó una verdadera transferencia de Es* 
calada á favor de Funes, y según la ley, por la transacción no 
se trasmiten sino que se declaran ó reconocen derechos litigio* 
sos de los contrayentes, haciéndose éstos concesiones recípro- 
cas, se extingen los derechos y obligaciones que ellos hubieren 
renunciado, y encariña la autoridad de la cosa juzgada. Fué si, 
la contraída por la parte de Escalada, una obligación su- 
jeta á un acontecimiento futuro é incierto^ subordinada á una 
condición resolutoria, la cual cumplida, como lo está en el caso 
sub'judice, los efectos de aquella se retraen a1 dia en que se ce- 
lebró, y los derechos y acciones del acreedor y deudor que falle- 
cieren antes del cumplimiento de la condición, pasan á sus. he- 
rederos (artículos 543 y su nota, y 544, Código Civil). Verifica- 
da, pues, la condición resolutoria establecida en la estipula- 
ción del 6 de Julio de 1883, el señor Funes tiene opción para 
intentar su acción directamente contra el actual poseedor señor 
Jarba, y que se restituya á su campo la ubicación y forma de 
paralelógramo que antes de esta época tenía, la misma que se 
señaló en la escritura de compra-venta de foja 1 y mensura de 
foja 6, reintegrándosele de consiguiunte las 800 cuadras cua- 
dradas que le faltan y que ha sido compelido á devolver á don 
Carlos J. Rodríguez, incorporadas indebidamente á su propie- 
dad, eu virtud del compromiso de ulteriores indemnizaciones 
que le hizo don Carlos M. Escalada^ i trueque de fijar distinta 
configuración al terreno, con tanta mayor razón, cuanto que el 
demandado tiene un excedente de cainpo de más de tres leguas, 
no comprendidas en la compra que su antecesor hizo en i882 á 
doña Carmen Moreno : ó bien, para deducir una' acción subsi- 
diaría contra los herederos de Escalada, por indemnización de 
los perjuicios que haya podido inferirle el convenio de foja 9 
(^artículo 2779, Código Civil) . 
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7^ Que el dominio que Fanes tenía sobre el campo comprado 
á los Moreno, antes del convenio de i883, ha snbsistido siem- 
pre para él, aanque desde esa fecha no lo haya ejercido, j es 
inherente al mismo derecho el de poseer la cosa y de reivindi- 
carla, como lo establecen los artícalos 25i0 y 2513 del Código 
Civil. 

8*^ Qne el título de propiedad presentado por el señor Fanes 
es anterior al del demandado y actual poseedor señor Jarba ; y 
lo es asimismo su posesión, no sólo por razón de aquel título, 
sino también por los actos posesorios de ocupación, percepción 
de frates, deslinde, etc., que ha ejercido, encontrándose en 
consecuencia comprendido su derecho en la prescripción del 
artículo 2791 del Código Ci?¡l. 

Por estas consideraciones, y de acuerdo con lo solicitado por 
el rei?indicánte, se declara y resuelve: que éste es legítimo dueño 
del terreno que detenta el demandado y á que se refiere la de- 
manda, y se ordena que en el término de diez días debe el señor 
Jarba dejarlo completamente desocupado y en condiciones de 
que el señor Funes pueda tomar de nuevo su posesión^ de con- 
formidad á lo que dispone el artículo 2794 del Código Civil, 
con costas y las indemnizaciones á que hubiere lagar. Y por 
cuanto, según resalta de autos^ existe un sobrante de más de 
tres leguas cuadradas, en el que pueden estar comprometidos 
intereses de menores, por tanto pásese oportunamente en vista 
al ministerio del ramo, á los efectos que corresponda (artículo 
1345, Código Civil). Hágase saber con el original, devuélvanse al 
archivo general de la provincia el expediente acompañado y re- 
pónganse los sellos. 

P. £. Miguez. 
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Fallo de la Suprema C^rte 



Buenos Aires, Diciembre 23 de 1897. 

Vistos y considerando : Qae don Francisco Funes celebró el 
contrato de compra-venta con don Raínon y doña Carmen More- 
no á que se refiere la escritura de foja primera, otorgada con fe- 
cha veinte de Setiembre de mil ochocientos ochenta, por la qae 
los citados Moreno venden i Fnnes una parte de la estancia de* 
nominada c Manantial de Ochoa >, con una superficie de < tres 
mil doscientas cuadras cuadradas, ó sea, una legua de frente 
por dos de fondo igual á cinco mil trescieatas* noventa y nueve 
hectáreas, sesenta y seis áreas y treinta y dos centiáreas, lin- 
dando por el sudcon terrenos que se dicen ser de don José Qui- 
roga; por el este, con don Garlos y Juan Bodriguez, de don Si- 
món Yelez y de los vendedores ; por el norte, con el Banco de 
Mendoza y por el poniente también con los vendedores >. 

Que habiéndose hecho mensura extra-judicial de ese terreno 
por el agrimensor Adaró, en diez y siete de Setiembre del citado 
año mil ochocientos ochenta, los vendedores hicieron al com- 
prador Funes la entrega del terreno de acuerdo con esa men- 
sura y le otorgaron la escritura de venta ya mencionada, tres 
días después, según lo expresa la parte del citado Funes á foja 
setenta vuelta del expediente agregado, haciéndose igual reco- 
nocimiento en varias otras piezas del expediente. 

Que, en consecuencia, Funes no tan sólo compró el terreno 
sino que recibió su posesión, con .ubicación determinada y pre- 
cisa. 

Que el mismo Funes, ya en posesión de la cosa comprada, 
pidió mensura judicial del terreno, la que se practicó por el 
agrimensor don Rafael Figueroa en veintiuno de Agosto de mil 
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ochocientos ochenta y dos, como consta en los instrumentos de 
fojas nne?e á seis, siendo de notar qae en la operación se hace 
también referencia á la mensnra extrajndicial del mencionado 
agrimensor Adaro (foja siete). 

Qae en esa mensura, el terreno de Funes quedó comprendido 
en el paralelógramo determinado en el plano de foja cinco, ob- 
servándose en ese plano qne la población de Funes está situada 
á corta distancia del límite naciente designado por la línea 
EB del expresado plano. 

Que habiendo doña Carmen Moreno por sí y sus pupilos Bo- 
bustiano, Begino y Dominga Domínguez, vendido á favor de 
don Carlos María Escalada en Setiembre de mil ochocientos 
ochenta y dos (escritura de foja ciento setenta y nueve) el resto 
de la referida estancia c Manantial de Ochoa >, se celebró entre 
Escalada y Funes, con motivo de la mencionada mensura prac- 
ticada por Figueroa, el convenio de fojas diez á nueve, por el que 
se acordó prolongar la línea BE desde su punto de arranque hasta 
encontrar la línea del campo del Banco de Mendoza, y que en 
los fondos, ó sea en la línea oeste, se disminuiría el número de 
cuadras aumentadas en el frente, conviniéndose igualmente 
que si el campo que se va á incorporar al de Funes resultara 
más tarde no ser de la propiedad de Escalada, éste reintegrará á 
aquél el número de cuadras y que comprenda esa área, habién- 
dose estipulado expresamente que todas las líneas tiradas por 
el agrimensor Figueroa quedarían subsistentes, con excepción 
tan sólo de las modificaciones ya recordadas. 

Que en ejecución de ese convenio, el mismo agrimensor donBa- 
fael Figueroa practicó nueva mensura en mil ochocientos ochen- 
ta y tres (instrumentos de fojas diez vuelta á doce) dando al 
inmueble de Funes los lincamientos estipulados y prolongando 
por tanto la línea BE hasta los terrenos del Banco de Mendoza, 
sin hacer alteración alguna respecto á la posición de dicha lí- 
nea BE, mensura que fué aprobada por auto de once de Setiem- 
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bre del mismo año mil ochocientos ochenta y tres (foja doce), y 
á que se refiere el plano de foja catorce. 

Que en el deslinde practicado en diez y ocho de Marzo de mil 
ochocientos ochenta y siete por el agrimensor don Adolfo Mu- 
ñoz, á pedido de don Carlos Juan Bodrignez, colindante al na- 
ciente de don Francisco Funes, se trazó la linea oeste del te- 
rreno de Rodrigues fijándose á una distanciado dos mil cuatro- 
cientos cuarenta y siete metros, de la línea BE que trazó Fi- 
gueroa y de que ya se ha recordado. 

Que lindando los terrenos de Funes y Rodríguez tan sólo en 
la extensión de la línea BE recordada antes de la prolongación, 
la deducción que el deslinde de Muñoz operó en el terreno de Fu- 
nes se refiere y afecta solamente al paralelógramo del plano de 
foja oincoy en que se determinó la primitiva ubicación de la 
propiedad de Funes^ ó sea la ubicación dada á esa propieda dan- 
tes del convenio entre Funes y Escalada y que motivó ese con- 
venio. 

Que seguido pleito entre Funes y Rodríguez sobre la legali- 
dad del deslinde de Muñoz, ese deslinde fué aprobado por sen- 
tencias conformes de primera y segunda instancia que tienen 
la autoridad de cosa juzgada. 

Que invocando estos antecedentes, Funes deduce la acción de 
foja veintisiete, demandando á don Juan Jarba, sucesor singu- 
lar de Escalada, por título de compra, para que de la estancia 
del c Manantial deOchoa », vendida por éste áaquél, se le en- 
tregüe la cantidad de ochocientas cuadras cuadradas, más ó me- 
nos, que es lo que ha resultado ser de propiedad del señor Car- 
los Juan Rodríguez € según las palabras textuales de dicha de- 
manda, en la que se pide, además, las costas y costos del juicio. 

Que las constancias de autos resultantes de los instrumentos 
auténticos recordados, demuestran sin duda alguna, como ya se 
ha dicho, que el terreno litigado entre Funes y Rodríguez no 
forma parte del que debió tomarse y se tomó en virtud del con- 
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venio citado de fojas diez vuelta á dooe, modificando las formas 
dadas al terreno de Funes por el deslinde de foja cinco. 

Que al contrario, la reducción que ha sufrido el inmueble 
comprado por Funes á causa del deslinde de Muñoz, está den- 
tro de tierra recibida por Funes, cuando la compra hecha 
por él. 

Que, en consecuencia, no puede pretenderse que existe el de- 
ber de garantía estipulada en el artículo segundo del convenio de 
fojanueve, puesto que esa garantía no se daba sino en relacioné 
la propiedad de la tierra que se incorporaba al inmueble de Fu- 
nes^ por efecto de ese convenio. 

Que no tan sólo no se estipuló garantía respecto á la situa- 
ción de la linea BE en lo que al colindante Rodríguez se re- 
"^ere, sino que se convino expresamente que esa situación no se 
modificaría sino en el sentido de prolongar la línea. 

Que lindando el terreno de Funes en lo que hace á la parte 
de la línea comprendida en la prolongación, no con Rodríguez 
sino con Yelez, no ha habido alteración de límites en esa parte, 
desde que no se ha probado, pero ni siquiera afirmado, que Ye- 
lez haya avanzado en una extensión cualquiera al oeste de la 
expresada línea. 

Que así, y aún admitiendo que debiera pesar sobre Jorba, 
comprador i Escalada, la obligación de garantía que éste asu- 
mió, la acción instaurada resultaría injustificada. 

Que el restablecimiento de las cosas al estado anterior al 
convenio defojanueve, como lo pretende la parte de Funes en 
la contestación á la expresión de agravios, no mejoraría el re- 
sultado del pleito, porque no estando en poder de Jarba la tierra 
de que ha sido privado Funes, ni habiendo debido estar, nada 
se había podido pedir al respecto contra dicha Jarba. 

Que el mejor derecho de cada uno de los litigantes al terreno 
que les fué respectivamente entregado, está reglado en el caso, 
por el artículo dos mil setecientos noventa y uno y concordan- 
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tes del Código Civil, siendo, en su mérito de la propiedad de 
Escalada primero y de Jarba después, la tierra que no quedó 
comprendida en la tradición hecha á Funes. 

Por estos fuqdamentos se revoca lan sentencia apelada á foja 
ciento ochenta y ocho vuelta y se absuelve, en consecuencia, al 
demandado Jarba de la demanda de foja veintisiete. Notifí- 
quese con el original y devuélvanse repuestos los sellos. 

benjamín paz. — luis V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUN- 
GB. — JUAN E.TORRBNT. 



CAUSA CDXVII 



Don Bartolomé Devoto y otros contra el Poder Ejecutivo de 
la Nación ; sobre expropiación de acciones del Banco Na- 
cional. 



Sumario, — Debe declararse llegada la oportunidad de la ex- 
propiación prevista en la ley número 3037, si han sido llenadas 
Bustancialmente las condiciones de fijación de plazo, y mani- 
festación de los accionistas. 



Caso. — Lo explica el 
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FaIIo del Jíues Feder»! 



Buenos Aires, Octubre 15 de 1897. 

T vistos: estos autos seguidos por don Bartolomé Devoto, 
Mariano ünzué, Juan Gañas, Eduardo Estevas y Juau M. Sala- 
berria, contra ei poder ejecutivo nacional, por expropiación de 
acciones del Banco Nacional. 

Resulta: 1^ Que á foja 17 se presenta don Federico Pinedo, 
en representación de los señores Devoto, Unzúe, Gañas, Este- 
ves y Salaberria, exponiendo : Que como lo comprueba con los 
duplicados de certificados de depósitos del Banco de la Nación 
que acompaña, sus representados son tenedores de siete mil ac- 
ciones al portador del Banco Nacional ; depositadas en aquel 
establecimiento, cuya expropiación demandan del poder ejecu- 
tivo nacional, haciendo uso de la autorización acordada por el 
Congreso en la ley número 3413, fundados en el artículo 21 de 
la ley número 3037, de 18 de Noviembre de 1893, en cumpli- 
miento de la cual piden al juzgado condene en oportunidad al 
poder ejecutivo, en mérito de los hechos siguientes : Cerrado el 
Banco Nacional por ley de 5 de Noviembre de 1892, con un ca- 
pital de veinte millones de pesos, una ley posterior de 5 de 
Octubre de 1876, disminuyendo á ocho millones so capital, 
dispuso en el artículo 20 : < Que la carta del Banco durará 
por el término de veinte años, á contar desde la fecha de la 
promulgación de esta ley y podrá ser renovada >, siendo nue- 
vamente aumentado el capital por las leyes de 1882 y 1887, 
que nada establecieron respecto á su duración, hasta que la de 
Setiembre 19 de 1889, elevando el capital de cien millones, 
dijo en el artículo 25: c El plazo de la duración de la carta 
del Banco Nacional queda prorrogado por veinte años >, en con- 
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secuencia de lo cual se expresó en los estatutos : € Que la 
duración de la sociedad és hasta el 25 de Octubre de 1916, 
á cuyo término será liquidada, si no hubiere sido renovada su 
carta > . 

Que no obstante esta cláusula, las desgracias económicas del 
país movieron al gobierno á dictarla ley número 2841 de Octu^ 
bre 16 de 1881, que los accionistas considerándola equitativa 
la aceptaron como una transacción, declarando en liquidación 
al expresado Banco, por uno de cuyos artículos, el 35, se fijó un 
plazo de tres meses para que los accionistas manifestaran al po- 
der ejecutivo si estaban conformes en recibir por sus acciones 
el cincuenta por ciento del valor nominal de éstas, en títulos de 
renta de seis por ciento de interés y uno de amortización, y 
por el 39 y 40, se les dio preferencia por el cincuenta por ciento 
en efectivo de sus acciones sobre los créditos de la tesorería na- 
cional, en la aplicación de la renta á oro délos títulos naciona- 
les de los bancos de Santiago del Estero, Salta, la Bioja y Ban- 
co Buenos Aires; ley de liquidación, con la que, no pndiendo 
cumplir, á pesar de su benignidad ni los gobiernos de provin- 
cias, municipalidades ni deudores particulares, á cansa de la 
penosa situación económica porque atravesaba el país, fué mo- 
dificada por la ley de 18 de Noviembre de 1893 que sancionó el 
Congreso, cediendo á las exigencias de esta enorme masa de in- 
tereses generales y ante la necesidad de liquidar la crisis y vol-^ 
verá una situación normal, en uno de cuyos artículos, el 21, se 
establece : € Que el poder ejecutivo fijará un plazo dentro del 
cual deberán presentarse al canje las acciones del Banco Nacio- 
nal que aún queden en circulación, de acuerdo con el artículo 
35 de la ley número 2841, y las que no se presentasen serán 
expropiadas, depositando la tesorería nacional su importe en 
efectivo en el Crédito Público Nacional, para que allí puedan 
ocurrir los tenedores >, disposición legal á la que el poder eje- 
cutivo debió haber dado cumplimiento, expropiando esas accio- 
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nes, antes de poner en ejecución la nueva ley de liquidación, lo 
que no hizo, apoderándose por el contrario, del Banco, de cuyo 
activo dispuso á su voluntad, acordando las quitas que creyó 
convenientes. 

Que después de dos años de esperar el cumplimiento de esta 
parte de la última ley de liquidación, durante cuyo término, no 
obstante el deber en que se hallaba de pagar previamente á los 
acreedores del Banco, y de expropiar las acciones de los parti- 
culares, el poder ejecutivo procedió á liquidarlo por su cuenta» 
sin la intervención de los representantes de los acreedores, se 
presentó á éste en Setiembre de 1895, exigiendo oficialmente su 
cumplimiento y siguió la penosa situación de que da cuenta el 
expediente administrativo agregado* en el que para no hacerse 
lugar á su presentación, se aduce que la expropiación judicial 
no procede, tratándose de cosas muebles y que no ha habido de- 
claración de utilidad pública, para la ocupación de las acciones, 
razones inaceptables como contrarias al artículo 17 de la cons- 
titución nacional, que garantiza la propiedad privada, sin dis- 
tinguir, como es racional, entre los bienes raices y los muebles 
ó semovientes, y ala ley de expropiación de 1866, aplicable á 
toda clase de bienes, como se desprende de la tramitación que 
marca y de la disencion & que ella dio lugar en el Congreso; de 
aplicación tanto más forzosa, cuanto que no se ha sancionado 
otra que estableciendo la indemnización previa, salve los prin- 
cipios constitucionales que garanten la propiedad privada y se 
ven ahora amenazados por la actitud del gobierno, que se ha 
apoderado del Banco, sin haber previamente expropiado las 
acciones en circulación, como se lo ordena el artículo 17 de la 
constitución nacional y el 21 de la ley de 18 de Noviembre de 
1893. 

Que fundado en estas consideraciones de hecho y de derecho, 
es que se presenta al juzgado, pidiendo que en oportunidad 
condene al poder ejecutivo á expropiar judicialmente las accio- 



412 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE' 

nes del Banco Nacional, cayos tenedores representa, deposi- 
tando preTíamente el importe nominal de las mismas en efec- 
tivo, con sus intereses desde el 1® de Knero de i894, á los efec- 
tos del artículo it" de la ley general de expropiación de 1866, 
y en cumplimiento del artículo %1 de la ley número 3037, con 
costas. 

2° Que corrido traslado de la demanda, el procurador fiscal, 
en representación del poder ejecutivo, expone : Que tanto por la 
ley de creación del Banco Nacional de fecha 5 de Noviembre de 
1872, como por las sucesivas que la modificaron, la de 24 de 
Ootubrede 1876, que redujo el capital de veinte millones áocho, 
la de 12 de Octubre de 1882 que lo aumentó á doce, la de 1887 
que lo elevó á cuarenta y tres millones, dando diferente inter- 
vención al gobierno y álos accionistas en su dirección, se ve que 
este establecimiento tenía el carácter de una sociedad anónima 
en la que cada uno respondía por el valor de sus acciones y par- 
ticipaba de las utilidades, en proporción de las mismas durante 
su existencia, que debía ser hasta el año 1919^ según sus esta- 
tutos y de acuerdo con la ley, pero que la crisis económica que 
afligió al país en los años 1891 y 1892, y que atacó al Banco 
tan enérgicamente como á otros establecimientos de crédito, 
originó su caidaen el sentido de precipitarlo en una liquidación 
forzosa, que i practicarse en la forma establecida para esta 
clase de sociedades ó con arreglo á la ley de su creación y de 
acuerdo con sus estatutos, los accionistas, gobierno y particu- 
lares habrían visto desaparecer su capital, constituido por las 
acciones, con cuyo valor, el estado de bancarrota del Banco, 
les obligaba á cubrir el pasivo que arrojaba, para evitar lo cual 
fué que el gobierno, ligado al Banco, no sólo por el valor de 
sus acciones, sino también y principalmente, por los cuantiosos 
intereses públicos y privados que tenía que amparar y salvar, 
dictó el decreto de fecha 7 de Abril de 1891, confirmado por la 
ley de Octubre 16 de 1891, por el que prescindiendo de la res- 
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ponsabilidad de los. accionistas y de toda otra coHsideraoion, 
tomó $obre sí las consecoeacias del desastre y garantizó los 
depósitos del Banco, sustituyendo su responsabilidad &' la de 
aquellos, decreto que si bien constituía el primer acto de libe- 
- ralidad del gobierno, para con los accionistas, estaba lejos de 
importar para éstos la exension ó quita de su responsabilidad én 
el Banco arruinado, para responder en proporción de su parti- ' 
cipacion; que en está situación el Congreso sancionó la ley nú- 
mero 2841, confirmatoria c^er decreto antes referido, la que 
teniendo en consideración el estado. por demás grave 09 que se 
encontraba el Banco y las dificultades de una liquidación ordi- 
naria,, determinó de una manera minuciosa la forma en que ésta 
debía verificarse, haciendo f&cíl el cumplimiento de las obliga- 
ciones para con el Banco y estableciendo la preferencia que el 
artículo 39 dispone ^n favor de ks acciones sobre los créditos • 
de la tesorería nacional, con lo que estuvieron conformes los 
accionistas, no sólo porque la encontraron justa, sínó también 
por la preferencia que en lo posible se les acordaba, ya que no 
lo era con relación á los créditos particulares y de las adminís- 
tf aciones públicas, y sobre todo, porque el gobierno, yendo más 
allá en su liberalidad, en lugar de someterles á la espera de 
una liquidación indefinida de la realización del activo del Ban- 
co, para cubrir sus acciones, y haciendo un cálculo liberal so- 
bre el resultado de la realización de ese activo, les invitó, por 
el artículo 35 de esa ley, á que manifestasen si estaban confor- 
mes en recibir por sus acciones el cincuenta por ciento de su 
valor en títulos de seis por ciento de interés y uno de amortiza- 
ción, respondiendo los accionistas á esa invitación con la pre- 
sentación al canje de la casi totalidad de las acciones en circu- 
lación, aprovechando la liberalidad del gobierno que posponía 
sus propios créditos y capital y les entregaba la mitad del valor 
de esas acciones, que de otra manera estaban destinadas á es- 
perar el resultado de una liquidación, acerca de cuyo desgracia- 
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do fin no había dada alguna ; ante cuyo hecho 7 con el informe 
del crédito público de que más del noventa por ciento ¡de las ac- 
ciones eran de propiedad del gobierno, éste resolvió declarar 
cesantes á los desertores, cuyo mandato no tenía ya razón de 
ser, lo que dio origen á un pleito pendiente de la resolución de 
la Suprema Corte. 

Que en consecuencia se dictó la ley número 3037, de 18 de 
Noviembre de 1893, que insistiendo en la liquidación del Ban- 
co Nacional y aceptando lo ya hecho, al parque se daban nue- 
vas facilidades á los deodores, se trató de asegurar á los acree- 
dores el pago de sus créditos, dedicándoles á los accionistas el 
artículo 21, por el cual se autorizó al poder ejecutivo para fijar 
un plazo dentro del cual deberían presentarse al canje las ac-^ 
cienes que aún quedaban en circulación, de acuerdo con el ar- 
tículo 35 de la ley número 2841 y estableciendo que las que no 
se presentasen serían expropiadas, depositando la tesorería na- 
cional su importe en efectivo, en ^el crédito público, para que 
allí pudieran ocurrir los tenedores. 

Que por las leyes citadas, á partir desde la fundación del 
Banco Nacional, se ve claramente que los accionistas han sido 
considerados como socios del gobierno y que han tenido en su 
dirección la intervención que como á tales corresponde, inter- 
vención que cesó cuando esa institución vino á quedar de pro- 
piedad del gobierno por el canje de casi la totalidad de las 
acciones en circulación, quien por razones de altos intereses, la 
tomó á su cargo para evitar una ruina cuya importancia nadie 
puede desconocer, en una situación que en sociedades de igual 
naturaleza importaría su disolución, pues sus pérdidas alcan- 
zaban al setenta y cinco por ciento del capital, por lo que des- 
aparecida la sociedad y tomado el Banco por el gobierno, los 
pocos accionistas que conservan acciones son sus acreedores por 
el valor de ellas^ que no es otro que el que tiene todo título de 
una sociedad disuelta, el valor que le dé el resultado de la li- 
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qaidacion 6 el que le asigne el mercado; heohos todos de los que 
legítimaínente se puede deducir: 1^ que el Banco debe ser con- 
siderado como de propiedad del gobierno; 2° que los que con- 
servan acciones son acreedores del gobierno por el valor real de 
los títulos; 3® que ese valor no es otro que el quQ le atribuya 
la liquidación. 

Que de esta situación legal de los accionistas surge clarín 
mente la improcedencia de la demanda, porque siendo socios de 
una sociedad disuelta sólo tienen derecho á lo que resulte des- 
pués de la liquidación; porque si bien la ley número 3037 habla 
de expropiación no establece que lo ha de ser por su valor nomi- 
nal y porque sí así fuera, se cometería una flagrante injusticia 
acordando á los que resistieron el canje á que los invitó el go- 
bierno, un cincuenta por ciento sobre lo que pagó á los que con- 
currieron al llamado de la ley número 2841 ; esto por lo que se 
refiere al valor de las acciones, que en cuanto al carácter obli- 
gatorio que se le atribuye & la ley por los demandantes, basta 
considerar que ella fué dictada partiendo de la base de que el 
Banco era ya de propiedad del gobierno y en el deseo de que 
desaparecieran de la circulación acciones que no tenían ya sig- 
nificación en el Banco, para comprender que sólo se facultaba 
al gobierno para fijar un plazo para la presentación de las accio- 
nes, dentro del cual estaban obligados los tenedores á presen- 
tarlas, bajo pena de serles expropiadas por su valor real, si no 
lo hacían, con loque sin cometer despojos alguno se consegui- 
ría el propósito de retirarlas de la circulación ; interpretación 
conforme con el espíritu y letra del artículo que dice: € El poder 
ejecutivo fijará un plazo dentro del cual^ etc. > Cuándo fijará 
ese plazo, cómo y en qué condiciones, nada dice la ley al respec- 
to, lo que demuestra que quedaba librado al poder ejecutivo de- 
signar ese plazo cuando creyera conveniente y como no se ha 
fijado ese plazo, que es previo á la expropiación, estaño es obli- 
gatoria para el gobierno, según el propio texto del artículo 21, 
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7 BO siéndolo no puede ser compelido ¿ hacer lo que la ley no le 
obliga. 

Qae es igualmente infundada la petición de los accionistas 
en lo que al interés se refiere, desde que no habiendo aceptado . 
la invitación del gobierno al canje, continúan en su poder las 
acciones, de las que en ningún momento han sidb privados, 
hasta que el gpbierno las expropie cuando lo considere conve- 
niente, de acuerdo con la facultad que le da la ley ; ahora bien« 
como la leyes facultativa, no ha existido obligación para el go- 
bierno^ cuya falta de cunipUmiento .lo haya puesto en .mora, 
por lo que no tiene aplicación el artículo 4'' de la ley general de 

» 

expropiación, en lo que á intereses pueda referirse, ley que por 
otra parte, es inaplicable al caso. . 

Qae en mérito de las- consideraciones expuestas, de las que 

« 

resulta que la demanda careqe de base legal, por ser facpltaltiva 
del gobierno lá expropiación exigida, de acciones que se hallan 
en poder de los reclamantes, lo que demuestra que no ha habi- 
do despojo, ni puede haber intereses devengados, acciones que, 
por otra parte, sólo les da derecho, como acreedores del'gobier- 
no, por el valor que les corresponda en la liquidación del Biin- 
00, pide al juzgado rechace la demanda, con costas, por ser te- 
meraria. 

3^ Que corrido un nuevo traslado por su orden, con calidad 
de para mejor proveer, éste ha sido evacuado en los términos 
que se expresa en los escritos de foja 60 y foja 95. 

Y considerando: 1^ Que dados los términos en que ha sido 
trabada la litis contesíatio, las cuestiones á resolverse son : 
Por el artículo i\ de la ley número 3037 de i8 de Noviembre 
de i893 se halla el poder ejecutivo en la obligación de expro- 
piar las acciones del Banco Nacional de que son tenedores los 
demandantes. En caso afirmativo, ¿cuándo y en qué forma? 

^"^ Que tanto del objeto y ñn de la ley en que se basa la de- 
manda, como del texto de su artículo 21 , se deduce, de una 
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manera qae no deja Ingar á la menor dada, que la expropiación 
de las acciones en ciroalaoion del Banco Nacional es de carác- 
ter obligatorio para el poder ejecativo y no facultativo como lo 
pretende el demandado. En efecto, la ley número 2841, como 

' la ley número 3037 que la modificó, fueron sancionadas con el 
único y éxclusiTo objeto de liquidar el Banco Nacional de la 
manera menos ruinosa posible, pero al mismo tiempo breve ; el 
fin perseguido con esas leyes no fué otro que procurar que esa 
institución de crédito, ala que estaban vinculados tantos y tan 
grandes intereses., así públicos como privados, terminara con el 
menor perjuicio posible para^us acreedores y accionistas, dado 
el estfido precario en que ella se encontraba y la aguda crisis 
económica y' financiera que afligió al país, de consecuencias de- 
sastresas para gobiernos y particulares. Es verdad que esas 

' leyes eran consideradas benignas *para con los deudores del 
Banco, pero no como razón de ser de ellas, sino como medio y . 
procedimiento eficaz y científico de arribar al resultado apete- • 
cido: una liquidación menos desastrosa para la institución y 
menos perjudicial para sus deudores. ¿Es compatible con este 
incuestionable y reconocido móvil dQ Wleyes citadas, el carác- 
ter facultativo que la defensa les atribuye para demostrar que 
el gobierno ejecutiva no está obligado á la expropiación deman- 
dada, y arribar á la conclusión de que.la presente -acción carece 
de base legal? Absolutamente no, pues que tanto equivaldría 
decir que el poder ejecutivo se halla facultado para no emplear 
los medios de liquidación que esas* leyes prescriben como nece- ' 
sarios y conducentes al fin perseguido. 

Por las disposiciones concordantes de ambas leyes se llega a! 
convencimiento de que han querido que la liquidación la .verifi- 
que el gobierno haciéndose cargo del Banco, como única manera 

. de que ella no cause la ruina de los graves lutereses comprome- 
tidos, que 86 habrían perdido, si la liquidación hubiese tenido 
que hacerse con el rigorismo prescripto por las leyes generales, 

T. LXXI 27 
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pue8 no habría sido posible acordarse las facilidades concedi- 
das, como siendo la liquidación por caenta del gobierno; ahora 
bien, para que el gobierno pudiera hallarse en condiciones de 
otorgar quitas y conceder plazos que permitiesen liqoidar el 
Banco, sin ocasionar la ruina de todos esos intereses, era me- 
nester que este viniera á ser de propiedad de aquél. ¿De qué 
modo? Del modo establecido por la ley, por la expropiación de 
las acciones que voluntariamente no hubiesen sido canjeadas 
por sus tenedores. Así, pues, si las leyes en que se basa la de- 
manda querían una liquidación que en lo posible salvase la rui- 
na completa del establecimiento, al mismo tiempo que evitase 
una agravación de la crisis, con exigencias que los deudores se 
hallaban imposibilitados de satisfacer, era menester que colo- 
casen al ejecutivo, encargado de su ejecución, en condiciones 
de hacerlo, disponiendo la manera de que el Banco fuera de 
propiedad del gobierno, la expropiación de las acciones, que en 
tal caso tiene carácter obligatorio. Del punto, de vista, pues, 
del objeto y iin de las leyes números 2841 y 3037, la expropia- 
ción de las acciones aún en circulación en la fecha de la última 
de ellas, como medio indispensable, necesario y conducente para 
su cumplimiento, era ineludiblemente obligatario para el eje- 
cutivo. 

3® Que esta interpretación se ajusta y es corroborada por los 
términos mismos en que se halla redactado el artículo 2! de la 
ley número 3037. Este dice : c El poder ejecutivo fijará un pla- 
zo dentro del cual deberán presentarse al canje las acciones del 
Banco Nacional que aún queden en circulación, de acuerdo con 
el artículo 35 de la ley número 2841 , y las que no se presenta- 
sen serán expropiadas, depositando la tesorería nacional su im- 
porte en efectivo en el Crédito Público nacional, para que allí 
puedan ocurrir los tenedores >. Dejando momentáneamente de 
lado lo relativo al plazo, se ve que la ley serán expropiadas, 
estableciendo en forma imperativa, la manera cómo el resto de 
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las acciones qoe aún permanecen en poder de particnlares, ha 
de pasar al del gobierno, redacción que. no se habría empleado 
si se hubiese querido tan sólo autorizar al poder ejecutivo á lle- 
var á cabo esa medida, facultarle para que expropie si lo cree 
conveniente, para lo cual habría dicho, en lugar de serán ex* 
propiadaSj podrá expropiar, á fin de dejar á su arbitrio em- 
plear ó no ese medio de apropiación de las acciones circulantes. 
Por otra parte, esta manera de entender esa disposición legal 
se armoniza con el mandato que en la misma se establece á los 
accionistas, de que presenten sus acciones á los objetos del 
canje, cuando dice que deberán presentarlas, pues que habría 
contradicción en ella, si sólo facultara al poder ejecutivo á ex- 
propiar, cuando un renglón antes dispone que los accionistas 
presenten á éste sus acciones; no se alcanzaría el objeto de 
semejante mandato si al mismo tiempo dejara al ejecutivo en 
la facultad de expropiar ó no según su criterio. CuanJo la ley 
número 3037 manda que los tenedores presenten sus acciones 
para el canje, de acuerdo con el artículo 35 de la ley námero 
2841, á diferencia de ésta que sólo acordaba á los a'^cionistas el 
derecho de solicitar el canje, sin imponerles obligación alguna 
en este sentido, no puede ser, pues, sino con el fin de que esas 
acciones aún en circulación sean expropiadas, para cumplir con 
su objeto, la liquidación del Banco. 

Así, pues,-la obligación de expropiar, para el ejecutivo, resnl- 
ta también de la comparación de esas dos leyes, de las cuales, 
la primera, acuerda un derecho , áe]2índo al beneficiado en liber- 
tad de acogerse á él, en tanto que la segunda no se mantiene ya 
en este terreno de las concesiones, sino que manda, ordena que 
los que no han hecho uso del derecho acordado antes y no lo 
hagan en un determinado plazo afijarse, sufran la expropiación 
de sus acciones, es decir, tengan que desprenderse de ellas, no 
obstante su falta de cumplimiento á la presentación ordenada. 
4^ Que si bien el poder ejecutivo está obligado á expropiar 
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las acciones de los demandantes, es previo á la expropiación, 
como medio de retirar de la circulación las acciones aún no 
canjeadas, la fijación de an plazo dentro del cual los tenedores 
puedan ocurrir al ejecutivo para su canje, no sólo porque de los 
términos del artículo 21 así se deduce, sino también porque la 
expropiación, como medio excepcional de obtener la propiedad 
privada, sólo la autoriza esa disposición legal, con relación á 
los accionistas, después y únicamente en el caso de que éstos 
no se presenten al caAJe; sin la expiración del plazo que se fije 
parala presentación de acciones, el ejecutivo, á quien la lej le 
manda expropiar, no podría hacerlo legítimamente, pues que 
esa violencia al derecho de propiedad sólo se halla autorizada 
por el artículo 21, en el caso de que los tenedores no presenten 
sus acciones acogiéndose á los beneficios acordados por el ar- 

4 

tículo 35 de la ley número 2841. La expropiación que sede- 
manda, sin el requisito del transcurso del plazo á fijarse, sería 
ilegal^ atentatoria al derecho de propiedad. 

5^ Que establecido el carácter obligatorio de la expropiación 
para el poder ejecutivo, y el momento de su realización, la for-* 
ma en que ella debe verificarse es la reglamentada por la ley 
general de expropiación de bienes de 13 de Setiembre de 1866: 
i^ porque tanto de su discusión en el Congreso, al ser sancio- 
nada, como de sn estructura, se deduce su aplicabilidad á toda 
clase de bienes, como su mismo título lo indica; 2® porque no 
bay en ella trámite ó disposición, con excepción de lo dispues- 
to en el artículo 3"*, á que la naturaleza 6 el carácter de bien 
mueble no pueda sujetarse 6 no la admita; 3° porque no esta- 
bleciendo distinción el principio constitucional que garante el 
derecho de propiedad, esa garantía de inviolabilidad compren- 
de á todas las clases de bienes de que puede estar constituido 
el patrimonio ó fortuna del individuo, ya sean aquellos inmue* 
bles ó muebles, derechos ó acciones, en cuyo caso es obvio que 
pudiendo ser expropiados, por causa de utilidad pública, una 
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Gomo otra clase de bienes, y no habiéndose ptescripto una for- 
ma especial para esa expropiación, no es posible resolver en 
justicia, ni que el ejecutivo puede verificarla arbitrariamente, 
ni que deje de llevársela á cabo, cuando no hay óbice en la ley 
existente sobre la materia. 

&" Que la circunstancia de no haberse declarado de utilidad 
pública en la misma ley de liquidación,' la expropiación de las 
acciones del Banco Nacional no influye absolutamente en las 
conclusiones á que arriba esta resolución, en el caso sub-judice^ 
pues que siendo establecido este requisito constitucional en fa- 
vor del propietario que debe sufrir la expropiación, como una 
garantía contra el abuso, el poder ejecutivo no puede amparar- 
se de la falta de semejante declaración expresa, para no cum- 
plir una ley de carácter imperativo cuando precisamente el 
propietario, el único que tendría derecho á oponerse al cumpli- 
miento de la ley que manda expropiar su propiedad, no hace 
cuestión sobre ello, y antes por el contrario^ lo demanda para 
que cumpla la ley y le expropie los bienes de la referencia, y 
cuando, por otra parte, la misma expropiación ordenada invo- 
lucra la declaración de utilidad pública. 

Por estos fundamentos, otros que se omiten y los concordan- 
tes de los escritos de fojas 17 y 60 y fojas 28 y 95, fallo y de- 
claro : 

1^ Que no procede la expropiación inmediata de sus accio- 
nes, como lo pretenden los actores, por deber ella subseguir á 
la expiración del plazo que el poder ejecutivo debe fijar con 
arreglo al artículo 21 de la ley número 3037 de 18 de Noviem- 
bre de 1893 ; 

2^ Que el poder ejecutivo, tan luego de ejecutoriada esta sen- 
tencia, debe fijar el plazo prescripto por el citado artículo 21 
de la ley 3037, en su inciso I"*; 

3^ Que vencilo ese plazo previo, para el canje de acciones, 
debe proceder d expropiarlas ; 
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4*^ Que esa expropiación debe verificarse con sujeción á la 
ley general de la materia, de 13 de Setiembre de 1866, en la 
parte pertinente ; 

5* Que las costas se paguen en el orden causadas. 

T definitivamente juagando, así lo pronunció, mando y firmo, 
en este mi despacho del juzgado federal de la Capital de la Re- 
pública, en Buenos Aires, fecha ut supra. 

P. Olaechea y A Icaria. 



Vallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Diciembre 28 de 1897. 

Vistos y considerando: Que la disposición de la ley número 
tres mil quinientos treinta y siete al ordenar en su artículo 
veintiuno, que el poder ejecutivo fije un plazo á los tenedores 
de acciones para que manifiesteú. si aceptan el canje de ellas en 
las condiciones del articulo treinta y cinco de la ley número 
dos mil ochocientos cuarenta y uno, está sustancialmente cum- 
plida, cuando, comeen el presente caso, dicha manifestación ha 
tenido lugar por parte de los accionistas demandantes, siendo 
por este motivo, llegada la oportunidad de que se proceda á la 
expropiación que la referida ley número tres mil treinta y siete 
ordena en la segunda parte de su artículo veintiuno. 

Por ello, así se declara, revocándose la sentencia apelada de 
fojtt ciento cuarenta y cuatro, en cuanto resuelve que no pro- 
cede la inmediata expropiación de las acciones materia de la 
demanda; no haciéndose lugar á la condenación en costas, que 
pide el apelante, porque la sentencia, que no ha sido en todo 
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favorable á sos pretensiones, no ha debido por lo mismo conte- 
nerlas. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
E. TORBENT. 



C A VISA C;»X¥I1I 



Demarchi hermanos con doña Carmen Rodríguez de Quiñones 
y hermanoSy por mensura ; sobre incompetencia y costas 

Sumario. — No debe imponerse la condenación en costas, 
coando no hay mérito para imponerlas. 



Caso. — Lo explica el 



Fallo del Jíuea Federal 



Córdoba, Julio 23 de 1897. 

Y vista la excepción de incompetencia de jurisdicción dedu- 
cida por el doctor Eleodoro González en representación de dona 
Carmen Bodriguez de Quiñones y hermanos, fundándose : 
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i^En que el hecho de la mensara que ha motivado la competen- 
cía de este jazgado por la distinta vecindad de las partes, es con- 
trario á la ley expresa que prescribe ser competente para cono- 
cer del jaicio de desliado el jaez á cuya jurisdicción pertenezca 
la propiedad que se intenta medir. 

Qae, en el presente caso, teniendo el campo de los señores 
Demarchi su ubicación en Río Cuarto, el juez competente para 
conocer de la mensara es el letrado de esa circunscripción 
judicial, y no el de esta Capital, que resulta haber conocido 
de ella. 

Que, por consiguiente, la mensura practicada por un juez so- 
bre un inmueble situado fuera de la jarisdiccion territorial 
asignada por la !ey para el ejercicio de eus funciones es nula 
y sin efecto legal alguno, ya sea que ^e la considere como acto 
judicial 6 como acto público, en cqjo caso desaparece forzosa- 
mente el juicio contencioso de mensura, que por la distinta ve- 
cindad de las partes habrá podido motivar el fuero federal. 

2® Que aun en el supuesto de que la mensura hubiera sido 
practicada por juez competente, no estaría justificada la compe- 
tencia de este juzgado con arreglo al artículo 2^ de la ley na- 
isional de 1862, puesto que según el artículo 4® de dicha ley cuan- 
do la justicia federal es requerida de conformidad al ar- 
tículo i 00 de la Constitución, entre vecinos de diferentes 
provincias, debe hacerlo con arreglo á las respectivas leyes 
provinciales. Que por el Código de Procedimientos de esta pro- 
vincia no basta la protesta en el acto de la mensura para que 
sobrevenga juicio ordinario ó contencioso, sino que es menester 
que dicha protesta se formalice enlos términos de los artículos 
486y 488, lo que no ha ocurrido. Pide en consecuencia se de- 
clare incompetente este jazgado, con costas á los señores De- 
marchi. 

S"" La parte de éstos evacuando el traslado correspondiente 
sostiene la competencia del juzgado, fundándose en que los ar- 
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gamentos de la contraria no hacen á la falta de jorisdiccion 
sino al fondo de la cnestíon litigiosa. 

Qué la nulidad del jnicío de mensura no puede ser funda- 

4 

mentó dé la excepción propuesta, no sólo porque ella hace á la 
caestion á resolverse 6 sea la aprobación ó desaprobación de la 
mensura, sino también porque este juzgado carece de faculta- 
des para anular por defecto de forma lo actuado por otro fun- 
cionario que no depende jurisdicionalmente ; que en consecuen- 
cia, V conarregloá las resoluciones de la Suprema Corte, serie S**, 
tomo 9, página 247, el infrascripto no puede pronunciarse por 
vía de excepción dilatoria sobre los documentos acompañados 
que fundan la demanda sin ser constatada ésta cuando no se 
ataca el conocimiento de la causa por la distinta vecindad de 
las partes que es lo que provoca la competencia. 

4^ Que pata que este juzgado sea competente basta la protesta, 
según lo tiene declarado la Suprema Corte^ sea que esa protes- 
ta vaya al juez de la causa ó al juez de la mensura. 

Que por lo demás las citas traídas del Código de Procedi- 
miento de la provincia son insuficientes, puesto que el artículo 
481 habla de cuando hayan existido protestas 6 no hayan ex- 
presamente manifestado su acuerdo por escrito, y el artículo 486 
se refiere evidentemente al segando caso, pues la protesta es 
la manifestaxsion expresado la aprobación de la mensura. 

Oido el señor procurador fiscal, y considerando: V Que el 
procedimiento de deslinde está regido por las leyes de cada 
provincia según el artículo 11 de la Constitución nacional, y 
85, inciso 29, de la Constitución de la Provincia. 

2^ Que las leyes provinciales deben ser tenidas en conside- 
ración cuando el conocimiento de un caso lo requiere, artículo 
21, ley de 14 de Setiembre de 1863. 

3^ Que según las leyes actualmente en vigor en la provincia, 
la simple protesta de una mensura no es bastante para tener 
por disconforme con ella al que la hace, ni se considera un acto 
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formal capaz de modifíoar el. estado de los derechos délos soli- 
citantes de la operación, siendo para esto necesario que se for- 
malice la oposición ante el jaez correspondiente (artículos 486, 
481 7 482, Código de Procedimientos de esa fecha). 

4^ Que en el excediente sub-judice, en lo qoe están conforme 
las partes, no hay más que una simple protesta y que no sien- 
do ésta bastante para tener por contenciosa la mensura y por 
iniciado un juicio de deslinde, no hay todavía un caso que pue- 
damotivar la competencia del juzgado en este asunto. 

5® Que esta ley provincial en nada afecta los derechos que 
tienen las personas amparadas por el fuero federal, para ocurrir 
ante sus jueces*legales, pues les queda abierto el camino para 
ello cuando la oposición formal se presente. 

6® Que los autos como el de foja 10 en que este juzgado se ' 
declaró incompetente para entender en el presente juicio se en- 
tiende siempre, aunque así no se expresara, que son dictados sin 
perjuicio no sólo de las excepciones de incompetencia que pue- 
dan más tarde alegar las partes, sino también de la facultad 
que tienen los jueces de sección, cuya jurisdicción es excepcio- 
nal y limitada, de declararse incompetente en cualquier estado 
de la causa en que su incompetencia se demostrare (Suprema 
Corte, serie 2», tomo 15, página 282). 

7^ Que no siendo competente este juzgado para el conoci- 
miento de la causa, por no haber oposición formal á la mensura, 
no puede entrará decidir de la excepción de nulidad alegada, . 

£n su mérito se resuelve : que el infrascripto es incompetente 
para el conocimiento de) presente juicio ; debiendo devolverse 
los autos al juzgado de su radicación. Hágase saber con el ori- 
ginal y trascríbase, debiendo cada parte abonar sus costas. Re- 
pónganse los sellos. 

C. Moyana Gadiúa. 
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Pallo de la Suprema Corto 

Buenos Aires, Diciembre 28 de 1897. 

Vistos : No habiendo mérito para la condenación en costas , 
se confirma el anto de foja ciento noventa y siete en cuanto no 
las impone ; y devaélvanse, debiendo reponer los sellos ante el 
juez de sección. 

BENJAMUI PAZ. — ABEL BAZAN. 
—OCTAVIO BUMGB. — iUAN 
B. TORBEMT. 



CAVSA CDXIX 



Recurso de habeos corpus, á favor de don Jorge Walker 

Sumario. — No procede el recurso de habeas corpus, contra 
la detención ordenada por juez competente. 



Caso, — Don Jorge Walker, detenido en la cárcel de Mendo- 
za, & petición de las autoridades de ChilOi se presentó al juez 
federal pidiendo se ordene su inmediata libertad, por no haber 
mediado orden de autoridad competente, por no existir tratado 
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de extradición con Chile y no haberse llenado las disposiciones 
legales qae autorizan la detención en casos de qne el qne la su- 
fre haya de ser requerido por una nación extranjera. 



Fallo del Jíue» Federal 



Mendoza, Diciembre 8 de 1897. 

Encontrándose el peticionante bajo la jurisdicción del juzga- 
do, en juicio seguido contra él por solicitud de extradición en 
trámite, y siendo esta petición extraña al procedimiento de la 
causa en que se le ha requerido ya por el nombramiento de 
defensor para que ella siga según su estado, no ha lugar. 

Castillo . 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Diciembre 20 de 1897. 
Suprema Corte : 

La extradición del procesado Jorge E. Walker ha sido reque- 
rida por la vía diplomática á nombre del gobierno de Chile. Y 
el poder ejecutivo de la Nación, aceptando la gestión diplomática 
con sujeción á las disposiciones de la ley nacional de 25 de 
Agosto de i 885 y á la convención entre los representantes de 
los gobiernos argentino y de Chile en 15 de Marzo de i894, 
autoiizó los procedimientos judiciales mandando remitir al se- 
ñor jaez federal de Mendoza los recaudos presentados por el 
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señor ministro de Chile sobre extradición de Walker^ álos efec- 
tos á que hubiere lugar . 

El procesado está por ello sometido á la jurisdicción del joez 
federal, á cuya jurisdicción corresponde por las leyes nacionales 
el conocimiento de la causa sobre extradición. Así lo establece 
el mismo juez a quo en el auto reporrido de foja 5 vuelta. No 
procede entonces el recurso de habeos corpus por un detenido 
sometido á la acción del juez competente y por una cansa de 
carácter criminal sometida á las disposiciones de los artículos 
663 y siguientes del Código de Procedimientos en lo criminal. 

Si él juez a quo hubiere omitido formalidades proscriptas 
para el procedimiento en lo criminal, ello puede dar. motivo al 
recurrente para deducir sus peticiones y aún los recursos á que 
la denegación infundada diere lugar. Pero estando el detenido 
sometido á la jurisdicción del juez competente, el recurso de 
habeos corpus carece de procedencia en el caso. 

Pido á y. £. se sirva así declararlo, oonfírmando en conse- 
cuencia el auto recurrido de foja 5 vuelta. 

é 
* 

Sobiniano Kier, 



Falto de la Supreaui €}mwte 



B.uenos Aires, Diciembre 30 de 1897. 

Vistos y considerando : Que según resulta de estos autos el 
recurrente se halla detenido por orden del juez federal de la 
sección de Mendoza. 

Que es inconte&table la competeneia de ese juez para el co- 
nocimiento de la causa, la que se tramita en virtud délas dis- 
posiciones legales pertinentes . 
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Por esto, de acueido con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general y por sus fundamentos, se confirma con cos- 
tas el auto apelado de foja 5 vuelta. DcTuélTanse. Notifíqnese 
original. 

benjamín paz. — LUIS V. TÁRE- 
LA. — ABEL BAZAN. — OCTA- 
VIO BUNGE. 



CAVÜA CDICX 



Criminal contra Juan Anchordoqui y Rafael Rodríguez^ por 

circulación de billetes de banco falsos 

Sumario. — Demostrada la comisión del delito de oiroolacion 
de. billetes de banco falsos, corresponde aplicar la pena proscrip- 
ta en el artículo 62 de la ley nacional penal. 



Caso. — Resultado las siguientes piezas: 



VISTA FISCAL 

La Plata, Abril 6 de 1897. 
Señor Juez Federal : 

£1 fiscal en laoausaseguidaá Joan Anchordoqui y Rafael B<h 
driguez, sobre circulación de billetes de banco falsos, á V. S, 
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dice: La caja de conversión declara á foja 60 que los cuatro bi- 
lletes de jcien pesos y los treinta de veinte pesos^ agregados á 
fojas 19 y 54, son falsos. 

Es ano de los extremos del delito perseguido y constatado en 
legal forma. 

La culpabilidad de los procesados, que es el otro extremo, 
consta en autos igualmente constatada. 

En primer lugar, las declaraciones de Teodoro Blares, de fo- 
ja 5; de Aurelio Leoni, de foja 5 vuelta; de Antonio Cañero, de 
foja 6; de HéctorIturralde,de foja 6 vuelta; deRamon Iturralde, 
de foja 7, y de Rodolfo Laburt, de foja 11 ; unos fueron vícti- 
mas de las compras 6 cambios verificados fraudulentamente con 
los billetes falsos, y otros presenciaron el abandono en la vía 
pública de aquéllos, después de haberlos visto entrar y salir en 
varias casas de negocio, cuando la policía los prendió. 

En segundo lugar, por el parte policial de fojas 1 á 3, que 
merece completa fe en juicio, mientras no sean destruidas en 
el curso de aquellos antecedentes que le dieron origen. 

El hecho, además, de conservar esos billetes y arrojarlos en 
el momento de ser capturados, no induce á ninguna considera- 
ción favorable páralos procesados, prueba por el contrario que 
los tenían para hacer un uso ilícito y esta convicción reposa en 
los antecedentes que dejo expuestos . 

La responsabilidad de los detenidos es grave, Juan Anchor* 
doqui era el que hacía las compras de objetos ó artículos de 
escaso valor é innecesarios para pagar con los billetes falsos, y 
cuando era conocida esta calidad, con disimulo procuraba per- 
suadir que era de curso legal y en último momento hacía el pa- 
go con papeles de esta clase. 

Eu otras ocasiones, en que los billetes no eran examinados ó 
por la perfección de la falsificación no inspiraban desconfianza, 
pasaban sin dificultad, causando á los tenedores de buena fé 
un daño considerable 
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Los procesados tenían conocimiento perfecto de qae eran fal- 
sos y procuraban ai introducirlos al comercio una ganancia ilí- 
cita. 

Rafael Bodriguez era el guardador del depósito y seguía al 
cómplice en todas las vicisitudes de la campaña de fraudes em- 
prendida. Este fué el que arrojó el manojo de billetes al ser 
sorprendido por la policía. Es tan autor principal como Juan 
Anchordoqui, porque preparaba y participaba en todas las si- 
tuaciones en que aquel se desenvolvía. 

» 

Les es aplicable por igual la disposición del artículo 62 de la 
ley de 14 de Setiembre de 1863. 

Pide, en consecueAcia, el suscrito para cada uno de los pro- 
cesados, la pena de cuatro años de trabajos forzados, multa de 
quinientos pesos fuertes, indemnización del daño causado y. pa- 
go de las costas del proceso. 

Tenga Y. S. á bien por deducida acusación en forma y resol- 
ver como jo solicito. 

G. G. Vieyra. 



Fall« del Jues Federal 



La PlaU, Agosto 14 de 1897. 

* 

« • 

Y vistos : los seguidos contra Juan Anchordoqui y Rafael 
Bodriguez, por circulación de billetes falsos. ' 

Considerando: 1^ Que resulta comprobado el hecho de la cir- 
culación en virtud de las declaraciones de fojas 5 á 11 del su- 
mario preventivo, como también la culpabilidad de los procesa- 
dos, pues el primero de éstos no solamente compró un 
paquete de cigarros y una caja de fósforos, con un billete falso 
de veinte pesos en la casa de don Victoriano Huissi, sino qae 
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también intentó pagar con nn billete de cien pesos, igualmente 
falso, una caja de pastillas compradas á don Aurelio Leoni, 7 
con otro billete de la misma oíase 7 calidad, un pañuelo de 
seda en la tienda de don Pedro Figueredo;7 al manifestarle 
que era falso, abandonó el establecimiento diciendo que iba á 
buscar cambio, no regresando. 

2^ Qae en cuanto al otro procesado, ó sea, Rafael Rodríguez, 
resulta también comprobado que en su poder se le encontró la 
caja de pastillas comprada por Anchórdoqui, según parte poli- 
cial de foja 3, j el cual merece entera fé, no obstante lo dicho 
por el referido Rodríguez 7 lo invocado por su defensor áfoja 
97; hecho que por sí, es suficiente á demostrar que este proce- 
sado acompañaba á Anchordoqui cuando éste recorría las casas 
de negocio, 7 para más abundamiento, Héctor Itnrralde, á fojas 
677, dice que los siguió á caballo 7 presenció el momento en 
que, detenidos por la policía, arrojaron al suelo yarios billetes, 
confirmado esto mismo por don Rafael Itnrralde, á foja 11. 

3^ Que en igual forma se encuentra constatada la identidad 
de los procesados ; 7 respecto á la falsedad de los billetes co- 
rrientes de fojas 19 á 55 in8tru7e el informe de la caja de con- 
Tersion á foja 66. Queda únicamente por resolyer: a) si la 
pena á aplicarse es la del artículo 62, 197 14 de Setiembre de 
1863, como lo solicita el Procurador fiscal para los procesados ; 
b) si la prescrita por el artículo 63 de la misma \qj^ 7 sola- 
mente para el procesado Anchordoqui como indica el defensor 
de pobres á foja 76, fundado principalmente en que no se ha 
probado que su defendido hubiera adquirido de mala fé, para 
hacer circular por ría de lucro, el billete con que compró los 
cigarros 7 fósforos. 

4° Que en cuanto á la primera cuestión, es indudable que 
la pena prescrita por el artículo 62 de la 107 citada es la que 
debe aplicarse en el concepto de autores principales, de acuer- 
do con lo dispuesto en los artículos 21, inciso 1*, 7 25, Código 

T. LXXl 28 



434 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

Penal, y lo expuesto en el segando considerando. No se aigo- 
ya, como uno de los defensores á foja 99, que el Código Penal 
no debe aplicarse en caso como el presente ; pues atento lo dis- 
puesto en la ley federal citada, artículos 21 y 93 queda desvir- 
tuada y sin fundamento legal tal argumentación. 

5^ Que en cuanto á la segunda cuestión, también se encuen- 
tra resuelta por los mismos antecedentes de autos; toda vez que 
ambos procesados al encerrarse en una rotunda negativa, sólo 
han conseguido poner m&s de manifiesto el cargo que contra 
ellos resulta, y el cual^ ni siquiera han intentado levantar en 
estación oportuna de este proceso. 

Por estos fundamentos, consideraciones aducidas y disposi- 
ciones legales citadas, fallo: condenando ácada uno de los pro- 
cesados Juan Anchordoqui y Bafael Rodrigues á la pena de 
cuatro años de trabajos forzados, multa de quinientos pesos 
f uerteSy indemnización del daño causado y las costas ; debien* 
do deducirse de esta pena el tiempo de prisión sufrida (artículo 
49, Código de Procedimientos en lo criminal) y hacerse el cóm- 
puto por secretaría. Notifíquese con el original, regístrese en 
el libro de sentencias, y una vez consentida ó ejecutoriada la 
presente, líbrense los oficios del caso. 

' Mariano S. de Áurrecoechea. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR ' GENERAL 



Buenos Aires, Noviembre 2 de 1897. 
Suprema Corte : 

Todo el esfuerzo de la expresión de agravios en defensa de 
los procesados Anchordoqui y Rafael Rodríguez, ha sido inefi- 
caz para desvirtuar las constancias de autos y las responsabili- 
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dades que de ellas se deriTan legalmeote contra los piocesados. 
No importa qae ellos se hayan encerrado en una negativa 
calculada y persistente. Esa negativa les perjudica, en presen- 
cia de las constancias que demuestran su falsedad^ aun respec- 
to de detalles evidentes é incontestables. 

Malos antecedentes acompañan á los procesados, según sus 
propias deposiciones de fojas 9 vuelta y 12 vuelta y el testi- 
monio de foja 73. 

Juntos han andado por el pueblo de Quilmes, haciendo com- 
pras, según la instrucción de foja 1* y las declaraciones de foja 
4 adelante^ pagando el valor de , esas compras con billetes de 
banco falsificados, cuando se los admitían, y sustituyendo los 
falsos por otros verdaderos, cuando aquéllos les eran rechazados. 
Así anduvieron hasta el momento de ser aprehendidos por la 
policía de Quilmes, en cuyo acto, Rodríguez que era el portador 
de la moneda falsa con que Anchordoqui verificaba las com- 
pras, la arrojó al suelo^ como resulta de las declaraciones de foja 
7 vuelta y foja 8. 

Todavía, no obstante, quedaron en su poder billetes falsos se- 
gún lo informa la diligencia de foja 2 vuelta y para que toda 
duda desaparezca respecto á esos billetes falsificados que cons- 
tituyen el cuerpo del delito^ se han agregado y corren de fojas 
19 á foja 54. 

Se ha objetado que el hecho de la circulación no está demos- 
trado, mediando sólo una tentativa. 

P^ro la circulación está demostrada no sólo por la conducción 
de los billetes falsificados en tan crecido número, sino perla 
repetición de compras de diversos objetos y en distintas casas 
de comercio, con el propósito preconcebido y manifiesto de sa- 
tisfacer su importe con moneda falsa. 

Se ha objetado también la inconsistencia de la prueba de la 
mala fé por parte de los procesados, al entregar los billetes 
falsos. 



436 FALLOS DE LA SUPREMA COHTE 

La mala f ó resulta evidente por la circunstancia de no haber 
justificado los tenedores su legítima adquisición ; por la repeti* 
cion de los pagos, no obstante serles rechazados por falsos, y 
por haberlos arrojado lejos de sí para evitar la responsabilidad 
de su posesión, cuando fueron sorprendidos por la policía. 

Aparece evidente que los procesados han expendido billetes 
falsos según la expresión del artículo 62 de la ley de 14 de Se- 
tiembre de i863, y que resultando que al hacerlo procedieron 
de mala fé, sin que hayan pretendido siquiera comprobar lo 
contrario, les es aplicable la pena de trabajos forzados, y mul- 
ta prescrita por aquel artículo penal. Esa pena debiera ser tér- 
mino medio entre el máximum y el mínimnn en la ley fijado, 
ya que no ha sido declarada la existencia de circunstancias ate- 
nuantes ni existe mérito en el proceso para invocarlas ; pero no 
habiendo sido recurrida la sentencia respecto al mínimum de 
pena establecida, me limito á pedir á Y. E. se sirva confirmar- 
la, por sus fundamentos. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Diciembre 30 de 1897. 

Vistos y considerando: Primero: Que de las constancias del 
sumario resulta que Juan Anchordoqui circuló billetes falsos 
intentando darlos en pago en la farmacia de Matienzo y en la 
casa de negocio de Pedro Figueredo, y siéndole aceptado uno 
de veinte pesos por Teodoro Beares^ dependiente de la casa de 
negocio de Victoriano Huíshí. 

Segundo : Que aun cuando alguno de esos hechos no esté ple- 
namente comprobado, tomados en conjunto convencen de la 
culpabilidad del procesado. 
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Tercero : Qae, además, consta por las declaraciones de Héctor 
7 Baal Itarralde j de Rodolfo Labourt« que Ancherdoqui arrojó 
al suelo un paquete de cuatro billetes de cien pesos falsificados. 

Cuarto: Que los mismos testigos declaran también haber 
visto que Rafael Rodríguez arrojó otro paquete, que según se 
averiguó después contenía veintisiete billetes falsos de veinte 
pesos. 

Quinto : Que el testigo Labourt dice que vio á los procesa- 
dos conversar, poco antes de ser capturados, y que en poder de 
Rodríguez se encontró La caja de pastillas, que el dependiente 
Leoni, de la farmacia de Matienzo, asegura ser la misma que 
é\ vendió al procesado Anchordoqui, '\o que se opone á la afir- 
macion de éste y de Rodríguez, de no mediar relación entre 
ellos. 

Sexto : Que al ser registrado Rodríguez en la comisaría^ se 
encontraron en su poder dos billetes falsos de veinte pesos. 

Séptimo : Que los billetes encontrados en poder de Rodrí- 
guez son iguales á los que contenia el paquete que el mismo 
arrojó en la calle, al ser capturado, y al billete que Anchordo- 
qui dio á Teodoro Reares, como se comprueba por la simple ins- 
pección de las que corren agregadas de fojas veintitrés á cin- 
cuenta y cuatro. 

Octavo : Que !o expuesto en los considerandos anteriores de- 
muestra la participación de Rodríguez en el delito de circula- 
ción de billetes falsos de banco, que ha motivado la formación 
de este proceso. 

Por ésto, de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general, y por sus fundamentos, se confirma, con 
costas, la sentencia apelada de foja ciento ocho, con declaración 
de que la computación de la prisión preventiva, debe hacerse á 
razón de dos días de ésta por uno de trabajos forzados, de con- 
formidad á la doctrina que surge del artículo noventa y dos de 
la ley penal de mil ochocientos sesenta y tres y á la jurispru- 
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delicia de esta Suprema Corte. Hágase saber con el original y 
devuélvanse. 

LUIS V. VÁRELA.— ABEL RA- 
ZAN. — OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TORRENT. 



CAUSA CDXXI 



Don Gabino Aguerre contra el Ferrocarril Central Argentino^ 
por cobro del valor de una encomienda; apelación de senten-- 
da de la Cámara de Apelaciones de la Capital. 

Sumario. — La resolución que apreciando la prueba pro- 
ducida fija el valor de la encomienda extraviada á cargo de la 
empresa transportadora, no es violatoria del decreto del poder 
ejecutivo nacional reglamentario de la ley de ferrocarriles. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas : 



SENTENCIA DEL JUEZ DE COMERCIO 



Vistos estos autos, resulta : Que con fecha 20 de Febrero, 
se presentó don Fermín Saravia en representación de don Ga- 
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bino Agaerre» demandando á la empresa del Ferrocarril Central 
Argentino, fundándose én las disposiciones de los artícnloslOS 
del Código de Comercio y 1109 del Código CítíI, por la suma de 
cinco mil pesos moneda nacional, á cojo pago pedía fuera con- 
denada con más las costas del juicio. 

Explica los hechos diciendo, que en 5 de Enero de 1895 j 
bajo guía número 23 que se acompaña, se expidió en la esta- 
tacion Retiro, con destino á Arrecifes, un baúl de propiedad de 
su representado, que contenía los efectos detallados en la nota 
defoja3j á más nneve libras esterlinfis y tres monedas de un peso 
cada una; que el baúl mencionado no llegó á su destino, siendo 
por consiguiente, responsable la empresa demandada, conforme 
á lo dispuesto por el artículo 162 del Código de Comercio, y es 
en esta virtud que pide se resuelva en la forma debida. 

Corrido traslado de lu demanda, á foja 15 vuelta, lo evacuó 
don Julián Nogueras , á foja 19, en representación de la empresa 
demandada, pidiendo el rechazo con costas de la acción instau- 
rada. Confiesa que es cierto el extravío del baúl de propiedad 
del actor y reconoce que la empresa se considera obligada á pa- 
gar la indemnización á que legítimamente tiene derecho el pro- 
pietario del objeto perdido, pero niega y desconoce que el con- 
tenido del baúl perdido ascienda á la suma que la parte actora 
le asigna. 

Hace presente que el artículo 173 del Código de Comercio es- 
tablece que el porteador no es responsable del dinero, alhajas 
ú objetos de valor, cuando no se hubieran avaluado en el acto 
de la entrega, lo que está de acuerdo con el artículo 194 del de- 
creto reglamentario de ferrocarriles de 10 de Setiembre de 1894 
é indica también las obligaciones que imponen los artículos 178 
y 195 del citado reglamento, fundado en lo cual pide se provea 
como queda solicitado. 

Corrido un nuevo traslado, á foja 21 vuelta, de conformidad 
con lo dispuesto por el artículo 102 del Código de Procedimien- 



440 FALLOS Dfi LA SUPREMA CORTE 

tos, lo evacuó el actor, foja 23, insistiendo ea sas pretonsio- 
iie8« 

Becibida la causa á prueba, á foja 23 vuelta, producida la que 
expresa el certificado de foja 61 j habiendo alegado las partes á 
fojas 67 y 69, el juzgado dictó la providencia de foja 79 vuelta, 
quedándola causa en estado de sentencia. 

Y considerando : I"* Que en el escrito de foja 19, la empresa 
demandada ha reconocido el extravío del baúl de propiedad del 
actor^ como la obligación que tiene de pagar la indemnización 
correspondiente, discrepando únicamente con el primero, en el 
monto de la cantidad reclamada. 

2^ Que el instrumento de foja 4, titulado guía de encomien- 
das, no enuncia todos los elementos enumerados en el artículo 
165 del Código de Comercio, por cuya razón su contenido no 
basta para decidirla cuestión que surge del contrato de trans- 
porte, respecto á la indemnización que se reclama. Por consi- 
guiente, debe estarse en apoyo de las partes, al resultado de 
las pruebas presentadas. 

3^ Que no habiendo el demandante hecho manifestación de- 
tallada en los objetos contenidos en el baúl extraviado, con de- 
signación de los efectos, su número, calidad genérica, etc., co- 
rresponde averiguar, si de la prueba producida y que le incumbe 
resultan justificadas las afirmaciones expuestas en el escrito 
de foja 14. 

4p Que la única prueba rendida á este respecto son las decla- 
raciones de los testigos Manuel González Bonorino, foja 59; Pe- 
dro Laudin, foja 60, y señora de Bruniquel, foja 60 vuelta. 

El primero, examinado al tenor del interrogatorio de foja 
57, declara que no puede precisar con exactitud si todo lo 
expresado en la listado foja 2 fué puesto en el baúl, pero sí la 
mayor parte de los objetos, quizás otros que no recuerda y que 
constituían todo el haber de Aguerre, que estaba presente 
cuando el baúl se llevó (contestación á las preguntas 3^ y 5^). 
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El segando deolara que el baol oontenfa entre otias cosas, el 
detalle en el inventario de foja 2 por haber estado presente 
caando Agaerre los paseen el baúl (contestación á las pregan- 
tas 3* y 6"). 

La tercera, que el actor havíTido en su casa, Esmeralda 454, 
reconoce algunas de las piezas de la lista, por habérselos visto 
nsar^ no conoce el detalle de foja 2, no estaba^presente cuando 
Aguerre puso en el baúl las cosas que se detallan en el inven- 
tario. 

Ahora bien, ¿cuál es la fuerza probatoria en estas declara- 
ciones ? Es evidente que de ellas no surgen los elementos nece- 
sarios de convicción, para apreciar favorablemente lo que se ha 
intentado demostrar por p1 actor. 

La contestación déla señora Bruniquel, no tiene valor algu- 
nOy desde que ignora si en el baúl iba la ropa detallada en la 
lista de foja 2. 

LadeLaudin, no tiene mayor importancia, porque es inve- 
rosímil. No es posible que después de haber transcurrido el 
lapso de tiempo comprendido entre el 5 de Enero de 1805, fo- 
4,'y 25 de Julio de 1896, de su declaración, pudiera conservar 
en la memoria el detalle de una lista que solo vio en el mo- 
mento que se colocaba en el baúl. La declaración de Bonorino, 
^e halla en idéntica condición. 

5^ Que en ausencia de otro medio probatorio y dado lo ex- 
puesto en el considerando 1®, corresponde aplicar al caso, la 
disposición del artículo 179 del Código de Comercio, nombran- 
do peritos para que determine el valor del baúl, con arreglo á 
la designación hecha en el instrumento de foja 2 por no ser de 
aplicación al caso el artículo 190 del Reglamento de la empresa, 
dada la disposición terminante del artículo 204 del Código de 
Comercio. 

Por estas consideraciones, la jurisprudencia establecida por 
laExma. Cámara en el caso de Charles hermanos contra la em- 
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presa Yillalonga j el artículo 162 deIC6digo de Comercio, fallo 
condenando á la empresa demandada á abonar á Gabino Agnerre 
en el término de diez dias, el importe del baol reclamado, previa 
tasación pericial y en las costas del jaicio. Regulo el honorario 
del doctor Zeballos en 300 pesos moneda nacional j el del pro- 
curador SaraTia en 120 pesos de igual moneda. 

Dado en el salón del juzgado á 25 de Setiembre de 1896. Be- 
pónganse los sellos é inscríbase en el libro respectivo. 

L. Á. Peyret. 

Ante mí : 

Sicuret. 



ACUERDO Y SENTENCIA DE LA CÍMARA DE APELACIONES 



En Buenos Aires á 20 de Marzo de 1897, reunidos los se- 
ñores vocales en la sala de acuerdos y traidos para conocer los 
autos seguidos por don Gabino Aguerre contra la empresa del 
Ferrocarril Central Argentino, por cobro de pesos, se practicó 
la insaculación que ordena el artículo 256 del Código de Proce- 
dimientos, resultando de ella que debían votar los señores voca* 
les en el orden siguiente : doctores. López Cabanillas, García» 
Perei,Saavedra, Estoves. 

Estudiados los autos, la cámara sometió á votación la cues* 
tion siguiente : 

¿ Tiene el actor derecha paraexig ir que la empresa del Fe- 
rrocarril Central Argentino le indem nice el daño realmente 
causado por el motivo que expresa la demanda, j en tal caso, 
cómo debe hacerse ejecutiva tal indemnización? 

El doctor López Cabanillas, dijo: Don Gabino Aguerre de- 
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manda ala compañía del Ferrocarril Central Argentino por in- 
demnización del daño cansado á él, con motivo déla pérdida de 
nn banl con ropas y objetos de nso personal, qne cargó en la 
estación Retiro de esta ciadad para ser trasladado á la estación 
Arrecifes de la misma línea, con fecha 5 de Enero de i 895. 

Habiéndose extraviado en el trayecto dicha balija, el carga- 
dor reclama de la empresa la cantidad de 5000 pesos moneda 
legal, como indemnización de los daños sufridos, acompañando 
á su demanda una lista délos objetos que, segan él, contenía la 
balija extraviada, haciéndose elevar el importe total de dichos 
objetos ala cantidad de 2930 pesos moneda legal. 

La empresa recononoce ser cierto qne se le entregó el banl re- 
ferido, como igualmente que éste se extravió en su poder; pero 
niega que contuviera los objetos. que expresa el actor, ni que 
éstos tuviesen el valor que él les asigna, sosteniendo que si bien 
ella está obligada á pagar al demandante la indemnización i 
que legítimamente tenga derecho, esta indemnización no puede 
exceder de cincuenta pesos, con arreglo á lo prescripto por los 
artículos 193 j 195 del derecho reglamentario de la ley de ferro- 
carriles nacionales que así lo disponen, por cuya razón ofreció 
desde un principio al actor abonarle esa suma, la misma que 
se halla aun dispuesta á. entregarle, pidiendo por todo ello el 
rechazo de la demanda. 

Desde que, según lo expuesto, las partes están conformes en 
que hubo pérdida del baúl y que este hecho impone á la com- 
pañía la obligación de indemnizar al actor, toda la cuestión 
está en decidir cuál es el monto de esta indemnización, que es 
el punto capital de discrepancia entre las partes. 

Desde luego, la pretensión de la empresa, de limitar la in- 
demnización áque se reconoce obligada, al pago de la sola can- 
tidad de cincuenta pesos^ es inadmisible bajo todo concepto. 

En efecto, el Código de Comercio ha prescrito como un de- 
ber de las empresas de ferrocarrriles el de entregar la carga 
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fielmente en el lagar y tiempo conTenídos, empleando todas las 
diligencias y medios practicados por las personas exactas en el 
oamplimiento de sns deberes para que los efectos no se.deterio- 
ren ni extravíen, sopeña de responder alas partes, no obstan- 
te convención en contrario, por las pérdidas ó daños que les re- 
saltaren por malversación ú omisión suya ó de sns factores, de- 
dependientes ú otros agentes cualesquiera (art. 162). 

El artículo 50 de la ley de ferrocarriles no ha derogado ni li- 
mitado esta obligación, pues, por el contrario, declara que las 
empresas de ferrocarrriles quedan sujetas á las obligaciones 
que les impone el Código de Comercio, por razón de pérdida, 
avería 6 retardo. 

En cuanto á las disposiciones recordadas por la em- 
presa del decreto reglamentario de la ley de ferrocarriles, tam- 
poco pueden autorizar la limitación qoe pretende, pues seme- 
jante restricción importaría en realidad una eicepcion que al- 
tere el espíritu y letra de las leyes del congreso que legislan los 
transportes, violándose así lo preceptuado por el artícolo 86, 
inciso 2"*, de la Constitución, que no ha dado tal alcance á la 
respectiva facultad deferida al Poder Ejecutivo. 

Pero sobre este particular, creo que nada hay qoe agregar 
después de la muy fundada y ooncluyente exposición que, 'juz- 
gando un caso análogo, hizo al respecto el señor doctor Saave- 
dra, con la adhesión unánime de los miembros de este tribunal. 

Ese estudio se encuentra en el acuerdo publicado en la pági- 
na 130, tomo 7, serie 58 de los Fallos, y para evitar repeticio- 
nes innecesarias me refiero en un todo á él. 

Siendo, pues, las reglas generales de responsabilidad las qae 
deben aplicarse al caso, veamos cómo debe determinarse el 
monto de la indemnización reclamada. 

Desde luego creo inaplicable la tasación por peritos á que se 
refiere el artículo 179, Código de Comercio, porque ese artícolo 
se refiere ala designación que de los objetos perdidos se haya 
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hecho en la carta de porte, y es sobre esa designación que debe 
recaer el dictamen pericial, fijando el valor qae ellos tendrían 
en el lugar y tiempo de la entrega ; y como en el caso de antos 
no aparece haberse hecho tal designación en la carta de porte 
de foja 4, resulta inaplicable la expresada disposición- legal. 

Según se demuestra en la sentencia apelada, el actor no ha 
justificado que todos los objetos detallados en la lista de foja 2 
existiesen en el baúl extraviado, pero el tenor de las declaracio- 
nes de fojas 59 á 60 vuelta, nnido á lo que resulta de las cuen- 
tas de fojas 50, 62 y 54y reconocidas por las personas que las 
firman, autorizan para pensar que al menos las ropas designa- 
das en dichas cuentas, debieron formar parte del equipaje del 
actor. Es, pues, el importe de esas ropas el que la empresa debe 
abonar al demandante. 

Aun cuando en esos mismos documentos se asigna á los obje- 
tos referidos an precio cierto, no es posible partir de esa sola 
base para determinar el monto de esa indemnización, pues claro 
está que el valor 6 precio de costo de esas ropas no es ni puede 
considerarse el mismo después de un uso más ámenos prolon- 
gado. 

Me parece que es, entonces, llegado el caso de proceder como 
lo hizo esta cámara eu la causa antes recordada^ aplicando la 
disposición del artículo 220 del Código de Procedimientos, es de- 
dir, defiriendo al juramento del actor la estimación del daño 
cansado por el hecho que motiva su demanda. Para este fin, 
creo equitativo la fijación de una sama de iOOO pesos dentro de 
la cual hará el demandante la estimación jurada. Voto en tal 
sentido. 

Por razones semejantes los doctores García, Perez^ Saave- 
dra, se sometieron al voto anterior. 

El doctor Estoves dijo : 

Por las consideraciones aducidas por el señor vocal doctor 
López Cabanillas, voto en el mismo sentido que él, excepto en 
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cuanto á la cantidad dentro déla cual debe prestarse el jura- 
mento estimatorio que, á mi juicio, no debe exceder de 500 pesos. 

Con lo qae terminó este acuerdo qae firman los señores voca- 
les doctores Saayedra, García, Pérez, López Cabanillas, Estoves. 

Ante mí: 

Luis S. Aliaga. 

La empresa apeló para ante la Suprema Corte, fundándose 
en el artículo 14 de la ley de jurisdicción y competencia de 14 
de Setiembre de 1863. 



VISTA DEL SEAOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Junio 30 de 1887. 

Suprema Corte : 

m 

La facultad de reglamentar las leyes, atribuida al Poder 
Ejecutivo por el artículo 86, inciso 2^, de la Constitución nacio- 
nal, contiene la expresa limitación de no alterar su espíritu 
con excepciones reglamentarias. 

El artículo 178 del reglamento de ferrocarriles no sería váli- 
do ante aquella garantía constitucional, si alterase el espíritu 
de la ley sobre ferrocarriles li otra emanada de la autoridad 
del congreso. 

Pero ese artículo no altera la legislación vigente sobre pago 
del valor de equipajes extraviados, pues la indemnización en él 
determinada, se refiere al caso, en que el pasajero no declafa un 
valor determinado ó si no fuera posible probarlo en caso de per* 
didas ó avería. 

Esta disposición no contradice en lo referente avalores de- 
terminados ó justificados con arreglo á derecho, las prescrlp- 
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cíones del Código de Comercio, que con oportunidad ba citado 
el acuerdo de foja 38, como aplicables al becbo comproba- 
do. Según ese acuerdo, resulta del contesto de las decla- 
raciones de fojas 59 á 60 vuelta y documentos de fojas 50, 
52 7 54, que está demostrada la existencia en el baúl perdido, 
al menos de una parte de los objetos reclamados. 

Ante la declaración de la existencia de esa prueba no es apli 
cable al eñso sub-judice lo dispuesto en la última parte del in- 
ciso i** del artículo referido, y sí las prescripciones del Código 
de Comercio en que se funda la sentencia recurrida. Procede 
en consecuencia la confirmación que solicito de Y. E. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Baprema Corim 



Buenos Aires, Diciembre 30 de 1897. 

Vistos y considerando : Que la Cámara de. apelaciones en lo 
comercial de esta Capital apreciando la prueba producida, ha de- 
clarado estar probado que la encoihienda de que se trata tenía 
un yalor de mil pesos aproximadamente, fijando esa suma para 
que dentro de ella preste el actor el juramento estimatorio. 

Que en tal concepto, no puede estar en cuestión el derecho que 
el demandado pretende le está aoordado por el artículo ciento 
noventa y cinco del reglamento general de ferrocarriles para 
no pagar sino una indemnización determinada, desde que ese 
mismo artículo deja á salvo la pruebs^ sobre el mayor valor de 
la encomienda, á objeto de que la responsabilidad de la empresa 
transportadora se ajuste en ese caso al valor comprobado. 

Por estos fundamentos y concordantes . de la vista del señor 
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Procurador general, se declara que la resolución apelada de foja 
noventa no es yiolatoria del decreto reglamentario de la ley de 
ferrocarriles. 

Bepuestos los sellos, devuélvanse, pudiendo notificarse con el 
original . ^ 

benjamín paz. — LUIS V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAN. — OCTA* 
VIO BUN6E. ~ JUAN E. TO- 
RRENT. 



CAUSA CDXJlII 



Contra Vattine Bossut et fils, por infracción ^i las ordenanzas 
de aduana ; sobre pago de dobles derechos 

Sumario. — No pueden embarcarse artículos de exportación 
sin acreditar el previo pago de los derechos fiscales; y no exime 
de la pena el permiso que pueda haber concedido para hacer 
lo contrario el guarda encargado de recibir las mercaderías. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas: 



RESOLUCIÓN DE ADUANA 



Buenos Aires, Noviembre '24 de 1895. 

Kesultando de las actuaciones que preceden que la casa de- 
nunciada ha solicitado permiso y pagado los derechos del exce- 
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SO de que se trata, después de pasado el parte de foja... de acuer- 
do con el artículo 998, resuelvo declarar caído en comiso el 
expresado exceso, debieodo en su defecto oblarse una multa 
igual ásu valor. 

J. Martínez Castro. 



RESOLUCIÓN DE AUUANA 



Buenos Aires, Diciembre 3 de 1895. 

Resultando de las actuaciones precedentes que la misma casa 
exportadora ha denunciado ante el guarda el exceso que motiva 
el parte de foja i, que fué cargado, por las razones que expresa 
el interesado y en concepto de sacar á la primera hora hábil 
el'correspondiente permiso, como en efecto lo hizo; todo lo 
cual consta de las boletas agregadas y los informes perti- 
nentes. 

Besuelvo: Conmutar la pena de comiso por una multa de 
treinta pesos oro. Notifíquese á los interesados, y sino se ínter- 
pusiere apelación, elévese en consulta al ministerio de hacien- 
da, de conformidad al artículo 20 de la ley de aduana. 

J. Martínez Castro. 



RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA 



^Buenos Aires, Marzo 23 de 1896. 

Tomada en cuenta la apelación deducida por el empleado de 
la aduana de la Capital, señor don Eulogio B. Silva, de ese fallo 

T. LZXl 29 
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del administrador de la repartición, fecha 3 de Diciembre de 
1895, que conmuta la peña decomiso aplicable á 30.846 kilos 
de lana embarcados en exceso por los señores Tattine Bossut et 
fils á bordo del vapor inglés «Rosarían», por una multa de 
treinta pesos oro (30 pe»os) atento los informes producidos. 

Y considerando: Que no se ha comprobado en estas actua- 
ciones, el hecho alegado por los exportadores de que el mayor 
embarque lo haya permitido el guarda encargado de fiscalizar 
estas operaciones bajo promesa de obtener al día siguiente el 
correspondiente boleto, hecho que por otra parte, si fuese cier- 
to, implicaría respecto del guarda ana infracción á sus de- 
beres. 

Que, desde el momento que se ha establecido el previo pago 
de los derechos de exportación y ofrecido al comercio todo gé- 
nero de facilidades para la devolución de las sumas que llegase 
á oblar de más, no es tolerable que éste declare en sus per- 
misos de despacho una cantidad menor de frutos que la que se 
propone embarcar. 

Que si bien es cierto que en estos casos no es equitativo, ni en 
rigorismo, aplicable la pena de comiso que prescribe el artículo 
998 de las Ordenanzas de Aduana en vigencia, desde que éste 
se refiere á frutos embarcados sin permiso y no en exceso á los 
solicitados á despacho, no puede la operación dejar de ser pena- 
da con la inmediata inferior, desde que, como quiera que sea, 
existe una infracción. 

Por estas consideraciones, se resuelve: Revócase la resolución 
recurrida, condenándose, por la diferencia de que dio cuenta el 
oficial del resguardo señor Silva, al pago de dobles derechos. 

Fase á la Dirección general de Rentas, para sus efectos, de- 
biendo llamársela atención de la aduana de la Capital sobre la 
poca escrupulosidad que revela de parte de los empleados en- 
cargados de fiscalizar estas operaciones, el hecho de que fre- 
cuentemente se formulen denuncias por frutos embarcados en 
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exceso, cuando no deben ni permitir la operación, ni ella, en la 
mayor parte de los casos, pnede llevarse á cabo, sí, en el mo- 
mento del embarque, se practica la verificación que demanda. 

Romero, 

VISTA FISCAL 



Buenos Aires, Setiembre de 1896. 
Señor Juez : 

Resuelto este asunto por el Administrador de aduana á foja... 
el empleado denunciante creyó heridos los derechos de su de- 
nuncia y ocurrió en apelación al ministerio de hacienda : hizo 
allí el apelante su expresión de agravios, y el ministerio, sin, 
acceder á sus pretensiones, modificó la pena de 30 pesos oro jle 
multa impuesta por la aduana, é impuso á la casa acusada la 
pena de dobles derechos sobre el exceso de lo embarcado. 

La apelación del empleado denunciante se sustanció ante el 
ministerio, sin intervención de la casa condenada, y sin que 
conste en autos, que se le notificara la apelación del empleado, 
ni las diligencias ante el ministerio, no apareciendo tampoco de 
autos la época en que se hiciera notificación formal é la casa 
Yattine Bossut et fils^que se tenía resuelto. 

Tales circunstancias me inducen á pensar, que es procedente 
ante V. S. el recurso de hecho que se trae: no sólo porque na- 
die puede ser condonado sin ser oido, sino porque también cuan- 
do la ley de aduana establece (artículo...) que cuando se enta- 
bla la vía administrativa se entiende abandonada ó renunciada 
la vía judicial, parte de la base de que la acción sea posible, es 
decir, que quien está llamado á optar tenga intervención y co- 
nocimiento del asunto. 

En este caso los recurrentes no han tenido ocasión para hacer 
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tal ppcioQ, pues apelada la resolución aduanera de foja... por el 
empleado denunciante, laadaana elevó el asunto al ministerio, 
sin conocimiento ni citación de la parte acosada. 

Creo, pues, que no es ol caso de aplicar la disposieion citada 
de la ley de aduana, y que tampoco aparece de autos notifica- 
ción ni citación en forma que pueda servir de base para decir 
que la casa acusada no está en tiempo de deducid apelación de 
, la i^esolucipn que recurre. 

Por esto, creo que Y. S. debe admitir la dicha apelación, 
ordenando que la casa acusada exprese agravios dentro del tér- 
mino de ley. . 

J. Boíet. 

Auto del . Juea Federal 

* 

r 

BuBDOs Aires, Setiembre 29 de 1986. 

Autos y vistos: Por los fundamentos legales aducidos en la 
vista del señor procurador fiscal que el juzgado acepta como 
base de esta resolución, declárase mal denegada la apelación 
interpuesta por los señores Yattine Bossut et fíls de la resolu- 
ción aduanera pronunciada; y en consecuencia expresen agra- 
vios dentro del término de seis días. Repóngase el papel. 

Agustin Urdinarrain. 



Fallo del Jíuea Federal 



Buenos Aires, Junio 9 de 1897. 

Y vistos: Considerando que el hecho que ha dado motivo á la 
presente apelación se encuentra debidamente justiñcado no so- 
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lamente con las constancias adminístratiyas, sino jbambien por 
la propia manifestación de los apelantes en sns escritos de fo- 
jas 82 y 124. 

Qae disponiendo el artículo 542 de las Ordenanzas de adua> 
na que en las operaciones de exportación se acompañará un 
permiso de embarque expedido por la oficina de registros, y el 
artículo 14 de la ley de aduana, que ios derechos de exporta- 
ción serán abonados antes del embarque de los frutos, los seño- 
res Vattini Bossut e.t fils, no han podido embarcar mayor can- 
tidad que aquella por la que habían abonado los derechos. 

Que esta omisión no ha podido salvarse abonando al día si- 
guiente en la tosorería de la aduana los derechos correspondien- 
tes á los 80.846 kilos lana, embarcados demás, desde que la 
infracción se había consumado por el sólo hecho de cargarse 
éstos sin haber mediado el previo pago de aquellos derechos. 

Que por otra parte, la renta fiscal ha podido ser perjudicada, 
por cuanto con el mismo boleto de pago los apelantes podían 
haber cargado otra cantidad igual al exceso encontrado, si la 
aduana no se hubiere apercibido de él. 

Que la escusa alegada por los señoress Vattine Bossut et fils 
deque el guarda encargado de recibir la mercadería les permi- 
tió cargar el excoso encontrado, aparte de que no se ha justifi- 
cado en autos, carecía de mérito legal suficiente para ponerlos 
á cubierto de la responsabilidad que las Ordenanzas de Aduana 
establecen para tales casos, puesto que el empleado no puede 
hacer concesiones que importen una violación de la ley. 

Que en presencia de estos antecedentes, es de estricta aplica- 
ción al presente caso la disposición contenida en el artículo 992 
de las Ordenanzas de Aduana. 

Por estos fundomentos y de conformidad con lo dictaminado 
por el procurador fiscal, fallo: confirmando, con costas, la reso- 
Incion administrativa de foja 96. 

En oportunidad, devuélvanse estas actuaciones á la aduana 
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de la Capital á los efectos consiguientes, ^otifíqnese con el 
original y repónganse los sellos. 

Gervasio F. Granel. 



VISTA DEL SBÍ90R PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Octubre 13 de 189^. 

Suprema Corte : 

La parte recurrente no ha expresado agravios, dejando sub- 
sistentes los considerandos de la resolución administrativa de 
foja 96 y sentencia confirmatoria de foja 139. 

Esos considerandos consignan los hechos explícitos resultan- 
tes del sumario administrativo, y aplican con justicia y equidad, 
las penas establecidas por las Ordenanaas de Aduana que rigen 
el caso sub'judice. Pido por ello á Y. E. se sirva confirmar por 
sus fundamentos la resolución recurrida de foja 139. 

Sabiniano Kier . 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Diciembre 30 de 1897 . 

Vistos: de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general, y por sus fundamentos, se confirma, con 
costas, la sentencia apelada de foja ciento treinta y ocho. Be- 
puestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE. — JUAN E. TORREN T. 
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Acción ejecutiva. — Si la letra ha sido firmada por el mandatario con 
facultades bastantes, el protesto hecho al mandatario dt^be 
entenderse como hecho personalmente al mandante, y auto- 
riza la acción ejecutiva. Página 391. 

Acto iliciio. — Véase : Competencia. 

Acusación. — Debe considerarse como no interpuesta la acusación 
que el ministerio fiscal ha subordinado á la no existencia de 
un decreto que ha resultado existente. Página 360. 

Agravación de pena. —No puede agravarse la pena si la sentencia 
ha sida apelada por el defensor del procesado. Página 253. 

Apelable. — Lo es la resolución del administrador de aduana, que im- 
pone una pena, aunque se funde sobre la clasificación de 
mercaderías hecha por la dirección de rentas. Página 99. 

Apelable. — Lo es el auto por el cual se rechaza la petición de un ter- 
cero para que se haga saber á los encargados de ejecutar 
una sentencia dictada por los tribunales provinciales, que 
las providencias dictadas en el juicio no afectan sus dere- 
chos. Página 194. 

Apelable. — Lo es la resolución de aduana qne impone penas, aunque 
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se funde en la clasifícacioh inapelable hecha por la dirección. 
* de rentas. Pág¡nai98. * * . . . • 

Apelable. — No lo es el auto de solvendo. Página ^03. 
Apelable. — No lo son las regulaciones de lionorarios que no excedan 

de 500 pe^os. Página 245. 
Apelable, — Véase : Tasación. 



B 



Banco Hipotecario Nacional. — La posesión de inmuebles dados en 
locación, que se mande dar al Banjco Hipotecario Nación al 
en virtud de lo dispuesto por su le; orgánica, es sin perjui- 
cio de los derechos del locatario. Página i 78. 



Circulación de billetes falsos. — La circulación de billetes de curso le- 
gal falsos sin circunstancias atenuantes, tiene la pena de cin- 
co años y medio de trabajos forzados. Página 314. 

Circulación de billetes falsos. — Si de los hechos y circunstancias del 
proceso resulta que la presunción de que él que ha circulado 
los billetes falsos, los recibió sin conocimiento de su false- 
dad, y no existen en autos elementos demostrativos de ese 
conocimiento cuando los circuló, aquella presunción debe 
extenderse al hecho de la circulación y absolverse al acusa- 
do. Página 335. 

Circulación de billetes falsos. — Demostrada la comisión del delito de 
circulación de billetes de banco falsos, corresponde aplicar 
la pena proscripta por el artículo 62 de la ley penal. Pági- 
na 430. 

Clasificación de mercaderias. — Véase : Apelable. 
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Competencia. — Es juez competente para conocer del delito de falso 
testimonio es el del lugar donde éste ha producido sus efectos; 
V en su consecuencia debe ordenarse la tramitación de los 
eibortos que dicho juez libra en la causa. Pagina 60. 

Competencia. — La remisión de la causa y aceptación del sumario 
importa prevención en su conocimiento. Páginas 205, 207, 
211, 289 y 349. 

Competencia. — Debe considerarse cometido en el lugar donde han 
sido recaudados los impuestos internos, el delito de sustrac- 
ción de dinero procedente de éstos, imputado al encargado 
de la recaudación. Página 266. 

Competencia. — El conocimiento del delito corresponde al juez de la 
sección territorial dentro de la cual ha sido cometido. Pá- 
gina 298. 

Co mpetencia. — La demanda por indemnización de daños causados 
por hecho ilícito, puede intentarse ante el juez del domici- 
lio del demandado. Página 332. 

Competencia. — Véase : Justicia federal. 

Compromiso. — Véase : Laudo. 

Cosa juzgada. — La aprobación de mensura en un juicio de deslinde 
que no ha sido motivado por la discusión sobre la propiedad, 
no puede oponerse como cosa juzgada á lá acción reivindi- 
catoría del propietario. Página 229. 

Costas. — No habiendo mérito para la condenación en costas, debe 
confirmarse el auto que no la impone. Página 58. 

Costas. — En las costas á cargo del expropiante no se comprenden 
los honorarios del apoderado del expropiado. Página 105. 

Costas. — No procede condenación en costas, cuando la resolución de 
la Suprema Corte es revocatoria del auto que concedió el 
recurso deducido para ante ella. Página 258. 

Costas. — No debe imponerse la condenación en ellas, cuando no hay 
mérito para imponerlas. Página 423. 

Costas. — Véase : Indulto. 
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Daños y perjuicios, — Para fijar el monto dé los perjuicios causados 
por la muerte del esposo de la demandante debe tenerse 
presente la industria y modo de vivir del finado. Página 5. 

Daños y perjuicios. — Véase : Competencia; Laudo ; Locación, 

Delito. — No probada la culpabilidad del procesado, debe dictarse 
sentencia absolutoria. Página 51 . 

Deserción de recurso. — Debe declararse desierto el recurso inter- 
puesto por el ministerio fiscal, si se ba acusado rebeldía al 
señor Procurador general, después de vencido el término 
para eipresar agravios. No modifica esa conclusión el hecho 
de haberse mandado traer los autos que se bailaban en su 
poder y de haberse acompañado la expresión de agravias 
juntamente con el expediente. Página 306. 

Desistimiento. — Puede admitirse el del recurso de apelación, formu- 
lado por el defensor, en las causas en que la pena impuesta 
no es de las mencionadas en el articulo 690, Código de 
Procedimientos en lo Criminal. Página 292. 

Dobles derechos. ^ Ño pueden embarcarse articules de exportación, 
sin acreditar el previo pago de los derechos fiscales ; y no 
exime de la pena de dobles derechos, el permiso que pueda 
haber concedido para hacer lo contrario, el guarda encarga- 
do de recibir las mercaderías. Página 448. 

Dominio. — Probado éste en los causantes, queda demostrado el do* 
minio en el sucesor. Página 229. 



E 



Ejecución. — No existiendo nulidad y no habiendo sido probada la 
excepción opuesta á la ejecución, debe ésta ser llevada ade- 
lante. Página 46. 
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Ejeeadan. — No probadas las excepciones opuestas debe llevarse ade- 
lante la ejecución. Página 301. 

Ejecución. — Véase r Acción ejecutiva. 

Encomienda. — Véase : Transporte. 

Excepciones dilatorias. — V4ase : Término exlr/Mrdinario. 

Expropiación. — Debe confirmarse la indemnización que resulta equi- 
tativa. Páginas. 369, 374 y 382. 

Expropiación. — Debe declararse llegada lá oportunidad de la expro- 
piación prevista en la ley número 3037, sí han sido llenadas 
sustancialmente las condiciones de fijación de plazo y ma- 
nifestación de los accionistas. Página 408. 

Expropiación. — Véase : Costas; Intereses. 

Extradición. —• No debe hacerse lugar á ella, cuando por razón de 
prescripción el delito imputado no es susceptible de pena, 
según las leyes argentinas. Página i 82. 



F 



Falsa manifestación. — Debe ser penada la hecha ante la aduana y 

que ha podido pasar desapercibida. Página 191. 
Falsificación de billetes. — Véase : Tentativa. 
Falso testimonio. — Véase: Competencia. 
Fallido. — Véase: Hateas corpns. 



G 



Guardia nacional. — El infractor á la ley de enrolamiento es casti- 
gado con la pena de un año de servicio en elej[ército. Página 
249. 
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Babeas corpus. — El juez de comercio es autoridad competente para 
ordenar el arresto del fallido, ; contra esa orden no procede 
el recurso de habeos carpus. Página 312. 

Habeos Corpus. — No procede este recurso contraía vigilancia puesta 
por la policía, si resulta que ha sido ordenada por negarse el 
recurrente á declarar en un sumario de prevención. Página 
365. 

Habeos Corpus. — No procede este recurso contra la detención orde- 
nada por juez competente. Página 4S7. 

Homicidio, — El homicidio en riña con una circunstancia atenuante, 
es castigado con cuatro años de presidio. Página 220. 

Honorarios. — Véase : Apelabk. 



Indulto. — El indulto de la pena, concedido por el Presidente de la 
República al condenado en juicio criminal, no exime á éste 
de las costas procesales declaradas de su cargo en di6ho jui- 
cio. Paginado. 

Interdicto. — No procede el de retener, sin la prueba de la posesión 
por parte del demandante. Página 89. 

Interdicto. — No procede el de recobrar^ sin la prueba de la posesión 
por parte del demandante. Página 93. 

Interdicto. — No debe admitirse el de obra nueva, si no se ha negan- 
do por el demandante que habla convenido con el demanda- 
do que hiciera los trabajos de edificación, mientras el perito 
nombrado por ambos para resolver decidiese sobre los de- 
rechos y deberes relacionados con la medianería de la pared 
de propiedad del actor. Página 327. 
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Intereses. — Los intereses de la suma que debe abonarse á más de lo 
depositado en el juicio de expropiación, deben liquidarse 
con arreglo á la tasa que cobra el Banco de la Nación en sus 
descuentos. Página 105. 



Juicio qecutivo. — Véase : Apelable; Ejecución; Tasación, 

Justicia federal, — No corresponde á ella la causa sobre dos extran- 
jeros, aunque uno de ellos sea cesionario de un argentino. 
Página 352. 

Justicia federal, — Para surtir el fuero federal por razón de las per- 
sonas en causas en que se obra por cesión, es necesario de- 
mostrar la diversa nacionalidad del cedente y del cesionario 
con relación al demandado . Página 356. 

Justicia federal, — Corresponde á ella, por razón de las personas, las 
causas menores de 500 pesos, si la suma que se litiga excede 
la jurisdicción de la justicia de paz. Página 389. 



Laudo, — El arbitro nombrado en el juicio promovido sobre cumpli- 
miento y rescisión de contrato para resolver las cuestiones 
que surgen de la demanda y de la contestación, puede resol- 
ver sobre los daños y perjuicios que sean materia de la con- 
troversia, y apreciarlos en cualquier forma. Página 18. 

Laudo.' — Si la |ey procesal aplicable establece que se entiende com- 
prometido én caso de duda^ todo punto que haya sido objeto 
de discusión durante el juicio, corresponde estimarse las ac- 
tuaciones de prueba entre los puntos comprometidos. Pá- 
gina 18. 



1 
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Lo(\acion, — El locador no puede hacer cargo á loa locatarios por las 
innovaciones hechas en la cosa locada durante un contrato 
de locación anterior, que ha manifestado uo haber hecho con 
ellos sino con otra persona. Página 160. 

Locación. — La presunción legal respecto del estado de la cosa lo- 
cada, de la cual no se haya hecho la descripción, es que sea, 
bueno. Página 160. 

Locación, — El locatnrio es responsable por ios daños causados á Ja 
cosa, sea por acción directa, sea por no haber adoptado me- 
didas razonables para su conservación. Página 160. 

Locación. — Véase: Banco Hipotecario Nacional. 



M 



Medianería. — Véase : Incerdilo. 
Mensura. — Véase : Cosa juzgada. 



Pena. — Véase : Agravación de pena ; Violación de correspondencia. 

Posesión. — Véase : Banco Hipotecario Nacional. 

Posiciones. — El intendente municipal puede ser obligado á absolver 
posisiones sobre hechos en que haya intervenido ó de que 
deba tener conocimiento en el carácter de tal. Página 394. 

Presunción. — Véase: Locación. 

Prevención. — Véase : Competencia. 

Procurador general. — Véase : Deserción de recurso. 

Prueba. — Deben admitirse las diligencias de pruebas pedidas en 
tiempo. Página 49. 

Prueba. — Cuando en el juicio de tercería, el ejecutante opina que la 
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cosa embargada pertenece á un tercero extraña al juicio, no 
debe recibirse la causa á prueba para que se acredite el do- 
minio del ejecutado sobre ella. Página 139. 

Prueba, — Véase : Término extraordinario. 

Prueba peridaL — En la solicitud de acuerdo con las leyes de proce- 
dimiento federal, los peritos deben expedir su dictamen en 
junta. Página 17. 



R 



Rebeldía, — Véase : Deserción de recurso. 

Recurso, — No habiéndose puesteen cuestión disposición alguna de 
la Constitución nacional, ni derechos que se pretendan deri- 
^ vados de la misma, la interpretación y aplicación de las pres- 

cripciones de la Constitución y leyes de procedimiento loca- 
les, no autorizan el recurso á la Suprema Corte. Página 15. 

Recurso, — Si en el pleito ante los tribunales de provincia se han 
hecho valer derechos derivados de actos del gobierno nacio- 
nal, y puesto al amparo de autoridades nacionales, y se pre- 
tende que la sentencia final ha desconocido esos derechos, 
debe declararse procedente el recurso interpuesto para ante 
la Suprema Corte. Y resultando del examen de la sentencia 
apela'la, que los derechos en cuestión han sido reconocidos, 
así debe declararse y devolverse los autos al tribunal de su 
origen. Página 144. 

Recurso. — La interpretación y aplicación de la leyes del Congreso 
que conciernen al gobierno y administración de la Capital, 
no autoriza el recurso ante la Suprema Corte, contra las sen- 
tencias de los tribunales ordinarios de la misma. Página 
258. 

Recurso. — Véase : Costas. 

Recurso de hecho. — Sin la previa denegación del recurso por el in- 
ferior, no procede la apelación directa á la Suprema Corte. 
Página 159. 
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Reincidencia. — La ley número 3335 que priva á los reincídentes del 
beneficio del articulo 49 del Código Penal, no comprende las 
causas cuyo conocimiento corresponde álos jueces federales. 
Página 372. 

Reintegración, — Si el terreno perdido por el demandante, resulta 
que no hace parte del que se le entregó con la calidad de 
serle reintegrado en caso de pérdida, no es admisible su de- 
manda de reintegración. Página 396. 

Reivindicaciotí . — Véase: Cosa juzgada. 



S 



Sobreseimiento. — Cuando el ministerio fiscal ha pedido el provisional, 
y el defensor del acusado el definitivo, el juez debe resolver 
sobre esos pedidos y no proceder á dictar sentencia defini- 
tiva. Página 277. 

Sobreseimiento. — No debe dictarse éste, pudiendo adelantarse el su- 
m.irio. Página 377. 

Suprema Corte. — Véase : Recurso. 

Sustracción. •— Véase -.Competencia. 



T 



Tasación. — No es apelable en el procedimiento ejecutivo, el auto 
aprobatorio de la tasación. Página 245. 

Tentativa. — La de falsificación de billetes de banco debe ser casti- 
gada con tres años de trabajos forzados y multa de un mil 
doscientos pesos (articules 93 y 62, ley nacional penal ; ar- 
ticulo 12, inciso 2o, Código Penal). Página 316. 

Tercería. — Probado el dominio debe admitirse la tercería fundada 
en él. Página 260. 
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Tercería. — Véase :* Prueba . * 

* 

Tf^rCero, — Debe substanciarse con arreglo á derecho, y nt> ser. recha-' 

zada m iftmtñ^, ía petición de unterceco para que se haga 

» * » • * 

saber á los encargados de ejecutar una sentencia dictada por 

los tribunales provinciales, que las. providencias dictadas en 
* el juicio noafectan sus derechos, si éstos han sido dejados 

á salvo. P&gina 194. 
Término extraordinario. — No puede discutirse la procedencia del 

acordado de conformidad de partes y consentidp, ni negarse 

la producción de las pruebas y' por los medios indicados al ' 

solicitarlo. Página 49. * 
Término extraordinario. — La ley de procedimientos nacionales que 

admite la prueba en las excepciones dilatorias, no prohibe la 

concesión del térmipo extraordinario. Página 201. 
Transporte. — La resolución que, apreciando la prueba producida, 

« 

fija el valor de la encomienda extraviada á cargo de la em* 
presa transperfódora, no es violatoria del decreto del poder 
ejecutivo reglamentario de la ley de ferrocarriles. Página 
438. 



Vigilancia. — Véase : Habeos Corpus. 

Violación de correspondencia. — La aplicaciou de la pena del artículo 
52 de la ley nacional penal, al empleado de correo autor de 
la violación de una carta dentro de la cual existian billetes 
de lotería, es favorable y no puede causar agravio al pro- 
cesado. Página 270. 
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